
LEY GENERAL DE SALUD

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Tiene la palabra el diputado Ector Jaime Ramírez
Barba, para presentar iniciativa de reforma y adición de di-
versas disposiciones de la Ley General de Salud, suscrita
por diversos diputados del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional.

El diputado Ector Jaime Ramírez Barba: Muy buenos
días, con su venia, presidenta.

Queremos poner a su consideración esta iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversos artículos
de la Ley General de Salud, para actualizar el marco apli-
cable a los productos cosméticos, a cargo del que hace uso
de la voz, de la diputada Yolanda Mercedes Garmendia
Hernández y de la diputada Adriana Rodríguez Vizcarra
Velázquez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

Se proponen las siguientes modificaciones:

En el artículo 17 Bis de la Ley General de Salud diría así:
Proponer al secretario de Salud, la política nacional de pro-
tección contra riegos sanitarios, así como su instrumenta-
ción en materia de establecimientos de salud, medicamen-
tos y otros insumos para la salud, disposición de órganos y
tejidos, células de seres humanos y sus componentes, ali-
mentos y bebidas, productos cosméticos, productos de
aseo, tabacos, plaguicidas, nutrientes vegetales, sustancias
tóxicas o peligrosas para la salud, productos biotecnológi-
cos, suplementos alimenticios, materias primas y aditivas
que intervengan en la elaboración de los productos anterio-
res, así como de prevención y control de los efectos noci-
vos de los factores ambientales en la salud del hombre, sa-
lud ocupacional y saneamiento básico.

También se propone insertar, el artículo 83 Bis, que diga
así: Cualquier cirugía estética y cosmética relacionada con
cambiar y corregir el contorno o forma de diferentes zonas
o regiones de la cara y del cuerpo, deberán efectuarse en
establecimientos o unidades médicas con licencia sanitaria
vigente, atendidos por profesionales de la salud, de confor-

midad con lo que establece el artículo 81, y se encuentren
autorizados por la Secretaría de Salud.

Solicitamos también una modificación al artículo 194, pa-
ra insertarle lo que a la letra voy a decir: Proceso, importa-
ción y exportación de alimentos, bebidas no alcohólicas,
bebidas alcohólicas, productos cosméticos, productos de
aseo, tabaco, así como de las materias primas y, en su ca-
so, aditivos que intervengan en su elaboración.

En el artículo 257, incorporar en la fracción X, de farma-
cia, la denominación del establecimiento que se dedica a la
comercialización de especialidades farmacéuticas, inclu-
yendo aquellas que contengan estupefacientes psicotrópi-
cos, insumos para la salud, en general, así como productos
cosméticos y productos de aseo.

Estamos solicitando la inserción del Capítulo IX, “Produc-
tos cosméticos”. El artículo 269 iría así: Para los efectos de
esta ley se consideran productos cosméticos aquellos pro-
ductos, sustancias o formulaciones destinadas a ser puestas
en contacto con partes superficiales de cuerpo humano,
piel, sistema piloso y capilar, uñas, labios y genitales ex-
ternos, o con los dientes y mucosas bucales, cuya función
principal es mejorar la apariencia, perfumar, modificar o
corregir olores corporales, limpiar, proteger, atenuar, con-
trolar o prevenir deficiencias o alteraciones y ayudar a mo-
dificar su aspecto o mantenerlos en buen estado.

Quedan comprendidos, en los productos a que se refiere el
párrafo anterior, los siguientes:

Primero. Los productos para la piel, incluyendo los repe-
lentes de insectos de aplicación directa en la piel.

Segundo. Los productos para los sistemas piloso y capilar.

Tercero. Los productos para la higiene y el cuidado bucal.

Cuarto. Los productos para la higiene y el cuidado íntimo
externo.

Quinto. Los productos para el maquillaje.
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Sexto. Los productos para las uñas.

Séptimo. Los productos para perfumar, modificar o corre-
gir los olores corporales.

Octavo. Los demás que establezcan las normas aplicables.

Artículo 270. La secretaría, mediante la emisión de normas
oficiales mexicanas establecerá las características que de-
berán cumplir los productos cosméticos, así como sus con-
centraciones máximas permitidas. Asimismo, la Secretaría,
mediante acuerdo que se publicará en el Diario Oficial de
la Federación, podrá emitir una lista de sustancias prohibi-
das o restringidas para la elaboración de productos cosmé-
ticos.

Artículo 270 Bis. Los productos comprendidos en el artí-
culo 269 deberán ajustarse a lo previsto en las normas a
que se refiere el artículo anterior. En caso de exceder las
concentraciones máximas autorizadas no serán considera-
dos productos cosméticos y estarán sujetos a la elaboración
aplicable.

Artículo 271. No podrán atribuirse a los productos cosmé-
ticos acciones farmacológicas, regular el peso o tratar la
obesidad, ya sea en el hombre… indicaciones, instruccio-
nes para su empleo o publicidad.

Artículo 272. Los productos a los que se refiere este capí-
tulo llevarán etiquetas que deberán cumplir lo establecido
en el artículo 210 de esta ley y, en su caso, instructivos de
uso que deberán estar en español, sin perjuicio de que se
expresen además en otros idiomas.

Para la declaración de ingredientes, se utilizarán las no-
menclaturas técnicas internacionales que determine la nor-
matividad aplicable.

Por último, el artículo 272. La Secretaría, mediante la emi-
sión de normas oficiales mexicanas establecerá los linea-
mientos aplicables a las buenas prácticas de fabricación de
los productos cosméticos y lo demás que están en la Gace-
ta Parlamentaria.

Presidenta, la idea de esta iniciativa, compañeros diputa-
dos, es poner los productos cosméticos en un marco legal
y armonizado, con los demás países también. Es cuanto,
presidenta.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Salud, suscrita por diputados del Gru-
po Parlamentario del PAN

Introducción

En la actualidad, la creciente comunicación e interdepen-
dencia entre los distintos países del mundo unifica merca-
dos, sociedades y culturas, a través de una serie de trans-
formaciones socioeconómicas, políticas y normativas.

Bajo este contexto globalizado y en el marco de la política
internacional adoptada por México, se ha sumado a varios
esfuerzos tendientes al fortalecimiento de las relaciones de
nuestro país con la comunidad internacional en ámbitos tan
diversos como la economía, el medio ambiente y la salud,
entre muchos otros.

Ahora bien, el fortalecimiento que se persigue implica la
adecuación y actualización del marco normativo vigente,
de tal suerte que los cambios que impone la realidad actual,
tengan un sustento jurídico que propicie seguridad en la
población por un lado, por otro, garantice que las empresas
en México tengan un marco jurídico que les asegure conti-
nuar con sus operaciones de comercio interior y exterior
conforme a la regulación vigente.

Bajo esta premisa, la normatividad actual que se refiere a
los productos de perfumería y belleza, conocidos como
productos cosméticos en el contexto internacional, requie-
re ajustes que permitan a nuestro país garantizar al consu-
midor una buena calidad de dichos productos al tiempo que
se salvaguarda su bienestar, promueva la competitividad
del sector y la generación de empleos, y la armonización
conforme a las tendencias mundiales en la materia.

Al respecto, la legislación en nuestro país relativa a los
productos cosméticos no se ha modificado ni actualizado
desde 1991 en forma sustantiva, por lo que se ha visto re-
zagada y superada por legislaciones de otros países. De he-
cho la actual regulación no incluye a todos los productos
que son considerados en dichos países como cosméticos, lo
cual genera inequidad de requisitos y una alta complejidad
para las operaciones de comercio exterior.

En este sentido, la necesidad de ajustar nuestro régimen ju-
rídico  se vuelve imperativa y apremiante, para que en un
marco de competitividad abierto al libre comercio de pro-
ductos por parte de las empresas que operan en México, és-
tas se vean en igualdad de circunstancias para enfrentar los



retos de calidad sanitaria que requiere tanto el mercado na-
cional como internacional. Actualmente, este sector se en-
cuentra sometido en algunos casos a estándares superiores,
mientras que en otros la normatividad disponible es insufi-
ciente, como es la falta de una norma para las Buenas Prác-
ticas de Manufactura aplicable a productos cosméticos.

I. Tendencia al libre mercado

La comunidad internacional tiende en diverso grado a un
sistema de libre mercado, en el que las restricciones o con-
troles gubernamentales a los intercambios entre individuos
y empresas se ciñen a lo estrictamente necesario.

En el caso de los cosméticos, muchos países tienen inter-
cambio libre debido no sólo a los tratados internacionales
de los que forman parte, sino también debido a que sus
marcos legales han sido armonizados, situación que se
abordará en el punto que sigue.

México ha suscrito tratados de libre comercio con 42 paí-
ses, mismos que han sido ratificados por el Senado de la
República. Cabe destacar, en materia de productos cosmé-
ticos, el avanzado desarrollo de la Comunidad Europea,
pues ha introducido en su sistema normativo disposiciones
homogéneas en cuanto a la regulación de dichos productos,
lo que ha facilitado su libre circulación, propiciando el des-
arrollo económico en este sector sin menoscabo de la cali-
dad sanitaria que reciben los consumidores. Otro ejemplo
es el de los países andinos, que han logrado una armoniza-
ción de la regulación sanitaria de estos productos.

II. Armonización del marco normativo

Como se señala en el punto anterior, existen sistemas nor-
mativos comunes a diversos países en materia de cosméti-
cos, destacando aquellos de la Comunidad Europea y de la
Comunidad Andina, mismos que merecen una revisión
pues sus resultados han sido destacables, por ejemplo en lo
que hace a la definición de productos cosméticos:

a) Comunidad Europea: El primer esfuerzo de esta co-
munidad en materia la se dio en el año de 1976 con la
expedición de la Directiva 76/768/CEE relativa a la
aproximación de las legislaciones de los Estados Miem-
bros en materia de productos cosméticos, instrumento
que ha sido modificado en varias ocasiones, destacando
la modificación del Consejo 93/35/CEE del 14 de junio
de 1993, pues en ésta se insertó una definición y regula-
ción de productos cosméticos que ha sido reconocida y

adoptada por muchos países ajenos a la Comunidad Eu-
ropea.

Conforme a la Directiva en comento, por producto cos-
mético se entiende:

“Toda sustancia o preparado destinado a ser puesto
en contacto con las diversas partes superficiales del
cuerpo humano (epidermis, sistemas piloso y capi-
lar, uñas, labios y órganos genitales externos) o con
los dientes y las mucosas bucales, con el fin exclusi-
vo o principal de limpiarlos, perfumarlos, modificar
su aspecto y/o corregir los olores corporales y/o pro-
tegerlos o mantenerlos en buen estado”.

b) Comunidad Andina: siguiendo la definición y regu-
lación establecidas en la Directiva Europea, Bolivia,
Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela, países miembros
de esta Comunidad, aprobaron e implementaron en el
año de 2002 la Decisión 516 que define a los productos
cosméticos como:

“Toda sustancia o formulación de aplicación local a
ser usada en las diversas partes superficiales del
cuerpo humano con el fin de limpiarlos, perfumar-
los, modificar su aspecto y protegerlos o mantener-
los en buen estado y prevenir o corregir los olores
corporales. 

Se consideran productos cosméticos aquellos destinados en
particular al área de los ojos, la piel, los labios, el cabello,
depilatorios, desodorantes y antitranspirantes, perfumería,
para afeitado, bronceado, protección solar y auto broncea-
dores, y blanqueo de la piel, así como productos para ni-
ños”.

Estos esfuerzos de armonización han permitido a la Comu-
nidad Andina, entre otros objetivos:

• Fijar una plataforma uniforme que garantiza el libre
flujo comercial de estos productos.

• Encontrar un equilibrio entre el comercio y la salud
pública.

• Simplificar los procedimientos administrativos para
facilitar el libre comercio.

• Adoptar normas comunes de Buenas Prácticas de Ma-
nufactura.
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En los hechos, los beneficios de la armonización normati-
va en la Comunidad Europea han propiciado que este sis-
tema se convierta en el ejemplo a seguir para muchos paí-
ses, como hicieron la Comunidad Andina, Mercosur y
Chile, así como los países de Centroamérica que se en-
cuentran en las fases finales de la publicación del regla-
mento correspondiente. México es socio comercial de la
mayoría de los países o grupos sub-regionales menciona-
dos, lo que obliga a pensar en la necesidad de armonizar
nuestra legislación con estos modelos.

Adicionalmente, México a través de la Comisión Federal
para la Protección contra Riesgos Sanitarios (Cofepris), es
miembro desde 1999 de la Red de Armonización en Mate-
ria de Cosméticos de las Américas (RAMCA), que celebra
reuniones con el objetivo de adoptar disposiciones legales
y técnicas de control y vigilancia lo más semejantes posi-
ble en todos los países, es decir, lograr una armonización
que facilite el libre intercambio comercial sin menoscabo
de la calidad de los productos cosméticos. Resulta entonces
apremiante darle continuidad a los compromisos que Mé-
xico ha adquirido durante las reuniones de la RAMCA que
se celebran desde hace nueve años, enfocadas a la armoni-
zación de nuestra legislación con la tendencia regional.

Como primer paso de las acciones de armonización antes
mencionadas, es necesario incluir dentro de nuestra legis-
lación una definición de productos cosméticos congruente
con el concepto de nuestros socios comerciales, ya que de
éste parte todo el esquema de control sanitario aplicable a
dichos productos.

Otro de los temas importantes de mencionar en materia de
armonización regional es el uso en el etiquetado de los
productos cosméticos de la Nomenclatura Internacional de
Ingredientes Cosméticos (INCI) que ha sido adoptada por
todos los países latinoamericanos, con excepción de Méxi-
co. Esta barrera no arancelaria ha generado una desventaja
de los productores nacionales para la exportación de sus
productos y ha desincentivado algunos proyectos de inver-
sión extranjera directa en el país.

Asimismo, a la fecha el sector de cosméticos no cuenta con
un instrumento normativo específico de Buenas Prácticas
de Fabricación, situación que provoca que la autoridad sa-
nitaria verifique su cumplimiento a través de Normas Ofi-
ciales Mexicanas aplicables a los sectores farmacéutico o
alimenticio, y por ende las empresas tendrían que hacer
adecuaciones sumamente costosas y más aún, innecesarias
por el tipo de productos que elaboran. México tiene ahora

la oportunidad de armonizar en este sentido al liderar el
proyecto de Buenas Prácticas de Manufactura a nivel
RAMCA.

III. Competitividad e incremento en las exportaciones

El desfase normativo existente en México respecto al ám-
bito internacional en materia de cosméticos genera incerti-
dumbre jurídica respecto a la normatividad aplicable a pro-
ductos cosméticos, además de complicaciones para la
competitividad de los productos nacionales. Ejemplo de lo
anterior es el impedimento al uso de la nomenclatura INCI
en México para declarar los ingredientes en la etiqueta de
productos cosméticos preenvasados, lo cual obliga a adap-
tar las etiquetas de sus productos, sea para comercializa-
ción nacional o exportación.

Adicionalmente, la falta de un estándar específico de Bue-
nas Prácticas de Fabricación para el sector ha conllevado a
que la autoridad sanitaria aplique estándares diseñados pa-
ra otras industrias, como la farmacéutica. La adopción de
este tipo de estándares por parte de los fabricantes de pro-
ductos cosméticos podría implicar entre 70 y 100 millones
de pesos por instalación productiva, sin que esto genere un
beneficio real para la población.

En este sentido, la modificación que se propone a la Ley
General de Salud en materia de cosméticos persigue un do-
ble objetivo: primero, un acercamiento a la armonización
con otros países, consolidando la vocación exportadora que
hasta ahora tiene México y evitando la fuga de inversiones
con motivo de la falta de certeza jurídica de los cosméticos
y; segundo, sentar bases para el desarrollo de una normati-
vidad adecuada a las necesidades del sector, sin afectar la
calidad sanitaria de los productos cosméticos que llegan al
consumidor tanto nacional como internacional.

Aunado al entorno internacional, en los últimos años han
sido reformados numerosos artículos de la Ley General de
Salud, modificaciones que no se han realizado de manera
integral y que dificultan la aplicación de la misma y que
por lo tanto se ven traducidos en la necesidad de la autori-
dad sanitaria de emitir criterios de carácter interno y dis-
crecional dirigidos a atender la problemática que enfrenta
nuestro país.

Dicha situación ha ocasionado un incremento en los tiem-
pos y costos destinados por el Gobierno y los gobernados
al cumplimiento de la normatividad sanitaria. Lo anterior
ha dificultado de manera notable la operación eficiente del



mercado y está afectando el desempeño de las empresas
mexicanas, lo cual se  ve reflejada en el ritmo de creci-
miento del mercado nacional en comparación con el resto
de los países de la región Latinoamericana, tal cual lo se-
ñalan fuentes internacionales.

Dado el impacto de los planteamientos anteriores se obser-
va necesaria una reforma a la Ley General de Salud que
permita a los particulares contar con normas jurídicas cla-
ras, coherentes, eficaces y cuya aplicación sea previsible,
de tal manera que puedan adecuar su conducta a dichas
normas y jamás se encuentren en una situación de incerti-
dumbre jurídica.

Asimismo, es importante hacer hincapié en la necesidad de
impulsar una reforma a la Ley General de Salud a través de
la cual se regulen las cuestiones sanitarias atendiendo el
riesgo que los diferentes productos y procesos representan
para la salud no solo de los consumidores o de los trabaja-
dores ocupacionalmente expuestos, sino de la población en
general. El riesgo sanitario puede variar de producto a pro-
ducto y debe determinarse atendiendo la posibilidad de ex-
posición de la población y no solo a las propiedades inhe-
rentes de un agente físico, químico o biológico que puedan
causar un efecto negativo a la salud.

Es de todos conocido que existen grandes diferencias en
características, grado de exposición, ingredientes emplea-
dos y uso, que hacen variar el grado  de riesgo sanitario de
los productos cosméticos respecto a los medicamentos u
otros insumos para la salud. En este orden de ideas, carece
de sentido el intentar regular algunos de los productos cos-
méticos de manera similar a éstos, ya que resulta en un cos-
to innecesario para los productores derivando en una dis-
minución de la productividad, un trabajo excesivo para las
autoridades, sin que esto reporte beneficio alguno a los
consumidores ni a la población en general.

V. Actualización de la legislación

Por último, es importante reconocer que se han dado varios
cambios tecnológicos y regulatorios tanto al interior del pa-
ís como a nivel internacional, por lo que se surge la nece-
sidad de hacer una modificación integral al capítulo de cos-
méticos.

Cabe mencionar que en 1999, la Secretaría de Salud emitió
el “Acuerdo por el que se determinan las sustancias prohi-
bidas y restringidas en la elaboración de productos de per-
fumería y belleza”, mismo que ha sido actualizado el 21 de

marzo del 2007 y más adelante el 20 de marzo del 2008. A
pesar de que este acuerdo ha existido por más de 9 años, no
existe el fundamento específico en la Ley General de Salud
para su existencia.

Es importante además señalar que en el sector de cosméti-
cos, la innovación tecnológica es muy dinámica, por lo que
es necesario que el Acuerdo se actualice periódicamente.

Dada la existencia del acuerdo, ya no es necesario mante-
ner las referencias especificadas dentro del párrafo prime-
ro del artículo 271 de la Ley vigente, donde se establecen
restricciones a ingredientes en particular y a productos que
tienen ciertos efectos sobre el cuerpo humano.

Cabe también señalar que, en el ánimo de dotar a los pro-
ductos cosméticos de una regulación adecuada, se ha des-
tacado el hecho de que el segundo párrafo del artículo 271
de la Ley vigente no guarda relación alguna con la materia
de cosméticos y que sólo tiende a confundir dicha regula-
ción. Por esta circunstancia, proponemos eliminar dicho
párrafo para que con su contenido formulemos un nuevo
artículo en el Capítulo 1, Título Cuarto de la Ley General
de Salud, ubicación que parece ser la más pertinente para
el precepto al que se hace referencia.

Finalmente, en virtud del cambio en la denominación de
productos de perfumería y belleza por productos cosméti-
cos, es necesario hacer algunos ajustes en la Ley.

Por lo anteriormente expuesto, se propone la siguiente:

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversos artículos de la Ley General de Salud, pa-
ra actualizar el marco aplicable a los productos cosmé-
ticos, a cargo de los diputados Ector Jaime Ramírez
Barba, Yolanda Mercedes Garmendia Hernández y
Adriana Rodríguez Vizcarra Velázquez, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional.

Único. Se reforman los artículos 17 Bis, fracción II, 194
fracción I, 257 fracción X, 269 a 272, 286 y 414 Bis; se
adiciona un artículo 270 Bis y se reubica el segundo párra-
fo del artículo 271 como 83 Bis de la Ley General de Sa-
lud para quedar como sigue:

Artículo 17 Bis. ...

I. ...
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II. Proponer al Secretario de Salud la política nacional
de protección contra riesgos sanitarios así como su ins-
trumentación en materia de: establecimientos de salud;
medicamentos y otros insumos para la salud; disposi-
ción de órganos, tejidos, células de seres humanos y sus
componentes; alimentos y bebidas, alimentos y bebi-
das; productos cosméticos; productos de aseo; taba-
co, plaguicidas, nutrientes vegetales, sustancias tóxicas
o peligrosas para la salud; productos biotecnológicos,
suplementos alimenticios, materias primas y aditivos
que intervengan en la elaboración de los productos an-
teriores; así como de prevención y control de los efectos
nocivos de los factores ambientales en la salud del hom-
bre, salud ocupacional y saneamiento básico;

III a XIII. ...

Artículo 83 Bis. Cualquier cirugía estética y cosmética
relacionada con cambiar o corregir el contorno o forma
de diferentes zonas o regiones de la cara y el cuerpo, de-
berán efectuarse en establecimientos o unidades médi-
cas con licencia sanitaria vigente, atendidos por profe-
sionales de la salud de conformidad con lo que establece
el artículo 81 y se encuentren autorizados por la Secre-
taría de Salud.

Artículo 194. ...

...

I. Proceso, importación y exportación de alimentos, be-
bidas no alcohólicas, bebidas alcohólicas, productos
cosméticos, productos de aseo, tabaco, así como de las
materias primas y, en su caso, aditivos que intervengan
en su elaboración;

II a III. ...

...

Artículo 257. ...

I a IX. ...

X. Farmacia: El establecimiento que se dedica a la co-
mercialización de especialidades farmacéuticas, inclu-
yendo aquéllas que contengan estupefacientes y psico-
trópicos, insumos para la salud en general en general,
productos cosméticos, productos de aseo;

XI a XII. ...

Capítulo IX
Productos Cosméticos

Artículo 269. Para los efectos de esta Ley, se consideran
productos cosméticos aquellos productos, sustancias o
formulaciones destinadas a ser puestas en contacto con
partes superficiales del cuerpo humano (piel, sistemas
piloso y capilar, uñas, labios y genitales externos) o con
los dientes y mucosas bucales cuya función principal es:
mejorar la apariencia; perfumar; modificar o corregir
olores corporales; limpiar; proteger; atenuar, controlar
o prevenir deficiencias o alteraciones; ayudar a modifi-
car su aspecto; o mantenerlos en buen estado.

Quedan comprendidos en los productos a que se refiere
el párrafo anterior los siguientes:

I. Los productos para la piel, incluyendo los repelen-
tes de insectos de aplicación directa en la piel;

II. Los productos para sistemas piloso y capilar;

III. Los productos para la higiene y cuidado bucal;

IV. Los productos para la higiene y cuidado íntimo
externo;

V. Los productos para el maquillaje;

VI. Los productos para las uñas;

VII. Los productos para perfumar, modificar o co-
rregir los olores corporales; y

VIII. Los demás que establezcan las normas aplica-
bles.

Artículo 270. La Secretaría, mediante la emisión de
normas oficiales mexicanas, establecerá las caracterís-
ticas que deberán cumplir los productos cosméticos, así
como sus concentraciones máximas permitidas.

Asimismo, la Secretaría, mediante acuerdo que se pu-
blicará en el Diario Oficial de la Federación, podrá emi-
tir un listado de sustancias prohibidas o restringidas
para la elaboración de productos cosméticos.



Artículo 270 Bis. Los productos comprendidos en el ar-
tículo 269 deberán ajustarse a lo previsto en las normas
a que se refiere el artículo anterior. En caso de exceder
las concentraciones máximas autorizadas, no serán
considerados productos cosméticos, y estarán sujetos a
la regulación aplicable.

Artículo 271. No podrán atribuirse a los productos cos-
méticos acciones farmacológicas, regular el peso o tra-
tar la obesidad, ya sea en el nombre, indicaciones, ins-
trucciones para su empleo o publicidad.

Artículo 272. Los productos a los que se refiere este ca-
pítulo llevarán etiquetas que deberán cumplir con lo es-
tablecido en el Artículo 210 de esta Ley y en su caso, ins-
tructivos de uso que deberán estar en idioma español,
sin perjuicio de que se expresen además en otros idio-
mas. Para la declaración de ingredientes se utilizarán
las nomenclaturas técnicas internacionales que deter-
mine la normatividad aplicable.

Artículo 272 Bis. La Secretaría mediante la emisión de
normas oficiales mexicanas establecerá los lineamientos
aplicables a las buenas prácticas de fabricación de los
productos cosméticos.

Artículo 286. En materia de alimentos, bebidas no alcohó-
licas, bebidas alcohólicas, productos cosméticos, produc-
tos de aseo, así como de las materias que se utilicen en su
elaboración, el Secretario de Salud, mediante acuerdo pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación, determinará
con base en los riesgos para la salud qué productos o ma-
terias primas que requieren autorización previa de importa-
ción.

Artículo 414 Bis. Será procedente la acción de asegura-
miento prevista en el artículo 414 como medida de seguri-
dad, para el caso de que se comercialicen remedios herbo-
larios, suplementos alimenticios o productos cosméticos
que indebidamente hubieren sido publicitados o promovi-
dos como medicamentos o a los cuales se les hubiera atri-
buido cualidades o efectos terapéuticos, presentándolos co-
mo una solución definitiva en el tratamiento preventivo o
rehabilitatorio de un determinado padecimiento, no siendo
medicamentos y sin que los mismos cuenten con registro
sanitario para ser considerados como tales.

...

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación.

Segundo. Las referencias que las disposiciones jurídicas o
administrativas hagan a los productos de perfumería y be-
lleza, se entenderán realizadas a los productos cosméticos.
Asimismo, las disposiciones emitidas con anterioridad pa-
ra los productos de perfumería y belleza mantendrán su vi-
gencia.

México, DF, a 18 de septiembre de 2008.— Diputados: Ector Jaime
Ramírez Barba (rúbrica), Yolanda M. Garmendia Hernández, Adriana
Rodríguez Vizcarra Velázquez; senador Ernesto Saro Boardman.»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, diputado Ector Jaime Ramírez Barba. Túr-
nese a la Comisión de Salud.

Tiene la palabra el diputado Obdulio Ávila Mayo, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. Nos ha so-
licitado que su iniciativa pase al final de este capítulo.

LEY GENERAL DE SALUD

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Tiene la palabra el diputado Francisco Javier Calzada
Vázquez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática, para presentar iniciativa que reforma
y adiciona diversos artículos de la Ley General de Salud.

El diputado Francisco Javier Calzada Vázquez: Con su
permiso, diputada presidenta.

Señoras diputadas y señores diputados, la transición demo-
gráfica y epidemiológica que actualmente atraviesa Méxi-
co anticipa para el futuro un importante crecimiento en los
niveles de gasto para la atención de personas con enferme-
dades crónico-degenerativas, por lo que su prevención, tra-
tamiento y curación constituye uno de los más grandes re-
tos en materia de salud pública.

Las enfermedades crónico-degenerativas requieren de
diagnósticos especializados, además de tratamientos largos
y complejos, por lo que sus costos están ejerciendo cada
vez mayor presión sobre las finanzas del Instituto Mexica-
no del Seguro Social.
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El IMSS informa que el gasto en consultas, medicinas y
hospitalización de pacientes con diabetes mellitus y de pa-
cientes con insuficiencia renal se incrementó en conjunto
33 por ciento en los últimos cuatro años, rebasando los 10
mil 800 millones de pesos en 2007. Únicamente por con-
cepto de tratamiento farmacológico, cada paciente de insu-
ficiencia renal le cuesta al instituto más de 113 mil pesos
anuales.

El IMSS estima que se requerirán 35 mil millones de pesos
para la atención de este padecimiento en las siguientes tres
décadas.

Parte de la solución a este grave problema financiero que
se avecina para el IMSS es necesariamente el incremento
en el número de trasplantes renales. No obstante que el nú-
mero de trasplantes de riñón se ha incrementado notable-
mente en la presente década, en 2007 se realizaron 2 mil
144, la disponibilidad de riñones para trasplantes sigue
siendo escasa con relación a una demanda grande y cada
vez más creciente.

De acuerdo con las cifras del Centro Nacional de Trasplan-
tes, hay más de 10 mil 920 pacientes en espera de un órga-
no o tejido, y de ese universo casi la mitad, 5 mil 195, de-
manda un riñón.

Para incrementar la oferta de órganos y tejidos para tras-
plantes en México esta iniciativa propone, entre otras me-
didas, agregar el artículo 324 Bis a la Ley General de Sa-
lud, para que sea sujeto de donación el cadáver de quien
fallezca como resultado de su participación directa y fla-
grante en actividades de la delincuencia organizada, con-
forme al artículo 2o. de la Ley Federal contra la Delin-
cuencia Organizada.

Esta nueva alternativa de obtención de órganos deberá su-
jetarse al cumplimiento de todos los requisitos legales, mé-
dicos y técnicos, para asegurar que los órganos extraídos y
trasplantados no constituyan peligro alguno para los pa-
cientes, los médicos y todos aquellos involucrados en el
proceso.

Tristemente, las muertes violentas relacionadas con el cri-
men organizado en lo que va del sexenio, en el caso del
narcotráfico, ascienden a más de 5 mil 800.

Compañeras legisladoras y compañeros legisladores, esta
iniciativa no sólo trata de hacer frente al escenario catas-
trófico que se cierne sobre las finanzas del IMSS, también

trata de contribuir a aliviar el sufrimiento de aquellos me-
xicanos que por desgracia dependen del trasplante de un
órgano o tejido para salvar su vida o mejorar la calidad de
la misma.

Tenemos que ponernos de acuerdo y buscar cómo dar so-
luciones a la gente que está esperando cómo puede mejorar
su salud. Es cuanto.

Ruego a la Presidencia que inserte íntegro el texto de esta
iniciativa en el Diario de Debates, para los efectos que co-
rrespondan. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Salud, a cargo del diputado Francis-
co Javier Calzada Vázquez, del Grupo Parlamentario del
PRD

El suscrito, diputado federal Francisco Javier Calzada Váz-
quez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática en la LX Legislatura de la hono-
rable Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 55, frac-
ción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, presenta
iniciativa con proyecto de decreto por el que se agrega el
artículo 324 Bis; se reforman los artículos 334, primer pá-
rrafo, fracción I, y 348 segundo párrafo; y se adicionan un
tercer párrafo al artículo 339, las fracciones III y IV del pá-
rrafo tercero del artículo 344, y un párrafo segundo al artí-
culo 346, todos de la Ley General de Salud, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

1. Antecedentes

El efecto de una transición demográfica y epidemiológica
como la que actualmente atraviesa México, anticipa para el
futuro un importante crecimiento en los niveles de gasto
para la atención de personas con enfermedades crónico-de-
generativas, por lo que su prevención, tratamiento y cura-
ción, constituye uno de los más grandes retos en materia de
salud.

Las enfermedades crónico-degenerativas requieren de
diagnósticos especializados, además de tratamientos largos
y complejos, por lo que sus costos están ejerciendo cada
vez mayor presión en los gastos del Instituto Mexicano del



Seguro Social (IMSS). Como ejemplo de esta realidad, se
observa que durante 2007 los gastos médicos farmacológi-
cos para pacientes con tratamiento por diabetes mellitas1 y
por insuficiencia renal2 ascendieron a 693 y 1,152 millones
de pesos, respectivamente.

El gasto médico por concepto de hospitalización de estos
dos padecimientos crónico-degenerativos ascendió a 6,555
y 4,269 millones de pesos, respectivamente, durante el año
de referencia.

Estas cifras permiten calcular que, únicamente por con-
cepto de tratamiento farmacológico, cada paciente de in-
suficiencia renal le cuesta al IMSS más de 113 mil pesos
anuales.

Debido a que la insuficiencia renal es una de las conse-
cuencias más grave de la diabetes mellitus, la tendencia al
alza observada en los últimos años en los casos de diabetes
mellitus, sin duda incrementará notablemente los gastos
médicos asociados a la atención de casos de insuficiencia
renal.

Para evaluar el gasto médico originado por la insuficiencia
renal, el IMSS construyó dos escenarios de evolución futu-
ra de la enfermedad. El primero de ellos se denomina “ba-
se”, y parte del supuesto de que tanto la introducción de
acciones preventivas, como los avances médicos, coadyu-
varán a frenar el crecimiento de las tasas de morbilidad y
mortalidad observadas en la historia reciente. En contraste,
el segundo escenario se denomina “catastrófico”, ya que
asume que ni las medidas preventivas ni la medicina mo-
derna impactarán significativamente en las tasas de morbi-

lidad y mortalidad, por lo cual se mantendrán constantes en
el tiempo.

En el escenario conservador, el gasto médico total (ambu-
latorio, farmacológico y hospitalización) de la insuficien-
cia renal absorberá 5 mil millones de pesos (mdp) en 2010,
más de 10 mil mdp en 2020, y casi 25 mil mdp en 2040. En
el escenario pesimista, se podrían alcanzar casi los 35 mil
mdp en 2040.

2. Planteamiento del problema: escasez de donadores
de órganos

La solución a este grave problema financiero que se aveci-
na para el IMSS debido al gasto médico para atender la in-
suficiencia renal, consiste en incrementar el número de
transplantes renales. Los aspectos técnicos y científicos de
llevar a cabo transplantes de órganos y tejidos ya no cons-
tituyen un problema en la actualidad.3

El verdadero problema radica en la muy limitada oferta de
órganos para transplantes debido al reducido número de
donadores conforme a las disposiciones legales para tal
efecto, en contraposición a una demanda cada vez más cre-
ciente.

De acuerdo con cifras del Centro Nacional de Transplantes
a la fecha hay más de 10 mil 920 pacientes en espera de un
órgano o tejido, de ese universo 5 mil 195 (47.5%) deman-
da un riñón, y 5 mil 275 están en espera de corneas.

Un indicador de la oferta de riñones para transplantes es el
número de transplantes efectivamente realizados. No obs-
tante su notable incremento en la presente década, como se
muestra en la siguiente gráfica, la disponibilidad de riñones
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para transplantes sigue siendo escasa con relación a la de-
manda.

En suma, la creciente demanda de órganos y tejidos para
transplantes no está siendo cubierta, ni podrá serlo en el
corto plazo, debido a una escasa oferta, a menos que se to-
men cartas en el asunto.

3. Otras iniciativas sobre el tema

En la presente Legislatura se han presentado cuatro inicia-
tivas relacionadas con el asunto en comento, todas ellas de
manera directa o indirecta buscan incrementar el número
de transplantes. El diputado Gerardo Octavio Vargas Lan-
deros (PRI), presentó en febrero de 2007 una iniciativa que
proponía, entre otras cosas, que el Centro Nacional de
Transplantes otorgara permisos provisionales, por única
vez, para actos de disposición de órganos, tejidos y células
a establecimientos de salud. Esta iniciativa fue rechaza por
la Comisión de Salud argumentando que __.

Por su parte, la diputada Lorena Martínez Rodríguez (PRI)
presentó en abril de 2008 dos iniciativas. Una en la que
proponía el consentimiento tácito del donante cuando no
haya manifestado su negativa a que su cuerpo o compo-
nentes sean utilizados para trasplantes, siempre y cuando
no se obtenga la negativa expresa del cónyuge, pareja per-
manente, concubino, ascendiente o descendiente consan-
guíneo en línea recta, adoptante o adoptado, y que en au-
sencia de estas personas, se solicite autorización para
practicar la extracción al juez de lo civil con competencia
territorial en el lugar de la extracción, quien deberá expe-
dirla dentro de las 6 horas de producido el deceso. Esta Ini-
ciativa fue turnada a la Comisión de Salud y está pendien-
te de resolución.

La otra iniciativa de la diputada Lorena Martínez Rodrí-
guez (PRI) propone crear el Instituto Nacional de Trans-

plantes en sustitución del actual Centro Nacional de Trans-
plantes con el objetivo hacer frente a la actual transición
epidemiológica y, en particular, al déficit de transplantes.
Esta iniciativa fue turnada a la Comisión de Salud con Opi-
nión de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, y
también se encuentra pendiente de dictaminación.

Especial mención merece la Iniciativa que presentó en
marzo de 2007 el diputado Victorio Rubén Montalvo Rojas
(PRD), en la que propone que en caso de donación de ór-
ganos y/o tejidos, no se requerirá el consentimiento del o la
cónyuge, el concubinario, la concubina, los descendientes,
los ascendientes, los hermanos, el adoptado o el adoptante,
cuando el donante hubiere fallecido a consecuencia del en-
frentamiento con elementos policiales o al intentar evadir-
se de manera violenta de su captura por la comisión de un
delito grave. En el caso de los cadáveres que se desconoz-
ca su identidad serán considerados como donadores de ór-
ganos y tejidos. En ambos casos deberán intervenir las au-
toridades sanitarias y las ordenadas por las judiciales o por
el Ministerio Público para su extracción. Esta iniciativa fue
turnada a las Comisiones Unidas de Salud y Justicia y se
encuentra pendiente de dictaminación.

En su exposición de motivos, el diputado Montalvo Rojas
señala que el incremento de la delincuencia organizada, así
como la cifra de muertes violentas por delincuencia orga-
nizada ha aumentado significativamente. Informes de la
Agencia Antinarcóticos de los Estados Unidos (DEA) y del
Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática
(INEGI) estimaron la cifra muertes vinculadas con el cri-
men organizado en 1,500 y 1,776 respectivamente. En adi-
ción a lo expuesto en su momento por el diputado Montal-
vo Rojas, diremos que, por desgracia, en lo que va de 2008
la violencia ligada al crimen organizado, sobre todo al nar-
cotráfico, ha dejado 2 mil 682 muertos, superando ya las 2
mil 673 ejecuciones que se registraron el año pasado.4

4. Propuesta de esta iniciativa

A diferencia de las iniciativas comentadas, la propuesta
que aquí se presenta plantea los siguientes elementos:

• Que sean sujetos de donación de órganos y tejidos los
cadáveres de las personas que fallezcan como resultado
de su participación en actividades de la delincuencia or-
ganizada y los cadáveres de los reos federales senten-
ciados en toda la República.



• Establecer garantías de transparencia acerca del papel
del médico que interviene en el trasplante o en la obten-
ción de los órganos o tejidos y que al mismo tiempo es
quien declara la muerte de un paciente.

• Crear una red de coordinaciones hospitalarias de do-
nación que involucre a cada unidad hospitalaria que
contribuya a la obtención de órganos y tejidos, así como
transmitir al público los aspectos esenciales de la cultu-
ra de la donación.

• Incluir dos nuevos métodos para corroborar la muerte
cerebral.

• Dignificar la entrega del cadáver del donador de órga-
nos a la familia.

• Establecer que cuando se trate de un donador no apli-
que el plazo de ley de 48 horas para enterrar o embalsa-
mar un cadáver.

Para hacer realidad estas directrices, es necesario hacer al-
gunas modificaciones al marco legal vigente, en concreto,
a la Ley General de Salud.

a) Donación por muerte consecuencia de actividades ilí-
citas

La donación de órganos puede darse a través de donantes
vivos o cadavéricos. Los donantes vivos pueden donar ór-
ganos tales como el riñón o el hígado, a otros receptores
que necesariamente deben ser sus familiares de manera
gratuita y altruista.

Los donantes cadavéricos por muerte cerebral  pueden do-
nar órganos como el riñón, el hígado, el corazón, los pul-
mones o el páncreas; en tanto que los donantes cadavéricos
por muerte producto de paro cardiorrespiratorio pueden
donar tejidos como córnea,  hueso, piel y membrana am-
niótica. En cualquier caso de donación se debe cubrir un
protocolo estricto que garantiza que el donante esté sano
así como sus órganos, tejidos y células, para que no se
transmitan al donador enfermedades como hepatitis, sida  o
cualquier otra.

Con el fin de incrementar la oferta de órganos para trans-
plantes provenientes de donantes cadavéricos, se propone
agregar un artículo 324 Bis para que sean sujetos de dona-
ción de órganos y tejidos los cadáveres quienes fallezcan
como resultado de su participación en actividades de la de-

lincuencia organizada, de conformidad con el artículo 2º de
la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, así co-
mo los cadáveres de los reos sentenciados en toda la Repú-
blica. Esto último se aplicará a los reos federales y se pro-
moverá su adopción por parte de los Estados mediante
convenios de coordinación entre el Ejecutivo Federal y los
gobiernos de los Estados.

b) Médico no subordinado

Actualmente, la comprobación de pérdida de la vida del
donante debe ser hecha por un médico distinto a los que in-
tervendrán en el trasplante o en la obtención de los órga-
nos, como lo establece la fracción I del Artículo 334 de la
Ley General de Salud:

Artículo 334. Para realizar trasplantes de donantes que
hayan perdido la vida, deberá cumplirse lo siguiente:

I. Comprobar, previamente a la extracción de los órga-
nos y tejidos y por un médico distinto a los que inter-
vendrán en el trasplante o en la obtención de los órga-
nos o tejidos, la pérdida de la vida del donante, en los
términos que se precisan en  este Título;

II. Existir consentimiento expreso del disponente o no
constar su revocación del tácito para la donación de sus
órganos y tejidos, y

III. Asegurarse que no exista riesgo sanitario.

Para contribuir a evitar suspicacias respecto a una posible
colusión profesional entre el médico que comprueba la
muerte del donante y el médico que intervendrá en el tras-
plante o en la obtención de los órganos, es preciso estable-
cer que tampoco deberá existir una relación de subordina-
ción del primero respecto al segundo.

La adición de este precepto tiene por objeto garantizar la
veracidad de la certificación de la muerte del paciente he-
cha por un médico absolutamente independiente de los
médicos involucrados en la extracción y trasplante de ór-
ganos y tejidos.

c) Red de Coordinaciones de Donaciones en unidades
hospitalarias

Para abatir el registro de pacientes en espera, se propone
replicar la experiencia exitosa del Hospital General de Zo-
na 32 del IMSS, el cual creó en julio de 2005 su Coordina-
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ción de Donación, la cual ha contribuido de manera impre-
sionante a reducir el registro de pacientes en espera de cór-
neas del Hospital de Especialidades del Centro Médico Si-
glo XXI.

Para ello se propone agregar un párrafo al Artículo 339 de
la ley objeto de esta Iniciativa, para que cada uno de los
hospitales de primero y segundo nivel cuente con una Co-
ordinación de Donación de tal forma que se constituya una
red proveedora de órganos y tejidos para los hospitales de
especialidades. El artículo referido a la letra dice:

Artículo 339. El Centro Nacional de Trasplantes, cuya
integración y funcionamiento quedará establecido en las
disposiciones reglamentarias que para efectos de esta
Ley se emitan, así como los Centros Estatales de Tras-
plantes que establezcan los gobiernos de las entidades
federativas, decidirán y vigilarán la asignación de órga-
nos, tejidos y células, dentro de sus respectivos ámbitos
de competencia. Asimismo, actuarán coordinadamente
en el fomento y promoción de la cultura de la donación,
para lo cual, participarán con el Consejo Nacional de
Trasplantes, cuyas funciones, integración y organiza-
ción se determinarán en el reglamento respectivo.

Los centros estatales proporcionarán al Registro Nacional
de Trasplantes la información correspondiente a su entidad,
y su actualización, en los términos de los acuerdos de  co-
ordinación respectivos.

También se propone incluir en este mismo artículo que en
cada uno de los hospitales de la mencionada red se pro-
mueva entre el publico general la cultura de la donación de
órganos.

d) Nuevos métodos para corroborar muerte cerebral

Con el fin que el médico que corrobora la muerte cerebral
del paciente cuente con las herramientas más adelantadas
de la ciencia y la tecnología, se propone que adicionar los
instrumentos de doppler carotídeo y de tomografía cerebral
para el desempeño de su tarea. Para ello se debe adicionar
el artículo 344 de la Ley objeto de esta Iniciativa que en su
redacción actual señala que:

Artículo 344. La muerte cerebral se presenta cuando
existen los siguientes signos:

I. Pérdida permanente e irreversible de conciencia y de
respuesta a estímulos sensoriales;

II. Ausencia de automatismo respiratorio, y

III. Evidencia de daño irreversible del tallo cerebral,
manifestado por arreflexia pupilar, ausencia de movi-
mientos oculares en pruebas vestibulares y ausencia de
respuesta a estímulos nociceptivos.

Se deberá descartar que dichos signos sean producto de in-
toxicación aguda por narcóticos, sedantes, barbitúricos o
sustancias neurotrópicas.

Los signos señalados en las fracciones anteriores deberán
corroborarse por cualquiera de las siguientes pruebas: 

I. Angiografía cerebral bilateral que demuestre ausencia
de circulación cerebral, o

II. Electroencefalograma que demuestre ausencia total
de actividad eléctrica cerebral en dos ocasiones diferen-
tes con espacio de cinco horas.

e) Dignificación del cadáver

Como una medida de respeto y dignificación a los familia-
res del donante cadavérico se propone que el cuerpo del
donante se entregue a sus familiares embalsamado y digni-
ficado, con cargo al hospital público o privado que llevó a
cabo la extracción de órganos y tejidos. Para ello, es nece-
sario agregar esta disposición al texto del artículo 346 de la
Ley en comento que a la letra dice:

Artículo 346. Los cadáveres no pueden ser objeto de
propiedad y siempre serán tratados con respeto, digni-
dad y consideración.

Esto resultaría particularmente benéfico para la gente de
menores recursos, ya que se les ahorra un gasto y reciben a
su familiar en condiciones decorosas para velarlo.

f) Eximir del plazo de las 48 horas

El Artículo 348 de la Ley citada, señala que:

Artículo 348. La inhumación o incineración de cadáve-
res sólo podrá realizarse con la autorización del oficial
del Registro Civil que corresponda, quien exigirá la pre-
sentación del certificado de defunción.

Los cadáveres deberán inhumarse, incinerarse o embalsa-
marse dentro de las cuarenta y ocho  horas siguientes a la



muerte, salvo autorización específica de la autoridad sani-
taria competente o por disposición del Ministerio Público,
o de la autoridad judicial.

La inhumación e incineración de cadáveres sólo podrá rea-
lizarse en lugares permitidos por las autoridades sanitarias
competentes.

Con el fin de evitar que los familiares que autorizan la ex-
tracción de órganos se enfrenten al pago de multas y con-
flictos, derivados del hecho de que en ocasiones no pueden
cumplir con el plazo de 48 horas para inhumar, incinerar o
embalsar el cadáver del familiar, como consecuencia del
proceso de obtención de órganos, se propone eximirlos de
este plazo.

Compañeros legisladores: no sólo se trata hacer frente al
escenario catastrófico que se cierne sobre las finanzas de
las instituciones de salud pública en México, en particular
del IMSS. También se trata de contribuir a aliviar el sufri-
miento de aquellos que, desafortunadamente, dependen del
transplante de un órgano para salvar su vida o mejorar la
calidad de la misma. Ambos objetivos convergen en su so-
lución en un elemento: aumentar la población donante de
órganos en este país.

Por todo lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la
consideración de esta Soberanía la siguiente Iniciativa con
proyecto de

Decreto que reforma y adiciona diversos artículos de la
Ley General de Salud

Único. Se agrega el artículo 324 Bis; se reforman los artí-
culos 334, primer párrafo, fracción I, y 348 segundo párra-
fo; y se adicionan un tercer párrafo al artículo 339, las frac-
ciones III y IV del párrafo tercero del artículo 344, y un
párrafo segundo al artículo 346, todos de la Ley General de
Salud, para quedar como sigue:

Artículo 324 Bis. Con independencia de lo establecido en
el artículo anterior, serán sujetos de donación de órganos y
tejidos los cadáveres de las personas que fallezcan como
resultado de su participación en actividades de la delin-
cuencia organizada, de conformidad con el artículo 2º de la
Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, y los ca-
dáveres de los reos sentenciados en toda la República. Es-
to último se aplicará a los reos federales y se promoverá su
adopción por parte de los Estados mediante convenios de

coordinación entre el Ejecutivo federal y los gobiernos de
los estados.

Artículo 334. Para realizar trasplantes de donantes que ha-
yan perdido la vida, deberá cumplirse lo siguiente:

I. Comprobar, previamente a la extracción de los órga-
nos y tejidos y por un médico distinto y no subordinado
a los que intervendrán en el trasplante o en la obtención
de los órganos o tejidos, la pérdida de la vida del do-
nante, en los términos que se precisan en  este Título;

II. ...

III. ...

Artículo 339. ...

...

Cada uno de los hospitales públicos de primero y segundo
nivel contará con una Coordinación de Donación, de tal
forma que se constituya una red proveedora de órganos y
tejidos para los hospitales de especialidades. En cada uno
de los hospitales de la red se promoverá entre el publico la
cultura de la donación de órganos.

Artículo 344. ...

I. ...

II. ...

III. ...

...

...

I. ...

II. ...

III. Doppler carotideo.

IV. Tomografía cerebral.

Artículo 346. ...
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Los cadáveres de los que se hayan obtenido órganos o teji-
dos para transplantes, les serán entregados a los familiares
del donante embalsamados y dignificados a su plena satis-
facción. Dicho tratamiento será costeado íntegramente por
el hospital.

Artículo 348. ...

Los cadáveres, excepto los destinados a transplantes de
órganos y tejidos, deberán inhumarse, incinerarse o em-
balsamarse dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes
a la muerte, salvo autorización específica de la autoridad
sanitaria competente o por disposición del Ministerio Pú-
blico, o de la autoridad judicial.

...

Transitorios

Único. Este decreto entrará en vigor al día siguiente de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 La diabetes mellitus es una enfermedad metabólica caracterizada por
la presencia de niveles altos de azúcar en la sangre y conforme au-
menta la edad de quien la padece, ésta va presentando graves compli-
caciones para la salud. Fuente: http://www.e-salud.gob.mx/wb2/
eMex/eMex_Padecimientos_Cronicos.

2 La insuficiencia renal es la incapacidad de los riñones para mantener
el plasma libre de desechos nitrogenados y otras impurezas, así como
para mantener la homeostasis del agua, los electrolitos y el equilibrio
ácido base del organismo en su conjunto.

Fuente: http://www.zaragoza.unam.mx/educacion_n_linea/tema_10_
insuf_renal/t10antecedentes.html.

3 En 1963 se realiza el primer transplante de riñón en el Centro Médi-
co Nacional del Seguro Social, pocos años después, se efectúan trans-
plantes en el Instituto de Nutrición de la Secretaría de Salud, en el Hos-
pital Militar y en el Instituto de Seguridad de los Trabajadores al
Servicio del Estado (ISSSTE). En 1985 se realiza el primer transplan-
te de hígado y en 1987 el de Páncreas; en 1988 se  logra el primer
transplante de corazón en el Hospital de la Raza del Seguro Social; en
1989 el primer transplante de pulmón en el Instituto Nacional de En-
fermedades  Respiratorias de la entonces Secretaría de Salubridad y
Asistencia, culminando esta etapa con la creación en 1999 del Conse-
jo  Nacional de Transplantes.

4 Diario “El Universal”, 16 de agosto de 2008.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los dieciocho días del
mes de septiembre de dos mil ocho.— Diputado Francisco Javier Cal-
zada Vázquez (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Con mucho gusto, diputado. Se instruye a la Secreta-
ría que se inserte el texto íntegro en el Diario de Debates y
se turna a la Comisión de Salud.

ARTICULOS 35, 71 Y 73 CONSTITUCIONALES - 
REGLAMENTO PARA EL GOBIERNO INTERIOR

DEL CONGRESO GENERAL
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS - 

LEY ORGANICA DEL CONGRESO GENERAL
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Tiene la palabra la diputada Martha García Müller, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, para
presentar dos iniciativas. La primera reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos. La segunda reforma el artículo 49 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos.

Adelante, diputada.

La diputada Martha Margarita García Müller: Muy
buenos días. Le pido a la presidenta que me permita leer la
primera, si le es posible, que me amplíen un poquito el
tiempo, ya que la segunda pediría que pasara a comisión.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está Presidencia tendrá consideración con su tiempo,
en razón de que se trata de dos iniciativas, diputada.

La diputada Martha Margarita García Müller: Muchas
gracias. Con su permiso, señora presidenta.

Iniciativa con proyecto de decreto por la que se reforman y
adicionan la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y el Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, a car-
go de una servidora, del Grupo Parlamentario del PAN.



Con fundamento en lo dispuesto en la fracción II del artí-
culo 71, en el artículo 135 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y el artículo 55… la diputada
que suscribe, Martha García Müller, somete a considera-
ción la presente iniciativa que reforma y adiciona la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General,
al tenor de la siguiente exposición de motivos.

La democracia es el gobierno que surge de la voluntad de
la mayoría de los ciudadanos y que tiene como finalidad el
bienestar colectivo. Puede ser vista en un sentido amplio y
con forma de convivencia humana, y en sentido estricto co-
mo forma de gobierno.

La democracia puede ser vista como una forma de gobier-
no, pero también como un estilo de vida en el que, tanto los
gobernantes como los gobernados, deben procurar la justi-
cia social y el bien común basándose en los principios éti-
cos y con respeto a los derechos individuales, sociales y
políticos.

El cambio político en México ha implicado, entre otras co-
sas, una nueva fase de institucionalización política. Se ha
planteado la necesidad de abrir los espacios de participa-
ción, el fortalecimiento de la sociedad civil organizada y
demás demandas sociales por nuevas y mejores formas de
participación ciudadana democrática.

Ha tenido como consecuencia una mayor visibilidad de la
participación ciudadana, que ha sido reconocida en ámbitos
diversos desde la instauración del Consejo Ciudadano hasta
el involucramiento del ciudadano en espacios públicos.

Los mecanismos de democracia participativa y semidirec-
ta aparecen entonces como una manera de enfrentar pro-
blemas de gobernabilidad que atraviesan los estados demo-
cráticos. El desencanto de la vida política, la necesidad de
involucrar a la ciudadanía en las decisiones que se toman
en el seno de la administración y que requiere de todos los
niveles de gobierno que comiencen a pensar en un nuevo
ciudadano.

Tales mecanismos se clasifican en diferentes figuras como
el plebiscito, el referéndum, la iniciativa popular o iniciati-
va ciudadana y la revocación de mandato. Evidentemente
este tipo de mecanismos tienen tanto ventajas como des-
ventajas; pero hay que tener muy claro que son considera-
dos como un instrumento excepcional de participación y,
por tanto, no agotan la misma.

Su principal ventaja radica en la profundización de la de-
mocracia, en su capacidad legitimadora de ciertos actos de
gobierno, leyes y reformas, y en que puedan ser métodos
de innovación jurídica y política.

Dentro de éstas, la iniciativa popular o ciudadana es el de-
recho de los electores a presentar un proyecto de ley para
su necesario tratamiento por las asambleas legislativas, o
bien, a exigir la consulta popular sobre cuestiones legisla-
tivas determinadas.

En el caso de la presente iniciativa se pretende elevar a ran-
go constitucional la figura de iniciativa ciudadana como
una medida para ampliar los canales de participación y la
creación de nuevos escenarios, para que los ciudadanos in-
tervengan activamente en la toma de decisiones que los
afecta; le infundan mayor vigor a la democracia y ofrezcan
una oportunidad para que los partidos políticos confluyan
en la deliberación sobre una agenda política y enriquecida.

Este mecanismo ha sido considerado en constituciones lo-
cales o leyes por 25 estados, tales como Aguascalientes,
Baja California, Baja California Sur, Chiapas, Chihuahua,
Coahuila, Colima, Distrito Federal, Guanajuato, Hidalgo,
Jalisco, México, Michoacán, Morelos, Nuevo León, Oaxa-
ca, Puebla, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, Sono-
ra, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz y Zacatecas, por lo que,
al considerarse a nivel federal, se podrá dar cohesión de los
esfuerzos realizados a nivel estatal.

El uso del término iniciativa popular o iniciativa ciudada-
na se hace de manera indistinta. Sin embargo, en la pre-
sente iniciativa la denominamos “ciudadana”, ya que en
México, según el artículo 34 constitucional, son ciudada-
nos de la república los varones y las mujeres que teniendo
la calidad de mexicanos reúnen además los siguientes re-
quisitos: haber cumplido 18 años y tener un modo honesto
de vivir.

Por tanto, la iniciativa ciudadana tendrá que ser firmada
por mexicanos que cumplan los requisitos.

De manera complementaria, el ejercicio real de la ciudada-
nía no sucede automáticamente al alcanzar la mayoría de
edad, sino que mediante un proceso de formación de con-
ciencia individual y conexión que se da en el transcurso de
la vida de una persona. De poco sirve que las leyes o el Es-
tado dicten ciudadanía desde los textos jurídicos y el indi-
vidual y la sociedad no lo hacen valer cotidianamente.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 7 de octubre de 2008287



Año III, Primer Periodo, 7 de octubre de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados288

La conciencia ciudadana se manifiesta cuando las personas
se otorgan, a sí mismas, el derecho de exigir lo que le co-
rresponde cuando se asumen como sujetos políticos, capa-
ces de influir en el entorno social y político.

Esta conciencia encuentra su expresión más acabada cuan-
do lleva al sujeto a ser observante y respetuoso del cumpli-
miento de sus obligaciones ciudadanas.

Por tanto, el ciudadano es un sujeto de derecho, alguien
que conoce sus derechos y obligaciones y que ha desarro-
llado las competencias cívicas, indispensables para ejercer-
los.

Ahora bien, por medio de la participación en el debate pú-
blico las personas adquieren gran parte del conocimiento,
valores y destrezas para discernir, actuar e intervenir en los
asuntos de la comunidad, y gracias a su participación coti-
diana la ciudadanía adquiere madurez y solvencia para opi-
nar, razonar y actuar políticamente.

Por eso, con esta iniciativa se pretende dotar a los ciudada-
nos de un instrumento más que les permita expresar su ne-
cesidad e inquietudes, asumiendo su rol en la formación de
una democracia más abierta, que le dé voz a un amplio sec-
tor de la población y que a su vez permita que el trabajo le-
gislativo sea complementado con materia prima prove-
niente de la ciudadanía.

Ante esto se plantea adicionar la fracción III al artículo 35
constitucional, a fin de incluir como prerrogativa del ciu-
dadano el presentar iniciativas ante la Cámara de Diputa-
dos, que se complementa con la adición de la fracción IV
del artículo 75 de la Constitución, por medio de la cual los
ciudadanos mexicanos tienen derecho de iniciar leyes y de-
cretos.

De igual manera se reforma la fracción II, del artículo 73
constitucional, para que sea facultad del Congreso de co-
nocer las iniciativas que presenten los ciudadanos.

Se propone adicionalmente la reforma de la fracción III del
artículo 30; se adiciona la fracción IV del artículo 55; se re-
forma el artículo 56, y se deroga el artículo 61, todos del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso de los
Estados Unidos Mexicanos.

Tales reformas van dirigidas a señalar el proceso y los te-
mas que no se podrán abordar con la iniciativa ciudadana.

En el artículo 55 de dicho reglamento se especifica que es
competencia de los ciudadanos mexicanos iniciar leyes por
medio de la iniciativa ciudadana, con los siguientes requi-
sitos:

Los ciudadanos que suscriben esta iniciativa deberán estar
inscritos en el Registro Nacional de Población y ante el Re-
gistro Federal Electoral, y contar con una credencial de
elector actualizada al momento de suscribir dicha iniciati-
va.

El número de suscriptores deberá representar cuando me-
nos 1 por ciento del total de los ciudadanos, al menos en 17
entidades federativas, intentando con esto que se encuen-
tren representados en 50 por ciento, cuando menos, de los
estados.

Dentro de los temas que no pueden ser objetos, ya lo ha-
blamos, viene en los artículos que mencioné.

Se me acaba mi tiempo; me iré a lo que es la reforma.

El artículo 35. Son prerrogativas de los ciudadanos presen-
tar iniciativa ante el Congreso de la Unión, asociarse indi-
vidual o libremente para tomar parte en la forma pacífica
en los asuntos políticos.

El artículo 4o. A los ciudadanos mexicanos en donde, en
los términos que señalan las leyes.

En el artículo 73, en el artículo 2o., conocer de las iniciati-
vas de ley o decretos que presentan los ciudadanos mexi-
canos en los términos que señala la ley.

Ya nada más me iría al último, que es el 4o., los ciudada-
nos que suscriben una iniciativa deberán estar inscritos en
el Registro Nacional de Población, como dijimos.

No podrán ser materia de iniciativa ciudadana las reformas,
modificaciones, adiciones y derogaciones de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. Las refor-
mas, adiciones y derogaciones que tengan como fin regular
a las Fuerzas Armadas en materia de seguridad; las que
suscriba el presidente de la república y haya ratificado el
Senado de la República.

Respecto a las finanzas públicas de la federación, del Pre-
supuesto de Egresos de la Federación, a la política mone-
taria y al dominio de los recursos naturales de la nación.



Y procedimientos que seguirán las iniciativas que suscri-
ben los ciudadanos —permítame un momentito, ya estoy
acabando—, seguirá el mismo procedimiento del artículo
72.

La iniciativa que presente por el presidente de la república.
Es todo, señora presidenta, muchas gracias.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: De cualquier manera, le voy a instruir a la Secretaría
que el texto íntegro de las dos iniciativas que ha presenta-
do la diputada se publique en el Diario de Debates.

La diputada Martha Margarita García Müller: Sí. Le
pido, por favor, que se publique en el Diario de los Deba-
tes.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
de la diputada Martha Margarita García Müller, del Grupo
Parlamentario del PAN

Con fundamento en lo dispuesto por la fracción II del artí-
culo 71 y 135 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y el artículo 55 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos la que suscribe Marta M. García Müller
diputada federal a la LX Legislatura, someta a considera-
ción la presente iniciativa que reforman y adicionan la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
el Reglamento para el Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos. Al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La democracia, es el gobierno que surge de la voluntad de
la mayoría de los ciudadanos y que tiene como finalidad el
bienestar colectivo, puede ser vista en un sentido amplio
como forma de convivencia humana y en sentido estricto
como forma de gobierno.

La democracia puede ser vista como una forma de gobier-
no pero también como un estilo de vida en el que tanto los
gobernantes como los gobernados deben procurar la justi-
cia social y el bien común basándose en principios éticos y
con respeto a los derechos individuales, sociales y políti-
cos.

A raíz del cambio político en México que, entre otras co-
sas, ha implicado una nueva fase de institucionalización
política, se ha planteado la necesidad de abrir los espacios
de participación. El fortalecimiento de la sociedad civil or-
ganizada, además de demandas sociales por nuevas y mejo-
res formas de participación democrática, han tenido como
consecuencia una mayor visibilidad de la participación ciu-
dadana, misma que ha sido reconocida en ámbitos diversos,
desde la instauración de Consejos Ciudadanos hasta el invo-
lucramiento ciudadano en el espacio de lo público.

Los mecanismos de democracia participativa o semidirec-
ta aparecen, entonces, como una manera de enfrentar pro-
blemas de gobernabilidad que atraviesan los estados demo-
cráticos: el desencanto de la vida política, la necesidad de
involucrar a la ciudadanía en las decisiones que se toman
en el seno de las administraciones y que requieren a todos
los niveles de gobierno que comiencen a pensar de nuevo
en el ciudadano.

Tales mecanismos se clasifican en diferentes instituciones
como el plebiscito, el referéndum, la iniciativa popular o
ciudadana y la revocación de mandato. Evidentemente, es-
te tipo de mecanismos tienen tanto ventajas como desven-
tajas pero hay que tener muy claro que son considerados
como instrumentos excepcionales de participación, por
tanto, no agotan la misma.

Su principal ventaja radica en la profundización de la de-
mocracia, en su capacidad legitimadora de ciertos actos de
gobierno, leyes y reformas, y en que pueden ser métodos
de innovación jurídica y política.

Dentro de estas, la iniciativa popular o ciudadana es el de-
recho de los electores a presentar un proyecto de ley para
su necesario tratamiento por las asambleas legislativas o
bien a exigir la consulta popular sobre cuestiones legislati-
vas determinadas.1

En el caso de la presente iniciativa se pretende elevar a ran-
go constitucional la figura de Iniciativa Ciudadana como
una medida para ampliar los canales de participación y la
creación de nuevos escenarios para que los ciudadanos in-
tervengan activamente en la toma de decisiones que los
afectan, le infundan mayor vigor a la democracia y ofrez-
can una oportunidad para que los partidos políticos conflu-
yan en la deliberación sobre una agenda política enriqueci-
da y diversa.
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Este mecanismo ya ha sido considerado en constituciones
locales o en leyes de por 25 Estados de la República, tales
como Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur,
Chiapas, Chihuahua, Coahuila, Colima, Distrito Federal,
Guanajuato, Hidalgo, Jalisco, México, Michoacán, More-
los, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, Quintana Roo, San Luís
Potosí, Sinaloa, Sonora, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz y
Zacatecas, por lo que al considerarse a nivel federal se po-
drá dar cohesión de los esfuerzos realizados a nivel estatal.

El uso del término Iniciativa Popular o Ciudadana se hace
de manera indistinta, sin embargo, en la presente iniciativa
la denominamos ciudadana ya que en México según el ar-
tículo 34 Constitucional “Son ciudadanos de la República
los varones y mujeres que, teniendo la calidad de mexica-
nos, reúnan, además, los siguientes requisitos:

I. Haber cumplido 18 años, y

II. Tener un modo honesto de vivir.”

Por lo que la iniciativa ciudadana tendrá que ser firmada
por mexicanos que cumplan con dichos requisitos.

De manera complementaria, el ejercicio real de la ciudada-
nía no sucede automáticamente al alcanzar la mayoría de
edad, sino mediante un proceso de formación de concien-
cia individual y colectiva que se da en el transcurso de la
vida de una persona. De poco sirve que las leyes o el Esta-
do dicten la ciudadanía desde los textos jurídicos si el indi-
viduo y la sociedad no la hacen valer cotidianamente.

La conciencia ciudadana se manifiesta cuando la persona
se otorga a sí misma el derecho de exigir lo que le corres-
ponde, cuando se asume como sujeto político capaz de in-
fluir en el entorno social y político. Esta conciencia en-
cuentra su expresión más acabada cuando lleva al sujeto a
ser observante y respetuoso del cumplimiento de sus obli-
gaciones ciudadanas. Por tanto, el ciudadano es un sujeto
de derechos, alguien que conoce sus derechos y obligacio-
nes y que ha desarrollado las competencias cívicas indis-
pensables para ejercerlos.

Ahora bien, es por medio de la participación en el debate
público que la persona adquiere gran parte de los conoci-
mientos, valores y destrezas para discernir, actuar e inter-
venir en los asuntos de la comunidad y es gracias a su par-
ticipación cotidiana que la ciudadanía adquiere madurez y
solvencia para opinar, razonar y actuar políticamente con
responsabilidad.2

Es por esto que con esta iniciativa se pretende dotar a los
ciudadanos de un instrumento más que les permita expre-
sar sus necesidades e inquietudes asumiendo su rol en la
conformación de una democracia más abierta, que le de
voz a un amplio sector de la población y que a su vez per-
mita que el trabajo legislativo sea complementado con ma-
teria prima proveniente de la ciudadanía.

Ante esto se plantea adicionar una fracción III al artículo
35 constitucional con el fin de incluir como prerrogativa
del ciudadano el presentar iniciativas ante la Cámara de
Diputados, que se complementa con la adición de la frac-
ción IV del artículo 71 de la Constitución, por medio del
cual los ciudadanos mexicanos tienen el derecho de iniciar
leyes o decretos, de igual manera se reforma la fracción II
del artículo 73 constitucional para que sea facultad del
Congreso de conocer las iniciativas que presenten los ciu-
dadanos.

Se propone adicionalmente la reforma la fracción III del ar-
tículo 30, se adiciona una fracción IV al artículo 55, se re-
forma el artículo 56 y se deroga el artículo 61, todos del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso de los
Estados Unidos Mexicanos, tales reformas van dirigidas a
señalar el proceso y los temas que no se podrán abordar
con la iniciativa ciudadana.

Específicamente en el artículo 55 de dicho Reglamento se
especifica que es competencia de los ciudadanos mexica-
nos iniciar leyes por medio de la iniciativa ciudadana, con
los siguientes requisitos:

Los ciudadanos que suscriban una iniciativa deberán estar
inscritos en el Registro Nacional de Población y ante el Re-
gistro Federal Electoral y contar con su credencial de elec-
tor actualizada al momento de suscribir dicha iniciativa.

El número de suscriptores deberá representar el 1% total de
ciudadanos de al menos 17 entidades federativas, intentan-
do con esto que se encuentren representados el cincuenta
por ciento más uno de los estados.

Dentro de los temas que no pueden ser objeto de iniciativa
ciudadana están: 

• Las reformas, adiciones, derogaciones y abrogaciones
a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos.



• Las reformas, adiciones, derogaciones y abrogaciones
en cuanto a la división de poderes ni a la forma de go-
bierno.

• Las reformas, adiciones, derogaciones y abrogaciones
a ordenamientos en materia fiscal, respecto de las finan-
zas públicas de la Federación, respecto del Presupuesto
de Egresos de la Federación, respecto a la política mo-
netaria y respecto al dominio de los recursos naturales
de la Nación.

• Las reformas, adiciones, derogaciones y abrogaciones,
que tengan como fin regular  a las fuerzas armadas, o en
materia de seguridad nacional.

• Las reformas, adiciones, derogaciones y abrogaciones,
que versen a tratados internacionales que suscriba el
Presidente de la República y haya ratificado el Senado
de la República.

• Las reformas, adiciones, derogaciones y abrogaciones,
que versen en materia electoral.

• El procedimiento que seguirán las iniciativas que sus-
criban los ciudadanos, seguirá el mismo procedimiento
del artículo 72 constitucional para las iniciativas de le-
gisladores, del Presidente de la República y de las legis-
laturas estatales.

Por lo antes expuesto someto a su consideración la si-
guiente

Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo Primero. Se adiciona una fracción III al artículo
35 y se recorren las subsecuentes, se adiciona una fracción
IV al artículo 71 y se recorre el último párrafo, se reforma
la fracción II del artículo 73, todos de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como
sigue:

Artículo 35. Son prerrogativas del ciudadano:

I. ...

II. ...

III. Presentar iniciativas ante el Congreso de la
Unión;

IV. Asociarse individual y libremente para tomar parte
en forma pacífica en los asuntos políticos del país;

V. Tomar las armas en el Ejército o Guardia Nacional,
para la defensa de la República y de sus instituciones, en
los términos que prescriben las leyes; y

VI. Ejercer en toda clase de negocios el derecho de pe-
tición.

Artículo 71. El derecho de iniciar leyes o decretos compe-
te:

I. a III. ...

IV. A los Ciudadanos Mexicanos

Las iniciativas presentadas por el Presidente de la Repúbli-
ca, por las Legislaturas de los Estados o por las Diputacio-
nes de los mismos, pasarán desde luego a comisión. Las
que presentaren los diputados o los senadores, se sujetarán
a los trámites que designe el Reglamento de Debates.

Artículo 73. ...

I. ...

II. Conocer de las iniciativas de Ley o decreto que
presenten los ciudadanos mexicanos.

III. a la XXX. ...

Artículo Segundo. Se reforma la fracción III del artículo
30, se adiciona una fracción IV al artículo 55, se reforma el
artículo 56 y se deroga el artículo 61, todos del Reglamen-
to Para el Gobierno Interior del Congreso de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 30. En las sesiones se dará cuenta con los nego-
cios en el orden siguiente:

I. ...

II. ...
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III. Iniciativas del Ejecutivo, de las Legislaturas, de los
individuos de la Cámara y de los ciudadanos mexica-
nos;

IV. a VII. ...

Artículo 55. El derecho de iniciar leyes compete:

I. a III. ...

IV. A los Ciudadanos Mexicanos

Los ciudadanos que suscriban una iniciativa debe-
rán estar inscritos en el Registro Nacional de Pobla-
ción y en el Registro Federal de Electores y contar
con su credencial de elector actualizada al momento
de suscribir dicha iniciativa.

El número de suscriptores deberá representar el 1%
total de los ciudadanos en al menos 17 entidades fe-
derativas.

No podrán ser materia de iniciativa ciudadana:

a) Las reformas, modificaciones, adiciones, dero-
gaciones y abrogación a la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos;

b) Las reformas, adiciones, derogaciones y abro-
gación, que tengan como fin regular a las fuerzas
armadas, o en materia de seguridad nacional;

c) Las reformas, adiciones, derogaciones y abro-
gación, que versen sobre tratados internacionales
que suscriba el Presidente de la República y haya
ratificado el Senado de la República;

d) Las reformas, adiciones, derogaciones y abro-
gación a ordenamientos en materia fiscal, respec-
to de las finanzas públicas de la Federación, del
Presupuesto de Egresos de la Federación, a la po-
lítica monetaria y al dominio de los recursos na-
turales de la Nación.

e) Las reformas, adiciones, derogaciones y abro-
gación, que versen sobre la materia electoral.

El procedimiento que seguirán las iniciativas que
suscriban los ciudadanos, seguirá el mismo procedi-
miento del artículo 72 constitucional para las inicia-

tivas de legisladores, del Presidente de la República
y de las legislaturas estatales.

Artículo 56. Las iniciativas de ley presentadas por el Pre-
sidente de la República, por las Legislaturas de los Estados,
por uno o varios miembros de las Cámaras o por los ciu-
dadanos mexicanos, pasarán desde luego a Comisión.

Artículo 61. (Se deroga)

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas:

1 Proyecto Iniciativa Popular. La Iniciativa Popular. En la Argentina y
en el Mundo. Argentina, 2004.

2 Instituto Federal Electoral. La Participación Ciudadana en:
http://www.sedesol.gob.mx/archivos/70/Flash/pdf/ife.pdf

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de septiembre de
2008.— Diputada Marta M. García Müller (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Puntos Constitu-
cionales y de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parla-
mentarias.

«Iniciativa que reforma el artículo 49 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo de la diputada Martha Margarita García Müller, del
Grupo Parlamentario del PAN

Exposición de Motivos

La participación ciudadana en México ha sido un elemen-
to fundamental para la transición democrática del país.
Gracias a la creciente conciencia ciudadana sobre su papel
en los asuntos públicos es que hemos transitado de un ré-
gimen autoritario al fortalecimiento de un sistema de ga-
rantías políticas e instituciones democráticas.

El concepto de solidaridad ha permeado en la ciudadanía
no como un simple eslogan de gobierno sino como un ver-



dadero dinamismo humano que se suma a la creatividad y
a la critica como parte de la sociedad humana.

La participación ciudadana ha aportado mucho no sólo en
materia política, sino en temas de política pública que para
los gobiernos no han sido fáciles de afrontar como el com-
bate a la pobreza, la salud, la educación, los derechos hu-
manos, medio ambiente, entre otros.

El hecho de que los ciudadanos se conviertan en gestores
ante los gobiernos de los asuntos de su comunidad en la
búsqueda de respuestas y soluciones a los problemas, es un
ejemplo claro de su papel desde “lo público”.

El desarrollo de la participación de los ciudadanos en Mé-
xico, el grado de influencia que actualmente pueden tener,
así como su injerencia en el proceso de democratización,
son fruto en gran medida del activismo de diversos actores
sociales con el objetivo de abrirse un espacio de contribu-
ción.

Tal desarrollo ha rendido frutos en temas tales como la ren-
dición de cuentas y en algunos casos ha servido como com-
plemento al desarrollo de la agenda pública, sin embargo,
todavía se carece de puentes que ayuden a que las ideas o
las propuestas que emanan de la ciudadanía lleguen a todos
los actores políticos y a los partidos.

Debido a esto, en muchas ocasiones las necesidades e in-
quietudes de la sociedad han quedado fuera de las pro-
puestas de los partidos o de las agendas gubernamentales,
siendo que éstas deberían ser una parte fundamental de las
mismas. La opinión y propuesta de los ciudadanos debe ser
un ingrediente esencial en el trabajo legislativo.

Es por ello que se hace necesaria una rearticulación de las
relaciones entre los tres poderes y los ciudadanos, rearticu-
lación que debe tener como eje fundamental la participa-
ción del ciudadano, con un diálogo propositivo y corres-
ponsable, que fortalezca el trabajo legislativo y que
permita expresar la voluntad y opinión ciudadana respecto
de los grandes problemas nacionales.

En este sentido, se busca fortalecer la participación ciuda-
dana en el trabajo legislativo de la Cámara de Diputados
federal, a efecto de que los ciudadanos cuenten mecanis-
mos suficientes para participar en la toma de decisiones
mediante propuestas alternativas o nuevas propuestas.

Con la participación de los ciudadanos se busca fomentar y
consolidar una cultura de participación, pero también de
tolerancia y respeto, y desde luego de responsabilidades
compartidas entre representantes y representados.

En el Partido Acción Nacional concebimos a la democracia
como una forma de gobierno y un estilo de vida que se fun-
dan en el respeto a los derechos individuales, sociales y po-
líticos y, por tanto, como un régimen plural de libertades,
en el que los gobernantes y los gobernados deben procurar,
con el mismo empeño, la justicia social y el bien común.
Sostenemos la primacía de la política regida por principios
éticos y, consecuentemente, consideramos, en gran medi-
da, la buena ordenación política de la Nación y del com-
portamiento responsable de gobernantes y gobernados.1

La democracia requiere la participación eficaz de las per-
sonas en las actividades colectivas que condicionan su pro-
pio destino personal y colectivo.

La presente iniciativa busca contribuir al desarrollo de un
marco normativa que promueva y aliente la participación
de los ciudadanos, generando mecanismos que nos permi-
tan avanzar hacia una democracia participativa. Los ciuda-
danos deben contar con un entorno propicio y las condi-
ciones necesarias y suficientes que les permitan potenciar
su capacidad para articular sus esfuerzos con los realizados
por el gobierno.

Es por esto que basándonos en experiencias internaciona-
les, tales como la de Costa Rica2 pretendemos avanzar y
fortalecer nuestra democracia mediante el establecimiento
de puentes institucionales entre los ciudadanos y el poder
legislativo por medio de la creación de una Oficina de Pro-
puesta Ciudadana en la H. Cámara de Diputados.

Como apunta Mauricio Merino (2001) existen cuatro for-
mas de participación política de los ciudadanos:

1) Ejercicio del voto.

2) Actividades que realizan los ciudadanos en las cam-
pañas políticas.

3) Práctica de actividades comunitarias o de acciones
colectivas dirigidas para alcanzar un fin específico.

4) Las que se derivan de algún conflicto en particular.
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Nuestra propuesta se inscribe dentro del último inciso,
pues la Propuesta Ciudadana pretende ser un instrumento
ciudadano para participar en el trabajo legislativo. La Pro-
puesta Ciudadana servirá como instrumento para acercar a
los ciudadanos y sus necesidades con el poder legislativo,
especialmente con la H. Cámara de Diputados, ya median-
te éste estarán en posibilidad de presentar propuestas con
los temas que consideran de relevancia.

La diferencia en el caso de la Iniciativa Popular y la Pro-
puesta Ciudadana es que la segunda puede ser presentada
de manera individual o colectivamente, sin que se exija un
número de firmas para ser recibida, y aunque no tiene ca-
rácter vinculatorio, es decir, la recepción de la propuesta no
garantiza que se realice lo que en ella se propone, si cons-
tituye una forma de dar a conocer a los legisladores las in-
quietudes ciudadanas.

En el caso de México al no existir la figura de Iniciativa
Popular, la propuesta ciudadana surge como la alternativa
natural, por lo que propone la creación de una Oficina de
Propuestas Ciudadanas busca abrir un espacio, hasta ahora
inexistente, en donde los ciudadanos presenten sus pro-
puestas sobre temas que le son de interés o que requieren
la atención del poder legislativo.

Dichas propuestas deberán ser presentadas en papel o ar-
chivo electrónico en la Oficina de Propuestas Ciudadanas,
adjunto a estas deberá incluir copia de la credencial de
elector y el número telefónico del ciudadano proponente
para poder corroborar la identidad y dar seguimiento a la
propuesta hecha. Al entregar la propuesta el proponente re-
cibirá un número de registro con el cual podrá darle segui-
miento a ésta.

La Oficina recibirá las propuestas y las incluirá en una Ba-
se de Datos que será ordenada de acuerdo a los temas que
se aborden en cada Comisión de la H. Cámara de Diputa-
dos.

Una vez que se tenga la Base de Datos, la información que
esta contenga será ordenada según los temas que ocupan a
cada Comisión y será distribuida a estas de manera men-
sual para que sea del conocimiento de cada uno de los di-
putados y en caso de tener interés en alguna tomarla para
su posible desarrollo.

Cada propuesta presentada obtendrá un número de registro
con el cual el ciudadano proponente podrá darle segui-

miento para conocer el estado en el que se encuentra su
propuesta.

De igual manera, la Base de Datos que surja de las pro-
puestas presentadas por los ciudadanos podrá ser consulta-
da por cualquier persona a través del espacio que para ello
se disponga en la página de Internet de la H. Cámara de Di-
putados.

El procedimiento al que se hace alusión en los párrafos pre-
cedentes, tendrá que estar debidamente regulado en el Es-
tatuto de la organización técnica y administrativa y del ser-
vicio de carrera de la Cámara de Diputados, por ser éste el
ordenamiento interno que regula a la Secretaría de Servi-
cios Parlamentarios, sus direcciones, oficinas y centros
adscritos.

Por lo antes expuesto someto a su consideración la si-
guiente

Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo Único. Que adiciona un inciso g) al numeral uno
del artículo 49 y un segundo párrafo al numeral dos del
mismo artículo de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 49. ...

1. ...

a) a f) ...

g) Servicio de Propuestas Ciudadanas, que compren-
de los de: recibir las propuestas de los ciudadanos,
organizarla, incorporarla en una base de datos y tur-
nar la información a las comisiones existentes en la
Cámara.

2. ...

La oficina facultada para recabar las propuestas ciuda-
danas, se encargará de actualizar y ordenar periódica-
mente,  la base de datos a la que hace referencia el inci-
so g) del numeral 1 de éste artículo.

3. ...



Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. A partir de la publicación del presente decreto en
el Diario Oficial de la Federación, la Cámara de Diputados
contará con seis meses para modificar los ordenamientos
necesarios y establecer los mecanismos pertinentes para
dar cumplimiento al presente decreto.

Notas:

1 González Hinojosa, Manuel, 1977, VI

2 Para mayor información ver http://www.asamblea.go.cr/inciatva/ini-
ciapres.htm

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de septiembre de
2008.— Diputada Marta M. García Müller (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos
y Prácticas Parlamentarias.

Tiene la palabra el diputado Francisco Javier Calzada Váz-
quez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, para presentar iniciativa que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, del Código Penal Fede-
ral, de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servi-
cios del Sector Público, y de la Ley Federal de los Traba-
jadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado
B del Artículo 123 Constitucional. Esta iniciativa a peti-
ción del grupo se pospone.

LEY ORGANICA DEL CONGRESO GENERAL
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS - 

LEY GENERAL QUE ESTABLECE LAS BASES 
DE COORDINACION DEL SISTEMA

NACIONAL DE SEGURIDAD PUBLICA

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Tiene la palabra el diputado Carlos Madrazo Limón,
para presentar dos iniciativas. La primera, que reforma el
artículo 49 de la Ley Orgánica del Congreso General de los

Estados Unidos Mexicanos, suscrita por diversos diputados
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. La
segunda, que reforma al artículo 12 de la Ley General que
establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional
de Seguridad Pública.

El diputado Carlos Madrazo Limón: Muchas gracias,
presidenta.

En nombre de los diputados Carlos Madrazo Limón, Mar-
tha Margarita García Müller y el diputado Luis Fernando
Rodríguez Ahumada, presento esta iniciativa para modifi-
car el artículo 49 de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, con la finalidad de que
tengamos los diputados muchas más facilidades para llevar
a cabo nuestras propuestas y discusiones.

El fondo de esta ley es que aquí, cuando vengamos a la tri-
buna, podamos tener los apoyos electrónicos que nos per-
mitan hacer una presentación, pasar una película, diaposi-
tivas, y de esta manera hacer mucho más amenas nuestras
presentaciones y, además, con la posibilidad de hacerlas
mucho más rápidas, puesto que una imagen dice mucho
más que mil palabras.

Entonces, esperemos que esto, que ya se está llevando a ca-
bo en muchos otros Congresos, lo podamos hacer realidad
en el Congreso mexicano. De lo que se trata, finalmente, es
de una modernización, que nos facilite todo lo que es el
quehacer legislativo, y al mismo tiempo que las transmi-
siones que venimos haciendo por televisión sean mucho
más entendibles y mucho menos aburridas para todos los
ciudadanos.

En segundo término, tenemos una iniciativa que presento
en nombre de su servidor y del diputado Édgar Olvera Hi-
guera, también del Partido Acción Nacional, para que se
hagan modificaciones al Consejo Nacional de Seguridad
Pública, a fin de que no sean precisamente los gobernado-
res los que participen en el Consejo Nacional, sino que sean
los secretarios o los encargados de la seguridad pública,
porque se ha convertido el Consejo Nacional de Seguridad
Pública en un ámbito político, donde vienen los goberna-
dores básicamente a discutir cuánto presupuesto les toca y
no tanto cuáles acciones debemos tomar.

Me parece que por eso carecemos de una política de segu-
ridad pública en este país. Ya hay un consejo nacional que
viene funcionando adecuadamente que es el Consejo Na-
cional de Salud, donde vienen los responsables y los espe-
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cialistas en salud a dar sus puntos de vista y al mismo tiem-
po a tomar decisiones que son tan importantes.

Por eso en México se han venido mejorando los años de vi-
da promedio de nosotros, los mexicanos, y esto tendría que
ser necesario en lo que a seguridad pública se refiere. Por
su atención, muchas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 49 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
suscrita por diputados del Grupo Parlamentario del PAN

Los que suscriben, Carlos Madrazo Limón, Martha Marga-
rita García Müller y Luis Fernando Rodríguez Ahumada
diputados en la LX Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, integrantes del Grupos Parlamentario del Partido
Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y 55, fracción II, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la considera-
ción del Pleno de la Cámara de Diputados, la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto que modifica el inciso “B”
del numeral 1 del artículo 49 de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor
de la siguiente:

Exposición de Motivos

Antecedentes

La tradición legislativa ha perdurado hasta nuestros días,
haciendo uso de la exposición de motivos como una prác-
tica parlamentaria fundamental para la presentación de una
iniciativa de ley. Toda iniciativa debe contener aquellas
partes que comprenden el dictamen, es decir, la propositi-
va y la expositiva.

El Reglamento Interior para el Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en la segunda parte del artículo
87, establece que: “...Todo dictamen deberá contener una
parte expositiva de las razones en que se funde y concluir
con proposiciones claras y sencillas...”.

Actualmente, los legisladores sólo contamos con el apoyo
de la propia palabra reflejada en los documentos escritos.
Sin embargo, se carece del apoyo audiovisual tan valioso y
cuyo uso es imprescindible en cualquier exposición y ar-
gumentación. Este apoyo brinda tanto claridad como sen-
cillez a la expresión de las propuestas.

Justificación

La modernización parlamentaria es un hecho. Parlamentos
de todo el mundo están invirtiendo día a día en nuevas tec-
nologías para mejorar su labor como legisladores. Nacio-
nes como Argentina, Irlanda, China y Noruega, son tan só-
lo unos cuantos ejemplos de la transformación tecnológica
que se está viviendo en el mundo parlamentario. Actual-
mente, las inversiones van desde sistema de votación elec-
trónico hasta el debate parlamentario por la vía de la vide-
oconferencia.

En la sociedad de la información en la cual hoy vivimos, el
manejo óptimo de la información es indispensable. El uso
e impacto de los medios audiovisuales y las nuevas tecno-
logías se han convertido en una necesidad para exponer
nuestros puntos de vista y facilitar la comprensión sobre lo
que deseamos transmitir.

El uso de material audiovisual en las exposiciones ante el
Pleno resulta de gran utilidad ya que permite esclarecer los
puntos con mayor claridad y resolver cualquier tipo de du-
da en la exposición.

La exposición ante el Pleno es un proceso táctico y estraté-
gico, orientado por objetivos e intereses precisos. Comuni-
car, en el contexto legislativo, es un arte que conlleva al
éxito o al fracaso de nuestras propuestas y gestiones. Utili-
zar los medios audiovisuales incrementa la capacidad para
expresarnos con claridad y exactitud.

El manejo de la imagen como herramienta didáctica en
nuestras exposiciones es un medio para lograr la precisión,
la síntesis, la economía del lenguaje y especialmente la
persuasión y el convencimiento. De esta manera se permi-
te al auditorio asimilar de un modo más sencillo la infor-
mación.

La importancia de los “medios audiovisuales” en las argu-
mentaciones del H. Congreso son notables en muchos as-
pectos, entre los cuales destacan:

• Se posibilita una mejor recepción de los argumentos
del legislador ponente hacia sus compañeros.

• El uso de imágenes, cuadros sinópticos, diagramas, es-
quemas, estadísticas y cualquier otro tipo de apoyo di-
dáctico, sensibilizan y estimulan el interés de las perso-
nas hacia las propuestas.



• Facilitan analizar con detalle y comparar los distintos
elementos que permiten conocer las propuestas presen-
tadas.

• Permiten simplificar, sintetizar y complementar la ex-
presión verbal para dar una mayor  y mejor comprensión
sobre lo que se transmite.

Como legisladores debemos aprovechar las posibilidades
de las tecnologías de la información, a fin de introducirlas
en la planificación y la acción legislativa. El objeto es en-
riquecer las sesiones y optimizar las prácticas parlamenta-
rias.

Por tales razones, la Secretaría de Servicios Parlamentarios
debe contar y poner al servicio de los legisladores este tipo
de apoyos entre los cuales se encuentran, desde franelógra-
fo, pizarrón electrónico, proyector de diapositivas hasta el
uso de proyectores tipo cañón, pantallas y todo tipo sopor-
te audiovisual que todos estos medios requieran. Todo ello
para facilitar y mejorar las tareas legislativas.

Por lo anterior, me permito someter a consideración de es-
ta Asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma el artículo 49 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos.

Artículo Primero. Se reforma el inciso b) del párrafo 1 del
artículo 49 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 49.

1. La Secretaría de Servicios Parlamentarios se integra con
funcionarios de carrera y confiere unidad de acción a los
servicios siguientes:

a) ...

b) Servicios de la Sesión, que comprende los de: prepa-
ración y desarrollo de los trabajos del Pleno; registro y
seguimiento de las iniciativas o minutas de ley o de de-
creto; distribución en el Pleno de los documentos suje-
tos a su conocimiento; apoyo a los Secretarios para ve-
rificar el quórum de asistencia; cómputo y registro de
las votaciones; información y estadística de las activi-
dades del Pleno; elaboración, registro y publicación de
las actas de las sesiones; y registro de leyes y resolucio-

nes que adopte el Pleno; apoyo técnico de audiovisual
o cualquier otro que se requiera en lo respectivo a la
aplicación de las tecnologías de la información para
la exposición por parte de los miembros del Pleno; 

c) a f) ...

2. y 3. ...

Artículo Segundo. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

México, DF, a 18 de septiembre 2008.— Diputados: Carlos Madrazo
Limón, Martha Margarita García Müller, Luis Fernando Rodríguez
Ahumada (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Práctica Parlamentarias, la primera iniciativa,

«Iniciativa que reforma el artículo 12 de la Ley General
que Establece las Bases de Coordinación del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública, a cargo del diputado Carlos
Madrazo Limón, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito diputado federal, integrante del Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y 55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso de la Unión, somete a su considera-
ción la iniciativa que reforma la fracción II del artículo 12
de la Ley General que Establece las Bases de Coordinación
del Sistema Nacional de Seguridad Pública al tenor de la
siguiente:

Exposición de Motivos

La seguridad pública constituye una de las funciones más
importantes del Estado mexicano en su conjunto, por que
de ella se deriva la salvaguarda de la integridad física de las
personas, sus libertades, la protección patrimonial, así co-
mo el orden y la paz pública, es por ello que la seguridad
pública se concibe en una primera instancia, como un com-
ponente clave de la gobernabilidad y factor esencial de la
cohesión social en nuestro país.
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Si bien esta legítima función de Estado, consiste en lograr
una verdadera y eficaz seguridad pública, se ha venido sus-
citando de manera férrea en el sentir ciudadano desde hace
varias décadas.

En el ámbito legislativo esta situación se remonta solo a un
par de sexenios, concretamente en la década de los noven-
tas, toda vez que durante la primera mitad del siglo XX, no
se encuentra de una manera clara y específica en la legisla-
ción e incluso ni en la doctrina mexicana, el concepto de
seguridad pública.

Para la segunda mitad de ese mismo siglo, la seguridad pú-
blica se encontraba sumergida en un manto de descrédito y
falsos legalismos que sólo ensombrecían la búsqueda de
soluciones eficaces en el ámbito legislativo, en virtud de
que la seguridad pública sólo se enfocaba a políticas de
contención policial, así como regular el quehacer de los
cuerpos encargados de la seguridad pública en nuestro pa-
ís, sin tratar de incidir en una política integral en materia de
seguridad pública, que privilegie la prevención general de
delito.

Es realmente hasta el año de 1994, cuando se podría consi-
derar que se dio inicio a una construcción seria y sistemá-
tica respecto de este elemento básico de toda sociedad, co-
mo lo es la seguridad pública.

La creación de una política integral sobre seguridad públi-
ca, que estableciera fundamentos jurídicos claros para
combate frontal y sistemáticamente el de fenómeno de la
delincuencia, fue uno de los objetivos principales perse-
guidos por las reformas constitucionales en materia de se-
guridad pública, publicadas en diciembre de 1994.

En efecto, en el año de 1994 se reformó la Constitución fe-
deral para fortalecer y poder impulsar acciones integrales
de atención en cuestiones de seguridad pública motivada
ante la creciente manifestación de fenómenos delictivos
que afectaban cada vez más a la sociedad, sumada a la ca-
pacidad organizativa y la movilidad de la delincuencia or-
ganizada, frente a la que el Estado no podía actuar con ac-
ciones desarticuladas y carente de una estrategia eficaz y
coherente.

Cabe señalar que en el aspecto relativo a la seguridad pú-
blica, esta quedó precisada en el ámbito de nuestra Carta
Magna, mediante reformas al artículo 21 constitucional, al
establecerse que la seguridad pública es una función a car-
go de la Federación, el Distrito Federal, los estados y los

municipios, en loas respectivas  competencias que la Cons-
titución señala por los principios de legalidad, eficiencia
profesionalismo y honradez. Asimismo, se estableció den-
tro de dicho precepto constitucional, la obligación de la
Federación, el Distrito Federal, los estados y los munici-
pios de coordinarse para establecer un Sistema Nacional de
Seguridad Pública.

Por otra parte, se plantearon reformas a la fracción XXIII
del artículo 73 constitucional a efecto de facultar al Con-
greso de la Unión poder expedir leyes que establecieran las
bases de coordinación entre la Federación, el Distrito Fe-
deral, los estados y los municipios en materia de seguridad
pública; así como para la organización y funcionamiento,
el ingreso, selección, promoción y reconocimiento de los
integrantes  de las instituciones de seguridad pública en el
ámbito federal. Esta situación le permitiría al propio con-
greso expedir la ley que fijara las bases para la coordina-
ción en materia de seguridad pública entre los tres niveles
de gobierno, con estricta observancia y respeto de las com-
petencias constitucionales y legales de cada uno de ellos.

A raíz de estas modificaciones constitucionales en noviem-
bre de 1995, se promulgó la Ley General que Establece la
Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad
Pública, definiéndose esta última como la función a cargo
del Estado que tiene como fines salvaguardar la integridad
y derechos de las personas, así como preservar la libertad,
el orden y la paz pública. Dicha disposición normativa con-
tuvo las normas básicas de coordinación entre los tres ni-
veles de gobierno así como señalaba los principios, mate-
rias, instancias e instrumentos de coordinación.

Como parte fundamental de esta ley, se creó el Consejo Na-
cional de Seguridad Pública, como órgano superior de co-
ordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública y se
estableció la figura del Secretario Ejecutivo, como la auto-
ridad responsable de certificar, ejecutar y dar seguimiento
a los acuerdos del Consejo Nacional, proponer al Consejo
políticas y lineamientos generales en la materia, así como
tomar las medidas necesarias para su ejecución.

En efecto, con la reforma constitucional de 1994, se dio el
paso para la definición y aplicación de una política integral
de seguridad pública, de conformidad con el artículo 21
constitucional. En tal sentido, se estableció que la seguri-
dad pública es una función a cargo del Estado, es decir, de
la Federación, del Distrito Federal, los estados y de los mu-
nicipios, y se reconoció a la seguridad pública como un de-
recho de los mexicanos. Se incorporaron desde la Consti-



tución los principios sobre los cuales debe ceñirse la actua-
ción de las instituciones policiales, como son la legalidad,
eficiencia, profesionalismo y honradez.

En ese sentido, derivado de esta reforma se dio nacimiento
a la Ley que Establece la Bases de Coordinación del Siste-
ma Nacional de Seguridad Pública (LGEBCSNSP), me-
diante esta Ley se crea un Sistema Nacional de Seguridad
Publica (SNSP) para aplicar una política nacional integral
de seguridad pública, lo que a su vez permita fortalecer al
Estado Mexicano, mediante el combate sistemático de la
delincuencia.

Dicha ley se inspiró en cuatro elementos básicos: Profesio-
nalización del personal de seguridad pública, mediante
programas especializados, modernización tecnológica, sis-
tematización e intercambio de información entre las insti-
tuciones del país y coordinación con las instancias y órga-
nos auxiliares de la seguridad pública.

En cuanto la creación del Consejo Nacional de Seguridad
Pública como órgano superior de coordinación dentro del
propio Sistema Nacional de Seguridad Publica, se crea a
fin de lograr la consolidación de una instancia adecuada
para la toma de decisiones dentro del sistemas de seguridad
pública, que mediante la experiencia técnica y aportaciones
de personas expertas en la materia, se lograra potencializar
la coordinación y la adecuada suma de esfuerzos entre las
distintas instancias responsables de la seguridad pública.
Por ello, la Presidencia de dicho Consejo Nacional, distin-
to a lo que se pensaría, que en un determinado momento to-
do parecía indicar que recaería en la figura del titular del
Ejecutivo Federal, esta en realidad, de acuerdo al diseño le-
gal actual, recayó en el responsable del órgano técnico den-
tro de la administración pública federal encargado de las
labores de seguridad pública y política criminal, es decir,
en el Secretario de Seguridad Publica Federal, y antes de la
reforma del año 2000, en el Secretario de Gobernación,
quien tenía conferida dicha responsabilidad.

Por ello, esta situación constituye un referente válido que
viene en determinado momento, a justificar la procedencia
de la medida propuesta en el proyecto de decreto en co-
mento, en sentido de cambiar la integración del Consejo
Nacional de Seguridad Pública, eliminando la participa-
ción de los Gobernadores de los Estados y del Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal, estableciendo en su lugar, a los
Secretarios de Seguridad Pública de los Estados y del Dis-
trito Federal.

En ese sentido, tomando como referente válido el modelo
seguido en el ámbito federal, en donde la representación
del Ejecutivo Federal dentro del Consejo Nacional, recae
particularmente en el Secretario de Seguridad Pública Fe-
deral, la adopción de dicho modelo sería justificable toda
vez que la representación de los Estados recaería en los ex-
pertos en la materia quitando la politización excesiva en la
toma de decisiones del Consejo Nacional de Seguridad Pú-
blica; asimismo sería más factible la fluidez del funciona-
miento propio del pleno del Consejo dado que ahora resul-
ta difícil la afluencia de sus participantes.

Cabe resaltar la importancia de redefinir, actualizar y per-
feccionar el marco jurídico del órgano rector de la política
criminal de nuestro país, a fin de que los servidores públi-
cos involucrados en la toma de decisiones dentro del Con-
sejo, puedan intercambiar puntos de vista técnicos y, en su
caso, se pueda contar de primera mano con información e
intercambio de experiencias en la materia, que permitan
enriquecer la toma de decisiones del Consejo.

Asimismo, se redimensiona el carácter integral que debe
darse al interior del Consejo Nacional de Seguridad Públi-
ca, la búsqueda de un mejor funcionamiento en su conjun-
to, la coordinación entre los referidos titulares de las res-
pectivas Secretarias de Seguridad Públicas, en su debate
sobre el replanteamiento de la conformación, funciona-
miento y fluidez de sus reuniones.

Por todo lo anterior se propone a la consideración de esta
honorable Cámara de Diputados del Congreso de la Unión,
la presente

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma la frac-
ción II del artículo 12 de la Ley General que Establece
las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Se-
guridad Pública en los siguientes términos:

Artículo Primero. Se reforma la fracción II del artículo 12
de la Ley General que Establece las Bases de Coordinación
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, para quedar en
los siguientes términos:

Artículo 12. El Consejo Nacional será la instancia superior
de coordinación del Sistema Nacional y estará integrado
por:

I. El Secretario de Seguridad Pública, quien lo presidi-
rá;
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II. Los Secretarios de Seguridad Pública de los Esta-
dos y del Distrito Federal o sus equivalentes;

III. El Secretario de la Defensa Nacional;

IV. El Secretario de Marina;

V. El Secretario de Comunicaciones y Transportes;

VI. El Procurador General de la República;

VII. El Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de
Seguridad Pública.

Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

México, DF, a 18 de septiembre 2008.— Diputado Carlos Madrazo Li-
món (rúbrica).»

Presidencia del diputado 
José Luis Espinosa Piña

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Se tur-
na a la Comisión de Seguridad Pública.

LEY DE TRANSPARENCIA Y ORDENAMIENTO 
DE LOS SERVICIOS FINANCIEROS - 

LEY DE PROTECCION Y DEFENSA AL USUARIO
DE SERVICIOS FINANCIEROS

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Ense-
guida se concede el uso de la palabra al diputado Jaime
Verdín Saldaña, para presentar iniciativa que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley para la Transpa-
rencia y el Ordenamiento de los Servicios Financieros, y de
la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Fi-
nancieros, que suscribe conjuntamente con el diputado
Martín Malagón Ríos, ambos del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

El diputado Jaime Verdín Saldaña: Con su permiso, pre-
sidente.

El suscrito, diputado Jaime Verdín Saldaña, y Martín Ma-
lagón Ríos, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, presentan la iniciativa que reforma la Ley para la
Transparencia y el Ordenamiento de los Servicios Finan-
cieros, y la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Ser-
vicios Financieros.

Exposición de motivos: es necesario crear una cultura fi-
nanciera más incluyente, ya que entre 20 y 30 por ciento de
la población en nuestro país está bancarizada debido al al-
to costo que representa para la sociedad.

Además de lo vulnerable que puede resultar ante ciertas
prácticas financieras abusivas, existen factores que revisten
la importancia de adquirir y participar en una cultura fi-
nanciera formal.

El dinero depositado en los bancos se encuentra a salvo fí-
sicamente y se puede tener acceso a éste de manera fácil y
rápida, así como la posibilidad de poder tener acceso a
otros productos financieros. Para lograr mayor cultura fi-
nanciera se requiere que las autoridades financieras conti-
núen atendiendo de manera eficaz y eficiente toda la pro-
blemática generada en el sector.

Sin embargo, quien debe promover y exigir que las autori-
dades cumplan sus funciones es el público usuario. Cual-
quier persona que utilice algún servicio dentro del sistema
financiero mexicano deberá conocer cuáles serán sus dere-
chos y obligaciones, así como la manera de ejercer su in-
conformidad ante cualquier eventualidad en el sector fi-
nanciero.

Ante esta situación, las mencionadas autoridades y las ins-
tituciones financieras deberán estar atentas a las observa-
ciones y críticas de los usuarios. Éstas pueden contribuir a
mejorar la calidad de los servicios que ofrecen.

Sin embargo, en la actualidad las quejas de la población an-
te los servicios financieros no sólo son por el uso inade-
cuado de las tarjetas de crédito o de débito, sino también
por una deficiente calidad en los servicios a clientes. De
manera adicional se reportan productos o servicios a clien-
tes, no importando cuánto se gasta en publicidad y promo-
ciones.

Con este tipo de circunstancias jamás se lograrían estánda-
res de calidad internacionales. Ante estas situaciones el pú-
blico usuario debe saber a qué instancia debe solicitar su
queja o denuncia, ya que se genera una confusión si se pre-



senta una queja ante la Procuraduría Federal del Consumi-
dor (Profeco) o ante la Condusef, o con cualquier otra ins-
titución.

Mientras el público en general no promueva sus quejas o
denuncias, las autoridades financieras no tendrán los ele-
mentos de presión para una mejor atención y servicio.

Debido a lo anterior, la figura del defensor del cliente de
servicios financieros, es decir, la Condusef, debe ser muy
específica y conocida.

Con base en los argumentos expuestos se somete a la con-
sideración de esa soberanía la siguiente iniciativa que re-
forma la Ley para la Transparencia y el Ordenamiento de
los Servicios Financieros, y la Ley de Protección y Defen-
sa a los Usuarios.

Artículo 17. A las entidades les estará prohibido llevar a ca-
bo prácticas discriminatorias. Para los efectos de esta ley se
consideran prácticas discriminatorias los actos que se rea-
licen para no permitir la celebración de operaciones a
clientes con determinadas condiciones sociales, económi-
cas o religiosas, así como a personas de la tercera edad.

Los actos que se realicen por no permitir a sus clientes uti-
lizar la infraestructura… de determinadas condiciones so-
ciales, económicas o religiosas, así como a personas de la
tercera edad.

En razón del tiempo que se nos ha asignado, pido a la Pre-
sidencia que se inserte de manera íntegra esta iniciativa en
el Diario de los Debates. Por su atención, muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes de Transparencia y Ordenamiento de los Ser-
vicios Financieros, y de Protección y Defensa al Usuario
de Servicios Financieros, suscrita por los diputados Jaime
Verdín Saldaña y Martín Malagón Ríos, del Grupo Parla-
mentario del PAN

Los suscritos, Jaime Verdín Saldaña y Martín Malagón Rí-
os, en su carácter de diputados federales de la LX Legisla-
tura del Congreso de la Unión, integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional, con fundamento
en lo establecido en los artículos 71, fracción II, 72 y 135
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como en los artículos 55, fracción II, 56 y 62 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-

ral de los Estados Unidos Mexicanos, ponemos a conside-
ración de esta soberanía la presente iniciativa.

Exposición de Motivos

Es necesario crear una cultura financiera más incluyente,
ya que entre 20 y 30 por ciento de la población en nuestro
país está “bancarizada” debido al alto costo que representa
para la sociedad, además de lo vulnerable que puede resul-
tar ante ciertas prácticas financieras abusivas.

Existen factores que revisten la importancia de adquirir y
participar en una cultura financiera formal:

- El dinero depositado en los bancos se encuentra a sal-
vo físicamente y se puede tener acceso a éste de mane-
ra fácil y rápida.

- La posibilidad de poder tener acceso a otros productos
financieros.

La población no bancarizada tiene que participar necesa-
riamente en la economía informal, y utilizar los servicios
de instituciones no bancarias para cambiar un cheque u ob-
tener un préstamo; en este caso, las comisiones que deben
pagar por concepto de la prestación de dichos servicios son
más altas. Ello se debe al desconocimiento que tiene en
ocasiones o a la falta de entendimiento del costo de opor-
tunidad de los servicios que utilizan.

A pesar de esto, el porcentaje de la población que podría
verse beneficiada no sólo por el acceso a servicios finan-
cieros más accesibles, sino también por el gran potencial
que ofrece el desarrollo de una relación bancaria, es signi-
ficativamente elevado.

Existe un nicho de mercado que puede representar una gran
oportunidad de negocios para las instituciones bancarias.
Sin embargo, es importante señalar que los servicios ban-
carios básicos deben ser estructurados de tal forma que sa-
tisfagan las necesidades de este segmento en particular, ya
que no existe ningún motivo económico por el cual deban
pagar mayores costos.

Para lograr una mayor cultura financiera se requiere que las
autoridades financieras continúen atendiendo de manera
más eficaz y eficiente todas las problemáticas generadas en
el sector.
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Sin embargo, quién debe de promover y exigir que las au-
toridades cumplan sus funciones es el público usuario.
Cualquier persona que utilice algún servicio dentro del Sis-
tema Financiera Mexicano deberá conocer cuales serán sus
derechos y obligaciones, así como la manera de ejercer su
inconformidad ante cualquier eventualidad en el sector fi-
nanciero.

Ante esta situación, las mencionadas autoridades y las ins-
tituciones financieras deberán estar atentas a las observa-
ciones y críticas de los usuarios. Éstas pueden contribuir a
mejorar la calidad de los servicios que ofrecen.

Las instituciones deberán resolver los problemas siempre
en los mejores términos. De manera adicional, también ten-
drán la obligación de responder a todas las preguntas o
quejas de manera comprensible y con justificación, tratan-
do las quejas de los usuarios con objetividad para encontrar
la solución más satisfactoria.

Debido a lo anterior, la Comisión Nacional para la Defen-
sa de los Usuarios de las Instituciones Financieras (Condu-
sef) ha informado que las reclamaciones que presentaron
los usuarios del sistema financiero contra los bancos cre-
cieron 11.7% en el 2007 para alcanzar 16 mil 691 quejas.

En 2006 se contabilizaron 14 mil 943 denuncias. Inclusive,
las mayores inconformidades presentadas ante la Condusef
fueron en el rubro de tarjetas de crédito, donde se contabi-
lizaron 8 mil 814 quejas, contra 6 mil 355 de 2006.

Las reclamaciones formales por consumos no reconocidos
sumaron 2 mil 929, lo cual reflejó un crecimiento de 22%
contra las de 2006.

Además, en las reclamaciones que tuvo la Condusef se tu-
vieron mil 981 en cheques, mil 341 en tarjetas de débito,
mil 103 en créditos personales, 777 en cuentas de ahorro,
609 en créditos hipotecarios, 389 en créditos de autos y mil
677 en otros rubros.

Sin embargo, en la actualidad las quejas de la población an-
te los servicios financieros no sólo son por el uso inade-
cuado de las tarjetas de crédito o debito, sino también por
una deficiente calidad en los servicios a clientes. De mane-
ra adicional, se reportan productos o servicios inferiores a
los ofrecidos, con poco respaldo y pésimo servicio a clien-
tes, no importando cuanto se gasta en publicidad y promo-
ciones; con este tipo de circunstancias jamás se lograría es-
tándares de calidad internacionales.

Ante estas situaciones, el público usuario debe de saber a
que instancia debe de solicitar su queja o denuncia, ya que
se genera una confusión si presenta una queja ante la Pro-
curaduría Federal al Consumidor (Profeco), ante la Condu-
sef o con cualquiera otra institución. Mientras el público en
general, no promueva sus quejas o denuncias, las autorida-
des financieras no tendrán los elementos de presión para
una mejor atención y/o servicios. Debido a lo anterior, la fi-
gura del Defensor del Cliente de servicios financieros, es
decir, la Condusef debe ser muy específica y conocida.

La Condusef absorbió las funciones que en materia de acla-
raciones y quejas desarrollaban la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores, la Comisión Nacional de Seguros y
Fianzas y la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro pa-
ra el Retiro, convirtiéndose en la única autoridad encarga-
da de la protección y la defensa de los intereses del públi-
co Usuario. ¿Pero realmente ha realizado esta actividad?
Las Instituciones Financieras que han tenido un alto índice
de quejas y/o reclamaciones han tenido alguna sanción por
parte de las autoridades financieras? Por los comentarios
del público en general, se considera a la Condusef como
solamente un órgano informativo y no ejecutor.

Considerando lo anterior, la legislación actual debe esta-
blecer de manera más clara las funciones de la Condusef,
con respecto a las quejas y/o denuncias indicando que cual-
quier cliente de las entidades del Sistema Financiero Mexi-
cano tendrán la opción de dirigirse a la Condusef cuando
estimen que en un contrato, operación o servicio de las
mismas instituciones del sector hayan sufrido un trata-
miento negligente, incorrecto o no ajustado a derecho.

Por lo que se proponen las reformas a la Ley para la Trans-
parencia y Ordenamiento de los Servicios Financieros, con
el principal objetivo de especificar que la Comisión Nacio-
nal para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servi-
cios Financieros estará facultada para conocer de cualquier
controversia, queja y/o denuncia relacionada con la aplica-
ción de la presente Ley entre los Clientes y las Entidades
Financieras.

De manera adicional, se indicará que se podrán establecer
quejas y/o denuncias que podrán ser consideradas como
válidas para estadísticas, seguimiento y sanción por parte
de la Condusef, salvo en los siguientes casos:

a) Las quejas sobre decisiones en el otorgamiento de
créditos, admisión de nuevos clientes o aprobación de
nuevos negocios.



b) Las reclamaciones sobres asuntos que se encuentren
pendientes de resolución ante la justicia ordinaria.

c) Las reclamaciones sobre asuntos que se encuentren
sujetos a procedimientos arbitrales o concursales.

d) Las orientadas a entorpecer o dilatar el ejercicio de
cualquier derecho de las entidades financieras frente al
cliente.

e) Las quejas que ya hayan sido presentadas y resueltas
por el defensor.

f) Las reclamaciones, quejas y/o denuncias que se inter-
pongan al haber transcurrido más de tres años de suce-
didos los hechos, base de la reclamación, queja y/o de-
nuncia.

g) Las que versen sobre indemnización de perjuicios,
salvo las relacionadas con la aplicación de una cláusula
penal o de normas de ley que determinen el monto de la
indemnización.

De manera adicional, se propone que las autoridades fi-
nancieras establezcan mediante disposiciones de carácter
general cual será el trato, seguimiento, control y solución
que en materia de quejas y/o denuncias se de en contra de
las entidades del sector financiero mexicano.

En caso de que las entidades financieras hagan caso omiso
de las quejas y/o denuncias, la Condusef tendrá la opción
de sancionarlas, con lo anterior, se darán mayores atribu-
ciones a la mencionada Condusef a proteger los intereses y
los servicios de calidad en el sector.

De manera adicional, se propone establecer en la Ley de
Protección y Defensa al Usuario de los Servicios Financie-
ros, que la Condusef podrá dar seguimiento y sancionar a
las entidades financieras que no consideren las quejas y/o
denuncias de sus clientes.

Con base en los argumentos antes expuestos, se somete a la
consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa que
reforma la Ley para la Transparencia y Ordenamiento de
los Servicios Financieros y la Ley de Protección y Defen-
sa al Usuarios de Servicios Financieros:

Decreto por el que se reforma la Ley para la Transpa-
rencia y Ordenamiento de los Servicios Financieros.

Artículo Primero. Se reforma el artículo 20 de la Ley pa-
ra la Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Fi-
nancieros, para quedar como sigue:

I. Iniciativa que reforma la Ley para la Transparencia
y Ordenamiento de los Servicios Financieros.

Artículo 17. A las Entidades les estará prohibido llevar a
cabo prácticas discriminatorias.

Para los efectos de esta Ley se considerarán prácticas dis-
criminatorias:

I. Los actos que se realicen para no permitir la celebra-
ción de operaciones a Clientes de determinadas Entida-
des;

II. El cobro de Comisiones distintas en virtud del emi-
sor del Medio de Disposición correspondiente, y

III. Los actos que se realicen para no permitir a sus
Clientes utilizar la infraestructura de otras Entidades, o
desalentar su uso.

IV. Los actos que se realicen para no permitir la ce-
lebración de operaciones a Clientes con determina-
das condiciones sociales, económicas y/o religiosas,
así como a personas de la tercera edad.

V. Los actos que se realicen para no permitir a sus
Clientes utilizar la infraestructura de determinadas
condiciones sociales, económicas y/o religiosas, así
como a personas de la tercera edad.

Artículo 20. La Comisión Nacional para la Protección y
Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros estará fa-
cultada para conocer, dar seguimiento y sancionar sobre
cualquier controversia, queja y/o denuncia relacionada
con la aplicación de la presente Ley entre los Clientes y las
Entidades Financieras y entre los Clientes y las sociedades
financieras de objeto múltiple no reguladas, en términos de
las disposiciones aplicables.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público y la Co-
misión Nacional Bancaria y de Valores, establecerán las
disposiciones de carácter general que en materia de
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quejas y/o denuncias sobre algún producto o servicio
proporcionado por las instituciones financieras.

Tratándose de Entidades Comerciales, la Procuraduría Fe-
deral del Consumidor estará facultada para conocer de
cualquier controversia relacionada con la aplicación de la
presente Ley entre las Entidades Comerciales y sus Clien-
tes.

Artículo 21. Las Entidades Financieras y las Cámaras de
Compensación, estarán obligadas a suministrar al Banco de
México y a la Comisión Nacional para la Protección y
Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, en la
forma y términos que éstos les requieran, la información
sobre los Medios de Disposición, créditos, préstamos y fi-
nanciamientos respectivos, así como, quejas y/o denuncias
y en general, aquélla que sea útil al Banco para proveer el
adecuado cumplimiento de sus funciones.

Las Entidades Comerciales estarán obligadas a suministrar
a la Procuraduría Federal del Consumidor, en la forma y
términos que ésta les requiera, la información sobre los
Medios de Disposición, créditos, préstamos o financia-
mientos respectivos, así como, en general aquélla que le
sea útil para proveer el adecuado cumplimiento de sus fun-
ciones.

Artículo 23 Bis. En todas las operaciones y servicios que
las instituciones financieras celebren masivamente con
sus Clientes, se podrán establecer mediante correo elec-
trónico, vía telefónica, mediante escrito, las quejas y/o
denuncias ante la Comisión Nacional para la Protección
y Defensa de Servicios Financieros, salvo en los siguien-
tes casos:

a) Las quejas sobre decisiones en el otorgamiento de
créditos, admisión de nuevos clientes o aprobación
de nuevos negocios.

b) Las reclamaciones sobres asuntos que se encuen-
tren pendientes de resolución ante la justicia ordina-
ria.

c) Las reclamaciones sobre asuntos que se encuen-
tren sujetos a procedimientos arbitrales o concursa-
les.

d) Las orientadas a entorpecer o dilatar el ejercicio
de cualquier derecho de las entidades financieras
frente al cliente.

e) Las quejas que ya hayan sido presentadas y re-
sueltas por el defensor. 

f) Las reclamaciones, quejas y/o denuncias que se in-
terpongan al haber transcurrido más de tres años de
sucedidos los hechos, base de la reclamación, queja
y/o denuncia.

g) Las que versen sobre indemnización de perjuicios,
salvo las relacionadas con la aplicación de una cláu-
sula penal o de normas de ley que determinen el
monto de la indemnización.

Artículo 46 Bis. La Comisión Nacional para la Protección
y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, en el
ámbito de su competencia, sancionará con multa de:

I. Dos mil a cinco mil días de salario, a las Entidades Fi-
nancieras que:

a) No reciban quejas y/o denuncias sobre sus pro-
ductos y/o servicios salvo lo establecido en el artí-
culo 23 Bis.

b) No establezcan mecanismos para el seguimien-
to de las quejas y/o denuncias.

c) Realicen prácticas discriminatorias, en térmi-
nos del artículo 17 de la presente Ley.

d) No informen a la Comisión Nacional para la
Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios
Financieros de las quejas y/o denuncias estableci-
das.

e) No solucionen las quejas y/o denuncias que
procedan.

Decreto por el que se Reforma la Ley de Protección y
Defensa al Usuarios de Servicios Financieros.

Artículo Primero. Se reforma el artículo 11 de la Ley de
Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros,
para quedar como sigue:

II. Iniciativa que reforma la Ley de Protección y Defen-
sa al Usuario de Servicios Financieros.

Artículo 11. La Comisión Nacional está facultada para:



I. Atender y resolver las consultas que le presenten los
Usuarios, sobre asuntos de su competencia;

II. :..

III. ...

...

...

...

...

...

...

...

XXIX. Conocer, dar seguimiento y sancionar sobre
cualquier controversia, queja y/o denuncia de algún
producto y/o servicio proporcionado por las entida-
des financieras.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. Se derogarán las disposiciones que se
opongan al presente decreto.

Salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de sep-
tiembre de 2008.— Diputado Jaime Verdín Saldaña (rúbrica), diputado
Martín Malagón Ríos (rúbrica).»

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Gra-
cias, diputado Jaime Verdín Saldaña. Túrnese a la Comi-
sión de Hacienda y Crédito Público.

Vamos a aprovechar este momento para saludar, dar la bien-
venida a los alumnos del Colegio Loyola, de Cuernavaca,
Morelos, que nos visitan hoy en esta sesión. Bienvenidos.

De igual forma queremos dar la bienvenida a esta Cámara
de Diputados a alumnos de la Escuela Preparatoria 141 de
Ixtapaluca, Estado de México. Bienvenidos.

LEY DE PLANEACION

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Se
concede el uso de la palabra a la diputada Elda Gómez Lu-
go, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, para presentar iniciativa que reforma el artí-
culo 2o. de la Ley de Planeación.

La diputada Elda Gómez Lugo: Con su permiso, señor
presidente.

Compañeros diputados y compañeras diputadas, presento
ante el pleno de esta honorable Cámara la presente inicia-
tiva con proyecto de decreto que adiciona la fracción VII al
artículo 2o. de la Ley de Planeación, al tenor de la siguien-
te exposición de motivos:

De acuerdo con la ley en comento, se entiende por Planea-
ción Nacional de Desarrollo “la ordenación racional y sis-
temática de acciones que con base en el ejercicio de las
atribuciones del Ejecutivo federal en materia de regulariza-
ción y promoción de la actividad económica, social, políti-
ca y cultural de protección al medio ambiente y aprove-
chamiento racional de los recursos naturales tiene como
propósito la transformación de la realidad del país, de con-
formidad con las normas, principios y objetivos que la pro-
pia Constitución y la ley establecen”.

Mediante la planeación se fijan objetivos, metas, estrate-
gias y prioridades. Se asignarán recursos y responsabilida-
des y tiempos de ejecución. Se coordinarán acciones y se
evaluarán resultados.

Tal es su importancia que el Plan Nacional de Desarrollo
resulta fundamental para la realización de las tareas del go-
bierno, de ahí que el presidente de la república remita el
plan al Congreso de la Unión, para su examen y opinión.

Un plan de desarrollo consensuado y avalado por las dife-
rentes fuerzas políticas y por quienes representan al pueblo
de México no es cosa menor, pues de una u otra manera su
cabal integración contribuye a la gobernabilidad democrá-
tica que permitirá una conducción nacional acordada y
consensuada.

Con base en lo anterior me permito resaltar la importancia
del artículo 2o. de dicha ley, toda vez que ahí se mandatan
los principios rectores para los cuales se regirá la planea-
ción de nuestro país, lo que contribuye al fortalecimiento
del estado de derecho y de la estabilidad del sistema políti-
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co, toda vez que al quedar claros estos principios se evita
la discrecionalidad en el Ejecutivo del gobierno, aseguran-
do así que las políticas públicas transitarán por las causas
de la democracia y de la justicia.

En este sentido, presento hoy esta iniciativa con la inten-
ción de adicionar una fracción al artículo 2o., la perspecti-
va de género, toda vez que alude al potencial analítico y
político de la categoría de género, utilizando así la catego-
ría de género por un lado como una herramienta para el
análisis, y por otro lado como propuesta política.

El objetivo de la planeación con perspectiva de género es
emancipar a la mujer de su subordinación y llevarla a al-
canzar la igualdad, la equidad y el empoderamiento.

La base conceptual de la planificación de género es la di-
ferenciación de roles y necesidades prácticas y estratégicas
entre hombres y mujeres, de tal manera que una planifica-
ción de género exige la aplicación de una gama de herra-
mientas conceptuales para el análisis de las relaciones en-
tre hombres y mujeres, tales como la división genérica del
trabajo, el triple rol de las mujeres pobres, el acceso y con-
trol sobre recursos y beneficios, las necesidades prácticas y
estratégicas, la diferenciación entre condición, posición y
el potencial de la transformación.

Durante las últimas décadas muchos grupos de mujeres or-
ganizadas y en lo individual hemos venido debatiendo so-
bre la necesidad de incorporar la equidad de género, como
una vía para la consolidación democrática, ya que más de
la mitad de la población, que representan las mujeres, no
puede ser excluida de las grandes decisiones del país y del
Estado.

Día a día se ha ido consolidando esta propuesta, producto
del estudio y la investigación, de las y de los expertos, y en
su construcción se han presentado una serie de ejes que,
hoy día, son de mayor importancia, tal es el caso de la re-
presentación política a través de las denominadas “cuotas”.

Incorporar el enfoque de género en la planeación permitirá
a los mecanismos de transversalización, por tanto tiempo
impulsados en las dependencias y entidades de la adminis-
tración pública federal, desde hace varios años, objetivan-
do el trabajo del propio Instituto Nacional de las Mujeres.

Su impacto, además de reflejarse en las políticas públicas
tendrá necesariamente que verse reflejado en el gasto fede-

ral con lo cual podemos pensar en la real incorporación
equitativa de las mujeres y en los beneficios de desarrollo.

Es evidente que no basta con agregar una fracción para co-
rregir la desigualdad. Es evidente que se necesita voluntad
política y conciencia de género. Digo que el paso sería im-
portante porque al incorporar en el mandato de la ley la
perspectiva de género no quedaría duda de cuál es la con-
ducta que el Ejecutivo federal y el propio Legislativo de-
berían observar.

Cabe advertir que este enfoque no implica la exclusión del
otro género; por el contrario, incorpora la necesidad propia
del hombre y de la mujer en situaciones concretas dentro
de los objetivos de desarrollo.

En virtud de lo anterior, someto a su consideración la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto.

Primero. Se agrega la fracción VII al artículo 2o. de la Ley
de Planeación, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 2. ...

I. a VI. ...

VII. La perspectiva de género, en aras de garantizar políti-
cas públicas para mujeres y hombres, equitativas y justas,
que permitan alcanzar la igualdad así como el acceso equi-
tativo a los bienes, los recursos y los beneficios de desa-
rrollo.

Muchísimas gracias. Ruego que pase todo el texto comple-
to, ya que tuve que recortar. Muchísimas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 2 de la Ley de Planea-
ción, a cargo de la diputada Elda Gómez Lugo, del Grupo
Parlamentario del PRI

Con fundamento en la fracción II del artículo 71 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
lo previsto en los artículos 55, fracción II, 56 y 62 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General,
presento ante el Pleno de esta honorable Cámara la presen-
te iniciativa con proyecto de decreto que adiciona una frac-
ción al artículo dos de la Ley de Planeación, al tenor de la
siguiente



Exposición de Motivos

De acuerdo a la ley en comento, se entiende por planeación
nacional de desarrollo la ordenación racional y sistemática
de acciones que, con base en el ejercicio de las atribucio-
nes del Ejecutivo federal en materia de regulación y pro-
moción de la actividad económica, social, política, cultu-
ral, de protección al ambiente y aprovechamiento racional
de los recursos naturales, tiene como propósito la transfor-
mación de la realidad del país, de conformidad con las nor-
mas, principios y objetivos que la propia Constitución y la
ley establecen.

Mediante la planeación, se fijarán objetivos, metas, estra-
tegias y prioridades; se asignarán recursos, responsabilida-
des y tiempos de ejecución, se coordinarán acciones y se
evaluarán resultados.

Es evidente que la planeación nacional y su proceso resul-
tan fundamentales para la vida nacional, de ahí que en
nuestros días sea materia de un cuerpo normativo que tie-
ne su asidero en la Constitución política, toda vez que, de
este proceso y su ejecución, depende el bienestar de los
mexicanos de todas las edades. 

Tal es su importancia que el Plan Nacional de Desarrollo
resulta fundamental para la realización de las tareas del go-
bierno, de ahí que el presidente de la república remita el
plan al Congreso de la Unión para su examen y opinión. 

Un plan de desarrollo, consensado y avalado por las dife-
rentes fuerzas políticas y por quienes representan al pueblo
de México, no es cosa menor, pues de una u otra manera su
cabal integración contribuye a la gobernabilidad democrá-
tica que permitirá una conducción nacional acordada y
consensada.

Bajo el anterior orden de ideas, es que me permito resaltar
la importancia del artículo segundo de dicha ley, toda vez
que allí se mandatan los principios rectores bajo los cuales
se regirá la planeación de nuestro país, lo que contribuye al
fortalecimiento del estado de derecho y a la estabilidad del
sistema político, toda vez que, al quedar claros estos prin-
cipios, se evita la discrecionalidad en el ejercicio del go-
bierno, asegurando así que las políticas públicas transitaran
por los causes de la democracia y la justicia.

En este sentido, es que presento hoy esta iniciativa, con la
intención de adicionar, en una fracción del artículo 2, la
perspectiva de género, toda vez que alude al potencial ana-

lítico y político de la categoría de género, utilizando así és-
ta, por un lado, como una herramienta para el análisis y, por
otro, como propuesta política. 

Esta perspectiva considera las relaciones y diferencias entre
hombres y mujeres. Parte de la asunción de que la relación
entre hombres y mujeres está marcada por una desigualdad
estructural y, por ende, que las políticas emprendidas les
afectan de manera diferente. Contribuye a visualizar las re-
laciones de poder y subordinación de las mujeres, conocer
las causas que la producen y encontrar mecanismos para
superar las brechas existentes, así como reconocer que
existen relaciones de desigualdad, opresión e injusticia en
la organización genérica de nuestra sociedad. 

De allí que, aplicar la perspectiva de género, exija un com-
promiso institucional a favor de la construcción de relacio-
nes más equitativas y justas.

La planificación de género es un conjunto teórico de pro-
cedimientos, metodologías y herramientas para la incorpo-
ración de la perspectiva de género en las acciones de des-
arrollo, y forma parte fundamental de la perspectiva de
género en el desarrollo. La planificación de género implica
entender el proceso de la planificación como un proceso de
naturaleza política y no sólo técnico, ya que considera la
desigualdad entre hombres y mujeres, y pone, como punto
de orientación, el logro de la igualdad y la equidad.

El objetivo de la planeación con perspectiva de género es
“emancipar a la mujer de su subordinación y llevarla a al-
canzar la igualdad, la equidad y el empoderamiento” (Mo-
ser 1995). La base conceptual de la planificación de géne-
ro es la diferenciación de roles, y necesidades prácticas y
estratégicas, entre hombres y mujeres. De tal manera que,
una planificación de género exige la aplicación de una ga-
ma de herramientas conceptuales para el análisis de las re-
laciones entre hombre y mujeres, tales como la división
genérica del trabajo, el triple rol de las mujeres pobres, el
acceso y control sobre recursos y beneficios, las necesida-
des prácticas y estratégicas, la diferenciación entre condi-
ción y posición, y el potencial de transformación.

Durante las últimas décadas, muchos grupos de mujeres or-
ganizadas, y en lo individual, hemos venido debatiendo so-
bre la necesidad de incorporar la equidad de género como
una vía para la consolidación democrática, ya que más de
la mitad de la población que representan las mujeres no
puede ser excluida de las grandes decisiones del país. Día
a día se ha ido consolidando esta propuesta, producto del
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estudio y la investigación de los expertos, y, en su cons-
trucción, se han presentado una serie de ejes que hoy día
son de la mayor importancia, tal es el caso de la represen-
tación política a través de las denominadas “cuotas”.

Otro eje fundamental es, desde luego, la equidad social co-
mo vía para lograr esa anhelada justicia social, ya que no
puede hablarse de democracia si más de la mitad de la po-
blación del país no tiene oportunidad de los beneficios del
desarrollo.

La presente iniciativa incorpora la institucionalización de
la perspectiva de género en el proceso de planeación, lo
que sentará las bases para el diseño, la programación y la
evaluación de las políticas públicas encaminadas a la cons-
trucción de una sociedad más equitativa y no discriminato-
ria. 

Incorporar el enfoque de género en la planeación permitirá
mecanismos de transversalización por tanto tiempo, impul-
sados en las dependencias y las entidades de la administra-
ción pública federal, desde hace varios años, objetivando el
trabajo del propio Instituto Nacional de las Mujeres.

Su efecto, además de reflejarse en las políticas públicas,
tendrá necesariamente que verse reflejado en el gasto fede-
ral, con lo cual podemos pensar en la real incorporación
equitativa de las mujeres a los beneficios del desarrollo.
Con esta reforma –de aprobarse en el Pleno del Congreso–
se estaría dando un paso importante en la incorporación del
enfoque de género al proceso de planeación del desarrollo
nacional. 

Es evidente que no basta con agregar una fracción para co-
rregir la desigualdad. Es evidente que se necesita voluntad
política y conciencia de género. El paso, en ese sentido, se-
ría importante porque, al incorporar en el mandato de ley
las perspectivas de género, no quedaría duda de cuál es la
conducta que el Ejecutivo federal y el propio legislativo
deberían observar.

La incorporación de la “perspectiva de género” en la prác-
tica abona la construcción de la democracia e implica que,
en la planeación del desarrollo, se reconozca que hombres
y mujeres, en tanto seres histórica y socialmente determi-
nados, tienen una posición diferenciada en la sociedad y
condiciones de vida distintas, y, por ello, intereses especí-
ficos con respecto a la orientación del desarrollo.

Hoy, las agencias internacionales de desarrollo subrayan la
necesidad de criterios poblacionales en el diseño de las po-
líticas y planes. De esta manera, se llama la atención sobre
las características específicas de hombres y mujeres, y so-
bre la forma diferenciada en que cada uno ha participado
del proceso de desarrollo. 

Muestra de ello es la modificación en el índice de desarro-
llo humano del Programa de las Naciones Unidas para el
Desarrollo, en el informe de 1991, en donde se hace el pri-
mer ejercicio de analizar la sensibilidad al género.

Es de sobra conocido que, en diversas ocasiones, las polí-
ticas y los programas para la mujer se diseñan al margen de
la estrategia global de desarrollo, al igual que las estructu-
ras administrativas creadas para implantar esas políticas.
De ahí la necesidad de una planeación con perspectiva de
género.

Cabe advertir que este enfoque no implica la exclusión del
otro género. Por el contrario, incorpora las necesidades
propias de hombres y mujeres, en situaciones concretas,
dentro de los objetivos de desarrollo.

En virtud de lo anterior, someto a su consideración la pre-
sente iniciativa con proyecto de 

Decreto

Primero. Se agrega una fracción VII al artículo 2 de la Ley
de Planeación, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 2. … 

I. …

II. … 

III. … 

V. … 

V. … 

VI. … 

VII. La perspectiva de género, en aras de garantizar
políticas públicas, para mujeres y hombres, equitati-
vas y justas, que permitan alcanzar la igualdad y el



acceso equitativo a los bienes, los recursos y los be-
neficios del desarrollo.

Transitorio

Único. Las presentes disposiciones entrarán en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de septiembre de 2008.— Di-
putada Elda Gómez Lugo (rúbrica).»

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Gra-
cias, diputada Elda Gómez Lugo. Túrnese a la Comisión
de Hacienda y Crédito Público.

Solicito a la Secretaría que dé lectura al acuerdo de la Jun-
ta de Coordinación Política, por el que la Cámara de Dipu-
tados hace un posicionamiento con relación a agresiones y
amenazas de que fue objeto un diputado.

DIPUTADO FRANCISCO 
JAVIER SANTOS ARREOLA

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LX Legislatura.— Junta de Coor-
dinación Política.

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, por el que la
Cámara de Diputados condena la agresión y las amenazas
de que fue objeto el legislador Francisco Javier Santos
Arreola y solicita al Presidente de la Mesa Directiva que
inicie las acciones conducentes a fin de que se esclarezcan
los hechos y se deslinden responsabilidades

La Junta de Coordinación Política, con fundamento en lo
dispuesto en el inciso b), numeral 1, del artículo 34 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, somete a consideración del Pleno de esta Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión el
siguiente

Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión condena enérgicamente la agresión y las

amenazas de que fue objeto el diputado Francisco Javier
Santos Arreola, por sujetos armados en Ixtapa-Zihuatanejo,
municipio de José Azueta, Guerrero, durante su presencia
con motivo de las elecciones que se realizaron en dicha en-
tidad el domingo 5 de octubre del año en curso.

Segundo. Asimismo, se solicita al Presidente de la Mesa
Directiva que, en ejercicio de sus atribuciones legales, ini-
cie las acciones conducentes con objeto de que se esclarez-
can los hechos y se deslinden responsabilidades.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 7 días del mes de octubre de
2008.— Diputado Javier González Garza (rúbrica), Presidente y Coor-
dinador del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática; Diputado Héctor Larios Córdova (rúbrica), Coordinador del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional; Diputado Emilio
Gamboa Patrón (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional; Diputado Alejandro Chanona
Burguete (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario de Conver-
gencia; Diputada Gloria Lavara Mejía (rúbrica), Coordinadora del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México; Diputa-
do Ricardo Cantú Garza (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamenta-
rio de Trabajo; Diputada Silvia Luna Rodríguez (rúbrica p.a.), Coordi-
nadora del Grupo Parlamentario del Partido Nueva Alianza; Diputada
Aída Marina Arvizu Rivas, Coordinadora del Grupo Parlamentario de
Alternativa Socialdemócrata.»

En votación económica, se pregunta si se aprueba…

El diputado Francisco Javier Santos Arreola (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Abran,
por favor, el micrófono de la curul del diputado Francisco
Santos, que me está pidiendo la palabra.

Adelante, por favor, diputado. Nada más mencióneme con
qué propósito.

El diputado Francisco Javier Santos Arreola (desde la
curul): Sí, señor presidente. Quisiera hacer uso de la tribu-
na por el punto que está presentando la Junta, como perso-
na agredida y aludida al hecho, si me lo permite, exclusi-
vamente, si fuera tan gentil.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Ade-
lante, señor diputado.
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El diputado Francisco Javier Santos Arreola (desde la
curul): Gracias, señor presidente.

Compañeras legisladoras y compañeros legisladores, cada
que hay un proceso electoral esta tribuna se ocupa para ha-
cer señalamientos en contra de los diversos partidos políti-
cos y señalar que derivado de sus actitudes, los resultados
electorales son a favor o en contra de un partido político.

Hoy vengo a esta tribuna a señalar lo que ya es sabido por
los medios de comunicación: que el narcotráfico está meti-
do en las campañas políticas, y que cuando se trata de in-
terferir en los intereses de los candidatos que ellos están
apoyando son capaces de actuar y de hacer lo que sea para
defender los intereses que ellos representan.

El sábado, por la tarde, sufrí intento de secuestro por un co-
mando de 15 sujetos. No me querían matar, eso es claro;
me habrían matado fácilmente. Me querían subir a la ca-
mioneta; yo me opuse a este hecho y fui sujeto de seis ca-
chazos, que me provocaron 32 puntadas que tengo en el
cráneo.

Eso es lo que pasa cuando el narcotráfico defiende a un
candidato, y lo digo así porque al presidente municipal de
Ixtapan de la Sal le pasó lo mismo; por ir a defender y apo-
yar a un candidato de su partido en Guerrero, y él era del
PRI… y él iba a defender a un candidato de otro partido…
lo amenazó La Familia. Le dijo que si iba lo iban a matar,
y lo mataron.

Y a mí me dieron el sábado a las 8 de la noche, después de
la agresión, para retirarme de Ixtapa-Zihuatanejo, o tam-
bién iba a ser ultimado. Ahí estaban apoyando a un candi-
dato del PRI; con el otro era un candidato de Convergencia
y del PT. Y también seguramente hay candidatos que han
apoyado del PAN y del PRD.

Éste es un problema que hay que decirlo como es: el nar-
cotráfico está metido dentro de las campañas y defiende
sus intereses, y cualquiera de los miembros de este Con-
greso, del Senado o de cualquier poder de la república es-
tamos sujetos o a caer en sus intimidaciones y sus amena-
zas, o a perder la vida.

Eso es lo que está pasando en México, y váyanse a la cos-
ta chica o a la costa grande o a Michoacán y escuchen a los
ciudadanos de esos municipios, donde hablan del “otro go-
bierno”. Todo mundo sabe quién es el otro gobierno, el otro
gobierno es el narcotráfico. Y los ciudadanos les tienen

miedo. Y cobran impuestos y ejercen autoridad. Eso está
pasando hoy en México, compañeras diputadas y compa-
ñeros diputados.

Yo agradezco a la Junta de Coordinación Política, a todos
los coordinadores parlamentarios, que hayan hecho eco de
este pronunciamiento. Pero pido a las autoridades federa-
les, a las autoridades estatales, que se pongan a trabajar,
porque la gente que estuvo adentro de esto, el señor Carlos
García Urióstegui, que era el coordinador de campaña en
Zihuatanejo, a las tres de la tarde, en presencia de la gente,
amenazó de muerte al diputado Octavio Martínez y a otras
personas que estaban con él. En la tarde ya fue la agresión.

Yo no lo quiero tomar como un hecho externo o no que no
tenga que ver con esto, al contrario, fue ligado un hecho al
otro. Cuando yo me identifico como diputado es cuando
me intentan subir al carro; me opongo a que me suban, y es
cuando me están golpeando con la cacha, pensando que iba
a perder el conocimiento y me iban a levantar. No sé si hoy
estaría aquí, en esta tribuna y tendría esta oportunidad de
dirigirme a ustedes… seguramente si me hubieran secues-
trado no estaría aquí.

Hoy fui yo; en unos días voy a dejar de ser diputado, como
ustedes, y vamos a pasar allá a la calle a ver lo que está pa-
sando en México y darnos cuenta de que aquí no hicimos
lo que teníamos que hacer, y que los que lo tienen que ha-
cer, que están en la Procuraduría y en la Policía Federal, no
están haciendo su trabajo, y que los procuradores de los es-
tados y los policías judiciales o ministeriales están coludi-
dos con el narco, igual que los policías municipales. ¿Qué
vamos a hacer?

Discutamos en serio si vamos a legalizar o no las drogas,
discutamos en serio si vamos a cambiar o no la forma en
cómo se lleva la procuración y la administración de justi-
cia y cómo trabajan nuestras policías. Hoy podemos toda-
vía hacer algo, mañana, cuando alguno de ustedes o cuan-
do yo o cuando alguno de nuestros familiares muera por el
crimen organizado, y lo estén viviendo en carne propia, es
cuando van a decir: “hubiéramos hecho algo”. Pero los in-
tereses políticos y personales de muchos les impiden ha-
cerlo, compañeras diputadas y compañeros diputados.

En estos temas tenemos que estar unidos, no podemos de
ninguna manera politizar esto. Hoy fue uno del PRI, y lo
digo porque fue del PRI, pero también pudo haber sido del
PAN o del PRD.



Compañeras diputadas y compañeros diputados, si el Con-
greso no hace este exhorto, que es la voz del pueblo, y a los
que les toca buscar a los culpables no lo hacen, ¿quién lo
va a hacer? ¿Lo hacemos por propia mano? Gracias.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Gra-
cias, diputado.

Continúe por favor la Secretaría, para tomar la votación.

Sonido, por favor, a la curul del diputado Nordhausen.
¿Con qué propósito, señor diputado?

El diputado Jorge Rubén Nordhausen González (desde
la curul): Presidente, para solicitar su permiso de hacer uso
de la tribuna con el mismo tema del diputado que antece-
dió.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Le va-
mos a conceder tres minutos, señor diputado.

El diputado Jorge Rubén Nordhausen González: Mu-
chas gracias, presidente.

Compañeras diputadas y compañeros diputados, vengo a
esta tribuna a solidarizarme con el compañero diputado que
me antecedió, y a decirles que, en efecto, todo el pueblo de
México está siendo víctima de este poder paralelo. Pero
vengo a decirles también que estando en una situación si-
milar, en mi caso, todavía me queda mucha confianza en
que nuestras instituciones habrán de salir adelante. En el
caso mío he interpuesto una denuncia, como un deber ciu-
dadano. Y les doy la opción a las autoridades a que hagan
su trabajo.

En Ciudad del Carmen, Campeche, estamos también toma-
dos por este poder oculto, del cual ni siquiera conocemos
el rostro, no sólo para atacarlos, sino para defendernos por
lo menos de ellos. Estamos de pie.

Desde aquí vengo a decirles a las autoridades federales, es-
tatales y de los municipios, que los ciudadanos todavía
confiamos en ellos y esperamos que pronto ganen esta ba-
talla, porque está dañando no sólo la productividad del
país, sino que está dañando uno de los mayores pilares que
tiene nuestra sociedad, que es la familia. En este momento
hay familias amenazadas, hay familias que no pueden dor-
mir, pasando por esto; personas secuestradas en este mo-
mento.

Es lo que yo vengo a decir, compañeros. Tenemos que ha-
cer algo nosotros desde aquí, desde este poder. Debemos
empezar por respaldar a las instituciones que nosotros mis-
mos hemos creado, para garantizar a nuestro país la paz so-
cial. Unidos, sin bandera, como lo propuso el señor diputa-
do. Sin bandera, es como más rápido lo vamos a lograr.
Con las autoridades federales, con las autoridades estatales
y con las autoridades de los municipios. Gracias.

Presidencia del diputado 
César Horacio Duarte Jáquez

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Prosiga la Secretaría… gracias, diputado.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: En
votación económica, se pregunta si se aprueba. Las diputa-
das y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse ma-
nifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén por la
negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Aprobado. Comuníquese.

El siguiente punto del orden del día es la primera lectura de
los siguientes dictámenes.

SUSANA MANZANARES CORDOVA

La diputada Valentina Valia Batres Guadarrama (des-
de la curul): Señor presidente.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Diputada Valentina Batres. Sonido a la curul. ¿Con qué ob-
jeto, diputada?

La diputada Valentina Valia Batres Guadarrama (des-
de la curul): Diputado presidente, ayer falleció una ex le-
gisladora, fue diputada en la LIX Legislatura, pertenecien-
te al Partido de la Revolución Democrática.

Solicitaría, vía su conducto, que se pudiera guardar un mi-
nuto de silencio. Ella falleció víctima de la negligencia mé-
dica que hoy no alcanza a regularse en los hospitales parti-
culares. Creo que este pleno podría brindarle, en honor a su
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fallecimiento y para recordarla respetuosamente, un minu-
to de silencio. El nombre de la ex diputada es Susana Man-
zanares Córdova.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Atendemos esta solicitud con gusto. Por tanto, pedimos a
la asamblea guardar un minuto de silencio en memoria de
la compañera miembro de la LIX Legislatura, Susana Man-
zanares Córdova.

(Minuto de silencio)

LEY DE CIENCIA Y TECNOLOGIA

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Muchas gracias.Como decía, el siguiente punto del orden
del día es la primera lectura de dictámenes.

En virtud de que han sido publicados en la Gaceta Parla-
mentaria, consulte la Secretaría a la asamblea, en votación
económica, si se les dispensa la lectura.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la
asamblea, en votación económica, si se les dispensa la lec-
tura. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor Presidente, mayoría por la afirmativa.

«Dictamen de la Comisión de Ciencia y Tecnología, con
proyecto de decreto que reforma el artículo 9 Bis de la Ley
de Ciencia y Tecnología

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Ciencia y Tecnología de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en los artículos 39, fracción IV, numerales 1o. y 3º.,
y 45, numeral 6o., incisos e) y f), de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 56,
60, 87, 88, 94 y demás aplicables del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, sometemos a la consideración de los
miembros de esta honorable asamblea el siguiente

Dictamen

I. Antecedentes

Con fecha 25 de octubre de 2007, el diputado Sergio Her-
nández Hernández presentó ante el Pleno de esta honorable
Cámara de Diputados la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 9 Bis de la Ley de Ciencia y Tec-
nología.

En esa misma fecha, la Mesa Directiva de la honorable Cá-
mara de Diputados turnó la iniciativa, para su estudio y
dictamen, a la Comisión de Ciencia y Tecnología.

La propuesta del legislador señala lo siguiente:

A. Que nuestro país se encuentra en un contexto de glo-
balización y competitividad económica y comercial en
el que la capacidad científica y de generación de cono-
cimientos constituyen factores determinantes para el
desarrollo, por lo que es menester que México destine
mayores recursos a la ciencia y tecnología, con la fina-
lidad de acabar con las desigualdades sociales y lograr
un desarrollo económico que reposicione a nuestro país
en el mundo.

B. Que aun cuando el artículo 9 Bis de la Ley de Cien-
cia y Tecnología prevé para el Estado la obligación de
destinar un monto anual suficiente para que el gasto na-
cional en las actividades de investigación científica y
desarrollo tecnológico no fuera menor al 1 por ciento
del Producto Interno Bruto (PIB) del país, no se ha lo-
grado destinar el porcentaje referido, muestra de ello es
que en el año 2000 se destinó el 0.42 por ciento a la ma-
teria y para el año 2007 bajó a 0.33 por ciento, lo que se
traduce en una disminución del 0.9 por ciento del PIB.

C. Que de acuerdo con la Organización para la Coope-
ración y el Desarrollo Económico, México es el país
miembro que menos dinero invierte en investigación y
desarrollo tecnológico, es así que en el proyecto de Pre-
supuesto de Egresos de la Federación aprobado en el
año de 2007 el monto destinado a ciencia y tecnología
alcanzó tan sólo un incremento del 0.38 por ciento del
PIB, en contraste con América Latina, donde el gasto
promedio para ciencia y tecnología se situaba en 0.57
por ciento del PIB. 

D. Que es necesario dinamizar la inversión pública que
se destina a la ciencia y la tecnología, para lo cual debe



precisarse la manera en que se alcanzará el 1 por ciento
del PIB, a través de un crecimiento sostenido, con res-
pecto al del año fiscal anterior, mediante una adición al
primer párrafo del texto vigente del artículo 9 Bis de la
Ley de Ciencia y Tecnología.

E. Que la contabilidad del gasto en materia de ciencia y
tecnología para alcanzar el 1 por ciento del PIB sea úni-
camente la inversión que el Estado, en sus tres niveles
de gobierno, realiza, imposibilitando la contabilización
de la inversión realizada por los particulares y com-
prendida dentro del concepto de gasto nacional vigente
en la Ley de Ciencia y Tecnología.

F. A través de la adición de un segundo párrafo al artí-
culo 9 Bis se pueden evitar las disminuciones presu-
puestarias en materia de ciencia y tecnología registradas
durante los pasados años, así como la aprobación de
presupuestos poco proporcionales y distantes al creci-
miento económico del país, mediante incrementos pre-
supuestales proporcionales al crecimiento del PIB en los
Criterios Generales de Política Económica y en con-
gruencia con la disponibilidad de recursos que autorice
el Congreso al gobierno federal.

G. Los recursos asignados en materia de ciencia y tec-
nología, sean repartidos en función de los resultados de
las evaluaciones realizadas año con año.

II. Consideraciones

1. Marco Jurídico Internacional:

La referencia explícita para otorgar recursos incrementales
al rubro de ciencia y tecnología se encuentra en la reco-
mendación realizada desde 1971 por la Comisión de Cien-
cia y Tecnología para el Desarrollo Económico de la Orga-
nización de las Naciones Unidas, en la que refiere la
necesidad de que los países inviertan al menos el 1 por
ciento de su producto interno en ciencia y tecnología.

Dicho compromiso fue asumido por nuestro país al suscri-
bir en la Reunión de Ministros y Altas Autoridades de
Ciencia y Tecnología de la Comunidad Iberoamericana de
Naciones, celebrada en Madrid, España, el 22 y el 23 de
septiembre de 2003, el compromiso de incrementar anual-
mente la inversión en Ciencia, Tecnología e Innovación,
hasta acceder al 1 por ciento del PIB. 

Otro compromiso signado por nuestro país es el asumido
dentro de la XVII Cumbre de Jefes de Estado y de Gobier-
no de la Organización de Estados Iberoamericanos, cele-
brada en Chile los días 8, 9 y 10 de noviembre del 2007, en
la cual se emite la Declaración de Santiago, por la que
nuestro país debe adoptar políticas que promuevan el des-
arrollo de la ciencia y la tecnología como motores que im-
pulsen el progreso social y económico y prioricen la utili-
zación de conocimiento científico como instrumento para
contribuir al bienestar y cohesión social de las poblaciones
iberoamericanas.

2. Marco Jurídico Nacional

La Ley de Ciencia y Tecnología es el instrumento jurídico
normativo de la fracción V del artículo 3o. constitucional,
que tiene por objeto regular los apoyos que el gobierno fe-
deral está obligado a otorgar para impulsar, fortalecer y
desarrollar la investigación científica y tecnológica en el
país; así como determinar los instrumentos a través de los
cuales se cumple con dicha obligación.

Este cuerpo legislativo tiene la facultad expresa para expe-
dir leyes tendientes a la promoción de la inversión mexica-
na, la regulación de la inversión extranjera, la transferencia
de tecnología y la generación, difusión y aplicación de los
conocimientos científicos y tecnológicos que requiere el
desarrollo nacional, según se desprende de la fracción
XXIX-F del artículo 73 de nuestra Carta Magna.

El 1 de septiembre de 2004 fue publicada en el Diario Ofi-
cial de la Federación la adición del artículo 9 Bis a la Ley
de Ciencia y Tecnología, para establecer que el gasto na-
cional que se destine a las actividades de investigación
científica y desarrollo tecnológico no fuera inferior al 1 por
ciento del producto interno bruto del país.

El programa Especial de Ciencia y Tecnología 2001-2006
estableció como uno de sus tres objetivos estratégicos, in-
crementar la capacidad científica y tecnológica del país
mediante el aumento gradual del presupuesto nacional pa-
ra estas actividades, hasta alcanzar el 1 por ciento del pro-
ducto interno bruto destinado a la investigación y desarro-
llo experimental (IDE) en el país.

El Centro de Estudios de las Finanzas Públicas de la Cá-
mara de Diputados realizó la valoración del impacto presu-
puestario de la modificación propuesta por la iniciativa en
estudio, refiriendo que suprimir la palabra gasto nacional
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de la redacción del artículo 9 Bis implicaría producir un
impacto presupuestal para el gobierno federal, pues se de-
jaría de contabilizar la inversión que realizan las demás
fuerzas económicas en materia de ciencia y tecnología, que
sí son consideradas para la integración del PIB.

3. Valoración de la Comisión

La propuesta del legislador ha lugar en lo concerniente
a:

A. Impulsar de forma creciente y constante a nuestro siste-
ma de investigación científica y tecnológica, a través del
destino de recursos incrementales a la ciencia y tecnología
con la finalidad de mejorar la competitividad nacional y lo-
grar un desarrollo equiparable con las mejores economías
del mundo, convirtiendo a la ciencia y la tecnología en un
instrumento eficaz para combatir la pobreza y generar pro-
greso en beneficio de la sociedad. 

B. Que a pesar de los esfuerzos tendientes a incrementar
los recursos federales asignados a la ciencia y tecnología,
no existe una tendencia de crecimiento uniforme y mucho
menos proporcional al 1 por ciento del PIB.

C. Aclarar los montos que el gobierno federal y las entida-
des federativas deben destinar a los rubros de investigación
científica y desarrollo tecnológico del país, enfatizando la
necesidad de incorporar en la Ley de Ciencia y Tecnología,
la sostenibilidad del porcentaje destinado a ciencia y tec-
nología, como proporción del 1 por ciento del PIB genera-
do a partir del gasto nacional, que incluye la concurrencia
de todos los sectores involucrados en la composición del
PIB.

La comisión considera que la propuesta del legislador
no es pertinente en lo concerniente a:

A. Suprimir la palabra “gasto nacional”, ya que al desapa-
recer dicha consideración, se genera un impacto presu-
puestal considerable para el gasto federal. En efecto, una
interpretación literal a la iniciativa en estudio, pareciera
centrar la sostenibilidad del financiamiento de la investiga-
ción científica y desarrollo tecnológico en el Presupuesto
de Egresos de la Federación, en virtud de que se establece
que “…se deberá registrar un incremento real, con respec-
to al del año fiscal anterior, hasta alcanzar cuando menos,
el 1 por ciento del PIB del país,…”, redacción que parece
dejar fuera la participación del resto de fuerzas económicas
que son consideradas para integrar el PIB. Tal razonamien-

to se esgrime en congruencia con la valoración de impacto
presupuestario realizada por el Centro de Estudios de las
Finanzas Públicas de la Cámara de Diputados, a fin de evi-
tar repercusiones negativas en las finanzas públicas.

B. Omitir la aportación económica, proveniente de las di-
ferentes entidades, que deben de participar de manera con-
currente en la integración del PIB, al señalar que: “…el
gasto se deberá incrementar cuando menos en la misma
proporción en que se prevea el crecimiento del PIB en los
Criterios Generales de Política Económica y en congruen-
cia con la disponibilidad de recursos a partir de los ingre-
sos que autorice el Congreso al gobierno federal”. En vir-
tud de que el esfuerzo presupuestal para llegar al 1 por
ciento del PIB corre a cargo no sólo del gobierno federal,
sino que participan también las entidades federativas, or-
ganismos del sector público como son el Consejo Nacional
de Ciencia y Tecnología, centros públicos de investigación
e instituciones de educación superior y los municipios, así
como los sectores privado y social del país. 

C. Que los recursos asignados en materia de ciencia y tec-
nología, sean repartidos en función de los resultados de las
evaluaciones realizadas año con año, toda vez que el Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos ha propi-
ciado esquemas de financiamiento a las entidades federati-
vas, que permitan disminuir las asimetrías entre las mismas
con la finalidad de posibilitar un desarrollo democrático
con equidad y transparencia de la infraestructura humana y
física en materia de ciencia y tecnología.

En merito de lo antes expuesto, los integrantes de esta Co-
misión de Ciencia y Tecnología someten a la consideración
del pleno de la Cámara de Diputados el siguiente proyecto
de

Decreto que reforma el artículo 9 Bis de la Ley de Cien-
cia y Tecnología

Artículo Único. Se reforma el artículo 9 Bis de la Ley de
Ciencia y Tecnología, para quedar como sigue: 

Artículo 9 Bis. El Ejecutivo federal y el gobierno de cada
entidad federativa, con sujeción a las disposiciones de in-
gresos y gasto público correspondientes que resulten apli-
cables, concurrirán al financiamiento de la investigación
científica y desarrollo tecnológico. El monto anual que el
Estado –federación, entidades federativas y municipios–
destine a las actividades de investigación científica y des-
arrollo tecnológico, deberá registrar un incremento sos-



tenido real con respecto al del año fiscal anterior, hasta
alcanzar un gasto nacional en este rubro de cuando me-
nos el 1 por ciento del producto interno bruto del país,
mediante los apoyos, mecanismos e instrumentos previstos
en la presente ley. Una vez alcanzada la meta referida, el
monto asignado no podrá ser inferior, en términos rea-
les, al del año fiscal anterior.

Se promoverá que el Presupuesto federal que se destine
a investigación científica y desarrollo tecnológico se in-
cremente cuando menos en la misma proporción en que
se prevea el crecimiento del producto interno bruto en
los Criterios Generales de Política Económica y en con-
gruencia con la disponibilidad de recursos que autorice
el Congreso federal.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Salón de sesiones de la Comisión de Ciencia y Tecnología, Palacio Le-
gislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de 2008.

La Comisión de Ciencia y Tecnología, diputados: Ector Jaime Ra-
mírez Barba (rúbrica), Héctor Manuel Ramos Covarrubias (rúbrica),
Antonio Vega Corona (rúbrica), Javier Martín Zambrano Elizondo, Al-
berto Amaro Corona (rúbrica), Daniel Dehesa Mora (rúbrica), José
Luis Gutiérrez Calzadilla (rúbrica), Marcos Matías Alonso (rúbrica),
Francisco Martínez Martínez, Miguel Ángel Solares Chávez (rúbrica),
Efraín Peña Damacio, Silvia Luna Rodríguez (rúbrica), Jesús Vicente
Flores Morfín (rúbrica), Jaime Verdín Saldaña (rúbrica), Sergio Her-
nández Hernández (rúbrica), Daniel Amador Gaxiola (rúbrica), José
Luis Aguilera Rico, Salvador Arredondo Ibarra (rúbrica), Ramón Igna-
cio Lemus Muñoz Ledo (rúbrica), Alonso Manuel Lizaola de la Torre
(rúbrica), Fabián Fernando Montes Sánchez, Marco Antonio Peyrot
Solís, Wenceslao Herrera Coyac (rúbrica), Jorge Mario Lescieur Tala-
vera, Mayra Gisela Peñuelas Acuña, Sergio Sandoval Paredes (rúbri-
ca), Gerardo Sosa Castelán, Pablo Leopoldo Arreola Ortega (rúbrica),
Alejandro Rodríguez Luis.»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE EDUCACION

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: «Dictamen de la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos, con proyecto de decreto que adicio-
na las fracciones XIII, XIV y XV al artículo 75, y III al ar-
tículo 76 de la Ley General de Educación

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión, le fue turnada para su estudio y análisis la inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma y adiciona diver-
sas disposiciones de la Ley General de Educación, en mate-
ria de atender la problemática de la prescripción y
administración de fármacos en centros escolares a educan-
dos que presentan síntomas de trastorno de déficit de aten-
ción e hiperactividad, a cargo de los diputados Itzcóatl To-
natiuh Bravo Padilla y Víctor Manuel Lizárraga Peraza, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática; del diputado Abundio Peregrino García, del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo; del diputado Sergio
Sandoval Paredes, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional y del diputado Constantino
Acosta Dávila, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, de la LX Legislatura.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos,
con fundamento en los artículos 71 y 72 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y de conformi-
dad con los artículos 39, 44 y 45 numeral 6, incisos e), f) y
g) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, así como de los artículo 56, 60, 88, 93
y 94 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la
consideración de esta honorable asamblea el presente

Dictamen

I. Antecedentes

A. En la sesión permanente de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión celebrada el día 28 de
mayo de 2008, diputados de diversos grupos parlamenta-
rios presentaron iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Educación, en materia de atención de la problemática de
la prescripción y administración de fármacos en centros es-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 7 de octubre de 2008315



Año III, Primer Periodo, 7 de octubre de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados316

colares a educandos que presentan síntomas de trastorno de
déficit de atención e hiperactividad.

B. En esa fecha, la Presidencia de la Comisión Permanen-
te del honorable Congreso de la Unión, turnó la iniciativa
en comento a la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos de la Cámara de Diputados, para su estu-
dio y dictamen correspondiente.

C. En sesión plenaria de la Comisión de Educación Públi-
ca y Servicios Educativos, de fecha 18 de septiembre de
2008, diversos diputados de la comisión manifestaron su
deseo de adherirse a la propuesta de los firmantes de la pre-
sente iniciativa, por lo que se acordó constatar dicho pro-
nunciamiento en el presente dictamen. Los diputados ad-
herentes a la iniciativa en comento son los siguientes:
diputado Enrique Rodríguez Uresti (PAN); diputado
Adrian Pedrozo Castillo (PRD); diputado Odilón Romero
Gutiérrez (PRD); diputado Arnoldo Ochoa González
(PRI); diputado Ariel Castillo Nájera (Nueva Alianza); di-
putado José Rosas Aispuro (PRI); diputado Daniel Amador
Gaxiola (PRI); diputado Raymundo Cárdenas Hernández
(PRD); diputado Juan de Dios Castro Muñoz (PAN); dipu-
tado Jesús Vicente Flores Morfín (PAN); diputada María
Gabriela González Martínez (PAN); diputado Benjamín
Ernesto González Roaro (PAN); diputado Sergio Hernán-
dez Hernández (PRD); diputado Francisco Javier Murillo
Flores (PAN); diputada Concepción Ojeda Hernández
(PRD); diputado José Ignacio Alberto Rubio Chávez
(PAN); diputado José de Jesús Solano Muñoz (PAN); di-
putado Miguel Ángel Solares Chávez (PRD); diputado Ge-
rardo Sosa Castelán (PRI); y diputado José Luis Varela La-
gunas.

II. Descripción de la iniciativa

En la exposición de motivos se reconoce la necesidad de
consolidar acciones, programas y normatividad para prote-
ger el derecho a la educación de los menores que manifies-
ten necesidades educativas especiales, tales como el deno-
minado “trastorno por déficit de atención e hiperactividad”
(TDAH).

De acuerdo con la iniciativa este padecimiento, en muchos
casos, es  “diagnosticado” no por médicos especialistas si-
no por servidores públicos del sistema educativo “sin bases
metodológicas, capacitación o norma específica alguna”. 

Esto provoca –precisa la iniciativa– que algunos estudian-
tes sean inducidos al tratamiento con medicamentos psico-

trópicos, sin previa receta médica y diagnostico profesional
y que pueden afectar la salud o inducir a la adicción.

En tal sentido, el objetivo del proyecto de decreto que se
pone a la consideración de esta Asamblea, es atender la
problemática de la prescripción y administración de fárma-
cos peligrosos en los centros escolares a educandos que
presentan síntomas de hiperactividad y déficit en la aten-
ción.

De acuerdo con los iniciantes “…en algunos centros esco-
lares se da el caso de alumnos a los que sin ningún diag-
nóstico médico específico se les diagnostica el llamado
“déficit de atención”, y se les administra los fármacos lla-
mados Ritalin e Imipramina, entre otros nombres comer-
ciales del metilfenidato; o bien, se condiciona la oferta
educativa a que los niños estén siendo medicados con las
mencionadas drogas”.

En la exposición de motivos resalta la gravedad del pro-
blema al señalar que: “El Ritalin, por ejemplo, es un esti-
mulante del sistema nervioso central, que origina un au-
mento en la frecuencia respiratoria, provoca que la gente se
sienta bien, más despierto, más activo y esto es parte del
efecto que causa la adicción. Además, eleva el estado de
alerta en la persona, estimula el sistema respiratorio en pa-
cientes que padecen algún grado de depresión respiratoria
o que tienen exagerada tendencia a dormirse; es una sus-
tancia de importancia terapéutica que puede inducir adic-
ciones a drogas y un daño progresivo en los niños”.

Asimismo, se señala que “La Junta Internacional de Fisca-
lización de Estupefacientes (JIFE), órgano fiscalizador in-
dependiente y cuasi-judicial encargado de aplicar las con-
venciones y convenios de las Naciones Unidas relativos a
las drogas, ha advertido de un aumento del consumo mun-
dial del metilfenidato, sustancia activa del Ritalin, que pa-
só de menos de 3 toneladas en 1990 a más de 8.5 toneladas
en 1994, y dentro del periodo comprendido entre 1997 y el
2001 aumentó de 11.6 toneladas a 15.4 toneladas. La JIFE
argumenta que este incremento de proporciones sin prece-
dentes, se debe a la difusión masiva para la utilización de
la sustancia en el tratamiento del trastorno de la concentra-
ción en los niños”.

La iniciativa destaca que, “…de acuerdo con la Encuesta
Nacional de Epidemiología Psiquiátrica (ENEP, 2006), en-
tre 5 y 6 por ciento de la población entre 6 y 16 años de
edad padecen TDAH”. Lo cual significa que, “…en Méxi-
co existen aproximadamente 1 millón 600 mil niños con



TDAH, pero sólo el 8 por ciento está diagnosticado y tra-
tado”.

Se advierte que “los niños que lo padecen son generalmen-
te etiquetados, discriminados y muchos excluidos de las es-
cuelas y, en otras ocasiones, se les condiciona la perma-
nencia en el sistema escolar a costa de seguir tratamientos
con los fármacos arriba mencionados. Y aún más, se sabe
de casos donde algunas escuelas llegan a “boletinarlos”,
para que los niños expulsados no sean admitidos en otras
escuelas”.

Por otra parte, se hace mención que diversos países han im-
plantado medidas para contrarrestar el problema de la me-
dicación irresponsable en los centros educativos.

“…en el caso de los Estados Unidos de América, la Ley
Educativa para Individuos con Discapacidad (Indivi-
duals with Disabilities Education Act) establece que:

(a) En General. Las agencias de educación del Esta-
do deben prohibir al personal docente tanto estatal
como local que exijan que el niño obtenga una rece-
ta médica de sustancias clasificadas dentro de la Ley
de Sustancias Controladas como condicionante para
asistir a la escuela; recibir una evaluación bajo la sec-
ción 614 (a) y (c) u obtener servicios.”

“Asimismo, en los Estados Unidos de América la
Agencia para la Administración de Drogas y Alimen-
tos (FDA por sus siglas en inglés), emitió una alerta
oficial (FDA alert 09/2005) sobre los riesgos del me-
dicamento conocido como Strattera, el cual es utili-
zado frecuentemente para tratar el TDAH. La argu-
mentación de la FDA es contundente al alertar que
“el medicamento Strattera puede incrementar los
pensamientos suicidas o intentos de suicidio en niños
y adolescentes.”

El caso de la Federación Rusa también es relevante,
dado que en abril de 2006 el Ministerio de Salud y
Desarrollo Social de ese país determinó que “dado
los serios efectos secundarios, incluyendo la inclina-
ción hacia el suicidio”, el “Estado retira el registro a
la droga Strattera (sustancia activa atomoxetine).”

Se señala, además, que de conformidad con los artículos
240, 241, 242, 251 y 252 de la Ley General de Salud, sólo
pueden prescribir estupefacientes y psicotrópicos los pro-

fesionales de la salud expresamente señalados. En tanto
que el artículo 421 del cuerpo normativo establece como
sanción a la violación de estas disposiciones, una multa
equivalente de 6 mil hasta 12 mil veces el salario mínimo
general vigente en la zona económica de que se trate.

En tal sentido se propone endurecer las medidas para que
los prestadores de servicio educativo se abstengan de ad-
ministrar este tipo de medicamentos a los niños y niñas que
presenten síntomas de hiperactividad y déficit de atención,
por lo que se propone adicionar dos fracciones al artículo
75 de la Ley General de Educación.

Adicionalmente, se propone que sean sujetos de sanción
quienes expulsen o se nieguen a prestar el servicio educa-
tivo a niñas, niños y adolescentes que presenten problemas
de aprendizaje o que condicionen su aceptación o perma-
nencia en el plantel al sometimiento a tratamientos médi-
cos específicos.

III. Consideraciones de la comisión

Los miembros de la comisión dictaminadora coincidimos
ampliamente con los argumentos vertidos por las diputadas
y los diputados iniciantes.

Compartimos su preocupación respecto al grave problema
que genera la administración de sustancias psicotrópicas a
estudiantes que presentan síntomas de hiperactividad y dé-
ficit de atención, o ambos, sin previa prescripción o receta
médica y diagnostico profesional, lo cual puede afectar se-
riamente la salud o inducir a la adicción.

La comisión dictaminadora considera pertinente mencio-
nar que, si bien es cierto que de acuerdo a diversos espe-
cialistas el TDAH es un trastorno aún poco conocido y de
causas poco claras –e incluso el debate llega a cuestionar el
que se diagnostique al TDHA como una enfermedad1 tam-
bién lo es que este padecimiento es reconocido tanto por la
Organización de la Salud, como por la Asociación Ameri-
cana de Psiquiatría por el Instituto Nacional de Psiquiatría
de México.

La Organización Mundial de la Salud incluye esta enfer-
medad como trastorno de la atención y de la actividad. En
México, la Clínica de Adolescentes del Instituto Nacional
de Psiquiatría reconoce como una enfermedad –con dife-
rentes niveles de severidad– y atiende como tal, el trastor-
no por déficit de atención con o sin hiperactividad.
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Cabe señalar que en el pasado, el TDAH recibía otros nom-
bres: disfunción cerebral mínima, hiperquinesia, trastorno
hiperquinético, entre otros. Se trata de una enfermedad
crónica, de inicio en la infancia. El TDAH prevalece en la
edad adulta en una proporción de entre el 40 por ciento y
el 60 por ciento de los casos y es uno de los problemas de
salud mental más frecuentes en los niños (de 3 a 4 por cien-
to), pero en el grupo de edad de 6 a 9 años llega al 8 por
ciento.

De acuerdo con la Asociación Americana de Psiquiatría, el
TDAH se diagnostica cuando:

“A. Existen 1 o 2:

1. Seis (o más) de los siguientes síntomas de des-
atención han persistido por lo menos durante 6 me-
ses con una intensidad que es desadaptativa e inco-
herente en relación con el nivel de desarrollo:

Desatención:

a) A menudo no presta atención suficiente a los de-
talles o incurre en errores por descuido en las tare-
as escolares, en el trabajo o en otras actividades.

b) A menudo tiene dificultades para mantener la
atención en tareas o en actividades lúdicas.

c) A menudo parece no escuchar cuando se le habla
directamente

d) A menudo no sigue instrucciones y no finaliza ta-
reas escolares, encargos, u obligaciones en el centro
de trabajo (no se debe a comportamiento negativis-
ta o a incapacidad para comprender instrucciones).

e) A menudo tiene dificultades para organizar tare-
as y actividades.

f) A menudo evita, le disgusta o es renuente en
cuanto a dedicarse a tareas que requieren un esfuer-
zo mental sostenido (como trabajos escolares o do-
mésticos)

g) A menudo extravía objetos necesarios para tare-
as o actividades (por ejemplo juguetes, ejercicios
escolares, lápices, libros o herramientas).

h) A menudo se distrae fácilmente por estímulos
irrelevantes.

i) A menudo es descuidado en las actividades dia-
rias.

2. Seis (o más) de los siguientes síntomas de hipe-
ractividad-impulsividad han persistido por lo menos
durante 6 meses con una intensidad que es desadap-
tativa e incoherente en relación con el nivel de des-
arrollo:

Hiperactividad

a) A menudo mueve en exceso manos o pies, o se re-
mueve en su asiento.

b) A menudo abandona su asiento en la clase o en
otras situaciones en que se espera que permanezca
sentado

c) A menudo corre o salta excesivamente en situa-
ciones en que es inapropiado hacerlo (en adolescen-
tes o adultos puede limitarse a sentimientos subjeti-
vos de inquietud)

d) A menudo tiene dificultades para jugar o dedicar-
se tranquilamente a actividades de ocio

e) A menudo “está en marcha” o suele actuar como
si tuviera un motor

f) A menudo habla en exceso

Impulsividad

g) A menudo precipita respuestas antes de haber si-
do completadas las preguntas

h) A menudo tiene dificultades para guardar turno.

i) A menudo interrumpe o se inmiscuye en las acti-
vidades de otros (p. ej. se entromete en conversacio-
nes o juegos).

Ahora bien, la Junta Internacional de Fiscalización de Es-
tupefacientes (JIFE), a la que se hace referencia en la ex-
posición de motivos de la Iniciativa materia del presente
Dictamen, advirtió en su informe de 1998, que muchos pa-
íses no cuentan con la experiencia ni la información nece-



saria sobre la forma de detectar o impedir el diagnóstico
excesivo del TDAH y el tratamiento médicamente injusti-
ficado con metilfenidato u otros estimulantes.2 Y advierte,
que “…no obstante, la legitimidad de la comercialización
de estupefacientes o sustancias psicotrópicas con fines te-
rapéuticos debe basarse, al igual que para cualquier otro
medicamento, en datos científicos, y su autorización debe
seguir dependiendo del órgano normativo nacional compe-
tente en materia de drogas”. “…por lo que prescripción de
drogas psicoactivas debe basarse en dosis y diagnósticos
médicos adecuados, y evitarse la automedicación”.

Así también, cabe mencionar que más de mil expertos de
Argentina, entre docentes, pediatras, psicólogos, psicope-
dagogos, neurólogos y psiquiatras firmaron un documento
en el que alertaron sobre la gravedad de estigmatizar y uni-
ficar a distintos niños y niñas con un mismo diagnóstico:
Trastorno por Déficit de Atención3.

Independientemente del diagnóstico médico del TDAH, el
problema que nos ocupa es que personas que no están de-
bidamente capacitadas y autorizadas, administran medica-
mentos que contienen sustancias psicotrópicas por cual-
quier problema de comportamiento que presenten niñas o
niños.

Siguiendo las recomendaciones de la JIFE, diferentes esta-
dos del país del norte han tomado medidas normativas al
respecto, estableciendo criterios más estrictos para la ad-
ministración de medicamentos que contienen sustancias
psicotrópicas o estupefacientes.

Así, por ejemplo, en Colorado la Junta Estatal de Educa-
ción emitió una resolución a efecto de fomentar el uso de
soluciones académicas para resolver problemas de conduc-
ta, atención y aprendizaje en el salón de clases (10/99,
aprobada el 11 de noviembre de 1999).

La Asamblea General de Georgia creó la Comisión sobre
Medicación Psiquiátrica de Niños en Edad Escolar, para in-
vestigar el uso y efectos de los medicamentos psiquiátricos
en niños, y hacer recomendaciones para mejorar la vigilan-
cia de la tasa de prescripciones de esos medicamentos (R
1079, 16 de febrero de 2000, aprobada el 1 mayo de 2000).

En Texas, la Junta Estatal de Educación dictó una resolu-
ción que impulsa al personal escolar local a emplear solu-
ciones académicas o de administración probadas para re-
solver dificultades de conducta, atención y aprendizaje

como exámenes, tutoría, fonética, pruebas de la vista, entre
otras, que se sabe son efectivas e inofensivas (1 de no-
viembre de 2000, aprobada el 3 noviembre de 2000).

Más recientemente, Louisiana obligó a las direcciones de
las escuelas a que adopten reglamentos que prohíban que
los maestros hagan ciertas recomendaciones o sugerencias
relacionadas con el uso de drogas psicotrópicas para los es-
tudiantes y para los diagnósticos de los estudiantes (H 234,
aprobada el 5 de julio de 2006).

En el mismo sentido, en California se estableció que úni-
camente un juez de la corte para menores puede ordenar la
medicación psicotrópica a los centros de la corte para niños
que estén en guarderías (AB 1514, 23 feb 2007, aprobada
por el pleno de la Asamblea, 20 julio 2007).

Cabe aclarar, por otro lado, que la iniciativa se refiere sólo
a los medicamentos que contienen sustancias psicotrópi-
cas, y no a los estupefacientes. Es importante que como le-
gisladores podamos regular cualquier situación de hecho
que pudiese afectar a las niñas y niños del país, por lo que
se propone que se prohíba, de igual manera, que personas
que no están debidamente capacitadas y autorizadas admi-
nistren no sólo psicotrópicos sino también estupefacientes
a los educandos que, como lo advierte la misma Ley Ge-
neral de Salud, pueden causar alteraciones mentales o de-
pendencia.

La reformas planteadas a la Ley General de Educación pa-
ra considerar como infracción este tipo de acciones, es con-
cordante con lo que establece la Ley General de Salud en
sus artículos 240, 241, 242, 251, 252 y 467.

En efecto, al ser los estupefacientes y los psicotrópicos me-
dicamentos de alto riesgo, la Ley General de Salud esta-
blece fuertes restricciones para su prescripción.

Así por ejemplo, el artículo 240 señala que sólo podrán
prescribir estupefacientes los profesionales que tengan tí-
tulo registrado por las autoridades educativas competentes,
cumplan con las condiciones que señala la propia ley y sus
reglamentos y con los requisitos que determine la Secreta-
ría de Salud; los médicos cirujanos; los cirujanos dentistas,
para casos odontológicos y los pasantes de medicina, con
las limitaciones que la Secretaría de Salud determine.

El artículo 241 señala que la prescripción de estupefacien-
tes se hará en recetarios especiales, que contendrán, para su
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control, un código de barras asignado por la Secretaría de
Salud, o por las autoridades sanitarias estatales, en los si-
guientes términos.

En tanto que el artículo 242 establece que las prescripcio-
nes de estupefacientes, sólo podrán ser surtidas por los es-
tablecimientos autorizados para tal fin. Y que dichos esta-
blecimientos deben recoger invariablemente las recetas o
permisos y que deberán dejar asientos respectivos en el li-
bro de contabilidad de estupefacientes y entregarán las re-
cetas y permisos al personal autorizado por la Secretaría de
Salud, cuando lo requiera.

En cuanto a las sustancias psicotrópicas a las que se refie-
re la Ley General de Salud, los artículos 251 y 252 dispo-
nen que se requiere para su venta o suministro al público,
receta médica que contenga el número de la cédula profe-
sional del médico que la expida, la que deberá surtirse por
una sola vez y retenerse en la farmacia que la surta, de
acuerdo a las disposiciones de la Secretaría de Salud.

Incluso, el artículo 467 del cuerpo normativo establece co-
mo pena de siete a quince años prisión al que induzca o
propicie que menores de edad o incapaces consuman, me-
diante cualquier forma, substancias que produzcan efectos
psicotrópicos.

Se debe tomar en cuenta, además, que el artículo 33 de la
Convención sobre los Derechos del Niño (resolución 44/25
de la Asamblea General), dice lo siguiente: “Los Estados
parte adoptarán todas las medidas apropiadas, incluidas
medidas legislativas, administrativas, sociales y educacio-
nales, para proteger a los niños contra el uso ilícito de los
estupefacientes y sustancias psicotrópicas enumeradas en
los tratados internacionales pertinentes, y para impedir que
se utilice a niños en la producción y el tráfico ilícitos de
esas sustancias”4.

En tal sentido, no se puede aceptar que trabajadores de la
educación, sin el conocimiento médico específico y sin la
autorización requerida administren psicotrópicos o estupe-
facientes a los educandos.

De esta forma, se propone establecer en la fracción XIII del
artículo 75 que para que se pueda administrar a los edu-
candos medicamentos que contengan sustancias psicotró-
picas y estupefacientes se deben cumplir dos supuestos: 1)
Contar con la correspondiente prescripción médica, ex-
pedida por un profesional de la salud debidamente au-

torizado, en los términos de la Ley General de la Salud
y, 2) Contar con el consentimiento informado de los pa-
dres o tutores.

Asimismo, se propone establecer una fracción XIV que
prohíba de manera explícita a los prestadores de servicios
educativos, sugerir o promover el uso de este tipo de me-
dicamentos para la atención de problemas de conducta,
aprendizaje o bajo rendimiento escolar.

En ese sentido, se propone agregar una fracción XV al nu-
meral referido, a fin de impedir, que por problemas de
aprendizaje, se niegue el servicio a los alumnos o bien que
éste sea condicionado al sometimiento de tratamientos mé-
dicos específicos, ésta fracción prohíbe –de forma categó-
rica– que quien preste servicios educativos presione a los
padres o tutores para que atiendan problemas de aprendi-
zaje de los alumnos ya sea en un lugar o con un médico de-
terminado.

Finalmente, la iniciativa propone que sean sujetos de san-
ción quienes expulsen o se nieguen a prestar el servicio
educativo a niñas, niños y adolescentes que presenten pro-
blemas de aprendizaje; y que condicionen su aceptación o
permanencia en el plantel al sometimiento a tratamientos
médicos específicos.

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de la Comi-
sión de Educación Pública y Servicios Educativos de la Cá-
mara de Diputados de la LX Legislatura, sometemos a la
consideración de esta honorable asamblea, el siguiente pro-
yecto de

Decreto que adiciona diversas disposiciones a la Ley
General de Educación

Artículo Único. Se adicionan las fracciones XIII, XIV y
XV al artículo 75 y una fracción III al artículo 76 de la Ley
General de Educación, para quedar como sigue:

Artículo 75. Son infracciones de quienes prestan servicios
educativos:

I. a XII. …

XIII. Administrar a los educandos, sin previa pres-
cripción médica y consentimiento informado de los
padres o tutores, medicamentos que contengan sus-
tancias psicotrópicas o estupefacientes;



XIV. Promover en los educandos, por cualquier me-
dio, el uso de medicamentos que contengan sustan-
cias psicotrópicas o estupefacientes, y

XV. Expulsar o negarse a prestar el servicio educati-
vo a niñas, niños y adolescentes que presenten pro-
blemas de aprendizaje, condicionar su aceptación o
permanencia en el plantel a someterse a tratamien-
tos médicos específicos; presionar de cualquier ma-
nera a los padres o tutores para que acudan a médi-
cos o clínicas especificas para la atención de
problemas de aprendizaje de los educandos.

…

Artículo 76. …

I. y II. …

III. En el caso de incurrir en las infracciones esta-
blecidas en las fracciones XIII y XIV del artículo an-
terior, se aplicarán las sanciones establecidas en las
fracciones I y II de este artículo, sin perjuicio de las
penales y de otra índole que resulten.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Véase, por ejemplo, a Baughman, Jr. y Craig Hovey. El Fraude del
TDAH. México, Universidad Autónoma de Nuevo León y Comisión
Ciudadana de Derechos Humanos, 2007. También a Vasen, Juan. La
atención que no se presenta: el “mal” llamado ADD.

2 http://www.incb.org/incb/es/annual_report_1998_chapter2.html#IID

3 Véase en el Clarín.com. fecha 22 de abril de 2007.

http://www.clarin.com/diario/2007/04/22/sociedad/s-04015.htm

4 Entrada en vigor para México: 21 de octubre de 1990 y publicada en
el Diario Oficial de la Federación el 25 de enero de 1991.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de septiembre de 2008.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, diputa-
dos: Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), presidente; Constantino
Acosta Dávila (rúbrica), Ariel Castillo Nájera (rúbrica), Leobardo Cu-
riel Preciado (rúbrica), Delber Medina Rodríguez (rúbrica), Víctor Ma-
nuel Lizárraga Peraza (rúbrica), Adrián Pedrozo Castillo (rúbrica),
Abundio Peregrino García (rúbrica), Enrique Rodríguez Uresti (rúbri-
ca), Odilón Romero Gutiérrez (rúbrica), Arnoldo Ochoa González (rú-
brica), Sergio Sandoval Paredes (rúbrica), secretarios; José Rosas Ais-
puro Torres (rúbrica), Daniel Amador Gaxiola, Raymundo Cárdenas
Hernández, Juan de Dios Castro Muñoz (rúbrica), Faustino Javier Es-
trada González, Jesús Vicente Flores Morfín (rúbrica), María Gabriela
González Martínez (rúbrica), Benjamín González Roaro, Sergio Her-
nández Hernández (rúbrica), Ramón Ignacio Lemus Muñoz Ledo,
Adolfo Mota Hernández, Francisco Javier Murillo Flores (rúbrica),
Concepción Ojeda Hernández (rúbrica), Ignacio Alberto Rubio Chávez
(rúbrica), José de Jesús Solano Muñoz (rúbrica), Miguel Ángel Solares
Chávez, Gerardo Sosa Castelán (rúbrica), José Luis Varela Lagunas
(rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY DE AMPARO

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: «Dictamen de la Comisión de Justicia, con proyec-
to de decreto que reforma los artículos 19 y 27 de la Ley de
Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Justicia de la LX Legislatura, le fue tur-
nada para su estudio, análisis y dictamen correspondiente,
la iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma
los artículos 19 y 27 de la Ley de Amparo, Reglamentaria
de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Esta Comisión de Justicia, de conformidad con lo dispues-
to en los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45 numeral 6 in-
cisos f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60 y 88, del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la considera-
ción de los integrantes de esta honorable asamblea el pre-
sente dictamen, basándose en los siguientes
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Antecedentes

Primero. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión en fecha 21 de febre-
ro de 2006, el diputado Jorge Antonio Kahwagi Macari del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico, presentó la iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman los artículos 19 y 27 de la Ley de Ampa-
ro, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Segundo. La Mesa Directiva, en esa fecha, mediante oficio
número D.G.P.L. 59-II-4-2093, acordó se turnara a la Co-
misión de Justicia y Derechos Humanos.

Tercero. En virtud del decreto publicado el 5 de diciembre
de 2006 en el Diario Oficial de la Federación, por el que se
reforman y adicionan los artículos 39 y 43 de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, se dividió a la Comisión de Justicia y Derechos Hu-
manos en dos: Comisión de Justicia, y Comisión de
Derechos Humanos, quedando a cargo de la Comisión de
Justicia, la emisión del dictamen de la iniciativa a la que se
ha hecho referencia.

Contenido de la iniciativa

Expone el autor que es una prioridad, que los marcos jurí-
dicos estén actualizados para evitar que “autoridades admi-
nistrativas” que jurídicamente no existen, sigan plasmadas
en la Ley de Amparo como la figura jurídica del “jefe de
departamento administrativo”, que eran los titulares de los
departamentos administrativos, ya que se debe recordar
que su labor era prestar auxilio de servicios técnicos y de
coordinación administrativa para el Ejecutivo, pero que en
la actualidad son inoperantes, ya que no existe ninguno
dentro de la estructura jurídico administrativa que sigue es-
tando a cargo del Poder Ejecutivo.

Continúa señalando que, la administración pública de
1936, empieza con desaparecer algunos de los siete depar-
tamentos, ya que los jefes administrativos no eran funcio-
nales para el Ejecutivo en turno, reabsorbiendo sus funcio-
nes las secretarías de Estado respectivas, sin embargo en
1937, se crean otros tres departamentos administrativos en
donde estaban al frente las autoridades administrativas que
respondían a las necesidades políticas del Ejecutivo fede-
ral, como el Departamento de Ferrocarriles Nacionales, el
cual fue sustituido posteriormente por un organismo des-
centralizado denominado Ferrocarriles Nacionales de Mé-

xico. Fue a partir de 1937, que se determinó cambiar la na-
turaleza administrativa de algunos de los departamentos
administrativos, convirtiéndolos en secretarías de Estado
en donde a las autoridades administrativas se les denominó
“secretarios de Estado”, con lo cual se inicia una inconve-
niente tradición de considerar a los departamentos como
pequeñas secretarías de Estado, circunstancia que obligó a
las administraciones posteriores a transformar en secretarí-
as de Estado a los departamentos administrativos y por en-
de ir desapareciendo la figura jurídica de jefe de departa-
mento administrativo, ya sea por atender presiones de tipo
político o electoral de quienes eran sus titulares o aspiraban
a serlo. 

Y que la última autoridad administrativa como jefe de de-
partamento que existió hasta 1994, fue el jefe del Departa-
mento del Distrito Federal, que duró dentro de la legisla-
ción hasta 1997, como jefe de departamento, siendo
modificada la denominación de su titular, por la de “jefe
del Gobierno” autoridad administrativa que además se con-
virtió en un cargo de elección popular.

Por otro lado, la iniciativa en estudio señala que, el con-
cepto de autoridad para efectos del juicio de amparo se en-
cuentra íntimamente relacionado con el sujeto pasivo de la
relación jurídica que implica la garantía individual, que ha
sido delimitada en razón de la naturaleza de la relación en-
tre gobernante y gobernado, limitando la actuación legal
del Estado en el ejercicio de su poder público, para que la
autoridad responsable responda por las violaciones a las
garantías individuales y que en la Ley de Amparo, todavía
se consagra la figura jurídica de “jefes de departamentos
administrativos”, los cuales ya no existen porque están en
desuso y continúan plasmadas como figuras de derecho po-
sitivo sin estar vigentes.

Con el fin de afirmar y definir que los departamentos ad-
ministrativos ya no están vigentes, el autor de la presente
iniciativa señala que, el artículo 44 de la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal, contemplaba las fun-
ciones que desempeñaban los departamentos administrati-
vos y que actualmente dicho artículo está derogado; conse-
cuentemente es un órgano del Estado que está en desuso
por no ser funcional, en ese sentido de no llevarse a cabo la
reforma estaríamos ante una incongruencia y una falta de
lógica jurídica, pues a pesar de ya no existir la figura jurí-
dica y normatividad que los regule se sigue estimando en
nuestra ley como autoridad al “jefe de departamento admi-
nistrativo”.
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Concluye el autor manifestando que, el propósito de la pre-
sente iniciativa es que se elimine de la Ley de Amparo, a la
autoridad de “jefe de departamento administrativo”, ya que
a mayor abundamiento podemos observar que la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal en el artículo
26, Capítulo I, se establece el organigrama de la adminis-
tración pública federal, en donde no aparecen ni se recono-
ce a los departamentos administrativos para que formen
parte de la Administración Pública Federal, al igual que en
el capítulo II que establece cuál es la competencia de las
secretarías de Estado, departamentos administrativos y
Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal, no se regula un
sólo departamento administrativo.

Establecidos los antecedentes y el contenido de la iniciati-
va, los miembros de la Comisión de Justicia exponemos las
siguientes

Consideraciones

Primera. Después de haber analizado los argumentos ver-
tidos en la iniciativa que nos ocupa, esta comisión coinci-
de plenamente con lo expresado por el legislador, toda vez
que, efectivamente en la actualidad la figura del jefe de de-
partamento administrativo, ya no existe materialmente, al
no hallarse ningún departamento administrativo de ese tipo
dentro de la estructura de la administración pública federal,
no obstante que la Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal señale en su artículo 2o. que el Poder Ejecu-
tivo de la Unión, para el ejercicio de sus atribuciones y pa-
ra el despacho de los negocios del orden administrativo que
le son encomendados, contará con las dependencias de la
administración pública centralizada, las cuales son las se-
cretarías de Estado, los departamentos administrativos y la
Consejería Jurídica y que el diverso 15 de la ley establezca
que, al frente de cada departamento administrativo habrá
un jefe de departamento, quien se auxiliará en el ejercicio
de sus atribuciones, por secretarios generales, oficial ma-
yor, directores, subdirectores, jefes y subjefes de oficina,
sección y mesa, conforme al reglamento interior respecti-
vo, así como por los demás funcionarios que establezcan
otras disposiciones legales aplicables, y que, esta extinta
autoridad representará en los juicios de amparo al presi-
dente de la república.

Lo anterior, es así toda vez que, la propia Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal, en su Título Segundo,
De la Administración Pública Centralizada, Capítulo II,
De la competencia de las secretarías de Estado, departa-
mentos administrativos y Consejería Jurídica del Ejecutivo

Federal, artículo 26, no contempla ningún departamento
administrativo, para mejor proveer se trascribe el citado ar-
tículo:

Título Segundo
De la Administración Pública Centralizada

Capítulo II
De la competencia de las secretarías de Estado, 

departamentos administrativos 
y Consejería Jurídica del Ejecutivo federal

Artículo 26. Para el despacho de los asuntos del orden
administrativo, el Poder Ejecutivo de la Unión contará
con las siguientes dependencias:

Secretaría de Gobernación.

Secretaría de Relaciones Exteriores.

Secretaría de la Defensa Nacional.

Secretaría de Marina.

Secretaría de Seguridad Pública.

Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

Secretaría de Desarrollo Social.

Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les.

Secretaría de Energía.

Secretaría de Economía.

Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Ru-
ral, Pesca y Alimentación.

Secretaría de Comunicaciones y Transportes.

Secretaría de la Función Pública.

Secretaría de Educación Pública.

Secretaría de Salud.

Secretaría del Trabajo y Previsión Social.
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Secretaría de la Reforma Agraria.

Secretaría de Turismo.

Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal.

De lo anterior se advierte que, dentro del organigrama
de la administración pública centralizada, no existen los
departamentos administrativos, ésta particularidad se
deriva de las entidades que conforman la administración
pública paraestatal, las cuales son en términos de dicha
ley orgánica, los organismos descentralizados; las em-
presas de participación estatal, instituciones nacionales
de crédito, organizaciones auxiliares nacionales de cré-
dito e instituciones nacionales de seguros y de fianzas;
y los fideicomisos.

Por lo que, como lo señala el diputado iniciante, los de-
partamentos administrativos ya no están vigentes en la
estructura material de la administración pública federal.

Segunda. No debe pasar desapercibido, que en virtud
del decreto publicado el 4 de diciembre de 1997 en el
Diario Oficial de la Federación por el que se reforman,
adicionan y derogan diversas disposiciones del Estatuto
de Gobierno del Distrito Federal; de la Ley Federal de
Responsabilidades de los Servidores Públicos; de la Ley
de Expropiación y de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, se derogó el artículo 44 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, disposi-
ción que contenía las funciones que desempeñaban los
departamentos administrativos; consecuentemente es
una figura que está en desuso por no tener funciones, ni
atribuciones, ni mucho menos el despacho de algún
asunto que le haya delegado el Ejecutivo federal. No
obstante que existan diversas disposiciones de la citada
ley orgánica que hagan referencia a los departamentos
administrativos, ya que como se ha señalado, ya no exis-
ten por lo que no tienen operatividad material.

En ese sentido, resulta viable la propuesta de reforma en
estudio, toda vez que, a fin de que las leyes que emite el
Congreso de la Unión sean congruentes, y doten de cer-
teza jurídica al gobernado, esta dictaminadora conside-
ra procedente la iniciativa que nos ocupa, toda vez que,
encuentra sustento jurídico en las consideraciones alu-
didas en líneas que anteceden.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Justicia, so-
mete a la consideración de esta asamblea, el siguiente pro-

yecto de:

Decreto por el que se reforma los artículos 19 y 27 de la
Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y
107 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos

Único. Se reforma los artículos 19, segundo párrafo y 27,
tercer párrafo de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los
artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 19. …

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el presi-
dente de la república podrá ser representado en todos los
trámites establecidos por esta ley, en los términos que de-
termine el propio Ejecutivo federal por el conducto del pro-
curador general de la República y por los secretarios de Es-
tado a quienes en cada caso corresponda el asunto, según la
distribución de competencias establecidas en la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal.

...

…

Artículo 27. …

...

Las notificaciones al titular del Poder Ejecutivo se enten-
derán con el secretario de Estado que deba representarlo en
el juicio de amparo, o, en su caso, con el procurador gene-
ral de la República, de acuerdo con lo dispuesto en el artí-
culo 19 de esta ley, de manera que una vez que se haya
cumplimentado tal disposición las subsecuentes notifica-
ciones se harán directamente a los funcionarios designa-
dos, quienes igualmente intervendrán en las actuaciones
procesales procedentes. Las notificaciones al procurador
general de la República le deberán ser hechas por medio de
oficio dirigido a su residencia oficial.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2008.
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La Comisión de Justicia, diputados: César Camacho Quiroz (rúbri-
ca), presidente; Felipe Borrego Estrada (rúbrica), Violeta del Pilar La-
gunes Viveros (rúbrica), Carlos Alberto Navarro Sugich, Miguel Ángel
Arellano Pulido, Jorge Mario Lescieur Talavera (rúbrica), Fernando
Quetzalcóatl Moctezuma Pereda (rúbrica), Faustino Javier Estrada
González, secretarios; Mónica Arriola (rúbrica), Alliet Mariana Bau-
tista Bravo, Luis Enrique Benítez Ojeda (rúbrica), Liliana Carbajal
Méndez, Rogelio Carbajal Tejada, Raúl Cervantes Andrade, Jesús de
León Tello, José Manuel del Río Virgen, Antonio de Jesús Díaz Athié
(rúbrica), Rutilio Cruz Escandón Cadenas (rúbrica), Arturo Flores
Grande, Silvano Garay Ulloa (rúbrica), María del Pilar Ortega Martí-
nez (rúbrica), Omeheira López Reyna, Andrés Lozano Lozano, Victo-
rio Rubén Montalvo Rojas (rúbrica), Silvia Oliva Fragoso (rúbrica),
Mario Eduardo Moreno Álvarez, Luis Gustavo Parra Noriega (rúbri-
ca), Alfredo Adolfo Ríos Camarena (rúbrica), Yadhira Yvette Tamayo
Herrera (rúbrica).»

Es de primera lectura.

CODIGO CIVIL FEDERAL

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: «Dictamen de la Comisión de Justicia, con proyec-
to de decreto que reforma el artículo 1661 del Código Ci-
vil Federal, en materia de sucesión testamentaria y legítima

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Justicia fue turnada la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 1661 del Código
Civil Federal, en materia de sucesión testamentaria y legí-
tima.

La Comisión de Justicia, de conformidad con lo dispuesto
en los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 39 y 45, numeral 6, in-
cisos f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60 y 88 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración
de los integrantes de esta honorable asamblea el presente
dictamen, con base en los siguientes

Antecedentes

I. Con fecha 14 de marzo de 2006, la diputada Martha La-
guette Lardizábal, del Grupo Parlamentario del Partido Re-

volucionario Institucional, presentó la iniciativa que se ci-
ta en el proemio del presente dictamen.

II. En la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva
turnó a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos la ini-
ciativa señalada.

Contenido

La iniciativa propone reformar el artículo 1661 del Código
Civil Federal, a efecto de adecuar el numeral al sentido
fundamental de la hipótesis normativa que en él se contie-
ne, la cual se refiere al supuesto de que el heredero preten-
da repudiar alguna herencia.

En efecto, la redacción del numeral introduce una condi-
ción que distorsiona el sentido fundamental del supuesto
que pretende normar:

Artículo 1661. La repudiación debe ser expresa y ha-
cerse por escrito ante el juez, o por medio de instru-
mento público otorgado ante notario, cuando el here-
dero no se encuentre en el lugar del juicio.

La parte final de este artículo introduce una condición que
desacredita el principal supuesto para que se actualice la
consecuencia jurídica, el cual se refiere justamente a la pre-
tensión de repudiar una herencia. Tiene razón la proponen-
te cuando señala que, como se desprende del citado nume-
ral, si bien se otorgan facilidades al heredero que pretende
repudiar alguna herencia, éste debe encontrarse necesaria-
mente en un lugar distinto de donde se lleva a cabo el jui-
cio, dejando fuera de esta posibilidad a quienes sí se en-
cuentran en dicho lugar, pero que por alguna razón no
pueden comparecer personalmente a efectuar la citada rati-
ficación ante el propio juez.

En efecto, conforme al principio general que establece que
a la misma razón asiste el mismo derecho, esta comisión
considera que debe abrirse la posibilidad de que de tal be-
neficio puedan gozar todas las personas que pretendan re-
pudiar alguna herencia y no puedan comparecer personal-
mente a efectuar la citada ratificación ante el propio juez,
con independencia de que se encuentren dentro o fuera del
lugar donde se halla el tribunal que conoce del asunto.

La legisladora proponente aduce razones suficientemente
atendibles, a juicio de esta comisión, para emitir el presente
dictamen, en sentido positivo, para reformar el artículo 1661
del Código Civil Federal en el sentido que ésta plantea.
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Consideraciones

Primera. En virtud del decreto, publicado el 5 de di-
ciembre de 2006 en el Diario Oficial de la Federación,
por el que se reforman y adicionan los artículos 39 y 43
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, la Comisión de Justicia y Derechos
Humanos se dividió en dos: la de Justicia, y la de Dere-
chos Humanos; y quedó a cargo de la Comisión de Jus-
ticia la emisión del dictamen de la iniciativa que nos
ocupa.

Segunda. El derecho sucesorio y, con él, la figura de
“testamento” involucran no sólo el concurso de la vo-
luntad del testador para decidir respecto del destino que
debe darse a su patrimonio sino la del heredero para
aceptarla o repudiarla.

Tercera. De la misma manera en que la ley establece los
supuestos jurídicos que deben observarse para que el
autor de la herencia establezca su voluntad, lo hace tam-
bién respecto de las formalidades que debe observar el
heredero para aceptar o repudiar la herencia.

Cuarta. En palabras de la autora de la iniciativa, la re-
forma propuesta del artículo 1661 del Código Civil Fe-
deral conllevará un beneficio para las personas que de-
cidieron repudiar una herencia y se encuentran en el
lugar donde se desahoga el juicio, mas no pueden acu-
dir personalmente a ratificar su decisión en los términos
previstos en el numeral en comento.

Quinta. Es verdad de que en la actualidad el Código Ci-
vil Federal, particularmente la materia del derecho de
las personas y de la familia, tiene aplicación territorial
muy limitada, desde que los territorios federales pree-
xistentes se transformaron en estados libres y soberanos
y que el Distrito Federal ha fortalecido sus atribuciones,
entre ellas la de legislar en materia civil. De esa mane-
ra, las poblaciones y los espacios territoriales de aplica-
ción de la legislación civil federal han quedado reduci-
dos al territorio insular, en los términos previstos en el
artículo 48 constitucional, a los buques o a las embarca-
ciones nacionales y a las representaciones diplomáticas
del país en el extranjero.

Mención especial merecen las disposiciones del Código
Civil Federal que establecen la intervención de los cón-
sules en funciones de notarios o receptores de testamen-
tos de los nacionales en el extranjero (artículos 1584 y

1586, 1594, 1595, 1597 y 1598). En congruencia con lo
anterior, el artículo 44 de la Ley del Servicio Exterior
Mexicano establece que corresponde a los jefes de las
oficinas consulares ejercer, cuando corresponda, funcio-
nes de juez de registro civil y las notariales en los actos
y contratos celebrados en el extranjero que deban ser
ejecutados en territorio mexicano. El mismo numeral
señala que la fe pública de los cónsules será equivalen-
te en toda la república a la que tienen los actos de los no-
tarios en el Distrito Federal.

Aunado a lo anterior, el artículo 85 del Reglamento de
la Ley del Servicio Exterior Mexicano prevé que, “en el
ejercicio de funciones notariales, las oficinas consulares
podrán dar fe, autenticar y protocolizar contratos de
mandato y poderes, testamentos públicos abiertos, actos
de repudiación de herencias y autorizaciones que otor-
guen las personas que ejerzan la patria potestad o la tu-
tela sobre menores o incapaces, siempre y cuando di-
chos actos jurídicos se celebren dentro de su
circunscripción y estén destinados a surtir efectos en
México”.

Por lo expuesto y fundado, la Comisión de Justicia somete
a consideración de esta honorable asamblea el siguiente
proyecto de

Decreto que reforma el artículo 1661 del Código Civil
Federal, en materia de sucesión testamentaria y legíti-
ma

Artículo Único. Se reforma el artículo 1661 del Código
Civil Federal, para quedar como sigue:

Artículo 1661. La repudiación debe ser expresa y hacerse
por escrito ante el juez, o por medio de instrumento públi-
co otorgado ante notario.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2008.

La Comisión de Justicia, diputados: César Camacho Quiroz (rúbri-
ca), presidente; Felipe Borrego Estrada (rúbrica), Violeta del Pilar La-
gunes Viveros (rúbrica), Carlos Alberto Navarro Sugich (rúbrica), Mi-
guel Ángel Arellano Pulido, Jorge Mario Lescieur Talavera (rúbrica),
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Fernando Quetzalcóatl Moctezuma Pereda (rúbrica), Faustino Javier
Estrada González, secretarios; Mónica Arriola (rúbrica), Alliet Maria-
na Bautista Bravo, Luis Enrique Benítez Ojeda (rúbrica), Liliana Car-
bajal Méndez (rúbrica), Rogelio Carbajal Tejada, Raúl Cervantes An-
drade, Jesús de León Tello, José Manuel del Río Virgen (rúbrica),
Antonio de Jesús Díaz Athié (rúbrica), Rutilio Cruz Escandón Cadenas
(rúbrica), Arturo Flores Grande, Silvano Garay Ulloa (rúbrica), María
del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Omeheira López Reyna, Andrés
Lozano Lozano (rúbrica), Victorio Rubén Montalvo Rojas (rúbrica),
Silvia Oliva Fragoso, Mario Eduardo Moreno Álvarez, Luis Gustavo
Parra Noriega (rúbrica), Alfredo Adolfo Ríos Camarena (rúbrica),
Yadhira Yvette Tamayo Herrera (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: «Dictamen de la Comisión de Justicia, con proyec-
to de decreto que reforma el último párrafo del artículo 5o.
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis-
trativo

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Justicia de la LX Legislatura fue turna-
da, para estudio, análisis y dictamen correspondiente, la
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el
artículo 5o., último párrafo, de la Ley Federal de Procedi-
miento Contencioso Administrativo.

La Comisión de Justicia, de conformidad con lo dispuesto
en los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 39 y 45, numeral 6, in-
cisos f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60 y 88 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración
de los integrantes de esta honorable asamblea el presente
dictamen, con base en los siguientes

Antecedentes

Primero. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión el 26 de julio de 2006,

el diputado Jesús Martínez Álvarez, en nombre del diputa-
do Jesús González Schmal, ambos del Grupo Parlamenta-
rio de Convergencia, presentó la iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma el artículo 5o., último párra-
fo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi-
nistrativo.

Segundo. La Mesa Directiva, en la misma fecha, mediante
el oficio número CP2R3A-1307, acordó que se turnara a la
Comisión de Justicia y Derechos Humanos.

Tercero. En virtud del decreto, publicado el 5 de diciem-
bre de 2006 en el Diario Oficial de la Federación, por el
que se reforman y adicionan los artículos 39 y 43 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, la Comisión de Justicia y Derechos Humanos se
dividió en dos: la de Justicia, y la de Derechos Humanos;
y quedó a cargo de las Comisiones Unidas de Puntos Cons-
titucionales, y de Justicia la emisión del dictamen de la ini-
ciativa a que se ha hecho referencia.

Contenido de la iniciativa

Expone el autor que los juicios promovidos ante el Tribu-
nal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se han in-
crementado en forma considerable, lo que ha generado un
importante rezago en distintas actuaciones, como las dili-
gencias de notificación de los acuerdos y las resoluciones
emitidas en los expedientes radicados en cada una de las
salas del referido tribunal.

Lo anterior ha ocurrido, según el autor, ya que el último pá-
rrafo del artículo 5o. de la Ley Federal de Procedimiento
Contencioso Administrativo sólo permite la autorización
para oír y recibir notificaciones a los licenciados en dere-
cho, lo que implica una restricción en el campo de accio-
nes de los estudiantes o pasantes de la carrera de derecho.
Esto conlleva, por una parte, a la imposibilidad de éstos de
conocer más a fondo la materia contencioso-administrati-
va, lo que impide un mejor fogueo como próximos licen-
ciados en derecho; y, por otra parte, entorpece el segui-
miento de los asuntos ya que, como es conocido, y por citar
un ejemplo, en los juicios del orden federal, así como en
los de amparo de que tienen conocimiento los juzgados de
distrito, esa limitación no existe, lo que permite dar un se-
guimiento más de cerca de los expedientes radicados ante
éstos, así como facilitar las diligencias de notificación, ya
que por ser los estudiantes o pasantes de la carrera quienes
en la práctica están al pendiente del seguimiento de los pro-
cedimientos, pueden darse por notificados en el propio juz-
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gado, lo que a su vez descarga a los referidos juzgados de
ese trámite.

Para concluir, el autor señala que, en razón de lo expuesto
y en atención de que uno de los principales problemas que
enfrenta en la actualidad el Tribunal Federal de Justicia
Fiscal y Administrativa es la ausencia de secretarios actua-
rios suficientes para mantener al día las diligencias de no-
tificación, entre otros, lo que se complica ante la limitación
contenida en el referido artículo 5o. de la Ley Federal de
Procedimiento Contencioso Administrativo, se considera
necesario formular la presente iniciativa, a fin de que no
sólo los licenciados en derecho tengan acceso a los expe-
dientes radicados en el referido tribunal; ello, a fin de po-
der impulsar con mayor facilidad los asuntos de su conoci-
miento, así como acudir los autorizados por los
promoventes a darse por notificados de los acuerdos y de
las resoluciones dictados en éstos, acudiendo al mismo tri-
bunal, y permitiendo así reducir las excesivas cargas de tra-
bajo que hay en la actualidad, combatiendo con ello el re-
zago existente al respecto.

Establecidos los antecedentes y el contenido de la iniciati-
va, los miembros de la Comisión de Justicia exponemos las
siguientes

Consideraciones

Primera. Después de haber analizado los argumentos ver-
tidos en la iniciativa que nos ocupa, esta comisión coinci-
de de manera plena con lo expresado por el legislador, to-
da vez que, efectivamente, en la actualidad el Tribunal
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa tiene un impor-
tante rezago en el trámite y la sustanciación de los juicios
promovidos ante dicho tribunal, ya que éstos se han incre-
mentando en forma considerable.

Lo anterior se advierte del informe de actividades de 2006
rendido por el magistrado presidente de dicho tribunal, en
el que señaló expresamente lo siguiente:

II. Indicadores generales del tribunal

A continuación me referiré al estado que guarda el tri-
bunal en relación con los juicios promovidos ante las di-
ferentes salas regionales que lo integran, para lo que se
tomaron como base cifras reales de enero a octubre,
proyectadas por todo el año. Cabe precisar que la cifra
relativa al inventario actual se forma de los ingresos co-
rrespondientes a 2006, más el inventario inicial.

El 2006 inició con un inventario de 155 463 asuntos y
en el transcurso del año ingresaron 232 555, lo que
da un total de 388 018; esto representa un incremen-
to de 8.5 por ciento respecto de 2005. El 53.26 por
ciento son demandas nuevas, 14.92 por ciento son ex-
pedientes dados de alta y 31.82 por ciento son otros trá-
mites que no generan alta de expedientes (ver gráfica 1).

Se concluyeron 222 803 asuntos, lo que representa un
incremento en productividad de 4.7 por ciento en com-
paración con el año pasado. De tales asuntos, 41 por
ciento son sentencias emitidas, 28 por ciento son expe-
dientes dados de baja y 31 por ciento corresponden a
otros trámites que no generan baja de expedientes (ver
gráfica 2).

En las demandas ingresadas durante 2006, sin tomar en
cuenta el inventario inicial, figuraron como principales
autoridades demandadas el Servicio de Administración
Tributaria, con 37.4 por ciento; el Instituto Mexicano
del Seguro Social, con 24.8 por ciento; el Instituto del
Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores,
con 7.6 por ciento; la Procuraduría Federal del Consu-
midor, con 3.5 por ciento; y el Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, con
3.3 por ciento (ver gráfica 3).

…

III. Asuntos jurisdiccionales

1. Sala Superior

En seguida haré referencia a las actividades que realizó
la Sala Superior actuando en pleno, por ser éste el órga-
no de mayor jerarquía en nuestro tribunal, y posterior-
mente a las actividades de las secciones.

1.1. Pleno de la Sala Superior

En las 89 sesiones que llevó a cabo el pleno se sometie-
ron a su consideración un total de 665 asuntos, de los
cuales se resolvieron 525 expedientes, habiéndose inter-
puesto en 75 de ellos juicios de amparo o recursos de re-
visión fiscal, lo que representa 14.3 por ciento de las
sentencias dictadas.

Asimismo, de las 259 ejecutorias de amparos y revisio-
nes que se resolvieron por el Poder Judicial de la Fede-
ración en el periodo de que se informa, sólo 70 fueron
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para cumplimentar, 45 de amparo y 25 de revisión, en
tanto que 138 ejecutorias negaron el amparo, 27 confir-
maron las sentencias de este tribunal y 24 sobreseyeron
o desecharon los referidos medios de defensa.

De los asuntos radicados en la Sala Superior para cono-
cimiento del pleno, fueron 42 juicios para interpretar
por primera vez una ley, 279 incidentes de incompeten-
cia, 95 excitativas de justicia, 11 contradicciones de sen-
tencias, 16 excusas, 9 contravenciones de jurispruden-
cia, 9 quejas y 2 incidentes de nulidad de notificaciones.

Por cuanto hace a los 41 asuntos que por sus caracterís-
ticas especiales fueron atraídos para conocimiento del
pleno en el periodo, corresponden, entre otras, a las ma-
terias de Ley del Instituto de Seguridad Social para las
Fuerzas Armadas Mexicanas, Ley del Servicio Exterior
Mexicano, Ley de la Propiedad Industrial, Ley Federal
de Derechos y normas oficiales mexicanas.

1.2. Primera Sección de la Sala Superior

La Primera Sección de la Sala Superior llevó a cabo 31
sesiones, en las que se sometieron a su consideración
225 asuntos, en los cuales se incluye la resolución de
192 expedientes, habiéndose interpuesto en 89 de ellos
juicios de amparo o recursos de revisión fiscal.

En tanto, de los amparos y las revisiones resueltos en el
periodo por el Poder Judicial federal, requirieron cum-
plimiento 21 ejecutorias de amparo y 8 de revisión, 14
ejecutorias denegaron el amparo, 17 confirmaron las
sentencias de este tribunal y 17 sobreseyeron o des-
echaron las instancias superiores.

Se radicaron para conocimiento de la sección 12 juicios
de comercio exterior, 5 sobre convenios para evitar la
doble tributación, 91 sobre tratados comerciales y 37 de
los atraídos por razón de cuantía.

1.3. Segunda Sección de la Sala Superior

La Segunda Sección de la Sala Superior llevó a cabo 33
sesiones, en las que se examinaron 237 asuntos, en los
cuales se incluye la resolución de 158 expedientes, ha-
biéndose interpuesto en 25 de ellos juicios de amparo o
recursos de revisión fiscal.

En tanto, de los amparos y las revisiones resueltos en el
periodo por los tribunales colegiados de circuito, requi-

rieron cumplimiento 16 ejecutorias de amparo, 4 de re-
visión y 5 sobreseyeron o desecharon los citados medios
de defensa.

Se radicaron para conocimiento de la sección 14 juicios
de comercio exterior, 4 sobre convenios para evitar la
doble tributación, 90 sobre tratados comerciales y 36 de
los atraídos por razón de cuantía.

…

1.12. Actuaría de Sala Superior

En la Actuaría de Sala Superior se clasificaron para
ser llevadas a cabo 14 939 notificaciones, de las que 1
883 se realizaron en forma personal, 2 559 por correo
certificado con acuse de recibo, 8 164 por oficio, 2 330
por lista y 3 por correo electrónico, correspondiendo del
total de las notificaciones 53.97 por ciento a los asuntos
competencia del pleno y el restante 46.03 por ciento a
las secciones de la Sala Superior.

2. Salas regionales, metropolitanas y foráneas

2.1. Indicadores generales

El estado que guarda este órgano jurisdiccional en rela-
ción con los juicios que se promueven ante sus salas re-
gionales, con base en cifras reales de enero a octubre del
presente año y proyectadas por todo el año, es el si-
guiente:

En 2006 se ingresaron 232 555 asuntos, entre de-
mandas, expedientes dados de alta y otros trámites
que no generan alta de expedientes, lo que represen-
ta un decremento de 3.6 por ciento en comparación
con 2005. De tales asuntos, 31 por ciento pertenece a
las salas regionales metropolitanas y 69 por ciento a
las regionales foráneas (ver gráfica 8).

Cabe señalar que, de acuerdo con las demandas que
ingresan en las salas regionales, el promedio anual de
asuntos por cada una es de 3 021. Sin embargo, exis-
ten salas que rebasan dicho promedio, como la del
Noroeste I, que superó 10 000 demandas en el año;
asimismo, la del Norte Centro I, las Hidalgo-México,
las del Noreste, las metropolitanas y la del Centro II,
que se aproximan a las 4 000 demandas (ver gráfica
9).
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Se concluyeron 211 614 asuntos, entre sentencias emiti-
das, expedientes dados de baja y otros trámites que fi-
nalizan pero no generan baja de expedientes; esto es,
hubo un incremento general de 4.7 por ciento en com-
paración con el año pasado. De los mencionados asun-
tos concluidos, 27 por ciento corresponde a las salas re-
gionales metropolitanas y el restante 73 por ciento a las
salas regionales foráneas (ver gráfica 10).

Los datos anteriores arrojan una productividad de las sa-
las regionales metropolitanas de 79.1 por ciento y de las
salas regionales foráneas de 96.3 por ciento, lo que re-
presenta un incremento respecto del año anterior de 0.7
y de 10.1 por ciento, respectivamente (ver gráfica 11).

De las sentencias emitidas por las salas regionales se
impugnaron, vía amparo o revisión fiscal, 42 por ciento
en las metropolitanas y 31 por ciento en las foráneas. Al
resolverse los citados medios de defensa, en 14 por
ciento de los casos se revocaron las sentencias de las sa-
las regionales metropolitanas, y en relación con las fo-
ráneas 9 por ciento.

2.2. Actuaría de las Salas Regionales 

2.2.1. Notificaciones personales

Las salas regionales metropolitanas, a través de su
Coordinación de Actuaría Común, realizaron un to-
tal de 125 079 notificaciones personales en el periodo
de que se informa. Por su parte, las salas regionales
foráneas llevaron a cabo 292 900 diligencias de esta
naturaleza (ver gráfica 12).

2.2.2. Notificaciones dirigidas a las autoridades

Por otra parte, las salas regionales metropolitanas, tam-
bién a través de su Coordinación de Actuaría Común,
realizaron 244 972 notificaciones por oficio dirigidas a
las autoridades jurisdiccionales y administrativas. Debi-
do a la continuidad de un programa de apoyo instaura-
do desde finales de 2003, la citada coordinación efectuó
38 028 notificaciones por oficio, en apoyo de salas fo-
ráneas, mientras que éstas, además, realizaron 642 218
diligencias del mismo tipo.

2.2.3. Notificaciones por correo

A través del Servicio Postal Mexicano, las salas regio-
nales metropolitanas y las foráneas llevaron a cabo 41

196 y 302 013 notificaciones por correo certificado con
acuse de recibo, respectivamente.

2.2.4. Notificaciones por medios electrónicos

A raíz de que a partir de 2001 se legisló sobre el uso de
los medios electrónicos para llevar a cabo las notifica-
ciones personales, con el fin de agilitar la instrucción en
los juicios, y de que la Ley Federal de Procedimiento
Contencioso Administrativo incluye la figura de “aviso
electrónico”; durante 2006 la Coordinación de Actuaría
Común de Salas Regionales Metropolitanas llevó a ca-
bo 71 notificaciones por tales medios, de las cuales 36
fueron avisos electrónicos, 33 correos electrónicos y 2
notificaciones por transmisión facsimilar, recabándose
el acuse de recibo correspondiente en todos los casos.

De lo anterior se advierte que el Tribunal Federal de Jus-
ticia Fiscal y Administrativa tiene una actividad inmen-
sa y dinámica, ya que los juicios que se promueven an-
te él se han incrementado copiosamente. Por ello, las
funciones que desarrollan las autoridades de ese tribunal
igualmente se han incrementado, en específico las rela-
tivas a las notificaciones que se realizan a las partes pro-
cesales, como el propio tribunal reconoce. Por ejemplo,
únicamente las salas regionales metropolitanas con sede
en la Ciudad de México realizaron un total de 125 079
notificaciones personales en el periodo de que se infor-
ma y, por su parte, las salas regionales foráneas llevaron
a cabo 292 900 diligencias de esa naturaleza.

Lo que no se advierte del citado informe son las notifi-
caciones personales pendientes de realizar, pero con los
datos estadísticos que señala el citado informe de los
asuntos que llegaron a su jurisdicción en 2006 y con los
que ya se encontraban de 2005, se advierte un total de
388 018 asuntos; lo que representó para dicho tribunal
un incremento en su actividad de 8.5 por ciento respec-
to a 2005. De la cifra señalada, 53.26 por ciento corres-
ponde a demandas nuevas, es decir, nuevos juicios, que
en su caso debieron sustanciarse en términos de ley.

Segunda. Ahora bien, si se toma en cuenta lo dispuesto en
el artículo 67 de la Ley Federal de Procedimiento Conten-
cioso Administrativo, que señala cuáles actos procesales
deben notificarse personalmente a los particulares, las ci-
fras referidas en la consideración anterior aumentan exube-
rantemente, ya que dicho dispositivo dispone lo siguiente:
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Artículo 67. Las notificaciones que deban hacerse a
los particulares se harán en los locales de las salas si
las personas a quienes deba notificarse se presentan
dentro de las veinticuatro horas siguientes a aquella
en que se haya dictado la resolución. Cuando el parti-
cular no se presente, se harán por lista autorizada, que se
fijará en sitio visible de dichos locales. A fin de facilitar
su consulta, la lista mencionada podrá ser incluida en la
página electrónica del tribunal.

Tratándose del auto que corra traslado de la deman-
da o del que mande citar a testigos que no deban ser
presentados por la parte oferente, la notificación a
los particulares o a quien los represente se hará per-
sonalmente o por correo certificado con acuse de reci-
bo en el domicilio que se haya hecho del conocimiento
de la sala regional de que se trate, siempre que dicho do-
micilio se encuentre en territorio nacional.

Una vez que los particulares partes en el juicio se aper-
sonen en éste, deberán señalar domicilio conforme lo
establece la fracción I del artículo 14 de esta ley, en
el que se le harán saber, personalmente o por correo
certificado con acuse de recibo, las siguientes resolu-
ciones:

I. La que tenga por admitida la contestación y, en su
caso, de la ampliación de la demanda, así como la
contestación a la ampliación citada.

II. El requerimiento a la parte que debe cumplirlo.

III. El auto de la sala regional que dé a conocer a las
partes que el juicio será resuelto por la Sala Supe-
rior.

IV. El auto que decrete o deniegue la suspensión
provisional y la sentencia que resuelva la definitiva.

V. Las resoluciones que puedan ser recurridas.

VI. La resolución de sobreseimiento.

VII. La sentencia definitiva; y

VIII. En todos los casos en que el magistrado ins-
tructor o la sala así lo ordenen.

…

Como se aprecia, son muchas las resoluciones que el
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa de-
be notificar personalmente, los cuales son de suma im-
portancia para el particular que acude a pedir justicia,
como las siguientes resoluciones: la que tenga por ad-
mitida la contestación y, en su caso, de la ampliación de
la demanda, así como la contestación a la ampliación ci-
tada; el requerimiento a la parte que debe cumplirlo; el
auto de la sala regional que dé a conocer a las partes que
el juicio será resuelto por la Sala Superior; el auto que
decrete o deniegue la suspensión provisional y la sen-
tencia que resuelva la definitiva; las resoluciones que
puedan ser recurridas, entre las que destacan la senten-
cia definitiva; y en todos los casos en que el magistrado
instructor o la sala así lo ordenen.

En ese sentido, resulta viable la propuesta de reforma en
estudio, toda vez que los litigantes, estudiantes en dere-
cho o cualquier persona con capacidad jurídica podrán,
cuando sean autorizados por el particular o su represen-
tante, oír y recibir las notificaciones personales en nom-
bre del promovente e incluso imponerse de los autos del
expediente, lo que auxiliaría en gran medida el desarro-
llo de los procedimientos sustanciados ante el Tribunal
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa para que se-
an más rápidos y expeditos, cuestión que conviene y be-
neficia a todos los involucrados en dichos juicios, ya
que al permitir que se realicen estas notificaciones a los
que no son profesionales en derecho, pero tienen capa-
cidad jurídica, los promoventes o actores tienen posibi-
lidad de que su juicio esté mejor atendido. Igualmente,
beneficia al tribunal, ya que con la propuesta en estudio
se desahogaría la carga de trabajo de las actuarías de las
salas y, con ello, se agilizaría el procedimiento conten-
cioso-administrativo.

Tercera. No debe pasar inadvertido que otras legislaciones
federales, como la Ley de Amparo, el Código Fiscal de la
Federación y la Ley Federal de Procedimiento Administra-
tivo, permiten que las notificaciones personales se realicen
a cualquier persona con capacidad jurídica que designe el
interesado.

Por ello, y a fin de unificar criterios en las leyes federa-
les y crear certeza jurídica en el gobernado para no vul-
nerar la garantía de legalidad en su favor, esta dictami-
nadora considera procedente la iniciativa en estudio,
toda vez que encuentra sustento jurídico en las conside-
raciones referidas en líneas que anteceden.
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Por lo expuesto, la Comisión de Justicia somete a conside-
ración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 5o., último pá-
rrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso
Administrativo

Único. Se reforma el último párrafo del artículo 5o. de la
Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrati-
vo, para quedar como sigue:

Artículo 5o. …

…

…

Los particulares o sus representantes podrán autorizar por
escrito a licenciado en derecho que en su nombre reciba
notificaciones. La persona así autorizada podrá hacer pro-
mociones de trámite, rendir pruebas, presentar alegatos e
interponer recursos. Las autoridades podrán nombrar dele-
gados para los mismos fines. Con independencia de lo
anterior, las partes podrán autorizar a cualquier perso-
na con capacidad legal para oír notificaciones e impo-
nerse de los autos, quien no gozará de las demás facul-
tades a que se refiere este párrafo.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2008.

La Comisión de Justicia, diputados: César Camacho Quiroz (rúbri-
ca), presidente; Felipe Borrego Estrada, Violeta del Pilar Lagunes Vi-
veros (rúbrica), Carlos Alberto Navarro Sugich, Miguel Ángel Arella-
no Pulido, Jorge Mario Lescieur Talavera (rúbrica), Fernando
Quetzalcóatl Moctezuma Pereda (rúbrica), Faustino Javier Estrada
González, secretarios; Mónica Arriola (rúbrica), Alliet Mariana Bau-
tista Bravo, Luis Enrique Benítez Ojeda (rúbrica), Liliana Carbajal
Méndez, Rogelio Carbajal Tejada, Raúl Cervantes Andrade, Jesús de
León Tello, José Manuel del Río Virgen, Antonio de Jesús Díaz Athié
(rúbrica), Rutilio Cruz Escandón Cadenas (rúbrica), Arturo Flores
Grande, Silvano Garay Ulloa (rúbrica), María del Pilar Ortega Martí-
nez (rúbrica), Omeheira López Reyna, Andrés Lozano Lozano (rúbri-
ca), Victorio Rubén Montalvo Rojas (rúbrica), Silvia Oliva Fragoso
(rúbrica), Mario Eduardo Moreno Álvarez, Luis Gustavo Parra Norie-

ga (rúbrica), Alfredo Adolfo Ríos Camarena (rúbrica), Yadhira Yvette
Tamayo Herrera (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: «Dictamen de la Comisión de Justicia, con proyec-
to de decreto que reforma el artículo 13, fracción I, inciso
a), de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi-
nistrativo

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Justicia y Derechos Humanos de la LIX
Legislatura, le fue turnada para su estudio, análisis y dicta-
men correspondiente, la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma el artículo 13, fracción I, inciso a), de
la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administra-
tivo.

La Comisión de Justicia, de conformidad con lo dispuesto
en los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45 numeral 6 inci-
sos f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60 y 88, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a la consideración
de los integrantes de esta honorable asamblea el presente
dictamen, basándose en los siguientes

Antecedentes

Primero. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión en fecha 26 de julio de
2006, el diputado Jesús González Schmal, del Grupo Par-
lamentario de Convergencia, presentó la iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforma el artículo 13, frac-
ción I, inciso a), de la Ley Federal de Procedimiento
Contencioso Administrativo.

Segundo. La Mesa Directiva, en esa fecha, mediante oficio
número CP2R3A-1319, acordó se turnara a la Comisión de
Justicia y Derechos Humanos.
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Tercero. En virtud del decreto publicado el 5 de diciembre
de 2006 en el Diario Oficial de la Federación, por el que se
reforman y adicionan los artículos 39 y 43 de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, se dividió a la Comisión de Justicia y Derechos Hu-
manos en dos: Comisión de Justicia, y Comisión de
Derechos Humanos, quedando a cargo de la Comisión de
Justicia, la emisión del dictamen de la iniciativa a la que se
ha hecho referencia.

Contenido de la iniciativa

Expone el autor que los juicios promovidos ante el Tribu-
nal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, se rigen por
las disposiciones de la Ley Federal de Procedimiento Con-
tencioso Administrativo, señalando que para la proceden-
cia de un juicio ante el citado tribunal, es necesario entre
otras cosas, respetar los plazos establecidos en el artículo
13, fracción I, inciso a) de la referida ley, el cual indica que
“la demanda se presentará por escrito directamente ante la
sala regional competente, dentro de los plazos que a conti-
nuación se indican: I. De cuarenta y cinco días siguientes a
aquél en el que se dé alguno de los supuestos siguientes: a)
Que haya surtido efectos la notificación de la resolución
impugnada”.

Aclara el autor que del dispositivo legal en cita se advierte
que la demanda de nulidad debe interponerse dentro de los
cuarenta y cinco días siguientes a aquél en que surta efec-
tos la notificación de la resolución impugnada, por lo que,
a efecto de determinar lo anterior, es decir, en qué momen-
to surte efectos la notificación, es preciso establecer la le-
gislación que debe aplicarse en materia de las notificacio-
nes efectuadas en los procedimientos administrativos, para
la interposición de la demanda ante el citado tribunal, en
atención a que en términos de lo dispuesto por el artículo
70 del ordenamiento legal en cita, las notificaciones surten
sus efectos al día hábil siguiente a aquel en que fueren he-
chas, no obstante, tal situación se presta a ambigüedad, en
razón de que puede considerarse también que la notifica-
ción de la resolución impugnada, surte efectos conforme a
las disposiciones aplicables a ésta, dejando ante tal situa-
ción, en un estado de indefensión al gobernado, ante la fal-
ta de certeza del dispositivo aplicable, ya que la Ley Fede-
ral de Procedimiento Contencioso Administrativo omite
especificar, a diferencia de la Ley de Amparo en el artícu-
lo 21, o bien, la Ley del Tribunal de lo Contencioso Admi-
nistrativo del Distrito Federal, en el artículo 43.

Concluye el autor que, con base en lo antes señalado, se
considera necesario para que no se violenten las garantías
de defensa y seguridad jurídica de los gobernados, afecta-
dos por resoluciones administrativas, reformar el citado ar-
tículo 13, fracción I, inciso a), de la referida Ley Federal de
Procedimiento Contencioso Administrativo, a efecto de es-
pecificar en qué momento surten sus efectos la resolucio-
nes en cita, y evitar con ello dejar sin posibilidad de defen-
sa al gobernado, en atención a que las notificaciones surten
efectos en diferente momento, dependiendo del ordena-
miento legal aplicable a cada caso en concreto.

Establecidos los antecedentes y el contenido de la iniciati-
va, los miembros de la Comisión de Justicia exponemos las
siguientes

Consideraciones

Única. Después de haber analizado los argumentos verti-
dos en la iniciativa que nos ocupa, esta comisión coincide
plenamente con lo expresado por el legislador, toda vez
que efectivamente, la Ley Federal de Procedimiento Con-
tencioso Administrativo no es clara en cuanto al cómputo
del término para la promoción de la demanda de nulidad,
ya que el inciso a), fracción I, artículo 13, no precisa con-
forme a qué ley se debe tomar en cuanta cuando surten sus
efectos las notificaciones, dispositivo que señala lo si-
guiente:

Artículo 13. La demanda se presentará por escrito di-
rectamente ante la sala regional competente, dentro de
los plazos que a continuación se indican:

I. De cuarenta y cinco días siguientes a aquél en el
que se dé alguno de los supuestos siguientes:

a) Que haya surtido efectos la notificación de la re-
solución impugnada, inclusive cuando se contro-
vierta simultáneamente como primer acto de aplica-
ción una regla administrativa de carácter general.

…

…

Como se advierte, el citado inciso a), fracción I, artículo 13
de dicha ley, no hace referencia alguna respecto de cuál es
la regla a seguir, para que el demandante tome en cuenta en
qué tiempo surte efectos la notificación de la resolución
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que impugna, es decir, si se deben tomar en cuenta las re-
glas de las notificaciones que establece la Ley Federal de
Procedimiento Contencioso Administrativo, o bien, las re-
glas de la ley conforme a la cual se dictó la resolución im-
pugnada.

Esta dictaminadora estima que, las reglas contenidas en la
Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrati-
vo, no pueden aplicarse a la dispuesto por el citado inciso
a), fracción I, artículo 13 de dicha ley, ya que las caracte-
rísticas, reglas y disposiciones que en materia de notifica-
ciones establece la misma, se refieren y son aplicables a los
actos procesales realizados dentro del juicio contencioso
administrativo, ello atendiendo al momento del surgimien-
to del plazo o término para actuar en ese juicio, denomina-
dos términos jurisdiccionales, a diferencia del término que
se establece en el citado inciso a), fracción I, artículo 13, ya
que el plazo que dicho precepto refiere, es de los llamados
o conocidos como términos prejurisdiccionales, es decir el
acto procesal que se instituye consistente en la presenta-
ción de la demanda, es realizado antes de que inicie el jui-
cio.

Por lo que es procedente la reforma propuesta en el senti-
do que refiere, ya que la regla que se debe seguir, respecto
de cuándo surte efectos la notificación de la resolución im-
pugnada, es la que establezca la ley conforme la cual se
dictó dicha resolución, ya que es lógico dilucidar que ese
acto administrativo se fundamentó en su correspondiente
legislación aplicable.

Lo anterior tiene relevancia, ya que el juicio que se regula en
la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrati-
vo, es procedente contra actos administrativos de distinta ín-
dole, como por ejemplo, los actos puramente administrati-
vos, o los actos administrativos fiscales, que son regulados
por distintas legislaciones y con diferentes reglas.

Continuando con el mismo ejemplo, los actos puramente
administrativos y que son regulados por la Ley Federal de
Procedimiento Administrativo, establece en su artículo 38
que las notificaciones personales surtirán sus efectos el día
en que hubieren sido realizadas, a diferencia de los actos
administrativos fiscales regulados por el Código Fiscal de
la Federación, legislación que establece en el artículo 135
que las notificaciones surtirán sus efectos al día hábil si-
guiente en que fueron hechas.

Para mejor proveer se trascriben los dispositivos referidos:

Artículo 38. Las notificaciones personales surtirán sus
efectos el día en que hubieren sido realizadas. Los pla-
zos empezarán a correr a partir del día siguiente a aquel
en que haya surtido efectos la notificación.

Se tendrá como fecha de notificación por correo certifi-
cado la que conste en el acuse de recibo.

En las notificaciones por edictos se tendrá como fecha
de notificación la de la última publicación en el Diario
Oficial de la Federación y en uno de los periódicos dia-
rios de mayor circulación en el territorio nacional.

Artículo 135. Las notificaciones surtirán sus efectos al
día hábil siguiente en que fueron hechas y al practicar-
las deberá proporcionarse al interesado copia del acto
administrativo que se notifique. Cuando la notificación la
hagan directamente las autoridades fiscales o por terceros
habilitados, deberá señalarse la fecha en que ésta se efec-
túe, recabando el nombre y la firma de la persona con
quien se entienda la diligencia. Si ésta se niega a una u
otra cosa, se hará constar en el acta de notificación.

La manifestación que haga el interesado o su represen-
tante legal de conocer el acto administrativo, surtirá
efectos de notificación en forma desde la fecha en que
se manifieste haber tenido tal conocimiento, si ésta es
anterior a aquella en que debiera surtir efectos la notifi-
cación de acuerdo con el párrafo anterior.

En ese sentido, es jurídicamente viable que la Ley Federal
de Procedimiento Contencioso Administrativo que se pre-
tende reformar, especifique en el artículo 13, fracción I, in-
ciso a), que se deberá estar a lo dispuesto por la ley del ac-
to impugnado a efecto de que el demandante tenga certeza
de cuál es el momento en que surte efectos la notificación,
y evitar con ello la vulneración de la garantía de defensa al
gobernado.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Justicia so-
mete a la consideración de esta asamblea, el siguiente pro-
yecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 13, fracción I,
inciso A) de la Ley Federal de Procedimiento Conten-
cioso Administrativo

Único. Se reforma el artículo 13, fracción I, inciso a) de la
Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrati-
vo, para quedar como sigue:

Año III, Primer Periodo, 7 de octubre de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados334



Artículo 13. La demanda se presentará por escrito directa-
mente ante la sala regional competente, dentro de los pla-
zos que a continuación se indican:

I. De cuarenta y cinco días siguientes a aquél en que se
dé alguno de los supuestos siguientes: 

a) Que haya surtido efectos la notificación de la reso-
lución impugnada, lo que se determinará conforme a
la ley aplicable a ésta, inclusive cuando se controvier-
ta simultáneamente como primer acto de aplicación
una regla administrativa de carácter general.

b) ...

II. ...

III. ...

...

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2008.

La Comisión de Justicia, diputados: César Camacho Quiroz (rúbri-
ca), presidente; Felipe Borrego Estrada (rúbrica), Violeta del Pilar La-
gunes Viveros (rúbrica), Carlos Alberto Navarro Sugich, Miguel Ángel
Arellano Pulido, Jorge Mario Lescieur Talavera (rúbrica), Fernando
Quetzalcóatl Moctezuma Pereda (rúbrica), Faustino Javier Estrada
González, secretarios; Mónica Arriola (rúbrica), Alliet Mariana Bau-
tista Bravo, Luis Enrique Benítez Ojeda (rúbrica), Liliana Carbajal
Méndez (rúbrica), Rogelio Carbajal Tejada, Raúl Cervantes Andrade,
Jesús de León Tello, José Manuel del Río Virgen, Antonio de Jesús Dí-
az Athié (rúbrica), Rutilio Cruz Escandón Cadenas (rúbrica), Arturo
Flores Grande, Silvano Garay Ulloa (rúbrica), María del Pilar Ortega
Martínez (rúbrica), Omeheira López Reyna, Andrés Lozano Lozano
(rúbrica), Victorio Rubén Montalvo Rojas (rúbrica), Silvia Oliva Fra-
goso (rúbrica), Mario Eduardo Moreno Álvarez, Luis Gustavo Parra
Noriega (rúbrica), Alfredo Adolfo Ríos Camarena (rúbrica), Yadhira
Yvette Tamayo Herrera (rúbrica).»

Es de primera lectura.

CONDECORACIONES

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
El siguiente punto del orden del día es la discusión de los
dictámenes relativos a las solicitudes de permiso de si-
guientes ciudadanos.

Consulte la Secretaría a la asamblea, en votación económi-
ca, si se les dispensa la lectura.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Por instrucciones de la Presidencia, en votación
económica se consulta a la asamblea si se dispensa la lec-
tura de los dictámenes. Las diputadas y los diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas
y los diputados que estén por la negativa sírvanse manifes-
tarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Se les dispensa la lectura. En consecuencia, se pide a la Se-
cretaría poner a discusión los proyectos de decreto.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Gobernación que suscribe le fue turnado,
para su estudio y dictamen el expediente con la solicitud de
permiso del ingeniero José Antonio Fernández Carbajal pa-
ra aceptar y usar la condecoración de la Orden de Isabel la
Católica, en grado de Encomienda, que le confiere el Go-
bierno del Reino de España.

La comisión considera cumplidos los requisitos legales ne-
cesarios para conceder el permiso solicitado y, en tal vir-
tud, de acuerdo con lo que establece la fracción III del Apar-
tado C) del artículo 37 constitucional, se permite someter a
la aprobación de la honorable asamblea el siguiente

Proyecto de Decreto

Artículo Único. Se concede permiso al ingeniero José An-
tonio Fernández Carbajal para aceptar y usar la condecora-
ción de la Orden de Isabel la Católica, en grado de Enco-
mienda, que le confiere el Gobierno del Reino de España.
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Sala de comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión.- México, DF, a 12 de septiembre de 2008.

La Comisión de Gobernación, diputados: Diódoro Humberto Ca-
rrasco Altamirano (rúbrica), presidente; Juan Enrique Barrios Rodrí-
guez (rúbrica), Valentina Valia Batres Guadarrama, Narcizo Alberto
Amador Leal (rúbrica), Alfonso Rolando Izquierdo Bustamante (rúbri-
ca), Layda Elena Sansores San Román (rúbrica), secretarios; Carlos
Armando Biebrich Torres (rúbrica), César Octavio Camacho Quiroz
(rúbrica), Ricardo Cantú Garza, Ariel Castillo Nájera (rúbrica), Jesús
de León Tello (rúbrica), María del Carmen Fernández Ugarte (rúbrica),
Javier Hernández Manzanares, Juan Darío Lemarroy Martínez, Miguel
Ángel Monraz Ibarra, Mario Eduardo Moreno Álvarez (rúbrica), Adol-
fo Mota Hernández (rúbrica), María del Pilar Ortega Martínez (rúbri-
ca), Luis Gustavo Parra Noriega (rúbrica), Raciel Pérez Cruz, Gerardo
Priego Tapia (rúbrica), José Jesús Reyna García (rúbrica), Salvador
Ruiz Sánchez, Francisco Javier Santos Arreola (rúbrica), Rosa Elva
Soriano Sánchez, Alberto Vázquez Martínez (rúbrica), Gerardo Villa-
nueva Albarrán, Javier Martín Zambrano Elizondo (rúbrica).»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Está a discusión el dictamen en lo general y en lo particu-
lar. No habiendo quien haga uso de la palabra, se reserva
para su votación nominal en conjunto.

CONSUL HONORARIO

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Honorable Asamblea:

En oficio de fecha 8 de septiembre de 2008, la Secretaría
de Gobernación solicita el permiso constitucional necesa-
rio para que el ciudadano Antonio Rullán Dichter pueda
aceptar y desempeñar el cargo de cónsul honorario de la
Federación de Rusia en la ciudad de Acapulco, con cir-
cunscripción consular en el estado de Guerrero.

En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión el 17 de septiembre del año en
curso, se turnó a la suscrita comisión, para su estudio y dic-
tamen, el expediente relativo.

Considerando

a) Que el peticionario acredita su nacionalidad mexica-
na con la copia certificada de su acta de nacimiento;

b) Que los servicios que el propio interesado prestará a
la Federación de Rusia en la ciudad de Acapulco, con
circunscripción consular en el estado de Guerrero, serán
de carácter estrictamente consular, y

c) Que la solicitud se ajusta a lo establecido en la frac-
ción IV del Apartado C) del artículo 37 constitucional.

Por lo expuesto, esta comisión se permite someter a consi-
deración de la honorable asamblea el siguiente

Proyecto de Decreto

Artículo Único. Se concede permiso al ciudadano Antonio
Rullán Dichter para aceptar y desempeñar el cargo de cón-
sul honorario de la Federación de Rusia en la ciudad de
Acapulco, con circunscripción consular en el estado de
Guerrero.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión. México, DF, a 18 de septiembre de 2008.

La Comisión de Gobernación, diputados: Diódoro Humberto Ca-
rrasco Altamirano (rúbrica), presidente; Juan Enrique Barrios Rodrí-
guez (rúbrica), Valentina Valia Batres Guadarrama, Narcizo Alberto
Amador Leal (rúbrica), Alfonso Rolando Izquierdo Bustamante (rúbri-
ca), Layda Elena Sansores San Román (rúbrica), secretarios; Carlos
Armando Biebrich Torres (rúbrica), César Octavio Camacho Quiroz
(rúbrica), Ricardo Cantú Garza, Ariel Castillo Nájera (rúbrica), Jesús
de León Tello (rúbrica), María del Carmen Fernández Ugarte (rúbrica),
Javier Hernández Manzanares, Juan Darío Lemarroy Martínez, Miguel
Ángel Monraz Ibarra, Mario Eduardo Moreno Álvarez (rúbrica), Adol-
fo Mota Hernández (rúbrica), María del Pilar Ortega Martínez (rúbri-
ca), Luis Gustavo Parra Noriega (rúbrica), Raciel Pérez Cruz, Gerardo
Priego Tapia (rúbrica), José Jesús Reyna García (rúbrica), Salvador
Ruiz Sánchez, Francisco Javier Santos Arreola (rúbrica), Rosa Elva
Soriano Sánchez, Alberto Vázquez Martínez (rúbrica), Gerardo Villa-
nueva Albarrán, Javier Martín Zambrano Elizondo (rúbrica).»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Está a discusión el dictamen en lo general y en lo particu-
lar. No habiendo quien haga uso de la palabra se reserva
para su votación nominal en conjunto.
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PRESTAR SERVICIOS EN 
REPRESENTACIONES DIPLOMATICAS

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Honorable Asamblea:

En oficios de fechas 4 y 8 de septiembre de 2008, la Se-
cretaría de Gobernación solicita el permiso constitucional
necesario para que los ciudadanos José Manuel Cacho
Aguilar, José Alejandro Delgado Ruiz y Jorge Enrique Ser-
vín Fuentes puedan prestar servicios de carácter adminis-
trativo en la Delegación de la Comisión Europea en Méxi-
co.

En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión el 17 de septiembre del año en
curso se turnó a la suscrita comisión, para estudio y dicta-
men, el expediente relativo.

Considerando

a) Que los peticionarios acreditan la nacionalidad mexi-
cana con la copia certificada del acta de nacimiento;

b) Que los servicios que los interesados prestarán en la
Delegación de la Comisión Europea en México serán de
carácter administrativo; y

c) Que las solicitudes se ajustan a lo establecido en la
fracción II del Apartado C del artículo 37 constitucional
y al artículo 60, segundo párrafo, del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

Por lo expuesto, esta comisión se permite someter a la con-
sideración de la honorable asamblea el siguiente

Proyecto de Decreto

Artículo Primero. Se concede permiso al ciudadano José
Manuel Cacho Aguilar para prestar servicios como chofer
en la Delegación de la Comisión Europea en México.

Artículo Segundo. Se concede permiso al ciudadano José
Alejandro Delgado Ruiz para prestar servicios como con-
tador en la Delegación de la Comisión Europea en México.

Artículo Tercero. Se concede permiso al ciudadano Jorge
Enrique Servín Fuentes para prestar servicios como asis-
tente contable administrativo en la Delegación de la Comi-
sión Europea en México.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión.- México, DF, a 18 de septiembre de 2008.

La Comisión de Gobernación, diputados: Diódoro Humberto Ca-
rrasco Altamirano (rúbrica), presidente; Juan Enrique Barrios Rodrí-
guez (rúbrica), Valentina Valia Batres Guadarrama, Narcizo Alberto
Amador Leal (rúbrica), Alfonso Rolando Izquierdo Bustamante, Lay-
da Elena Sansores San Román (rúbrica), secretarios; Carlos Armando
Biebrich Torres (rúbrica), César Octavio Camacho Quiroz (rúbrica),
Ricardo Cantú Garza, Ariel Castillo Nájera (rúbrica), Jesús de León
Tello (rúbrica), María del Carmen Fernández Ugarte (rúbrica), Javier
Hernández Manzanares, Juan Darío Lemarroy Martínez, Miguel Ángel
Monraz Ibarra, Mario Eduardo Moreno Álvarez (rúbrica), Adolfo Mo-
ta Hernández (rúbrica), María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Luis
Gustavo Parra Noriega (rúbrica), Raciel Pérez Cruz, Gerardo Priego
Tapia (rúbrica), José Jesús Reyna García (rúbrica), Salvador Ruiz Sán-
chez, Francisco Javier Santos Arreola (rúbrica), Rosa Elva Soriano
Sánchez, Alberto Vázquez Martínez (rúbrica), Gerardo Villanueva Al-
barrán, Javier Martín Zambrano Elizondo (rúbrica).»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Está a discusión el dictamen en lo general y en lo particu-
lar. No habiendo quien haga uso de la palabra, para los
efectos del artículo 134 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General, se pregunta a la asamblea
si se va a reservar algún artículo para discutirlo en lo par-
ticular.

En virtud de que no se ha reservado artículo alguno para
discutirlo en lo particular, se reserva para su votación no-
minal en conjunto.

CONDECORACIONES

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Honorable Asamblea: 

A la comisión que suscribe, le fue turnado para su estudio
y dictamen el expediente con la solicitud de permiso cons-
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titucional para que el ciudadano Tomás López Alonso pue-
da acepta y usar la condecoración de la Orden de Isabel la
Católica, en grado de Cruz de Oficial, que le confiere el go-
bierno del Reino de España.

La comisión considera cumplidos los requisitos legales ne-
cesarios para conceder el permiso solicitado y, en tal vir-
tud, de conformidad con lo que establece la fracción III del
apartado C) del artículo 37 constitucional, se permite so-
meter a consideración de la honorable asamblea el siguien-
te proyecto de 

Decreto 

Artículo Único. Se concede permiso al ciudadano Tomás
López Alonso para aceptar y usar la condecoración de la
Orden de Isabel la Católica, en grado de Cruz de Oficial,
que le confiere el gobierno del Reino de España.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión.- México, DF, a 24 de septiembre de 2008. 

La Comisión de Gobernación, diputados: Diódoro Carrasco Altami-
rano (rúbrica), presidente; Juan Enrique Barrios Rodríguez (rúbrica),
Valentina Valia Batres Guadarrama, Narcizo Alberto Amador Leal (rú-
brica), Alfonso Rolando Izquierdo Bustamante (rúbrica), Layda Elena
Sansores San Román (rúbrica), secretarios; Carlos Armando Biebrich
Torres, César Octavio Camacho Quiroz, Ricardo Cantú Garza (rúbri-
ca), Ariel Castillo Nájera (rúbrica), Jesús de León Tello (rúbrica), Ma-
ría del Carmen Fernández Ugarte (rúbrica), Javier Hernández Manza-
nares, Juan Darío Lemarroy Martínez, Miguel Ángel Monraz Ibarra
(rúbrica), Mario Eduardo Moreno Álvarez (rúbrica), Adolfo Mota Her-
nández (rúbrica), María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Luis Gus-
tavo Parra Noriega (rúbrica), Raciel Pérez Cruz, Gerardo Priego Tapia
(rúbrica), José Jesús Reyna García (rúbrica), Salvador Ruiz Sánchez,
Francisco Javier Santos Arreola, Rosa Elva Soriano Sánchez, Alberto
Vázquez Martínez (rúbrica), Gerardo Villanueva Albarrán, Javier Mar-
tín Zambrano Elizondo (rúbrica).»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Está a discusión el dictamen en lo general y en lo particu-
lar. No habiendo quien haga uso de la palabra, se reserva
para su votación nominal en conjunto.

PRESTAR SERVICIOS EN 
REPRESENTACIONES DIPLOMATICAS

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Honorable Asamblea

En oficios fechados el 4 y 9 de septiembre del año en cur-
so, la Secretaría de Gobernación solicitó el permiso consti-
tucional necesario para que los ciudadanos José Francisco
Mayo Martínez, Carlos Navarro Fernández e Israel Álva-
rez Torres, puedan prestar servicios de carácter administra-
tivo en la Embajada de los Estados Unidos de América, en
México y en su consulado, en Ciudad Juárez, Chihuahua,
respectivamente.

En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, el 25 de septiembre del año en
curso, se turnó a la suscrita comisión para su estudio y dic-
tamen, el expediente relativo.

Considerando

a) Que los peticionarios acreditan su nacionalidad me-
xicana con la copia certificada del acta de nacimiento; 

b) Que los servicios que los propios interesados presta-
rán en las Embajadas de los Estados Unidos de Améri-
ca, en México y en el Consulado, en Ciudad Juárez,
Chihuahua, y

c) Que las solicitudes se ajustan a lo establecido en la
fracción II, del apartado C) del artículo 37 constitucio-
nal, y al segundo párrafo del artículo 60 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos.

Esta comisión se permite someter a la consideración de la
honorable asamblea, el siguiente

Proyecto de Decreto

Primero. Se concede permiso al ciudadano José Francisco
Mayo Martínez, para prestar servicios como operador tele-
fónico en la Embajada de los Estados Unidos de América,
en México.
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Segundo. Se concede permiso al ciudadano Carlos Nava-
rro Fernández para prestar servicios como oficial de fuen-
tes abiertas, en la Embajada de los Estados Unidos de
América, en México.

Tercero. Se concede permiso al ciudadano Israel Álvarez
Torres para prestar servicios como electricista, en el Con-
sulado de los Estados Unidos de América, en Ciudad Juá-
rez, Chihuahua.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión. México, Distrito Federal, a 26 de septiembre de 2008.

La Comisión de Gobernación, diputados: Diódoro Carrasco Altami-
rano (rúbrica), presidente; Juan Enrique Barrios Rodríguez (rúbrica),
Cristian Castaño Contreras (rúbrica), Valentina Valia Batres Guadarra-
ma, Narcizo Alberto Amador Leal (rúbrica), Alfonso Rolando Izquier-
do Bustamante (rúbrica), Jesús Sesma Suárez, Layda Elena Sansores
San Román (rúbrica), secretarios; Carlos Armando Biebrich Torres,
César Octavio Camacho Quiroz, Ricardo Cantú Garza (rúbrica), Ariel
Castillo Nájera (rúbrica), Jesús de León Tello (rúbrica), María del Car-
men Fernández Ugarte (rúbrica), Javier Hernández Manzanares, Juan
Darío Lemarroy Martínez, Miguel Ángel Monraz Ibarra (rúbrica), Ma-
rio Eduardo Moreno Álvarez (rúbrica), Adolfo Mota Hernández (rú-
brica), María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Luis Gustavo Parra
Noriega (rúbrica), Raciel Pérez Cruz, Gerardo Priego Tapia (rúbrica),
José Jesús Reyna García (rúbrica), Salvador Ruiz Sánchez, Francisco
Javier Santos Arreola, Rosa Elva Soriano Sánchez, Alberto Vázquez
Martínez (rúbrica), Gerardo Villanueva Albarrán, Javier Martín Zam-
brano Elizondo (rúbrica).»

Es cuanto, ciudadano presidente.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Está a discusión el dictamen en lo general. No habiendo
quien haga uso de la palabra, para los efectos del artículo
134 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General, se pregunta a la asamblea si se va a reservar al-
gún artículo para discutirlo en lo particular.

En virtud de que no se ha reservado artículo alguno para
discutirlo en lo particular, se instruye a la Secretaría que
abra el sistema electrónico por cinco minutos para recoger
la votación nominal de este proyecto de decreto y los ante-
riormente reservados, en un solo acto.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Se va a proceder a recoger la votación nominal de
los proyectos de decreto, en un solo acto.

Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema elec-
trónico de votación por cinco minutos para tomar la vota-
ción nominal de los proyectos de decreto.

(Votación)

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Secretaría, sírvase ordenar el cierre del tablero electrónico.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: ¿Falta alguna diputada o diputado por emitir su voto?

Ciérrese el sistema de votación electrónico.

Se emitieron 317 votos en pro, 0 en contra y 4 abstencio-
nes, ciudadano presidente.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Aprobados los proyectos de decreto por 317 votos. Pa-
san al Senado para sus efectos constitucionales.

SALVADOR CHRISTOPHER VERGARA CRUZ

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
A ver, sonido a la curul del diputado Juan Victoria.

El diputado Juan Victoria Alva (desde la curul): Señor
presidente, solicito un minuto de silencio a esta honorable
asamblea por el cobarde asesinato del ciudadano Salvador
Christopher Vergara Cruz, presidente municipal constitu-
cional del municipio de Ixtapan de la Sal, perteneciente al
distrito 40, que me honro en representar.

Hago un llamado a todas las diputadas y todos los diputa-
dos de esta legislatura para evitar que la delincuencia orga-
nizada siga apoderándose de la vida de los mexicanos. Es
cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Gracias, diputado.

Diputado Carlos Zatarain. Sonido a la curul del diputado
Carlos Zatarain.

El diputado Carlos Ernesto Zatarain González (desde la
curul): Diputado presidente, muchas gracias. Ratificamos
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la petición del minuto de silencio por el excelente funcio-
nario público que fue el presidente municipal de Ixtapan de
la Sal, quien fue anfitrión en nuestra reunión plenaria de
agosto. Debemos condenar este tipo de ataques. Hagamos
este minuto de silencio.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Solicitamos ponerse de pie, compañeros diputados, y guar-
dar un minuto de silencio en la memoria del ciudadano Sal-
vador Vergara Cruz, quien murió asesinado el pasado sába-
do, alcalde de Ixtapan de la Sal, Estado de México.

(Minuto de silencio)

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y
LA PROTECCION AL AMBIENTE

El siguiente punto del orden del día es la discusión del dic-
tamen con proyecto de decreto que reforma los artículos
107 y 108 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea si se dis-
pensa la lectura del dictamen.

El Secretario diputado Manuel Portilla Diéguez: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea,
en votación económica, si se dispensa la lectura del dicta-
men. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa sírvanse manifestarlo
(votación).

Mayoría por la afirmativa, diputado presidente. Se dispen-
sa la lectura.

«Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto que reforma los artícu-
los 107 y 108 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales
de la LX Legislatura de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión le fue turnado, para su estudio

y elaboración del dictamen correspondiente, el expediente
número 1756, que contiene la iniciativa que reforma y adi-
ciona los artículos 30 Bis, 30 Bis 1, 108 y 109 Bis de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, presentada por el diputado Roberto Mendoza Flo-
res, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática.

En virtud del análisis y estudio de la iniciativa que se dic-
tamina, esta comisión legislativa, con base en las faculta-
des que le confiere la fracción XXIX-G del artículo 73 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para expedir leyes que establezcan la concurrencia del go-
bierno federal, de los gobiernos de los estados y de los mu-
nicipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en
materia de protección al ambiente y de preservación y res-
tauración del equilibrio ecológico; los artículos 39, nume-
rales 1 y 2, fracción XXIV, y 45, numeral 6, incisos e) y f),
y numeral 7, de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; así como los artículos 60,
65, 87, 88, 93 y 94 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, somete a consideración de los integrantes de esta ho-
norable asamblea el presente dictamen, de acuerdo con los
siguientes

Antecedentes

Primero. En sesión de Pleno celebrada el jueves 26 de
abril de 2007, el diputado Roberto Mendoza Flores, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, presentó iniciativa de decreto que reforma y adi-
ciona los artículos 30 Bis, 30 Bis 1, 108 y 109 Bis de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente.

Segundo. Con esta misma fecha, por mandato de la Mesa
Directiva, dicha iniciativa fue turnada a la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales de la Cámara de Di-
putados del honorable Congreso de la Unión, para su aná-
lisis y elaboración del dictamen correspondiente, de con-
formidad con las siguientes

Consideraciones

Los legisladores que integran esta Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión tienen el derecho de
iniciativa, el cual se sustenta en la fracción II del artículo
71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así también, este Congreso tiene la facultad que le
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conferida en el artículo 73, fracción XXIX-G, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para ex-
pedir leyes que establezcan la concurrencia del gobierno
federal, de los gobiernos de los estados y de los munici-
pios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en ma-
teria de protección al ambiente y de preservación y restau-
ración del equilibrio ecológico. 

Así las cosas, una vez analizadas la atribuciones referidas
en el párrafo anterior y los requerimientos contenidos en el
asunto en estudio, esta comisión estima que la iniciativa de
decreto que reforma y adiciona los artículos 30 Bis, 30 Bis
1, 108 y 109 Bis de la Ley General del Equilibrio Ecológi-
co y la Protección al Ambiente cumple en general con los
requisitos formales que se exigen en la práctica parlamen-
taria para su presentación y que son los siguientes:

• Ser formulada por escrito.

• Tener un título.

• Contener el nombre y la firma de la persona que pre-
senta la iniciativa.

• Una parte expositiva de motivos.

• El texto legal que se propone.

• El artículo transitorio  que señala la entrada en vigor. 

• La fecha de elaboración.

• Ser publicada en la Gaceta Parlamentaria.  

Así las cosas, podemos afirmar que México es un país que
por sus particularidades orografías y ubicación geográfica,
reúne una serie de características excepcionales para que su
mosaico de comunidades naturales sea particularmente va-
riado y sorprendente desde todos los puntos de vista. En
poco menos de dos millones de kilómetros cuadrados ca-
ben casi todos los paisajes naturales que es posible encon-
trar en nuestro planeta. Desde los desiertos más áridos has-
ta las selvas y los pantanos más húmedos, desde los
matorrales tropicales más cálidos hasta los páramos de
montaña casi en contacto con nieves eternas. Esto se debe
al hecho de que México se encuentra en la zona de transi-
ción entre el mundo tropical de Centroamérica y el Caribe,
y el subtropical y templado de Norteamérica. La flora y la
fauna de ambos orígenes se reúnen en México, pero esa
mezcla se vuelve aún más compleja por darse sobre un mo-

saico variadísimo de altitudes, climas, tipos de roca y de
suelo e historias geológicas. Además, en muchos sitios la
variabilidad genética, el paso del tiempo y otros factores
han permitido la evolución de seres vivos originarios de
ese lugar, lo que los biólogos llaman “especies endémicas”.

La iniciativa objeto del presente dictamen expone, dentro
de sus justificaciones, la preocupante degradación ambien-
tal y de los ecosistemas nacionales que genera la ejecución
de proyectos relacionados con la explotación de recursos
naturales no renovables, entre los que podemos destacar la
extracción de minerales, los hidrocarburos y sus derivados,
actividades que se encuentran reguladas por la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley Mi-
nera y la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente, sólo por mencionar algunas.

Éstas son las actividades productivas y de explotación de
recursos naturales que generan la mayor cantidad de im-
pactos a los ecosistemas del país; como ejemplo, se podría
mencionar que, debido al desarrollo y modernización en
los procesos de extracción y procesamiento de los recursos
minerales, la industria minera en México ha generado por
décadas una gran cantidad de desechos y sitios contamina-
dos a lo largo de todo el país. La producción minera se con-
centra en doce entidades: Chihuahua, Michoacán de Ocam-
po, Zacatecas, Durango, Sonora, Coahuila de Zaragoza,
Guanajuato, San Luis Potosí, Hidalgo, Sinaloa, Colima y
Jalisco.

Este sector requiere varias fases para la realización de sus
actividades, las cuales se podrían dividir en exploración,
explotación, beneficio, fundición y refinación, desafortu-
nadamente cada una de estas provocan efectos significati-
vos en las áreas donde se realizan, como lo es la destruc-
ción de vegetación, arrastre de residuos peligrosos,
descarga de aguas residuales, generación de ruido, vibra-
ción y emisión de polvo, entre otras.

En lo que a la explotación de hidrocarburos respecta, la si-
tuación es igual de preocupante, ya que también en muchos
casos resulta casi inevitable que las empresas dedicadas a
la explotación de estos recursos minimicen los efectos ne-
gativos que provocan las acciones de exploración, perfora-
ción y construcción de pozos de extracción al ambiente.

Lo anterior, sin considerar que esta problemática no sólo se
presenta en la etapa de ejecución de las obras relacionadas
con el desarrollo de estas actividades sino también durante
su operación, siendo en algunos casos esta etapa durante la
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que se provoca la mayor cantidad de impactos ambientales
negativos.

Desafortunadamente, y tal y como se expone en la iniciati-
va, la legislación marco en materia ambiental de nuestro
país no prevé que quien realice actividades relacionadas
con las industrias del petróleo, petroquímica, cemento,
eléctrica, exploración, explotación y beneficio de minera-
les y sustancias reservadas a la federación, tenga la obliga-
ción expresa de realizar actividades de restauración dentro
de las zonas impactadas por estas acciones. 

Por lo cual, y con el objetivo de asegurar que aquellas
obras o actividades que afectan los ecosistemas y su mor-
fología corrijan los efectos paisajísticos, se disminuya la
perdida de diversidad de vida silvestre, y la afectación de
suelos, mantos freáticos, aguas superficiales, el diputado
promovente propone se reformen y adicionen los artículos
30 Bis, 30 Bis 1, 108 y 109 Bis de la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente, para quedar
de la siguiente forma:

Artículo 30 Bis. Quienes realicen obras o actividades
que se encuentren sujetas al procedimiento de eva-
luación de impacto ambiental, señalado en esta ley,
deberán presentar a solicitud de la secretaría inclui-
da en la manifestación de impacto ambiental, un
programa de restauración ecológica del paisaje, eco-
sistema o área afectada por dichas labores. La secre-
taría exigirá el seguro o la garantía suficiente, entre
otros instrumentos económicos y mecanismos de fi-
nanciamiento, para asegurar el cumplimiento del
mencionado programa.

La realización de las obras y las actividades a que se
refieren las fracciones I, II, III, IV y VIII del artícu-
lo 28 requerirá de manera obligada la formulación y
ejecución de un programa de restauración ecológica.

El incumplimiento de las disposiciones contenidas en
el programa de restauración ecológica autorizado
por la secretaría conllevará a la aplicación de las me-
didas de control, seguridad y sanciones previstas a
que se refiere esta ley y demás legislación aplicable.

Artículo 30 Bis 1. En aquellas áreas degradadas co-
mo consecuencia de los impactos ambientales adver-
sos de una obra o actividad, es el programa de res-
tauración ecológica, el instrumento rector de
planeación que establecerá las actividades y las ac-

ciones necesarias para la recuperación y restableci-
miento de las condiciones que propicien la evolución
y continuidad de los procesos naturales.

El programa de restauración ecológica deberá in-
cluir como mínimo los contenidos de las fracciones I,
II, III, IV y V del artículo 78 Bis, referente a las de-
claratorias para el establecimiento de zonas de res-
tauración ecológica, y el coste de los trabajos de res-
tauración.

Los elementos y los procedimientos que se deben
considerar al formular el programa de restauración
ecológica serán establecidos por el reglamento de la
presente ley.

Capítulo III
De la Exploración y Explotación de los 

Recursos no Renovables en el Equilibrio Ecológico

Artículo 108. Para prevenir, restaurar y controlar los
efectos generados en la exploración y la explotación de
los recursos no renovables en el equilibrio ecológico e
integridad de los ecosistemas, la secretaría expedirá las
normas oficiales mexicanas que permitan:

…

…

…

Artículo 109 Bis. En el uso, aprovechamiento, explo-
ración, explotación y beneficio de los recursos natu-
rales no renovables, ocasionando la pérdida o dete-
rioro de las condiciones que propician la evolución y
continuidad de los procesos naturales, deberán reali-
zar la restauración ecológica de los paisajes, ecosis-
temas y áreas afectadas. 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación.

Segundo. Con la entrada en vigor del presente de-
creto, el poder Ejecutivo federal deberá revisar y
modificar el reglamento de la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente en Ma-
teria de Impacto Ambiental, en relación con los artí-
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culos que reglamenten las disposiciones legales mo-
dificadas, en un término que no exceda a 60 días una
vez que entre en vigor la presente iniciativa. 

Del estudio y análisis que realizó esta comisión, a la ini-
ciativa presentada por el diputado Roberto Mendoza Flo-
res, se desprende que

Es indudable que no todas las obras y actividades que se
ejecutan producen el mismo grado de afectación a los re-
cursos naturales, lo cual obedece primordialmente a la na-
turaleza de cada una de éstas. Aquellas actividades relacio-
nadas con la explotación de recursos minerales e
hidrocarburos, las obras hidráulicas, el sector energético,
las vías generales de comunicación, y todo aquello relacio-
nado con el confinamiento de residuos peligrosos, consti-
tuyen las principales actividades de alto impacto sobre los
recursos naturales.

Se considera factible que la regulación que se trata de dar
a la realización de estas actividades sea desde un instru-
mento de política ambiental cuyo carácter se considera
eminentemente preventivo, como la evaluación de impacto
ambiental, el cual es el procedimiento por medio del cual
la secretaría establece las condiciones a que se sujetará la
realización de obras y actividades que puedan causar des-
equilibrio ecológico o rebasar los límites y condiciones es-
tablecidos en las disposiciones aplicables para proteger el
ambiente y preservar y restaurar los ecosistemas, a fin de
evitar o reducir al mínimo sus efectos negativos sobre el
ambiente.

Asimismo, uno de los principales objetivos previstos den-
tro de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente es la “restauración”, principio que se en-
cuentra expresamente contenido en varios de sus artículos,
y es definida por esta misma ley como el “conjunto de ac-
tividades tendientes a la recuperación y el restablecimiento
de las condiciones que propicien la evolución y la conti-
nuidad de los procesos naturales”. Desafortunadamente,
dentro del capítulo referente a la evaluación de impacto
ambiental, no establece obligaciones ni criterios de restau-
ración a cargo de los promotores de las obras o actividades
que se sujeten al procedimiento de evaluación de impacto
ambiental, y aunque se podría inferir que dicho principio se
debe contemplar por estos dentro de las medidas de miti-
gación que sean consideradas en la manifestación de im-
pacto ambiental, además de las medidas de mitigación  que
imponga la secretaría dentro de las autorizaciones en mate-
ria de impacto ambiental, es necesario que este principio se

encuentre expresamente contenido dentro de dicho instru-
mento de política ambiental, con objeto de que sea consi-
derado tanto en la elaboración de las manifestaciones de
impacto ambiental como en su evaluación y autorización
condicionada o no. 

La aspiración de sustentabilidad del desarrollo tiene que
basarse en el mantenimiento de las actividades humanas
por debajo de los umbrales de resistencia de cada ecosiste-
ma. Así, las consecuencias de su aprovechamiento se man-
tendrían en posibilidad de ser atenuadas por el propio eco-
sistema sin comprometer su capacidad de carga; si bien es
cierto, la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos prevé en el artículo 25 la responsabilidad del Esta-
do por velar que el desarrollo sea sustentable, es necesario
incorporar los mecanismos jurídicos necesarios dentro de
los ordenamientos legales encargados de regular directa-
mente las actividades económicas que potencialmente po-
drían causar una desequilibrio  ambiental, para que esta ga-
rantía constitucional sea efectivamente operante.

La restauración ecológica se basa en lograr el retorno de un
ecosistema dado al estado previo del cual fue sacado como
consecuencia de alguna actividad humana, mediante un
proceso de emulación de estadios de sucesión de distintas
comunidades biológicas conocidas en un sitio, hasta lograr
que éstas tomen una trayectoria autónoma y viable de esta-
blecimiento permanente en el lugar, ya que un ecosistema
significa más que la simple suma de sus especies, comuni-
dades y procesos componentes.1

Por lo cual resulta pertinente la implantación de programas
de restauración ecológica. Los proyectos de restauración
ecológica buscan restituir total o parcialmente la composi-
ción taxonómica, la estructura y la función de ecosistemas
deteriorados y reacondicionar aquellos ambientes que se
encuentran degradados, restableciendo sus condiciones na-
turales originales o al menos algunas similares a las inicia-
les, de tal forma que se compensen los daños resultado de
causas naturales o antrópicas. Es de toral importancia obli-
gar a todos aquellos interesados en realizar una obra o ac-
tividad que se encuentre sujeta a la presentación de una
manifestación de impacto ambiental a presentar conjunta-
mente con ésta o dentro de ella, un programa de restaura-
ción ecológica del sitio o lugares que se van a ver afecta-
dos por las obras o actividades de que se trate, para así
asegurar que previamente al impacto se contemple la me-
dida de restauración más adecuada para cada uno de los ca-
sos en particular; asimismo, y como lo hemos explicado,
no todas las actividades sujetas a la evaluación de impacto
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ambiental provocan los mismos grados de afectación al
ambiente por lo que se estima viable la propuesta de que en
algunos casos la obligación de requerir a los promoventes
la presentación del programa de restauración ecológica
quede potestativa a la secretaría. 

En cuanto al planteamiento de obligar a los promoventes a
la presentación de un seguro o garantía para asegurar el
cumplimiento del programa de restauración, este mecanis-
mo encuadra en los considerados como instrumentos eco-
nómicos, los cuales se encuentran contemplados dentro del
la Sección II del Capítulo IV del Título Primero de la ley
en comento, definidos como instrumentos financieros, ya
que sus objetivos están dirigidos a la preservación, protec-
ción, restauración o aprovechamiento sustentable de los re-
cursos naturales y el ambiente debiendo ser asumidos por
las personas que generan actividades económicas que afec-
tan al ambiente, se considera pertinente imponer la obliga-
ción de la exhibición de esta garantía a cargo de los pro-
moventes, a fin de otorgar a la secretaría la certidumbre
financiera de que en caso de no cumplir el primero con sus
obligaciones, el Estado no será quien tenga que erogar los
costos que dicha omisión genere.

Por lo antes expuesto, los diputados integrantes de esta Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales estima-
mos pertinente aceptar la reforma planteada a los artículos
30 Bis y 30 Bis 1 de la Ley General del Equilibrio Ecoló-
gico y la Protección al Ambiente, sin embargo, esta comi-
sión debe precisar que el 23 de mayo de 2007, el diputado
Jesús González Macias, a nombre propio y del senador Ja-
vier Orozco Gómez, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, presentaron ante el Pleno de
la Comisión Permanente del honorable Congreso de la
Unión la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de las Leyes Reglamenta-
ria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo,
y General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, en materia de ductos, la cual fue turnada para su
análisis, estudio y elaboración del dictamen correspondien-
te, a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, destacando que una parte de dicha iniciativa se refiere
precisamente a las actividades mineras y petroleras materia
que regula la iniciativa en estudio proponiendo también di-
versas reformas a la Ley General del Equilibrio Ecológico
y la Protección al Ambiente en el capítulo que se refiere a
la evaluación de impacto ambiental, obrando sobre los ar-
tículos 30 Bis y 30 Bis 1, también planteados y materia de
la presente iniciativa, razón por la cual se ha decidido in-
corporar las reformas propuestas por el diputado Roberto

Mendoza Flores al dictamen de la iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional
en el Ramo del Petróleo, y General del Equilibrio Ecológi-
co y la Protección al Ambiente, en materia de ductos, pre-
sentada por el diputado Jesús González Macias, a nombre
propio y del senador Javier Orozco Gómez, del Grupo Par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México; lo an-
terior con objeto de evitar contradicciones dentro del pro-
ceso parlamentario que deberán seguir cada una de estas
iniciativas e incorporar en una sola aquellas reformas que
ambas plantean a los mismos artículos.   

En cuanto a la reforma propuesta al artículo 108 del mismo
ordenamiento, esta comisión aprueba el planteamiento que
el promovente hace para incorporar la “restauración”, ya
que según lo mandatado por el texto vigente en lo corres-
pondiente a la exploración y la explotación de los recursos
no renovables, actividades generalmente vinculadas con el
sector minero, ya que actualmente la secretaría sólo expide
normas oficiales mexicanas para prevenir y controlar los
efectos generados por estas actividades, dejando de lado a
la “restauración”, principio que sin lugar dudas debe ser
considerado, ya no basta con prevenir y controlar sino tam-
bién se debe considerar el restaurar como una medida a
posteriori a los efectos causados. En lo referente al artícu-
lo 109 Bis, se infiere que por la naturaleza de la reforma y
el texto propuesto el promovente entendía que éste se en-
contraba derogado, por lo cual planteó la redacción de un
nuevo texto que ocupara dicho artículo; sin embargo, en la
ley vigente, el artículo 109 Bis señala en su última reforma
del 31 de diciembre de 2001: 

Título Cuarto
Protección al Ambiente

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 109 Bis. La secretaría, los estados, el Distrito Fe-
deral y los municipios deberán integrar un registro de emi-
siones y transferencia de contaminantes al aire, agua, sue-
lo y subsuelo, materiales y residuos de su competencia, así
como de aquellas sustancias que determine la autoridad co-
rrespondiente. La información del registro se integrará con
los datos y documentos contenidos en las autorizaciones,
cédulas, informes, reportes, licencias, permisos y conce-
siones que en materia ambiental se tramiten ante la secre-
taría, o autoridad competente del Gobierno del Distrito Fe-
deral, de los estados y, en su caso, de los municipios.
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Las personas físicas y morales responsables de fuentes
contaminantes están obligadas a proporcionar la informa-
ción, datos y documentos necesarios para la integración del
registro. La información del registro se integrará con datos
desagregados por sustancia y por fuente, anexando nombre
y dirección de los establecimientos sujetos a registro.

La información registrada será pública y tendrá efectos de-
clarativos. La secretaría permitirá el acceso a dicha infor-
mación en los términos de esta ley y demás disposiciones
jurídicas aplicables y la difundirá de manera preactiva.

Como se puede observar el texto vigente del artículo 109
Bis regula cuestiones totalmente distintas a las planteadas
por el legislador promovente de la iniciativa en estudio, sin
embargo, y como se ha determinado por esta comisión dic-
taminadora dentro del presente documento, las conductas
que se pretenden regular son de gran interés y las reformas
adecuadas, por lo cual, y atendiendo a que el Capítulo III
del Título Tercero de esta ley, sobre el que obra la iniciati-
va, se refiere a normas oficiales mexicanas relacionadas a
la regulación de la exploración y explotación de recursos
no renovables, y el aparentemente nuevo artículo 109 Bis
establece criterios de uso, aprovechamiento, exploración y
explotación de estos recursos, por lo que esta comisión es-
tima que los juicios de este último son considerados como
generales para sus efectos de aplicación.

Atendiendo a que en este caso los artículos 108 y 109 ver-
san sobre la obligatoriedad de la secretaría para elaborar
normas oficiales mexicanas referentes a los criterios antes
expuestos, y dado a que el actual artículo 107 de la ley se
encuentra derogado, se considera factible que en el orden
de prelación del articulado se tome el lugar de este artícu-
lo 107, incorporándose éste la redacción propuesta por el
legislador dentro de su iniciativa al artículo 109 Bis, ade-
más de modificar el articulado del Capítulo III del Título
Tercero, para que el artículo 107 forme parte de él.

En lo referente con los transitorios de la iniciativa, el pri-
mero de estos, relativo al periodo de la vacatio legis del de-
creto, se modifica con objeto de establecer expresamente
que dicha publicación se hará en el Diario Oficial de la Fe-
deración, a fin de que cause todos los efectos jurídicos ne-
cesarios para garantizar su aplicabilidad.

Por las razones señaladas en los párrafos anteriores, los in-
tegrantes de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales nos permitimos someter a la consideración de es-
ta honorable asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman los artículos 107 y 108
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente

Artículo Único. Se reforman los artículos 107, pasando a
formar parte del Capítulo III, “De la Exploración y Explo-
tación de los Recursos no Renovables en el Equilibrio Eco-
lógico”, del Título Tercero y 108, primer párrafo, de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, para quedar como sigue:

Capítulo III
De la Exploración y Explotación de los 

Recursos no Renovables en el Equilibrio Ecológico

Artículo 107. En el uso, aprovechamiento, exploración,
explotación y beneficio de los recursos naturales no re-
novables se evitará la destrucción de paisajes, ecosiste-
mas o áreas relevantes o frágiles, previniéndose cual-
quier desequilibrio ecológico.

Quienes realicen el uso, aprovechamiento, exploración,
explotación u obtengan un beneficio de los recursos na-
turales no renovables ocasionando su degradación, de-
sertificación o desequilibrio ecológico, deberán realizar
la restauración ecológica de los paisajes, ecosistemas o
áreas afectadas. 

Artículo 108. Para prevenir, restaurar y controlar los efec-
tos generados en la exploración y explotación de los recur-
sos no renovables en el equilibrio ecológico e integridad de
los ecosistemas, la secretaría expedirá las normas oficiales
mexicanas que permitan:

I. a III. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Nota:

1.Temas de restauración ecológica, Instituto Nacional de Ecología, p.
16.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Diego Cobo Terrazas (rúbrica), presidente; Jesús de León Tello (rúbri-
ca), José Luis Espinosa Piña (rúbrica), Lucía Susana Mendoza Mora-
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les (rúbrica), Benjamín Hernández Silva (rúbrica), María Mercedes
Colín Guadarrama (rúbrica), secretarios; Edmundo Javier Bolaños
Aguilar (rúbrica), Adriana Dávila Fernández (rúbrica), José Antonio
Díaz García, Emilio Ramón Ramiro Flores Domínguez (rúbrica), José
Guillermo Fuentes Ortiz (rúbrica), Jorge Rubén Nordhausen González
(rúbrica), Christian Martín Lujano Nicolás (rúbrica), Martha Angélica
Romo Jiménez (rúbrica), Víctor Manuel Torres Herrera (rúbrica), Alei-
da Alavez Ruiz, María Soledad López Torres (rúbrica), Rafael Villica-
ña García (rúbrica), Juan Hugo de la Rosa García, Carlos Roberto Mar-
tínez Martínez (rúbrica), Armando Barreiro Pérez (rúbrica), Roberto
Mendoza Flores (rúbrica), Martha Hilda González Calderón, Fernando
Quetzalcóatl Moctezuma Pereda (rúbrica), Carlos Ernesto Zataráin
González (rúbrica), Beatriz Manrique Guevara  (rúbrica), Humberto
López Lena Cruz (rúbrica), José Ascención Orihuela Bárcenas, Víctor
Manuel Méndez Lanz.»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
No habiendo oradores registrados, consulte la Secretaría a
la asamblea si el proyecto de decreto se encuentra sufi-
cientemente discutido en lo general.

El Secretario diputado Manuel Portilla Diéguez: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea si
el proyecto de decreto se encuentra suficientemente discu-
tido. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Mayoría por la afirmativa, diputado presidente.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Suficientemente discutido.

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General, se pregunta a la
asamblea si se va a reservar algún artículo para discutirlo
en lo particular.

En virtud de que no se ha reservado artículo alguno para
discutirlo en lo particular, se pide a la Secretaría que abra
el sistema electrónico por cinco minutos para proceder a la
votación, en lo general y en lo particular, en un solo acto.

El Secretario diputado Manuel Portilla Diéguez: Há-
ganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Regla-
mento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema electró-
nico hasta por cinco minutos para proceder a la votación,
en lo general y en lo particular, en un solo acto.

(Votación)

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
¿Falta algún diputado o alguna diputada por emitir su vo-
to?

Ciérrese el sistema de votación electrónico. De viva voz:

El diputado Jorge Justiniano González Betancourt
(desde la curul): A favor.

El diputado Jorge Rubén Nordhausen González (desde
la curul): Jorge Nordhausen, a favor.

El diputado Rutilio Cruz Escandón Cadenas (desde la
curul): Rutilio Cruz, a favor.

El diputado Ramón Salas López (desde la curul): Ramón
Salas, a favor.

El diputado Salvador Arredondo Ibarra (desde la cu-
rul): Salvador Arredondo, a favor.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
¿Algún diputado o alguna diputada que falte por emitir su
voto? Señor presidente, se emitieron 336 votos en pro, 0 en
contra y 1 abstención.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Aprobado, en lo general y en lo particular, el proyecto
de decreto que reforma los artículos 107 y 108 de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente. Pasa al Senado para sus efectos constitucionales.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y
LA PROTECCION AL AMBIENTE

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
El siguiente punto del orden del día es la discusión del dic-
tamen con proyecto de decreto que adiciona un párrafo al
artículo 62 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea si se dis-
pensa la lectura al dictamen.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea,

Año III, Primer Periodo, 7 de octubre de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados346



en votación económica, si se dispensa la lectura del dicta-
men. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura.

«Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto que adiciona un párra-
fo al artículo 62 de la Ley General del Equilibrio Ecológi-
co y la Protección al Ambiente

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales
de la LX Legislatura de la Cámara de Diputados del H.
Congreso de la Unión, le fue turnada para su estudio y ela-
boración del dictamen correspondiente, el expediente No
1677, que contiene la iniciativa que reforma el artículo 62 de
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, presentada por el diputado Jorge Godoy Cárde-
nas, integrante del Grupo Parlamentario de Convergencia.

En virtud del análisis y estudio de la iniciativa que se dic-
tamina, esta comisión ordinaria, con base en las facultades
que le confiere la fracción XXIX-G del artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para expedir leyes que establezcan la concurrencia del go-
bierno federal, de los gobiernos de los estados y de los mu-
nicipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en
materia de protección al ambiente y de preservación y res-
tauración del equilibrio ecológico; los artículos 39 numera-
les 1 y 2, fracción XXIV, y 45 numeral 6, incisos e) y f), y
numeral 7 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; así como los artículos 60, 65,
87, 88, 93 y 94 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a consideración de los integrantes de esta honora-
ble Asamblea, el presente dictamen, de acuerdo con los si-
guientes:

Antecedentes

Primero. El 25 de julio de 2007, el diputado Jorge Godoy
Cárdenas, integrante del Grupo Parlamentario de Conver-
gencia, presentó una iniciativa que reforma el artículo 62
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente.

Segundo. En esa misma fecha, la iniciativa en comento fue
turnada a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión, bajo el expediente No 1677 para su estudio, análi-
sis y elaboración del dictamen correspondiente, de confor-
midad con las siguientes:

Consideraciones

Los legisladores que integran esta Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión tienen el derecho de
iniciativa, el cual se sustenta en la fracción II del artículo
71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así también este Congreso tiene la facultad que le
confiere el artículo 73, fracción XXIX-G, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, para expe-
dir leyes que establezcan la concurrencia del gobierno fe-
deral, de los gobiernos de los estados y de los municipios,
en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia
de protección al ambiente y de preservación y restauración
del equilibrio ecológico.

Así las cosas, una vez analizadas las atribuciones referidas
en el párrafo anterior, y los requerimientos contenidos en el
asunto en estudio, esta Comisión ordinaria de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, estima que la iniciativa que
reforma el artículo 62 de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, cumple en general
con los requisitos formales que se exigen en la práctica par-
lamentaria para su presentación y que son los siguientes:

• Ser formulada por escrito.

• Tener un título.

• Contener el nombre y firma de la persona que presen-
ta la iniciativa.

• Una parte expositiva de motivos.

• El texto legal que se propone.

• El artículo transitorio  que señala la entrada en vigor,

• La fecha de elaboración.

• Ser publicada en la Gaceta Parlamentaria.
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En cuanto al contenido sustancial de la iniciativa que se
dictamina, esta comisión ordinaria se abocó a realizar el si-
guiente estudio y análisis de la misma:

El legislador promovente de la presente iniciativa, plantea
agregar un segundo párrafo al artículo 62 de la Ley Gene-
ral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, a
fin de disminuir la discrecionalidad jurídica que actual-
mente tienen las autoridades para reducir la extensión te-
rritorial de las áreas naturales protegidas; así como, para
modificar sus usos de suelo, por lo cual propone la si-
guiente redacción:

“Artículo 62. Una vez establecida un área natural pro-
tegida, sólo podrá ser modificada su extensión, y en su
caso, los usos del suelo permitidos o cualquiera de sus
disposiciones, por la autoridad que la haya establecido,
siguiendo las mismas formalidades previstas en esta
Ley para la expedición de la declaratoria respectiva.

Estas modificaciones territoriales de las Áreas Natu-
rales Protegidas sólo podrán ser para ampliar su ex-
tensión. El área que comprende la zona núcleo no po-
drá ser modificada en detrimento territorial. De
igual forma, las modificaciones del uso del suelo o
cualquiera de las disposiciones con las que esta fue
creada inicialmente, únicamente podrán modificarse
para elevar el grado de protección de los recursos
existentes dentro de las mismas.”

La creciente preocupación de la comunidad mundial por
tratar de establecer mecanismos de cooperación internacio-
nal tendientes a la preservación de la riqueza biológica y
diversidad de la tierra, derivó que en 1992 durante el mar-
co de la llamada “Cumbre de la Tierra” en Río de Janeiro,
Brasil, se firmara el Convenio sobre la Diversidad Biológi-
ca, el cual dentro de su artículo 8, inciso A), señala que ca-
da parte contratante deberá establecer “un sistema de áreas
protegidas” o áreas donde haya que tomar medidas espe-
ciales para conservar la diversidad biológica. Cabe hacer
mención que nuestro país formó parte de este convenio el
cual fue debidamente suscrito y ratificado.

Como país signante de este Convenio, México adquirió el
firme compromiso de incorporar a su sistema jurídico am-
biental la figura de las áreas naturales protegidas, sin em-
bargo dicha figura ya venia operando dentro de nuestro pa-
ís desde varias décadas atrás. Nuestra vigente Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, in-
corpora esta figura como uno de los principales mecanis-

mos de política ambiental para la conservación de los eco-
sistemas de alto valor ecológico, dedicando dentro de su
Título Segundo un Capítulo exclusivo a las Áreas Natura-
les Protegidas, definiéndolas dentro del artículo 44 como:
“las zonas del territorio nacional y aquellas sobre las que la
Nación ejerce su soberanía y jurisdicción, en las que los
ambientes originales no han sido significativamente altera-
dos por la actividad del ser humano, o que requieren ser
preservados y restaurados...”

Actualmente contamos con 158 zonas decretadas por la fe-
deración como ANP´s, mismas que se encuentran adminis-
tradas por la Comisión Nacional de Áreas Naturales Prote-
gidas, representando una superficie de 22,038,789 millones
de hectáreas, el 11. 22 % del territorio nacional.1

Así también las características físicas y biológicas de cada
una de estas áreas, ha permitido que nuestra legislación
considere diversos tipos de Áreas Naturales Protegidas
(ANP´s), como reservas de la biosfera, parques nacionales;
monumentos naturales, áreas de protección de recursos na-
turales, áreas de protección de flora y fauna, santuarios,
parques y reservas estatales, y zonas de preservación eco-
lógica de los centros de población. Sin embargo y como es
ampliamente conocido, su declaratoria requiere de un pro-
ceso previo, el cual se encuentra contenido dentro de la
LGEEPA y su reglamento en materia de áreas naturales
protegidas.

Es así, como durante el proceso que sigue la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales para el estableci-
miento y declaratoria de las áreas naturales protegidas, se
realiza una división y subdivisión territorial a fin de identi-
ficar y delimitar las porciones del territorio que la confor-
man, acorde con sus elementos biológicos, físicos y so-
cioeconómicos, con el fin de determinar las actividades
que se podrán realizar dentro de ella, atendiendo principal-
mente a la vocación natural de sus suelos y el estado de
conservación de los mismos, las principales zonas y sub-
zonas que se pueden establecer son:

• Las zonas núcleo las cuales a su vez se forma por sub-
zonas que son las de protección y uso restringido.

• Las zonas de amortiguamiento dentro de las cuales en-
contramos las subzonas de preservación, uso tradicio-
nal, aprovechamiento sustentable de recursos naturales,
aprovechamiento sustentable de los ecosistemas, apro-
vechamiento especial, uso público, asentamientos hu-
manos y de recuperación.
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Las zonas núcleo al tener como principal objetivo la pre-
servación de los ecosistemas a mediano y largo plazo, es-
tablecen las mayores restricciones al limitar o prohibir
aprovechamientos que alteren los ecosistemas.

Es una realidad que la tendencia de la política ambiental en
México, está encaminada a un aumento en el número de
ANP´s, y por consiguiente de la superficie protegida; sin
embargo, debemos considerar que el crecimiento demográ-
fico y el desarrollo de las actividades industriales de nues-
tro país, ha provocado una mayor presión sobre los recur-
sos naturales, es de destacar que la principal preocupación
del diputado promovente, estriba en que a consecuencia de
esta presión, lo que hemos podido ganar en el aumento de
la superficie protegida, se pueda revertir con un detrimen-
to, el cual sería jurídicamente posible, ya que actualmente
una vez establecida un área natural protegida y determina-
das sus zonas y subzonas, con las consecuentes restriccio-
nes a su uso y aprovechamiento, sólo al amparo de lo con-
tenido en el artículo 62 de la LGEEPA se permite la
modificación de su superficie.

El texto vigente del artículo 62, señala que:

“Una vez establecida un área natural protegida, sólo po-
drá ser modificada su extensión, y en su caso, los usos
del suelo permitidos o cualquiera de sus disposiciones,
por la autoridad que la haya establecido, siguiendo las
mismas formalidades previstas en esta Ley para la ex-
pedición de la declaratoria respectiva.”

No obstante el sentido proteccionista con el que fue conce-
bido este artículo, si en este momento la autoridad intenta-
rá favorecer intereses contrarios a los principios de conser-
vación y sustentabilidad, a fin de disminuir la superficie
protegida dentro de una poligonal, sus actos se encontrarí-
an jurídicamente permitidos, al no existir limitante alguna
para reducir la extensión de las áreas naturales protegidas,
ni para redelimitar sus zonas y subzonas, en este sentido
los integrantes de esta Comisión de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, estimamos conveniente la aprobación de
la iniciativa que reforma el artículo 62, de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, pre-
sentada por el diputado Jorge Godoy Cárdenas, integrante
del Grupo Parlamentario de Convergencia, debemos enten-
der que la biodiversidad es uno de los elementos naturales
más importantes del país, siendo necesario fortalecer los
instrumentos de nuestro marco normativo orientados a la
protección y conservación de los ecosistemas; con la apro-
bación de la presente reforma estaríamos disminuyendo la

discrecionalidad jurídica con que podría actuar la autoridad
en el momento de modificar los decretos de las áreas natu-
rales protegidas mexicanas, por lo cual se considera co-
rrecto incluir un segundo párrafo a la redacción del artícu-
lo 62, a efecto de establecer expresamente que si bien la
autoridad que la haya decretado el área natural protegida,
seguirá siendo la facultada de modificar su extensión y uso
del suelo, dicha modificación no podrá efectuarse en detri-
mento de su extensión territorial, por lo consiguiente los
usos del suelo determinados desde su concepción, deberán
ser respetados pudiendo únicamente modificarse para ele-
var su grado de protección; pese a lo anterior se estima que
la redacción propuesta por el promovente debe ser adecua-
da con el objeto de evitar interpretaciones que dificulten su
aplicación y entorpezcan su correcta operatividad. Debido
a lo anterior, esta comisión dictaminadora propone cambiar
la alusión que el promovente hace a que “Estas modifica-
ciones territoriales de las Áreas Naturales Protegidas sólo
podrán ser para ampliar su extensión”, por la de “La ex-
tensión en los polígonos de las áreas naturales protegidas y
sus zonas núcleo, podrá ser modificada, siempre que la su-
perficie total, no sea menor, a la establecida por la declara-
toria inicial.”, esta redacción, abre la posibilidad de que
cuando algunas zonas de la o las poligonales que integran
las áreas naturales protegidas, se encuentren degradadas en
un estado tal, que sea imperante su desincorporación de la
superficie protegida, la Secretaría pueda tener la opción de
excluirlas de la poligonal inicial, siempre y cuando sea res-
petado el número de áreas protegidas originalmente, lo
cual se puede lograr compensando la superficie desincor-
porada, mediante la ampliación en la superficie de otra u
otras poligonales, cuyos predios adyacentes se encuentren
en buen estado de conservación.

Por las razones señaladas en los párrafos anteriores, los in-
tegrantes de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales que suscriben el presente dictamen, se permiten
someter a la consideración de esta honorable Asamblea la
aprobación del siguiente proyecto de:

Proyecto de decreto por el que se adiciona un párrafo al
artículo 62 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente.

Artículo Único. Se adiciona un segundo párrafo al artícu-
lo 62 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 62. ...
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La extensión en los polígonos de las áreas naturales
protegidas y sus zonas núcleo, podrá ser modificada,
siempre que la superficie total, no sea menor a la esta-
blecida por la declaratoria inicial; así también, las mo-
dificaciones a los usos del suelo o cualquiera de las dis-
posiciones establecidas por la declaratoria, únicamente
podrán realizarse para elevar el grado de protección a
los recursos naturales existentes dentro de las mismas.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.

Nota:

1 Fuente. Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas, febrero
de 2007.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro de la honorable Cámara
de Diputados, a los 22 días del mes de mayo de 2008.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Diego Cobo Terrazas (rúbrica), presidente; Jesús de León Tello (rúbri-
ca), José Luis Espinosa Piña (rúbrica), Lucía Susana Mendoza Mora-
les (rúbrica), Benjamín Hernández Silva (rúbrica), María Mercedes
Colín Guadarrama (rúbrica), secretarios; Edmundo Javier Bolaños
Aguilar (rúbrica), Adriana Dávila Fernández (rúbrica), José Antonio
Díaz García, Emilio Ramón Ramiro Flores Domínguez (rúbrica), José
Guillermo Fuentes Ortiz (rúbrica), Jorge Rubén Nordhausen González
(rúbrica), Christian Martín Lujano Nicolás (rúbrica), Martha Angélica
Romo Jiménez (rúbrica), Víctor Manuel Torres Herrera (rúbrica), Alei-
da Alavez Ruiz, María Soledad López Torres (rúbrica), Rafael Villica-
ña García (rúbrica), Juan Hugo de la Rosa García, Carlos Roberto Mar-
tínez Martínez (rúbrica), Armando Barreiro Pérez (rúbrica), Roberto
Mendoza Flores (rúbrica), Martha Hilda González Calderón, Fernando
Quetzalcóatl Moctezuma Pereda (rúbrica), Carlos Ernesto Zatarain
González, Beatriz Manrique Guevara (rúbrica), Humberto López Lena
Cruz (rúbrica) José Ascención Orihuela Bárcenas, Víctor Manuel Mén-
dez Lanz.»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
En consecuencia, está a discusión en lo general y en lo par-
ticular el artículo único del proyecto de decreto.

No habiendo oradores registrados, consulte la Secretaría a
la asamblea si el proyecto de decreto se encuentra sufi-
cientemente discutido en lo general y en lo particular.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se encuentra suficientemente dis-
cutido el proyecto de decreto, en lo general y en lo parti-
cular. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los
diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Suficientemente discutido.

Se pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico por
cinco minutos para proceder a la votación, en lo general y
en lo particular, del proyecto de decreto.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General.
Ábrase el sistema electrónico por cinco minutos para pro-
ceder a la votación, en lo general y en lo particular, del pro-
yecto de decreto.

(Votación)

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
A los alumnos de la escuela secundaria de Xochitlán, Pue-
bla, que nos acompañan en esta sesión, bienvenidos.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
¿Falta algún diputado o alguna diputada por emitir su vo-
to? Está abierto, todavía, diputado.

Ciérrese el sistema de votación electrónico. Se emitieron
325 votos en pro y 0 en contra.

Presidencia del diputado 
José Luis Espinosa Piña

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Apro-
bado en lo general y en lo particular, por 325 votos, el
proyecto de decreto que adiciona un párrafo al artículo
62 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente. Pasa al Senado para sus efectos
constitucionales.
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LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y
LA PROTECCION AL AMBIENTE

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que adiciona la fracción V al artí-
culo 2o. de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea si se dis-
pensa la lectura del dictamen.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la
asamblea, en votación económica, si se dispensa la lectura
del dictamen. Las diputadas y los diputados que estén por
la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los di-
putados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura. 

«Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto que adiciona una frac-
ción V al artículo 2o. de la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
le fue turnada para su estudio y elaboración del dictamen
correspondiente, el expediente No. 2720 que contiene la
iniciativa con proyecto de decreto, por el que se reforman
diversas disposiciones de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, presentada por la
diputada Mónica Arriola Gordillo, integrante del Grupo
Parlamentario Nueva Alianza.

En virtud del análisis y estudio de la iniciativa que se dic-
tamina, esta comisión ordinaria, con base en las facultades
que le confieren los artículos 39 numerales 1 y 2, fracción
XXIV, y 45 numeral 6, incisos e) y f), y numeral 7 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos; así como los artículos 60, 65, 87, 88, 93 y 94
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a conside-
ración de los integrantes de esta honorable Asamblea, el
presente dictamen, de acuerdo con los siguientes:

Antecedentes

Primero. El 8 de noviembre de 2007, la diputada Mónica
Arriola Gordillo, integrante del Grupo Parlamentario Nue-
va Alianza, presentó una iniciativa con proyecto de decre-
to por la que se reforman diversas disposiciones de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente.

Segundo. En esa misma fecha, el expediente No. 2720 que
contiene la iniciativa en comento fue turnada a la Comisión
de Medio Ambiente y Recursos Naturales de la Cámara de
Diputados del H. Congreso de la Unión, para su análisis y
elaboración del dictamen correspondiente, de conformidad
con las siguientes:

Consideraciones

Los legisladores que integran esta Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión tienen el derecho de
iniciativa, el cual se sustenta en la fracción II del artículo
71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así también este Congreso tiene la facultad que le
confiere el artículo 73, fracción XXIX-G, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, para expe-
dir leyes que establezcan la concurrencia del gobierno fe-
deral, de los gobiernos de los estados y de los municipios,
en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia
de protección al ambiente y de preservación y restauración
del equilibrio ecológico.

Así las cosas, una vez analizadas la atribuciones referidas
en el párrafo anterior, y los requerimientos contenidos en el
asunto en estudio, esta Comisión ordinaria de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, estima que la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, cumple en general con los requisi-
tos formales que se exigen en la práctica parlamentaria pa-
ra su presentación y que son los siguientes:

• Ser formulada por escrito.

• Tener un título.

• Contener el nombre y firma de la persona que presen-
ta la iniciativa.

• Una parte expositiva de motivos.
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• El texto legal que se propone.

• El artículo transitorio que señala la entrada en vigor,

• La fecha de elaboración.

• Ser publicada en la Gaceta Parlamentaria.

Durante la Tercera Reunión de las Partes del Protocolo de
Kioto, llevada a cabo en diciembre de 2007 en Bali, Indo-
nesia, se celebró el décimo aniversario de la apertura a fir-
ma de dicho instrumento internacional.  Asimismo, el 16 de
febrero pasado se celebró el tercer aniversario de su entra-
da en vigor.

El Protocolo de Kioto cuenta con tres mecanismos de fle-
xibilidad que reducen los costos de lograr las metas de re-
ducción de emisiones de gases de efecto invernadero (GEI)
establecidas para los países del Anexo B: “estos mecanis-
mos facultan a las Partes a acceder a oportunidades costo-
efectivas de reducción de emisiones o secuestro de carbo-
no de la atmósfera en otros Estados [Parte]. Mientras que
el costo de limitar las emisiones varía considerablemente
de región en región, el beneficio para la atmósfera es el
mismo, independientemente del lugar en el que se lleve a
cabo la actividad.”1

Uno de los mecanismos de flexibilidad del Protocolo de
Kioto es el Mecanismo para un Desarrollo Limpio (MDL).
De conformidad con el artículo 12.2 del referido instru-
mento internacional, el objeto del mecanismo es: “ayudar a
las Partes no incluidas en el anexo I a lograr un desarrollo
sostenible y contribuir al objetivo último de la Convención,
así como ayudar a las Partes incluidas en el anexo I a dar
cumplimiento a sus compromisos cuantificados de limita-
ción y reducción de las emisiones contraídos en virtud del
artículo 3.”2

De acuerdo a una de las decisiones adoptadas en la Terce-
ra Reunión de las Partes del Protocolo de Kioto, durante el
periodo 2006-2007 bajo el MDL se registraron 825 pro-
yectos, se emitieron 85,049,697 certificados de reducción
de emisiones, se acreditaron y designaron 18 entidades
operativas y se aprobaron 32 líneas base y metodologías de
seguimiento, incluyendo la consolidación de 8 metodologí-
as en 3 metodologías.3 Al respecto es importante señalar
que a nivel mundial, México ocupa el 7° lugar por el nú-
mero de certificados de reducción de emisiones otorgados
con 2,735,191 CERs; el 5° lugar por la reducción prome-

dio esperada y, el 4º lugar en cuanto al número de proyec-
tos registrados, con 101 proyectos.4

Señala la promovente que la iniciativa que se dictamina tie-
ne por objeto: “dotar de facultades a la Secretaría de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat), para que
establezca los lineamientos y las obligaciones necesarias
para que toda industria, sin importar su giro, adopte meca-
nismos de desarrollo limpio (MDL) en la elaboración de
sus productos, así como fijar sanciones para los que no
cumplan los objetivos en los tiempos que para la adopción
y el mantenimiento de MDL se consideren en la ley.”

Para ello se proponen adicionar y reformar diversas dispo-
siciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente. Sobre el particular, esta Comisión
dictaminadora considera pertinente señalar que aún cuando
comparte la inquietud de la promovente para adicionar una
fracción V al artículo 2o de la referida Ley, considera que
los términos que utiliza son inadecuados toda vez que ha-
cen referencia al “calentamiento global” y no al término
legal aceptado a nivel internacional “efectos adversos del
cambio climático”. Por ello, esta Comisión ordinaria con-
sidera conveniente modificar este término a fin de que sea
congruente con los acuerdos internacionales que nuestro
país ha firmado y ratificado en la materia. La redacción
propuesta es la siguiente:

“Artículo 2o.- Se consideran de utilidad pública:

I. a II. ...

III. La formulación y ejecución de acciones de pro-
tección y preservación de la biodiversidad del terri-
torio nacional y las zonas sobre las que la nación
ejerce su soberanía y jurisdicción, así como el apro-
vechamiento de material genético;

IV. El establecimiento de zonas intermedias de sal-
vaguardia, con motivo de la presencia de actividades
consideradas como riesgosas; y,

V. La formulación y ejecución de acciones inclui-
das las de: prevención, mitigación y adaptación
que contribuyan a minimizar y, en la medida de
lo posible evitar los efectos adversos del cambio
climático.”
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En cuanto a la adición de una fracción XXIII al artículo 3o
de la Ley en comento, mediante la cual se definen los Me-
canismos de Desarrollo Limpio como: “mecanismos a im-
plementarse por las personas físicas o morales, que apoyan
el desarrollo sustentable y contribuyen a limitar la emisión
de gases de efecto invernadero”; esta Comisión ordinaria lo
considera inadecuado. En primera instancia se debe aclarar
que el Protocolo de Kioto no habla de mecanismos sino de
actividades que se llevarán a cabo por proyectos y, de las
que se espera reducir emisiones de GEI que ayuden a cum-
plir sus compromisos cuantificados de limitación y reduc-
ción de emisiones a los países Anexo B, a la vez que con-
tribuyan a promover el desarrollo sustentable en los países
no Anexo I.

En segunda instancia, la adición propuesta no responde al
objeto del Mecanismo establecido en el artículo 12.2 del
protocolo de Kioto, particularmente en lo que corresponde
a las obligaciones de México como Estado Parte de dicho
instrumento internacional.  Recuérdese que la no pertenen-
cia al Anexo B exime a nuestro país de reducir emisiones
de GEI, así como de brindar asistencia financiera y técnica
a otros países.  Al respecto es importante aclarar que ello
no quiere decir que se pretende que nuestro país evite re-
ducir sus emisiones antropogénicas de GEI, sino que pue-
de y debe hacerlo de conformidad con los términos que es-
tablecen tanto la Convención como el Protocolo: De forma
voluntaria de acuerdo a su responsabilidad común pero di-
ferenciada.

Más aún, esta Comisión ordinaria destaca dos aspectos bá-
sicos del MDL que fueron definidos en los Acuerdos de
Marrakesh, adoptados durante la Primera Reunión de las
Partes del Protocolo y, que al parecer, no han sido valora-
dos en su justa dimensión al proponer la adición de la frac-
ción XXIII al artículo 3o de la Ley en comento.  El prime-
ro es el carácter voluntario de la participación en los
proyectos de MDL y el segundo, es la adicionalidad en la
reducción de GEI que la implementación del proyecto pue-
da proveer.5 Este último aspecto es importante toda vez
que si una actividad que contribuye a reducir emisiones de
GEI es obligatoria por ley, automáticamente pierde el ca-
rácter de “adicionalidad” que se establece como requisito
para que un proyecto MDL sea validado y registrado por la
Entidad Operacional Designada.6

La propuesta de reforma que se dictamina también adicio-
na una fracción VII al Artículo 22 Bis con objeto de que se
considere prioritario, para efectos del otorgamiento de es-
tímulos fiscales que se establezcan conforme a la Ley de

Ingresos de la Federación, las actividades relacionadas
con: “VII. El establecimiento e implementación de meto-
dologías de industria limpia que ayuden a reducir la emi-
sión de gases invernadero”. Dicha adición se considera im-
procedente. Ello en razón de que utiliza de forma
incorrecta conceptos aceptados a nivel internacional, con-
cretamente el concepto de “gases de efecto invernadero”.

En segundo lugar la fracción se refiere al establecimiento
de técnicas, métodos y tecnologías limpias, que contribu-
yan no sólo a reducir las emisiones de los contaminantes
atmosféricos, sino a que los procesos industriales sean más
limpios. Al respecto cabe señalar que la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al ambiente ya con-
templa esta inquietud, concretamente la fracción XIII del
artículo 5o que establece como facultad de la Federación:
“El fomento de la aplicación de tecnologías, equipos y
procesos que reduzcan las emisiones y descargas conta-
minantes provenientes de cualquier tipo de fuente, en
coordinación con las autoridades de los Estados, el Distri-
to Federal y los Municipios; así como el establecimiento de
las disposiciones que deberán observarse para el aprove-
chamiento sustentable de los energéticos.”7

Además, esta Comisión ordinaria considera que la inquie-
tud de la promovente queda subsanada con lo dispuesto por
la fracción I del propio artículo 22 Bis, que a la letra reza:
“I.- La investigación, incorporación o utilización de meca-
nismos, equipos y tecnologías que tengan por objeto evi-
tar, reducir o controlar la contaminación o deterioro
ambiental, así como el uso eficiente de recursos naturales
y de energía;”8

Por otra parte se propone una reforma al artículo 35 Bis 1
de la siguiente forma: “Las personas físicas o morales que
presten servicios de impacto ambiental serán responsables
ante la Secretaría de los informes preventivos, manifesta-
ciones de impacto ambiental y estudios de riesgo que ela-
boren, quienes declararán bajo protesta de decir verdad que
en ellos se incorporan las mejores técnicas y metodologías
existentes, así como la información y medidas de preven-
ción y mitigación más efectivas.

En los casos en que no se cumplan estas condiciones, la
Secretaría tendrá la posibilidad de sancionarlas de
acuerdo con el reglamento que emita.”

La reforma propuesta se considera improcedente por esta
Comisión Ordinaria.  Primero, en atención a que en la ex-
posición de motivos no se explica cuál es el objeto que per-
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sigue dicha reforma; segundo por que del análisis de su
contenido, pareciera que el único vínculo que existe entre
ésta y el resto de los artículos reformados o adicionados es
la referencia a que en los informes preventivos, manifesta-
ciones de impacto ambiental y estudios de riesgo que se
elaboren se han incorporado las mejores técnicas y me-
todologías existentes, elementos que si bien es cierto son
fundamentales, no guardan una relación directa con la in-
corporación de técnicas, metodologías y tecnologías lim-
pias en procesos productivos que contribuyan a reducir las
emisiones de gases de efecto invernadero que la promo-
vente menciona en su exposición de motivos.

Adicionalmente a esta Comisión dictaminadora le preocu-
pa, que el segundo párrafo haya sido eliminado porque no
sólo se cancela la posibilidad de que los interesados, las
instituciones de investigación, los colegios o asociaciones
profesionales presenten informes preventivos, manifesta-
ciones de impacto ambiental y estudios de riesgo, sino que
también se excluye su responsabilidad ante la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales. Adicionalmente es-
ta Comisión ordinaria se permite recordar que ya en otras
ocasiones ha manifestado la necesidad de realizar una re-
forma integral a la Sección V “Evaluación del Impacto
Ambiental” del Capítulo IV Instrumentos de la Política
Ambiental” y no sólo al artículo en comento.

Por su parte, la adición de una fracción XV al artículo 111
de la Ley en comento, tiene por objeto facultar a la Secre-
taría de Medio Ambiente y Recursos Naturales a “expedir
las Normas Oficiales Mexicanas para la adopción de meto-
dologías de industria limpia en las industrias que produz-
can emisiones de gases invernadero”; así como para “for-
mular y aplicar programas para la adopción de
metodologías de industria limpia en todas las industrias
que produzcan emisiones de gases invernadero. Dichos
programas deberán prever los objetivos que se pretende al-
canzar, los plazos correspondientes y los mecanismos para
su instrumentación”.  Al igual que en el caso de la adición
al artículo 22 Bis, dicha adición se considera improceden-
te, pues por una parte utiliza de forma incorrecta conceptos
aceptados a nivel internacional, concretamente el concepto
de gases de efecto invernadero.

Adicionalmente, esta comisión ordinaria estima pertinente
recordar que de aprobarse el contenido de la reforma pro-
puesta se estaría violentando lo dispuesto por el artículo 37
de la Ley en comento, que a la letra claramente dispone:

“Artículo 37. En la formulación de normas oficiales
mexicanas en materia ambiental deberá considerar-
se que el cumplimiento de sus previsiones deberá re-
alizarse de conformidad con las características de
cada proceso productivo o actividad sujeta a regula-
ción, sin que ello implique el uso obligatorio de tec-
nologías específicas.

Cuando las normas oficiales mexicanas en materia
ambiental establezcan el uso de equipos, procesos o
tecnologías específicas, los destinatarios de las mis-
mas podrán proponer a la Secretaría para su apro-
bación, los equipos, procesos o tecnologías alternati-
vos mediante los cuales se ajustarán a las previsiones
correspondientes.

Para tal efecto, los interesados acompañarán a su pro-
puesta la justificación en que ésta se sustente para cum-
plir con los objetivos y finalidades establecidos en la
norma oficial mexicana de que se trate.

Una vez recibida la propuesta, la Secretaría en un plazo
que no excederá de treinta días emitirá la resolución res-
pectiva. En caso de que no se emita dicha resolución en
el plazo señalado, se considerará que ésta es negativa.

Cuando la resolución sea favorable, deberá publicarse
en un órgano de difusión oficial y surtirá efectos en be-
neficio de quien lo solicite, respetando, en su caso, los
derechos adquiridos en materia de propiedad indus-
trial.”9

Más aún, esta Comisión dictaminadora estima que el espí-
ritu de la adición ya se encuentra plenamente cubierto en
las fracciones I, III, IV, VI, X y XIV del mismo artículo.
Dichas fracciones facultan a la Semarnat a:

“I. Expedir las normas oficiales mexicanas que esta-
blezcan la calidad ambiental de las distintas áreas,
zonas o regiones del territorio nacional, con base en
los valores de concentración máxima permisible para la
salud pública de contaminantes en el ambiente, determi-
nados por la Secretaría de Salud;

III. Expedir las normas oficiales mexicanas que esta-
blezcan por contaminante y por fuente de contami-
nación, los niveles máximos permisibles de emisión
de olores, gases así como de partículas sólidas y lí-
quidas a la atmósfera provenientes de fuentes fijas y
móviles;
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IV. Formular y aplicar programas para la reducción
de emisión de contaminantes a la atmósfera, con ba-
se en la calidad del aire que se determine para cada
área, zona o región del territorio nacional. Dichos
programas deberán prever los objetivos que se pretende
alcanzar, los plazos correspondientes y los mecanismos
para su instrumentación;

VI. Requerir a los responsables de la operación de
fuentes fijas de jurisdicción federal, el cumplimiento
de los límites máximos permisibles de emisión de
contaminantes, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 37 de la presente Ley, su reglamento y en las
normas oficiales mexicanas respectivas;

X. Definir niveles máximos permisibles de emisión
de contaminantes a la atmósfera por fuentes, áreas,
zonas o regiones, de tal manera que no se rebasen las
capacidades de asimilación de las cuencas atmosféricas
y se cumplan las normas oficiales mexicanas de calidad
del aire;

XIV. Expedir las normas oficiales mexicanas que es-
tablezcan las previsiones a que deberá sujetarse la
operación de fuentes fijas que emitan contaminantes
a la atmósfera, en casos de contingencias y emergen-
cias ambientales.”10

La adición de un cuarto párrafo al artículo 111 Bis propo-
ne que: “En todos los casos, las fuentes fijas de jurisdicción
federal sólo podrán operar y funcionar cuando adopten al-
guna Metodología de Industria Limpia en términos del Re-
glamento que emita la Secretaría en materia de emisión de
gases de invernadero.” Al igual que en el caso de la adición
al artículo 111, dicha adición se considera improcedente,
toda vez que utiliza de forma incorrecta conceptos acepta-
dos a nivel internacional, concretamente el concepto de ga-
ses de efecto invernadero.

En segundo término la adición hace referencia a la “Meto-
dología de Industria Limpia”, que no se encuentra definida
por la Ley. Tampoco cabe en la definición de “Mecanismos
de Desarrollo Limpio” propuesta por la promovente, hecho
que repercutiría negativamente tanto en la aplicación como
en el cumplimiento de la Ley.

Finalmente la adición se refiere a la elaboración de un Re-
glamento sobre emisiones de gases de efecto invernadero.
Al respecto, esta Comisión dictaminadora se permite re-
cordar que la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos le otorga al Poder Ejecutivo como principal
función legislativa emitir las disposiciones reglamentarias
necesarias en la ejecución de lo dispuesto por las leyes. El
principal fin de los reglamentos, es facilitar la aplicación
de la ley, detallándola, y operando como instrumentos idó-
neos para llevar a efecto su contenido. En el caso concreto
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, ésta cuenta con cuerpos normativos reglamenta-
rios en materia de prevención y contaminación atmosféri-
ca, áreas naturales protegidas, evaluación de impacto am-
biental. Sin embargo, los reglamentos sólo tendrán vida y
sentido de derecho, en tanto se deriven de una norma legal
a la que reglamentan en la esfera administrativa, lo cual en
el caso en estudio no ocurre puesto que el texto de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente no establece disposiciones particulares para gases de
efecto invernadero.

Por las razones señaladas en los párrafos anteriores, los in-
tegrantes de la Comisión Legislativa que suscribe, se per-
miten someter a la consideración de esta honorable Asam-
blea la aprobación del siguiente proyecto de:

Decreto por el que se adiciona una fracción al artículo
2o. de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente.

Artículo Único. Se adiciona una fracción V al artículo 2o
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 2. Se consideran de utilidad pública:

I. a II. ...

III. La formulación y ejecución de acciones de protec-
ción y preservación de la biodiversidad del territorio na-
cional y las zonas sobre las que la nación ejerce su so-
beranía y jurisdicción, así como el aprovechamiento de
material genético;

IV. El establecimiento de zonas intermedias de salva-
guardia, con motivo de la presencia de actividades con-
sideradas como riesgosas, y

V. La formulación y ejecución de acciones de pre-
vención, mitigación y adaptación que contribuyan a
minimizar y, en la medida de lo posible, evitar los
efectos adversos del cambio climático.
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Notas:

1 Los corchetes son de la Comisión dictaminadora.  UNFCCC. “The
Mechanisms under the Kyoto Protocol: The Clean Development Me-
chanism, Joint Implementation and Emissions Trading”. En:
http://unfccc.int/kyoto_protocol/mechanisms/items/1673.php. Página
consultada el 29 de febrero de 2008.

2 El Artículo 3 del Protocolo de Kioto se refiere a los límites y reduc-
ción cuantificada de emisiones de gases de efecto invernadero. 

3 Ver. “I.General”. Further guidance relating to the clean development
mechanism. Advance unedited version. Decision_/CMP.3. En:
http://unfccc.int/meetings/cop_13/items/4049.php. Página consultada
el 29 de febrero de 2008.

4 Ver. UNFCCC. “CDM Statistics” as of 27 February 2008 at 18:38
hrs. En: http://cdm.unfccc.int/Statistics/index.html. Página consultada
el 29 de febrero de 2008.

5 Por adicionalidad se entiende: las emisiones antropogénicas de gases
de efecto invernadero por fuentes se reducen por debajo de aquellas
que hubieran ocurrido en la ausencia de la actividad registrada como
proyecto de MDL. Ver. UNFCCC. “Validation and Registration” Deci-
sion 3/CMP.1 Modalities and procedures for a clean development me-
chanisms defined in Article 12 of the Kyoto Protocol. Decisions adop-
ted by the Conference of the Parties serving as the Meeting of the
Parties of the Kyoto Protocol. FCCC/KP/CMP/2005/8/Add.1 30
March 2006. p.14.

6 La Entidad Operacional Designada puede ser una entidad legal na-
cional o una organización internacional acreditada y designada de for-
ma provisional hasta que se confirme por la Reunión de las Partes del
Protocolo por medio de la Junta Ejecutiva. Su función es validar y pos-
teriormente solicitar el registro de proyectos de MDL, verificar que la
reducción de emisiones de un proyecto de MDL es adecuada y solici-
tar a la Junta Ejecutiva la emisión de Certificados de Reducción de
Emisiones para dicho proyecto.

7 Las negrillas son de la Comisión dictaminadora.

8 Las negrillas son de la Comisión dictaminadora.

9 Las negrillas son de la Comisión dictaminadora.

10 Las negrillas son de la Comisión dictaminadora.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro de la honorable Cámara
de Diputados, a los 22 días del mes de mayo de 2008.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Diego Cobo Terrazas (rúbrica), presidente; Jesús de León Tello (rúbri-
ca), José Luis Espinosa Piña (rúbrica), Lucía Susana Mendoza Mora-
les (rúbrica), Benjamín Hernández Silva (rúbrica), María Mercedes
Colín Guadarrama (rúbrica), secretarios; Edmundo Javier Bolaños
Aguilar (rúbrica), Adriana Dávila Fernández (rúbrica), José Antonio
Díaz García, Emilio Ramón Ramiro Flores Domínguez (rúbrica), José
Guillermo Fuentes Ortiz (rúbrica), Jorge Rubén Nordhausen González
(rúbrica), Christian Martín Lujano Nicolás (rúbrica), Martha Angélica
Romo Jiménez (rúbrica), Víctor Manuel Torres Herrera (rúbrica), Alei-
da Alavez Ruiz, María Soledad López Torres (rúbrica), Rafael Villica-
ña García (rúbrica), Juan Hugo de la Rosa García, Carlos Roberto Mar-
tínez Martínez (rúbrica), Armando Barreiro Pérez (rúbrica), Roberto
Mendoza Flores (rúbrica), Martha Hilda González Calderón, Fernando
Quetzalcóatl Moctezuma Pereda (rúbrica), Carlos Ernesto Zatarain
González (rúbrica), Beatriz Manrique Guevara (rúbrica), Humberto
López Lena Cruz (rúbrica) José Ascención Orihuela Bárcenas, Víctor
Manuel Méndez Lanz.»

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: En
consecuencia está a discusión, en lo general y en lo parti-
cular, el artículo único del proyecto de decreto.

No habiendo oradores registrados consulte la Secretaría a
la asamblea si el proyecto de decreto se encuentra sufi-
cientemente discutido, en lo general y en lo particular.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Por instrucciones de la Presidencia, en votación
económica se consulta a la asamblea si se encuentra sufi-
cientemente discutido el proyecto de decreto, en lo general
y en lo particular. Las diputadas y los diputados que estén
por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los
diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado José Luis Espinosa Piña: Sufi-
cientemente discutido.

Se pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico por
cinco minutos para proceder a la votación, en lo general y
en lo particular, del proyecto de decreto.
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La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento para el Gobierno Interior. Ábrase el siste-
ma electrónico por cinco minutos para proceder a la vota-
ción, en lo general y en lo particular, del proyecto de de-
creto.

(Votación)

¿Falta alguna diputada o algún diputado por emitir su vo-
to? Ciérrese el sistema electrónico.

Se emitieron 329 votos a favor, 0 en contra y 0 abstencio-
nes.

Presidencia del diputado 
César Horacio Duarte Jáquez

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Aprobado por unanimidad con 329 votos, en lo general
y en lo particular, el proyecto de decreto que adiciona la
fracción V al artículo 2o. de la Ley General del Equili-
brio Ecológico y la Protección al Ambiente. Pasa al Se-
nado para sus efectos constitucionales.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y
LA PROTECCION AL AMBIENTE

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
El siguiente punto del orden del día es la discusión del dic-
tamen con proyecto de decreto que reforma el párrafo ter-
cero del artículo 173 de la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea si se dis-
pensa la lectura del dictamen.

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la asam-
blea, en votación económica, si se dispensa la lectura del
dictamen. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Mayoría por la afirmativa, diputado presidente. Se dispen-
sa la lectura.

«Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto que reforma el párrafo
tercero del artículo 173 de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales
de la LX Legislatura de la Cámara de Diputados del H.
Congreso de la Unión, le fue turnado para su estudio y ela-
boración del dictamen correspondiente, el expediente No.
2297, que contiene la iniciativa que reforma los artículos
168 y 173 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, presentada por la diputada Ana
Maria Ramírez Cerda, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México.

En virtud del análisis y estudio de la iniciativa que se dic-
tamina, esta comisión ordinaria, con base en las facultades
que les confiere la fracción XXIX-G del artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos pa-
ra expedir leyes que establezcan la concurrencia del go-
bierno federal, de los gobiernos de los estados y de los mu-
nicipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en
materia de protección al ambiente y de preservación y res-
tauración del equilibrio ecológico; los artículos 39 numera-
les 1 y 2, fracción XXIV, y 45 numeral 6, incisos e) y f), y
numeral 7 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; así como los artículos 60, 65,
87, 88, 93 y 94 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a consideración de los integrantes de esta honora-
ble Asamblea, el presente dictamen, de conformidad con
los siguientes:

Antecedentes

Primero. El 6 de septiembre de 2007, la diputada Ana Ma-
ría Ramírez Cerda, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, presentó iniciativa
que reforma los artículos 168 y 173 de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente.

Segundo. En esa misma fecha, la iniciativa en comento fue
turnada a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión, bajo el expediente No. 2297 para su estudio, análi-
sis y elaboración del dictamen correspondiente, bajo las si-
guientes:
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Consideraciones

Los legisladores que integran esta Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión tienen el derecho de
iniciativa, el cual se sustenta en la fracción II del artículo
71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así también este Congreso tiene la facultad que le
confiere el artículo 73, fracción XXIX-G, para expedir le-
yes que establezcan la concurrencia del gobierno federal,
de los gobiernos de los estados y de los municipios, en el
ámbito de sus respectivas competencias, en materia de pro-
tección al ambiente y de preservación y restauración del
equilibrio ecológico.

Así las cosas, una vez analizadas la atribuciones referidas
en el párrafo anterior, y los requerimientos contenidos en el
asunto en estudio, esta Comisión ordinaria de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, estima que la Iniciativa que
reforma los artículos 168 y 173 de la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente, cumple en
general con los requisitos formales que se exigen en la
práctica parlamentaria para su presentación y que son los
siguientes:

• Ser formulada por escrito.

• Tener un título.

• Contener el nombre y firma de la persona que presen-
ta la iniciativa.

• Una parte expositiva de motivos.

• El texto legal que se propone.

• El artículo transitorio  que señala la entrada en vigor,

• La fecha de elaboración.

• Ser publicada en la Gaceta Parlamentaria.

En cuanto al contenido sustancial de la iniciativa que se
dictamina, esta Comisión Ordinaria señala lo siguiente:

La iniciativa objeto del presente dictamen pretende “con-
tribuir a la prevención y control de la contaminación del
suelo impidiendo su contaminación por materiales y resi-
duos peligrosos, residuos sólidos municipales e industria-
les no peligrosos, promoviendo la remediación de suelos
contaminados y fomentando la valorización de suelos re-

mediados a fin de evitar la reducción de riesgos al ambien-
te, los ecosistemas y la salud humana”, por lo cual propo-
ne una reforma al texto de los artículos 168 y 173 de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente.

Derivado de lo anterior esta Comisión de Medio Ambiente
y Recursos Naturales, considera que los problemas de de-
terioro ambiental que aquejan a nuestro país no sólo se li-
mitan a la contaminación del suelo, ya que existen otros
factores que afectan el equilibrio de nuestros ecosistemas
provocando su degradación, como son la contaminación at-
mosférica, la contaminación de las aguas, el tráfico de es-
pecies, y la tala ilegal, entre otras.

Sin embargo la legislación ambiental mexicana por medio
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, ha establecido una serie de mecanismos jurí-
dicos que regulan el uso y aprovechamiento de los recursos
naturales, así como la preservación y restauración del am-
biente, estos mecanismos se traducen en políticas ambien-
tales, instrumentos de prevención y restauración al am-
biente e incluso la inspección y vigilancia ambiental.

Estas acciones de inspección y vigilancia dentro del orden
federal son ejecutadas por la Procuraduría Federal de Pro-
tección al Ambiente, quien además tiene entre sus respon-
sabilidades, determinadas por la Ley General de Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente y el Reglamento In-
terior de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales, la de realizar acciones y substanciar procedimien-
tos administrativos a efecto de comprobar el cumplimiento
de la normatividad en materia de medio ambiente y recur-
sos naturales.

En razón de tales circunstancias, se dota a la Profepa de la
facultad de dictar las medidas de seguridad y de urgente
aplicación necesarias para evitar el daño o deterioro grave
de los recursos naturales, contaminación con repercusiones
graves para los ecosistemas, sus componentes o para la sa-
lud pública.

También se faculta a la Profepa para dictar las medidas de
restauración y/o de reparación de daños ambientales una
vez que estos han sido causados.

Las actuaciones de la Profepa deben sujetarse a los plazos
y mecanismos que establece la LGEEPA y la Ley Federal
de Procedimiento Administrativo (LFPA). En estos ordena-
mientos jurídicos se contienen reglas generales de procedi-
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miento administrativo, entre las cuales se puede indicar la
facultad de verificar el cumplimiento de licencias, autori-
zaciones, registros, permisos y concesiones. Se contiene
también la facultad de la autoridad para comprobar el cum-
plimiento de la normatividad administrativa y los mecanis-
mos a través de los cuales esto debe ocurrir, así como las
garantías de los particulares durante el procedimiento y los
plazos y términos generales para la substanciación de los
procedimientos.

Ahora bien la primera reforma que se plantea es al artículo
168, el cual forma parte del capítulo relativo a la inspec-
ción y vigilancia de la Procuraduría, dentro de su conteni-
do se trata de dotar a los presuntos infractores de ejecutar
medidas de corrección a los actos realizados a fin de que
estas obren como atenuante en el momento de que la auto-
ridad dicte la resolución definitiva al asunto en proceso, es-
tas medidas de corrección sólo se pueden realizar median-
te la firma de un convenio entre el infractor y la
Procuraduría, siempre, a petición del primero, mediante la
firma de este contrato, el infractor se obliga por si, a reali-
zar una serie de acciones de restauración o compensación
de los daños causados por los actos que lo sujetaron al pro-
cedimiento administrativos, dichas acciones, únicamente
corrigen los efectos provocados por el infractor a fin de
obrar como atenuantes y en ningún momento, son exclu-
yentes de responsabilidad o causa conclusión del procedi-
miento administrativo.

El objeto de dicho artículo se robustece con lo contenido
dentro del artículo 57, fracción VI, de la Ley Federal de
Procedimiento Administrativo vigente, el cual destaca que
se signará el convenio de las partes siempre y cuando no
sea contrario al ordenamiento jurídico, ni verse sobre ma-
terias que no sean susceptibles de transacción y tengan por
objeto satisfacer el interés público con el alcance, efectos y
régimen jurídico.

Es así como los convenios que la Profepa ha venido fir-
mando con diferentes infractores por diversas acciones que
han causado daños sensibles a diferentes ecosistemas, tie-
nen por objetivo, el de lograr restaurar y/o compensar los
daños a los bienes y servicios ambientales en la esfera de
competencia de esta Procuraduría.

La reforma planteada al artículo en comento pretende in-
corporar el siguiente párrafo:

“Artículo 168. Una vez recibidos los alegatos o trans-
currido el término para presentarlos, la Secretaría pro-

cederá, dentro de los veinte días siguientes, a dictar por
escrito la resolución respectiva, misma que se notificará
al interesado, personalmente o por correo certificado
con acuse de recibo.

Durante el procedimiento y antes de que se dicte reso-
lución, el interesado y la Secretaría, a petición del pri-
mero, podrán convenir la realización de las acciones de
restauración o compensación de daños necesarias para
la corrección de las presuntas irregularidades observa-
das. La instrumentación y evaluación de dicho conve-
nio, se llevará a cabo en los términos del artículo 169 de
esta Ley, con la intervención y acuerdo del gobierno
del estado en el que se hayan consumado las presun-
tas irregularidades, siendo esta precisamente la enti-
dad federativa beneficiada con las acciones aplica-
bles.”

La redacción propuesta pretende incorporar a los estados
en donde se cometan las infracciones, como sujetos en la
suscripción de los convenios referidos en párrafos anterio-
res, obligando a que las acciones que se realicen a conse-
cuencia de la firma del convenio sean ejecutables en estas
entidades.

Esta comisión dictaminadora ha determinado desechar la
reforma planteada al segundo párrafo del artículo 168, da-
da cuenta que el artículo objeto de la reforma se encuentra
orientado a dotar al infractor de la posibilidad de realizar
acciones para resarcir los daños provocados, esto, median-
te la celebración de un convenio con la Procuraduría, dicho
instrumento es signado con el fin de dar a la autoridad la
certidumbre jurídica y poder hacer exigible su cumpli-
miento, resulta totalmente incongruente el señalamiento de
que el Estado deba participar en la celebración de tal con-
venio, así también resulta redundante señalar expresamen-
te dentro del artículo a reformar el hecho de que las accio-
nes a realizarse deban obrar en beneficio directo de la
entidad federativa en que fueron provocados los daños, ya
que como se ha explicado, los proyectos de restauración o
resarcimiento del daño tienen por objeto corregir las irre-
gularidades en que incurrió el presunto infractor, por lo que
evidentemente atendiendo a la competencia por territorio
de cada una de las delegaciones federales de la Procuradu-
ría, es evidente que en su mayoría estas se realizan dentro
del territorio del estado en que se cometió la infracción.

En cuanto a la reforma planteada al artículo 173, el legis-
lador propone el siguiente texto:
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“Artículo 173.- Para la imposición de las sanciones por
infracciones a esta Ley, se tomará en cuenta:

I. a V ...

...

La autoridad correspondiente, por sí o a solicitud del
infractor, podrá otorgar a éste, la opción para pagar
la multa o realizar inversiones equivalentes en la ad-
quisición e instalación de equipo para evitar conta-
minación o en la protección, preservación o restau-
ración del ambiente y los recursos naturales, siempre
y cuando se garanticen las obligaciones del infractor,
no se trate de alguno de los supuestos previstos en el
artículo 170 de esta Ley, y la autoridad justifique
plenamente su decisión. En ambos casos, se desti-
nará precisamente a la entidad federativa en la
que se haya cometido la infracción, a través del
ejecutivo estatal para aplicarse en programas de
medio ambiente y recursos naturales.”

La presente propuesta pretende que las sanciones que im-
pone la Profepa a los infractores en materia ambiental in-
gresen o se ejecuten directamente en el estado en que se
haya cometido la falta, sobre el particular esta comisión
dictaminadora debe exponer que el texto vigente del párra-
fo que se pretende reformar contempla una figura jurídica
que podría ser conceptualizada como un beneficio para el
infractor y que es “la conmutación de la sanción impuesta”,
esta consiste en dotar al infractor de la posibilidad de in-
vertir una cantidad equivalente a la multa impuesta, ya sea
en la adquisición e instalación de equipo para evitar la con-
taminación, o bien en la protección, preservación o restau-
ración del ambiente y los recursos naturales; siempre y
cuando los proyectos de inversión reúnan los requisitos es-
tablecidos en la Ley de la materia, los cuales deberán ser
analizados por la Profepa.

Sin embargo, dicha conmutación esta sujeta a la autoriza-
ción de la Procuraduría, quien se encarga de realizar un es-
tudio sobre la viabilidad de los proyectos de inversión pre-
sentados dejando de lado aquellos que consistan en:

• Inversiones para la adquisición e instalación de equipo
para evitar contaminación;

• Inversiones encaminadas a la protección, preservación
o restauración del ambiente y los recursos naturales; y,

• Acciones y/o equipos en las que se supere o cumpla
con niveles o beneficios mayores a los establecidos en
la legislación ambiental.

No se considera adecuado, ni jurídicamente correcto el
planteamiento hecho por el diputado promovente, ya que la
esfera competencial y jurisdiccional sobre la que se des-
ahogan los procedimientos de la Procuraduría Federal de
Protección al Ambiente, es eminentemente federal por lo
que el cumplimiento de las sanciones impuestas debe otor-
garse en favor de la Federación, para en su caso ser poste-
riormente reasignadas al presupuesto de la Procuraduría
Federal de Protección al Ambiente; por lo cual resulta im-
posible que el cumplimiento de una sanción determinada
por una entidad de la Administración Pública Federal se
otorgue directamente en favor de una dependencia estatal,
sin embargo si bien el cumplimiento de las sanciones de-
berá en todo momento otorgarse en favor del orden de go-
bierno que las impuso, se podría establecer expresamente
que se privilegiara que las ejecuciones de proyectos que re-
alicen los infractores en cumplimiento con las resoluciones
se realicen dentro del territorio de la entidad federativa en
que se realizaron los actos  violatorios de la legislación am-
biental. Una vez señalado lo anterior, los integrantes de es-
ta comisión dictaminadora hemos determinado aceptar
con modificaciones la propuesta de reforma al párrafo ter-
cero del artículo 173 de la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente.

Finalmente por las razones antes expuestas, los integrantes
de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales
que suscriben, se permiten someter a la consideración de
esta honorable Asamblea el siguiente:

Proyecto de decreto por el que se reforma el artículo
173 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente.

Artículo Único. Se reforma el párrafo tercero del artículo
173 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y al Pro-
tección al Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 173. Para la imposición de las sanciones por in-
fracciones a esta Ley, se tomará en cuenta:

I. a V. ...
...

La autoridad correspondiente, por sí o a solicitud del in-
fractor, podrá otorgar a éste, la opción para pagar la
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multa o realizar inversiones equivalentes en adquisición
e instalación de equipo para evitar contaminación o en
la protección, preservación o restauración del ambiente
y los recursos naturales, dichas inversiones deberán
realizarse preferentemente dentro de la Entidad Fe-
derativa en la que se haya cometido la infracción,
siempre y cuando se garanticen las obligaciones del in-
fractor, no se trate de alguno de los supuestos previstos
en el artículo 170 de esta Ley, y la autoridad justifique
plenamente su decisión.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro de la honorable Cámara
de Diputados, a los 22 días del mes de mayo de 2008.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Diego Cobo Terrazas (rúbrica), presidente; Jesús de León Tello (rúbri-
ca), José Luis Espinosa Piña (rúbrica), Lucía Susana Mendoza Mora-
les (rúbrica), Benjamín Hernández Silva (rúbrica), María Mercedes
Colín Guadarrama (rúbrica), secretarios; Edmundo Javier Bolaños
Aguilar (rúbrica), Adriana Dávila Fernández (rúbrica), José Antonio
Díaz García, Emilio Ramón Ramiro Flores Domínguez (rúbrica), José
Guillermo Fuentes Ortiz (rúbrica), Jorge Rubén Nordhausen González
(rúbrica), Christian Martín Lujano Nicolás (rúbrica), Martha Angélica
Romo Jiménez (rúbrica), Víctor Manuel Torres Herrera (rúbrica), Alei-
da Alavez Ruiz, María Soledad López Torres (rúbrica), Rafael Villica-
ña García (rúbrica), Juan Hugo de la Rosa García, Carlos Roberto Mar-
tínez Martínez (rúbrica), Armando Barreiro Pérez (rúbrica), Roberto
Mendoza Flores (rúbrica), Martha Hilda González Calderón, Fernando
Quetzalcóatl Moctezuma Pereda (rúbrica), Carlos Ernesto Zatarain
González (rúbrica), Beatriz Manrique Guevara (rúbrica), Humberto
López Lena Cruz (rúbrica) José Ascención Orihuela Bárcenas, Víctor
Manuel Méndez Lanz.»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Consulte la Secretaría a la asamblea si el proyecto de de-
creto se encuentra suficientemente discutido, en lo general
y en lo particular.

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se encuentra suficientemen-

te discutido el proyecto de decreto, en lo general y en lo
particular. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Mayoría por al afirmativa, diputado presidente.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Suficientemente discutido.

Se pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico por
cinco minutos para proceder a la votación, en lo general y
en lo particular, del proyecto de decreto.

El Secretario diputado Santiago Gustavo Pedro Cortés:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento para el Gobierno Interior.

Ábrase el sistema electrónico por cinco minutos para pro-
ceder a la votación, en lo general y en lo particular, del pro-
yecto de decreto.

(Votación)

¿Falta algún diputado o diputada por emitir su voto?

Ciérrese el sistema electrónico de votación.

Se emitieron 318 votos a favor, 0 abstenciones y 0 en con-
tra, diputado presidente.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Aprobado por unanimidad, en lo general y en lo parti-
cular, el proyecto que reforma el párrafo tercero del ar-
tículo 173 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente. Pasa al Senado para sus
efectos constitucionales.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y
LA PROTECCION AL AMBIENTE

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
El siguiente punto del orden del día es la discusión del dic-
tamen con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente.
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En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea si se dis-
pensa la lectura del dictamen.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea,
en votación económica, si se dispensa la lectura del dicta-
men. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura.

«Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente

Honorable Asamblea: 

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales
de la LX Legislatura de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, le fue turnada para su estudio
y elaboración del dictamen correspondiente, la iniciativa
con proyecto de decreto, por la que se reforman y adicio-
nan diversas disposiciones de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, presentada por la
diputada María del Carmen Pinete Vargas, a nombre propio
y de los diputados Emilio Gamboa Patrón y Bertha Yolan-
da Rodríguez Ramírez, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional.

En virtud del análisis y estudio de la iniciativa que se dic-
tamina, esta comisión legislativa, con base en las faculta-
des que le confieren los artículos 39 numerales 1 y 2 frac-
ción XXIV, y 45 numeral 6, incisos e) y f), y numeral 7 de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como los artículos 60, 65, 87, 88, 93 y
94 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consi-
deración de esta honorable asamblea, el presente dictamen,
de acuerdo con los siguientes:

Antecedentes

Primero. El 4 de julio de 2007, la diputada María del Car-
men Pinete Vargas, a nombre propio y de los diputados
Emilio Gamboa Patrón y Bertha Yolanda Rodríguez Ramí-
rez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario

Institucional, presentó una iniciativa con proyecto de de-
creto por la que se reforman y adicionan diversas disposi-
ciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente, y

Segundo. En esa misma fecha, la iniciativa en comento fue
turnada a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, para su análisis y elaboración del dictamen corres-
pondiente, de conformidad con las siguientes:

Consideraciones

Hace diez años, aún se ponía en duda la existencia del cam-
bio climático y sus efectos, tanto para la naturaleza, como
para la humanidad. Sin embargo en ese periodo no sólo el
conocimiento científico ha arrojado evidencia robusta de
que el cambio climático es real, sino que, la naturaleza ha
dado muestras irrefutables de los efectos que éste le impo-
ne. Entre ellos podemos mencionar: el deshielo de los gla-
ciares oceánicos y terrestres, el incremento de la tempera-
tura media de la superficie del océano, el incremento de la
acidificación del océano, mayores niveles de precipitación,
el incremento de la superficie en proceso de desertificación
o sequía grave, pérdida de diversidad biológica en el he-
misferio norte, cambio en las rutas migratorias de algunas
especies, modificaciones en la temporalidad de las estacio-
nes, incremento de la intensidad y número de tormentas
tropicales y huracanes, aumento de la vulnerabilidad de las
zonas boscosas ante incendios forestales, reducción de la
disponibilidad de agua dulce, entre otras.

El régimen internacional sobre el cambio climático ha evo-
lucionado y paralelamente, los diferentes Estados Parte de
éste han tenido que desarrollar y aplicar las políticas y el
marco legal que respondan tanto a los compromisos inter-
nacionales como a sus necesidades particulares ya que co-
mo es sabido, el cambio climático tiene efectos diversos
dependiendo de la latitud en que se localice un país, el gra-
do de deterioro ambiental, el crecimiento demográfico, o
bien, la capacidad para responder ante fortuitos. Por ejem-
plo, en nuestro país el proceso de desertificación es severo
en los estados de Sonora, Chihuahua y Tlaxcala, lo que en-
tre otras cosas ha producido rendimientos decrecientes en
la producción agrícola; mientras que en Chiapas, Tabasco,
Oaxaca, Veracruz de Ignacio de la Llave y Guerrero se han
registrado mayores volúmenes de precipitación que han
provocado el desbordamiento de ríos, o bien el cambio de
su curso, con consecuencias negativas para la población.
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Desde la publicación del primer informe de evaluación del
panel intergubernamental sobre cambio climático nuestro
país comenzó a diseñar una serie de acciones en la materia.
Algunas de estas son:

• La participación activa en el proceso de negociación
tanto de la Convención Marco de las Naciones Unidas
sobre el Cambio Climático como del Protocolo de Kyo-
to. De igual forma, participa activamente en las reunio-
nes de la Conferencia de las Partes y Reunión de las Par-
tes de estos acuerdos internacionales.

• La presentación de tres comunicaciones nacionales y
dos inventarios nacionales de gases de efecto inverna-
dero.

• La institución del Comité Intersecretarial para el Cam-
bio Climático en 1997, siendo titulares las Secretarías
de Relaciones Exteriores, y de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales.1

• La elaboración de la estrategia nacional de acción cli-
mática por el comité, que “establece las políticas que el
país debe instrumentar en los ámbitos de energía, des-
arrollo urbano, agricultura, ganadería y desarrollo fores-
tal, entre otros, para así, contribuir tanto a la adaptación
como a la mitigación de los efectos asociados al cambio
climático”.2

• La instalación de la Oficina para Proyectos de Meca-
nismo de Desarrollo Limpio el 24 de enero de 2004 en
México. 

• La creación con carácter permanente de la Comisión
Intersecretarial de Cambio Climático el 25 de abril de
2005. Esta funge como autoridad nacional designada
para fines relativos a la Convención Marco de las Na-
ciones Unidas sobre Cambio Climático y su protocolo.

La participación, junto con Brasil, Sudáfrica, China, India,
en las reuniones del grupo de los ocho en lo que se ha de-
nominado (G-8+5) a partir de 2005. Ello con el objeto de
construir “un nuevo paradigma de cooperación internacio-
nal” en la lucha contra los efectos del cambio climático por
medio de la reducción de emisiones de gases de efecto in-
vernadero.

La presentación de la Estrategia Nacional de Cambio Cli-
mático en la residencia oficial de Los Pinos el viernes 25
de mayo de 2007.  Este documento reúne las diferentes me-

didas que se aplicarán para hacer frente al reto que implica
el cambio climático, particularmente en los ámbitos de pro-
ducción y uso eficiente de energía; vegetación y uso de
suelo; vulnerabilidad y adaptación.

El registro de 90 proyectos en el marco del Mecanismo de
Desarrollo Limpio, MDL, más de, que representan aproxi-
madamente el 11.55 por ciento del total de proyectos re-
gistrados bajo el MDL y se ha hecho acreedor a Certifica-
dos de Reducción de Emisiones.

En materia legal, aún cuando no se cuenta con una ley es-
pecífica para cambio climático sí se tienen diferentes ins-
trumentos jurídicos e incluso normativos que se relacionan
directa o indirectamente con éste. Sin embargo, ahora que
el tema ha cobrado relevancia, los integrantes de esta co-
misión dictaminadora se percatan que no existe una defini-
ción como tal del concepto de cambio climático en la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, lo que resulta preocupante dadas las múltiples in-
terpretaciones o acepciones que se le pueden dar, toda vez
que, por sus implicaciones se trata de un tema complejo y
multidisciplinario. En ese sentido la iniciativa que se dicta-
mina tiene por objeto armonizar la protección del ambien-
te, sus políticas y programas mediante la incorporación del
concepto de cambio climático en la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente. Para ello se
propone la adición de una fracción VI al artículo 3o., reco-
rriéndose en su orden las siguientes fracciones.

Al respecto, los integrantes de esta comisión dictaminado-
ra consideran la adición oportuna pero incorrecta. Ello por
que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 133
constitucional, la Convención Marco de las Naciones Uni-
das sobre el Cambio Climático es ley suprema de toda la
Unión, por lo que en todo caso se sugiere incluir el con-
cepto de cambio climático tal y como lo contempla el artí-
culo 1.2. de ese instrumento jurídico internacional, lo que
evitará contradicciones. La definición que se propone es la
siguiente:

Cambio Climático: Cambio de clima atribuido directa o in-
directamente a la actividad humana que altera la composi-
ción de la atmósfera mundial y que se suma a la variabili-
dad natural del clima observado durante periodos de
tiempo comparables.

La adición de una fracción XVII al artículo 5o., recorrién-
dose las demás en su orden, con el objeto de facultar a la
federación a implantar y difundir acciones y medidas pre-
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ventivas que tengan como fin disminuir los efectos de los
fenómenos provocados por el cambio climático, se consi-
dera oportuna toda vez que tanto la Estrategia Nacional de
Cambio Climático, como diversos puntos de acuerdo pre-
sentados ante esta soberanía enfatizan la necesidad de con-
tar con este tipo de acciones y medidas. Sin embargo, la co-
misión dictaminadora se permite precisar en el decreto que
la adición se refiere al artículo 5o., ya que ni en la exposi-
ción de motivos ni en el decreto se hace referencia a este
artículo.

De igual forma esta comisión dictaminadora se permite
precisar el contenido de la fracción XVII, sin alterar el es-
píritu de ésta para referirse a los efectos del cambio climá-
tico. Para ello se cambia la frase “...tengan como fin dis-
minuir los efectos de los fenómenos provocados por el
cambio climático;” por la frase: “…tengan como fin miti-
gar los efectos del cambio climático;”

Lo anterior porque la palabra “efectos” comprende una
gran variedad de aspectos, tantos como el tema implica y
no se reduce a los fenómenos, que en todo caso, no son de-
finidos por los promoventes. La palabra “disminuir” se
sustituye por la palabra “mitigar” porque esta es aceptada
por la comunidad internacional, además de que se encuen-
tra plasmada tanto en los acuerdos internacionales como en
los documentos de carácter científico y político sobre el te-
ma. Al respecto, se considera pertinente mencionar que
“mitigación” es: “la intervención antropogénica para redu-
cir las fuentes o mejorar los sumideros de gases de efecto
invernadero.”3 Así, la redacción propuesta es la siguiente:
XVII. La implementación y difusión de acciones y medi-
das preventivas que tengan como fin mitigar los efectos del
cambio climático;”

La reforma a la fracción IV del artículo 15 se considera
pertinente, sin embargo atendiendo a los argumentos refe-
ridos en el caso anterior, esta comisión dictaminadora se
permite precisarla. Así la redacción propuesta es la si-
guiente: “IV. Quien realice obras o actividades que afecten
o puedan afectar el ambiente, está obligado a prevenir, mi-
nimizar o reparar los daños que cause, así como a asumir
los costos que dicha afectación implique. Asimismo, debe
incentivarse a quien proteja el ambiente, promueva o reali-
ce acciones que ayuden a mitigar los efectos del cambio
climático y aproveche de manera sustentable los recursos
naturales;”

La adición de la fracción VI al artículo 21 se considera im-
procedente toda vez que de acuerdo con la exposición de

motivos, se pretende que la federación, los estados y el
Distrito Federal diseñen, desarrollen y apliquen instrumen-
tos económicos para concienciar a la ciudadanía sobre los
riesgos y consecuencias del cambio climático. Sin embar-
go, se pasa por alto lo dispuesto por el artículo 22 de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, que a la letra dice:

“Artículo 22. Se consideran instrumentos económicos
los mecanismos normativos y administrativos de carác-
ter fiscal, financiero o de mercado, mediante los cuales
las personas asumen los beneficios y costos ambientales
que generen sus actividades económicas, incentivándo-
las a realizar acciones que favorezcan el ambiente.

Se consideran instrumentos económicos de carácter fis-
cal, los estímulos fiscales que incentiven el cumpli-
miento de los objetivos de la política ambiental. En nin-
gún caso, estos instrumentos se establecerán con fines
exclusivamente recaudatorios.

Son instrumentos financieros los créditos, las fianzas,
los seguros de responsabilidad civil, los fondos y los fi-
deicomisos, cuando sus objetivos estén dirigidos a la
preservación, protección, restauración o aprovecha-
miento sustentable de los recursos naturales y el am-
biente, así como al financiamiento de programas, pro-
yectos, estudios e investigación científica y tecnológica
para la preservación del equilibrio ecológico y protec-
ción al ambiente.

Son instrumentos de mercado las concesiones, autoriza-
ciones, licencias y permisos que corresponden a volú-
menes preestablecidos de emisiones de contaminantes
en el aire, agua o suelo, o bien, que establecen los lími-
tes de aprovechamiento de recursos naturales, o de
construcción en áreas naturales protegidas o en zonas
cuya preservación y protección se considere relevante
desde el punto de vista ambiental.

Las prerrogativas derivadas de los instrumentos econó-
micos de mercado serán transferibles, no gravables y
quedarán sujetos al interés público y al aprovechamien-
to sustentable de los recursos naturales.”

Como se observa, la adición propuesta no persigue estos fi-
nes sino crear conciencia entre la población sobre los ries-
gos, efectos, medidas individuales o colectivas que deban
adoptarse respecto al cambio climático. Sin embargo esta
comisión dictaminadora considera prudente mencionar
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que, como ya se ha referido, el pasado 25 de mayo de 2007,
el Ejecutivo federal dio a conocer y puso a disposición de
todo el público interesado, la Estrategia Nacional de Cam-
bio Climático. El capítulo tres de este documento está de-
dicado exclusivamente a la vulnerabilidad y adaptación en
el que se refieren algunas medias para concienciar a la po-
blación sobre los riesgos y consecuencias del cambio cli-
mático. Más aún, el documento en comento pone énfasis en
que aún está por elaborarse el Programa Especial de Cam-
bio Climático en el que se espera que no sólo estén inclui-
das, sino también ampliamente detalladas, las acciones
sectoriales en materia de prevención y mitigación del cam-
bio climático.

Por lo que se refiere a los artículos transitorios, esta comi-
sión dictaminadora considera improcedente el artículo
transitorio Tercero, toda vez que obvia que las normas ofi-
ciales mexicanas son establecidas con el objeto de garanti-
zar la sustentabilidad de las actividades económicas, ade-
más de garantizar el aprovechamiento sustentable de los
recursos naturales, ello de acuerdo a lo dispuesto por el ar-
tículo 36 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente.

Más aún, esta comisión dictaminadora se permite recordar
que de conformidad con lo dispuesto por la fracción XI del
artículo 3o. de la Ley Federal sobre Metrología y Normali-
zación, una norma oficial mexicana (NOM) es: “aquella re-
gulación técnica de observancia obligatoria expedida por
las dependencias competentes, que establece reglas, espe-
cificaciones, atributos, directrices, características o pres-
cripciones aplicables a un producto, proceso, instalación,
sistema, actividad, servicio o método de producción u ope-
ración, así como aquellas relativas a terminología, simbo-
logía, embalaje, marcado o etiquetado y las que se refieran
a su cumplimiento o aplicación.”

A la luz de lo anterior esta comisión dictaminadora recuer-
da que a la fecha existen diversas normas oficiales mexica-
nas que si bien no se refieren particularmente al cambio cli-
mático sí inciden en su mitigación. Además debe tenerse
presente que dada la complejidad del tema, y que en este
asunto participan diversas disciplinas, sería poco práctico
elaborar una sola NOM.

Por las razones señaladas en los párrafos anteriores, los in-
tegrantes de la comisión legislativa que suscribe, se permi-
ten someter a la consideración de esta honorable asamblea
la aprobación del siguiente proyecto de:

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológi-
co y la Protección al Ambiente

Artículo Único Se reforma la fracción IV del artículo 15
y se adicionan una fracción VI al artículo 3o., recorrién-
dose las demás fracciones en su orden, y una fracción XVII
al artículo 5o., recorriéndose las demás en su orden, todas
ellas de la Ley General del Equilibro Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 3o. …

I. a V. …

VI. Cambio Climático: Cambio de clima atribuido di-
recta o indirectamente a la actividad humana que altera
la composición de la atmósfera mundial y se suma a la
variabilidad natural del clima observado durante perio-
dos de tiempo comparables;

VII. a XXXVII. …

Artículo 5o. …

I. a XVI. …

XVII. La implementación y difusión de acciones y me-
didas preventivas que tengan como fin mitigar los efec-
tos del cambio climático;

XVIII. a XXI. …

Artículo 15. …

I. a III. …

IV. Quien realice obras o actividades que afecten o pue-
dan afectar el ambiente, está obligado a prevenir, mini-
mizar o reparar los daños que cause, así como a asumir
los costos que dicha afectación implique. Asimismo, de-
be incentivarse a quien proteja el ambiente, promueva o
realice acciones que ayuden a mitigar los efectos del
cambio climático y aproveche de manera sustentable los
recursos naturales;

V. a XX. … 
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Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. El Ejecutivo federal deberá modificar
la reglamentación de la Ley General del Equilibrio Ecoló-
gico y la Protección al Ambiente para ajustarla de confor-
midad con las reformas presentadas en este decreto a más
tardar en un plazo de 180 días después de su entrada en vi-
gor.

Notas:

1 También forman parte del Comité las Secretarías de: Agricultura, Ga-
nadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación; Comunicaciones y
Transportes; Desarrollo Social; Economía y Energía.  

2 Instituto Nacional de Ecología. 2000. Op.Cit. p. 196.

3 IPCC. “Anexo B Glosario de Términos”, Tercer Informe de Evalua-
ción Grupo de Trabajo I. p. 188.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Diego Cobo Terrazas (rúbrica), presidente; Jesús de León Tello (rúbri-
ca), José Luis Espinosa Piña (rúbrica), Lucía Susana Mendoza Mora-
les (rúbrica), Benjamín Hernández Silva (rúbrica), María Mercedes
Colín Guadarrama (rúbrica), secretarios; Edmundo Javier Bolaños
Aguilar (rúbrica), Adriana Dávila Fernández (rúbrica), José Antonio
Díaz García, Emilio Ramón Ramiro Flores Domínguez (rúbrica), José
Guillermo Fuentes Ortiz (rúbrica), Jorge Rubén Nordhausen González
(rúbrica), Christian Martín Lujano Nicolás (rúbrica), Martha Angélica
Romo Jiménez (rúbrica), Víctor Manuel Torres Herrera (rúbrica), Alei-
da Alavez Ruiz, María Soledad López Torres (rúbrica), Rafael Villica-
ña García (rúbrica), Juan Hugo de la Rosa García, Carlos Roberto Mar-
tínez Martínez (rúbrica), Armando Barreiro Pérez (rúbrica), Roberto
Mendoza Flores (rúbrica), Martha Hilda González Calderón, Fernando
Quetzalcóatl Moctezuma Pereda (rúbrica), Carlos Ernesto Zataráin
González, Beatriz Manrique Guevara  (rúbrica), Humberto López Le-
na Cruz (rúbrica), José Ascención Orihuela Bárcenas, Víctor Manuel
Méndez Lanz.»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
No habiendo oradores que hayan solicitado el uso de la pa-
labra, en consecuencia está a discusión en lo general.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se

consulta a la asamblea si el proyecto de decreto se encuen-
tra suficientemente discutido en lo general. Las diputadas y
los diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifes-
tarlo. Las diputadas y los diputados que estén por la nega-
tiva sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Suficientemente discutido.

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General, se pregunta a la
asamblea si se va a reservar algún artículo para discutirlo
en lo particular.

En virtud de que no se ha reservado artículo alguno para
discutirlo en lo particular, se pide a la Secretaría que abra
el sistema electrónico hasta por cinco minutos para proce-
der a la votación, en lo general y en lo particular, en un so-
lo acto.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema elec-
trónico por cinco minutos para proceder a la votación, en
lo general y en lo particular, de los artículos no impugna-
dos del proyecto de decreto.

(Votación)

¿Falta algún diputado o diputada por emitir su voto? Cié-
rrese el sistema de votación electrónico.

Se emitieron 298 votos en pro, 0 en contra y 0 abstencio-
nes.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Aprobado en lo general y en lo particular, por 298 vo-
tos, el proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente. Pasa al Senado
para sus efectos constitucionales.
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LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A
LA INFORMACION PUBLICA GUBERNAMENTAL

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
El siguiente punto del orden del día es la discusión del dic-
tamen con proyecto de decreto que reforma el artículo 11
de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública Gubernamental. 

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea si se dis-
pensa la lectura del dictamen.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la
asamblea, en votación económica, si se dispensa la lectura
del dictamen. Las diputadas y los diputados que estén por
la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los di-
putados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Mayoría por la afirmativa, ciudadano presidente. Se le dis-
pensa la lectura.

«Dictamen de la Comisión de la Función Pública, con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 11 de la Ley Fe-
deral de Transparencia y Acceso a la Información Pública
Gubernamental

Honorable Asamblea:

La comisión de la Función Pública de esta honorable Cá-
mara de Diputados, con base en las facultades que le con-
fieren los artículos 39, numerales 1 y 2, fracción XVIII, y
45, numeral 6, incisos e) y f), demás relativos de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, y los artículos 87 y 88 del Reglamento Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
mete a su consideración el siguiente dictamen sobre la ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el ar-
tículo 11 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública Gubernamental, presentada por el di-
putado Alejandro Enrique Delgado Oscoy.

Antecedentes

I. La iniciativa que se dictamina fue publicada en la Ga-
ceta Parlamentaria número 2495-VIII, el martes 29 de
abril del 2008 y presentada el día 30 del mismo mes y
año por el diputado Alejandro Enrique Delgado Oscoy,

integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

II. En esta última fecha la Presidencia de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados la turnó para su es-
tudio y dictamen a la comisión de la Función Pública.

III. Recibida en la comisión, y una vez sometida a estu-
dio y análisis, se preparó un proyecto de dictamen en
sentido positivo, que fue sometido a la consideración y
discusión del Pleno de la citada comisión, que lo apro-
bó en la sesión celebrada el día 2 de septiembre del
2008, por 17 votos a favor, 0 votos en contra, y 1 abs-
tención. 

Análisis de la iniciativa

Plantea el diputado proponente en la exposición de motivos
de la iniciativa que nos ocupa que la rendición de cuentas
se ha vuelto una exigencia ubicua en el mundo de la políti-
ca democrática, que la democracia implica rendición de
cuentas y que en México el establecimiento de institucio-
nes y prácticas efectivas de rendición de cuentas represen-
ta una de las primeras aspiraciones de la joven democracia. 

Que existe un consenso notable acerca de la relevancia de-
mocrática de la rendición de cuentas, pero que es necesario
preguntarse si se entiende su alcance, si se comprende a
plenitud sus límites y características como elemento legiti-
mador del ejercicio del poder político.

Que es de destacar la importancia del acceso a la informa-
ción y la transparencia como pilares fundamentales de los
procesos de rendición de cuentas; y más aún, después de
las recientes reformas constitucionales al artículo 6o. en las
que se establecen principios y mecanismos uniformes ob-
servables por los diversos ámbitos de gobierno.

Que un aspecto fundamental de la reforma al artículo 6o.
Constitucional fue delimitar a los sujetos obligados a trans-
parentar sus acciones y permitir el acceso a la información,
por lo que en ese sentido se observa con claridad que el
Constituyente Permanente fue muy claro respecto a los su-
jetos obligados a la transparencia y al acceso a la informa-
ción, cuyo listado se centra en los órganos públicos.

Que en la reforma electoral aprobada por la LX Legislatu-
ra se establecieron en el Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales ciertas obligaciones de los par-
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tidos políticos en materia de transparencia, pues se consi-
deran sujetos acreedores indirectamente de dichas obliga-
ciones, en virtud de no ser propiamente órganos de Estado.

Que a través de las reglas de transparencia se tiene la posi-
bilidad de tener un voto mejor razonado por parte del elec-
torado, ya que al estar informada la ciudadanía se encuen-
tra en posibilidad de tener una visión más global de los
institutos políticos, en lugar de visualizar un partido gris
que impide conocerlo más allá de las propuestas de sus
candidatos en tiempos de campaña.

Que la noción de la rendición de cuentas para estos entes
de interés público tiene dos dimensiones, por un lado la
obligación de los partidos políticos y sus funcionarios de
informar sobre sus decisiones y justificarlas en público y
por el otro se incluye la posibilidad de sancionarlos en ca-
so de que hayan violado sus deberes públicos.

Que por todos estos motivos los partidos políticos al tener
un carácter especial dentro del marco jurídico mexicano,
deben tener una regulación especial, por lo que únicamen-
te se pretende reformar la Ley de Transparencia y Acceso a
la Información Pública Gubernamental a fin de que se es-
tablezca en la misma, el carácter de sujetos obligados indi-
rectamente de los partidos políticos y que se regirán por las
disposiciones contenidas en el Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales y, en su caso, por el
Reglamento que en dicha materia apruebe el Consejo Ge-
neral del Instituto Federal Electoral.

Que esta propuesta toma en cuenta la autonomía delibera-
tiva y el derecho de autodeterminarse de los partidos, pero
a su vez reconoce que el acceso a la información pública es
una herramienta fundamental para las organizaciones so-
ciales y los ciudadanos en un sistema democrático, por lo
que propone reformar el artículo 11 de la Ley en comento. 

Esta comisión dictaminadora determina que es de apro-
barse la iniciativa materia del presente dictamen, en aten-
ción a las siguientes:

Consideraciones

Primera. La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública Gubernamental fue publicada en el
Diario Oficial de la Federación el día 11 de junio del 2002.
La publicación de este ordenamiento significó un gran
avance para la vida democrática del país, ya que tiene por
objeto transparentar todas las acciones de gobierno, inclu-

yendo desde luego el manejo de los recursos públicos. El
principio que rige a dicha ley es el de la máxima publici-
dad, incluso la LX legislatura del honorable Congreso de la
Unión reformó el artículo 6º Constitucional para establecer
los principios y las bases sobre los que se debe ejercer la
transparencia y la rendición de cuentas. 

El artículo 1º de esa ley establece que toda la información
en posesión de los Poderes de la Unión, de los órganos
constitucionales autónomos o con autonomía legal y cual-
quier otra entidad federal debe estar al alcance de toda per-
sona, por lo que en relación con éste, el artículo 4º en su
fracción XVI establece los sujetos obligados.

Segunda. Este ordenamiento legal señala que los partidos
políticos deben entregar la información cuando les sea so-
licitada por particulares, por conducto del Instituto Federal
Electoral, sobre los recursos públicos que reciban, y tam-
bién prevé que los informes que presenten los partidos po-
líticos y las agrupaciones políticas nacionales al Instituto
Federal Electoral deben hacerse públicos conjuntamente
con las auditorias y verificaciones que en su caso ordene la
comisión de fiscalización de los recursos públicos del cita-
do instituto. 

Como se puede apreciar, actualmente la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Guberna-
mental prevé como sujetos obligados a los partidos políti-
cos y a las agrupaciones políticas nacionales en los puntos
que se han mencionado, es decir, respecto a los recursos
públicos que reciben y a los actos de inspección que el Ins-
tituto Federal Electoral realiza.

Tercera. El Código Federal de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales es el ordenamiento legal que establece
las obligaciones que los partidos políticos deben cumplir
en materia de transparencia y rendición de cuentas. Cabe
señalar que dicho Código es nuevo (DOF 14 de enero del
2008), toda vez que se expidió con motivo de la reforma
constitucional que en materia electoral fue aprobada por la
LX Legislatura del honorable Congreso de la Unión. 

De manera específica, el Libro segundo “De los partidos
políticos”, Título primero, “Disposiciones Generales”, Ca-
pítulo Cuarto “De las obligaciones de los partidos políti-
cos”, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales, en su artículo 38, inciso t), establece como
obligación de los partidos políticos nacionales cumplir con
las obligaciones que ese Código establece en materia de
transparencia y acceso a su información. 
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Ya propiamente en materia de transparencia (capítulo quin-
to), el artículo 41 del código invocado establece las obliga-
ciones de los partidos políticos en esta materia, las cuales
son las siguientes: 

“1. Toda persona tiene derecho a acceder a la informa-
ción de los partidos políticos de conformidad con las re-
glas previstas en este Código y las que, en lo conducen-
te, resulten aplicables conforme al reglamento del
Instituto Federal Electoral en la materia. 

2. Las personas accederán a la información de los parti-
dos a través del Instituto Federal Electoral, mediante la
presentación de solicitudes específicas. 

3. El reglamento establecerá los formatos, procedimien-
tos y plazos para desahogar las solicitudes que se pre-
senten sobre la información de los partidos políticos. 

4. Cuando la información solicitada tenga el carácter de
pública y no obre en poder del Instituto, debiendo estar-
lo, éste notificará al partido requerido para que la pro-
porcione en forma directa al solicitante, dentro del pla-
zo que señale el reglamento. El partido de que se trate
informará al Instituto del cumplimiento de esta obliga-
ción. 

5. Cuando la información solicitada se encuentre dispo-
nible en la página electrónica del Instituto, o en la del
partido de que se trate, se le notificará al solicitante pa-
ra que la obtenga en forma directa, salvo que el intere-
sado la requiera en forma impresa o en medio digital. 

6. Los partidos políticos están obligados a publicar en su
página electrónica, por lo menos, la información especi-
ficada en el presente capítulo. “(DR

Por su parte, el artículo 42 del ordenamiento en cita esta-
blece las siguientes consideraciones en materia de transpa-
rencia: 

“1. La información que los partidos políticos proporcio-
nen al Instituto o que éste genere respecto a los mismos,
que sea considerada pública conforme a este Código, es-
tará a disposición de toda persona a través de la página
electrónica del Instituto. 

2. Se considera información pública de los partidos po-
líticos: 

a) Sus documentos básicos; 

b) Las facultades de sus órganos de dirección; 

c) Los reglamentos, acuerdos y demás disposiciones de
carácter general, aprobados por sus órganos de direc-
ción, que regulen su vida interna, las obligaciones y de-
rechos de sus afiliados, la elección de sus dirigentes y la
postulación de sus candidatos a cargos de elección po-
pular; 

d) El directorio de sus órganos nacionales, estatales,
municipales, del Distrito Federal, y en su caso, regiona-
les, delegacionales y distritales; 

e) El tabulador de remuneraciones que perciben los in-
tegrantes de los órganos a que se refiere el inciso ante-
rior, y de los demás funcionarios partidistas; 

f) Las plataformas electorales y programas de gobierno
que registren ante el Instituto; 

g) Los convenios de frente, coalición o fusión que cele-
bren, o de participación electoral que realicen con agru-
paciones políticas nacionales; 

h) Las convocatorias que emitan para la elección de sus
dirigentes o la postulación de sus candidatos a cargos de
elección popular; 

i) Los montos de financiamiento público otorgados
mensualmente, en cualquier modalidad, a sus órganos
nacionales, estatales, municipales y del Distrito Federal,
durante los últimos cinco años y hasta el mes más re-
ciente, así como los descuentos correspondientes a san-
ciones; 

j) Los informes, anuales o parciales, de ingresos y gas-
tos, tanto ordinarios como de precampaña y campaña; el
estado de situación patrimonial; el inventario de los
bienes inmuebles de los que sean propietarios, así como
los anexos que formen parte integrante de los documen-
tos anteriores; la relación de donantes y los montos
aportados por cada uno. Todo lo anterior, una vez con-
cluidos los procedimientos de fiscalización establecidos
por este Código. Los partidos podrán hacer pública la
información a que se refiere este inciso antes de que
concluyan los procedimientos referidos, sin que ello
tenga efectos en los mismos. 
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k) Las resoluciones que emitan sus órganos disciplina-
rios de cualquier nivel, una vez que hayan causado esta-
do; 

l) Los nombres de sus representantes ante los órganos
del Instituto; 

m) El listado de las fundaciones, centros o institutos de
investigación o capacitación, o cualquier otro, que reci-
ban apoyo económico permanente del partido político; 

n) El dictamen y resolución que el Consejo General del
Instituto haya aprobado respecto de los informes a que
se refiere el inciso j) de este párrafo; y 

o) Las demás que señale este Código, o las leyes aplica-
bles.”

Cuarta. Asimismo, el artículo 43 del Código invocado
precisa que los partidos políticos deberán mantener actua-
lizada la información pública establecida en ese capítulo y
las demás que ese mismo ordenamiento considere de la
misma naturaleza, proporcionándola al Instituto con la pe-
riodicidad y en los formatos y medios electrónicos que
aquél determine en acuerdos de carácter general. 

Por último, el artículo 44 respecto a la reserva y a la confi-
dencialidad de la información que obra en poder de los par-
tidos políticos, establece lo siguiente: 

1. No será pública la información relativa a los procesos
deliberativos de los órganos internos de los partidos; la
correspondiente a sus estrategias políticas y de campa-
ñas electorales; la contenida en todo tipo de encuestas
por ellos ordenadas, así como la referida a las activida-
des de naturaleza privada, personal o familiar, de sus
afiliados, dirigentes, precandidatos y candidatos a car-
gos de elección popular. 

2. Será considerada confidencial la información que
contenga los datos personales de los afiliados, dirigen-
tes, precandidatos y candidatos a cargos de elección po-
pular, salvo los contenidos en los directorios estableci-
dos en este capítulo y en las listas de precandidatos o
candidatos a cargos de elección popular, que solamente
contendrán el nombre completo y otros datos personales
que autorice el interesado; 

3. Se considerará reservada la información relativa a los
juicios en curso, de cualquier naturaleza, en que los par-
tidos políticos sean parte, hasta que se encuentren en es-
tado de cosa juzgada.

Como se puede apreciar, el Código Federal de Instituciones
y Procedimientos Electorales, de reciente creación, esta-
blece más y nuevas obligaciones en materia de transparen-
cia y acceso a su información para los partidos políticos
que regulan su actividad y funcionamiento de acuerdo con
las disposiciones que establece ese ordenamiento comicial,
razón por la cual se considera atinada la propuesta del ini-
ciante toda vez que la actual redacción del artículo 11 de la
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental sólo establece un par de obligacio-
nes que deben cumplir los partidos políticos sobre esta ma-
teria, las cuales por cierto se considera pertinente que sub-
sistan en la redacción del artículo en cita. 

Incluso, en el propio dictamen de creación del Código Fe-
deral de Instituciones y Procedimientos Electorales se se-
ñala la existencia de un nuevo capítulo en el que se esta-
blecen las obligaciones que en materia de transparencia y
acceso a su información deberán cumplir los partidos polí-
ticos, con lo que se colma el vacío legal que existía en es-
ta materia. 

Quinta. Cabe destacar que la comisión de Fiscalización
(que prevé el artículo 11 de la Ley de Transparencia) ya no
es la autoridad encargada de vigilar la aplicación de los re-
cursos por parte de los partidos políticos, pues ahora es la
Unidad de Fiscalización de los Recursos de los Partidos
Políticos, que es el órgano técnico del Consejo General del
Instituto Federal Electoral que tiene a su cargo la recepción
y revisión integral de los informes que presenten los parti-
dos respecto del origen y monto de los recursos que reci-
ban por cualquier modalidad de financiamiento, así como
sobre su destino y aplicación, por lo cual, se sustituye a la
comisión de Fiscalización por la Unidad de Fiscalización
de los Recursos de los Partidos Políticos, sustitución que se
hace en el párrafo primero del artículo 11 de la Ley de
Transparencia. 

De esta manera, la propuesta de redacción que hace esta
dictaminadora consiste en establecer que los partidos polí-
ticos y las agrupaciones políticas nacionales tengan que
cumplir con las disposiciones que en materia de transpa-
rencia y acceso a su información establece el Código Fe-
deral de Institucionales y Procedimientos Electorales, sin
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perjuicio de que sean públicas las auditorias y verificacio-
nes que ordene la Unidad de Fiscalización de los Recursos
de los Partidos Políticos al concluir el procedimiento de
fiscalización respectivo.

Lo anterior es así, toda vez que el iniciante establece en el
texto de su propuesta que los partidos políticos tengan que
hacer pública su información en términos de lo que esta-
blece el Código Electoral, pero esta dictaminadora consi-
dera que existen más obligaciones para éstos en materia de
transparencia y acceso a su información y no sólo la de ha-
cer pública su información, ello sin perjuicio de las obliga-
ciones que actualmente establece la Ley de Transparencia
en el artículo objeto de la presente reforma. 

Sexta. Respecto a la derogación del párrafo segundo del
artículo 11 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública Gubernamental que plantea el diputado
proponente, esta comisión dictaminadora estima que la
misma no es viable, pues en éste se establece que cualquier
ciudadano podrá solicitar al Instituto Federal Electoral la
información relativa al uso de los recursos públicos que re-
ciban los partidos políticos y las agrupaciones políticas na-
cionales, disposición que si bien es cierto que está prevista
en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales, el cual a su vez establece que se realizará en
términos de lo que disponga el reglamento de la materia,
también lo es que la Ley de Transparencia faculta a todo in-
dividuo para solicitar la información que sea considerada
pública, motivo por el cual, al estar prevista dicha situación
en la ley marco, no se considera adecuado eliminar esta
disposición. 

En virtud de los motivos expuestos en las consideraciones
anteriores, esta comisión de la Función Pública, con base
en las atribuciones legales y reglamentarias con las que
cuenta, pone a su consideración el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el primer párrafo del ar-
tículo 11 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a
la Información Pública Gubernamental

Artículo Único. Se reforma el primer párrafo del artículo
11 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública Gubernamental, para quedar como sigue: 

Artículo 11.- Los partidos políticos y las agrupaciones
políticas nacionales, sin perjuicio de que sean públicas
las auditorías y verificaciones que ordene la Unidad de
Fiscalización de los Recursos de los Partidos Políticos al

concluir el procedimiento de fiscalización respectivo,
deberán cumplir con las disposiciones que en materia
de transparencia y acceso a su información establece el
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales, así como las previstas sobre estos rubros en el
reglamento que expida el Instituto Federal Electoral. 

… 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

La Comisión de la Función Pública, diputados: Benjamín González
Roaro (rúbrica), presidente; José Guillermo Velázquez Gutiérrez (rú-
brica), Enrique Cárdenas del Avellano (rúbrica), Jesús Evodio Veláz-
quez Aguirre, René Lezama Aradillas (rúbrica), secretarios; Moisés Al-
calde Virgen (rúbrica), Jesús Sergio Alcántara Núñez, Alma Edwivges
Alcaraz Hernández (rúbrica), Carlos Altamirano Toledo (rúbrica), Je-
sús Arredondo Velázquez (rúbrica), Carlos Armando Biebrich Torres,
María Eugenia Campos Galván, Andrés Carballo Bustamante (rúbri-
ca), José de la Torre Sánchez, Joaquín Conrado de los Santos Molina
(rúbrica), Mario Enrique del Toro (rúbrica en contra), Adriana Díaz
Contreras, María del Carmen Fernández Ugarte (rúbrica), Arturo Flo-
res Grande (rúbrica), Apolonio Méndez Meneses (rúbrica), Carlos Or-
soe Morales Vázquez, Alan Notholt Guerrero (rúbrica), Héctor Padilla
Gutiérrez, Rafael Plácido Ramos Becerril (rúbrica), Marcos Salas Con-
treras (rúbrica), Ramón Valdés Chávez (abstención).»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
En consecuencia está a discusión, en lo general y en lo par-
ticular, el artículo único del proyecto de decreto. Consulte
la Secretaría a la asamblea si el proyecto de decreto se en-
cuentra suficientemente discutido, en lo general y en lo
particular.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Por instrucciones de la Presidencia, en votación
económica se consulta a la asamblea si se encuentra sufi-
cientemente discutido el proyecto de decreto, en lo general
y en lo particular. Las diputadas y los diputados que estén
por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los
diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Ciudadano presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Suficientemente discutido.
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Se pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico por
cinco minutos, para proceder a la votación en lo general y
en lo particular del proyecto de decreto.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento para el Gobierno Interior. Ábrase el siste-
ma electrónico por cinco minutos para proceder a la vota-
ción, en lo general y en lo particular, del proyecto de de-
creto.

Ciérrese el sistema electrónico. De viva voz:

El diputado Raúl Alejandro Padilla Orozco (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Francisco Javier Plascencia Alonso (desde
la curul): A favor.

El diputado Cruz Pérez Cuéllar (desde la curul): A favor.

El diputado Adrián Fernández Cabrera (desde la curul):
A favor.

El diputado Ernesto Oviedo Oviedo (desde la curul): A
favor.

El diputado Emilio Ramón Ramiro Flores Domínguez
(desde la curul): Emilio Flores, a favor.

El diputado Carlos Rojas Gutiérrez (desde la curul): A
favor.

El diputado Miguel Ángel Gutiérrez Aguilar (desde la
curul): A favor.

El diputado Alberto Amaro Corona (desde la curul): A
favor.

La diputada Maribel Luisa Alva Olvera (desde la curul):
Alva Olvera, a favor.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Se emitieron 299 votos a favor, 0 en contra y 1 abs-
tención.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Aprobado en lo general y en lo particular, por 299 vo-
tos a favor y 1 abstención, el proyecto de decreto que re-
forma el artículo 11 de la Ley Federal de Transparencia

y Acceso a la Información Pública Gubernamental. Pa-
sa al Senado para sus efectos constitucionales.

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
El siguiente punto del orden del día es la discusión del dic-
tamen con proyecto de decreto que reforma la fracción III
del artículo 112, las fracciones II y VIII del artículo 115 y
el artículo 307; y adiciona la fracción IX al artículo 115 de
la Ley General de Salud.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea si se le dis-
pensa la lectura.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea,
en votación económica, si se dispensa la lectura del dicta-
men. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura. 

«Dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de de-
creto que reforma la fracción III del artículo 112, las frac-
ciones II y VIII del artículo 115 y el artículo 307; y adicio-
na una fracción IX al artículo 115 de la Ley General de
Salud

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Salud fueron turnadas para su estudio y
dictamen las siguientes iniciativas:

• Que reforma y adiciona los artículos 114, 115 y 216 de
la Ley General de Salud.

Presentada por el diputado Carlos Alberto Puente Salas,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista
de México, con opinión de la Comisión de Educación
Pública y Servicios Educativos.

• Que adiciona la fracción IX y un párrafo al artículo
115 de la Ley General de Salud.
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Presentada por los diputados Maricela Contreras Julián,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática; y Ector Jaime Ramírez Barba, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

La Comisión de Salud con fundamento en las atribuciones
que le otorgan los artículos 39, 44 Y 45 y relativos de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos; y 55, 56, 60, 65, 66, 87 Y 88 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, somete a la consideración de es-
ta honorable Asamblea, el presente dictamen de acuerdo
con la siguiente

Metodología

La comisión encargada del análisis y dictamen de las ini-
ciativas mencionadas anteriormente, desarrolla su trabajo
conforme el procedimiento que a continuación se describe:

I. En el capítulo “Antecedentes” se da constancia del
trámite de inicio del proceso legislativo, del recibo en
turno para el dictamen de las referidas iniciativas y de
los trabajos previos de la comisión dictaminadora.

II. En el capítulo “Contenido”, se sintetiza el alcance de
la propuesta de reforma en estudio.

III. En el capítulo “Consideraciones”, la comisión dicta-
minadora expresa los argumentos de valoración de la
propuesta y de los motivos que sustentan la decisión de
respaldar o desechar las iniciativas en análisis.

I. Antecedentes

En sesión celebrada con fecha 30 de abril de 2008, fue pre-
sentada la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona los artículos 114, 115 y 216 de la Ley General de
Salud, a cargo del diputado Carlos Alberto Puente Salas,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México.

Con la misma fecha la mencionada iniciativa fue turnada a
la Comisión de Salud con opinión de la Comisión de Edu-
cación Pública y Servicios Educativos.

En sesión celebrada por la Comisión Permanente del Con-
greso de la Unión, fue presentada la iniciativa con proyec-
to de decreto que adiciona la fracción IX y un párrafo al ar-
tículo 115 de la Ley General de Salud, a nombre de los

diputados Maricela Contreras Julián, del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática; y Ector
Jaime Ramírez Barba, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional.

Con la misma fecha, la Mesa Directiva de la Comisión Per-
manente, turnó la mencionada iniciativa a la Comisión de
Salud de la honorable Cámara de Diputados para su estu-
dio y posterior dictamen.

II. Contenido

En su exposición de motivos los promoventes manifiestan
su preocupación por el incremento que han tenido en nues-
tro país el sobrepeso y la obesidad, así como los graves
problemas de salud a los que conduce.

Mencionan que para 2000 se estimaba que la población de
niños de entre 5 y 17 años con sobrepeso era cercana a 155
millones y que, de éstos, 45 millones eran obesos en el
mundo. En el caso de nuestro país, actualmente se calcula
que 7 de cada 10 mexicanos sufren este padecimiento, en
especial los niños y los adolescentes. 

Asimismo señalan que para la Organización Mundial de la
Salud (OMS), el control de obesidad y de sobrepeso, así
como del resto de las enfermedades crónicas no transmisi-
bles, representa una situación de alarma, y se recomienda
como la principal estrategia la prevención. 

Mencionan que durante la sexagésima Asamblea Mundial
de la Salud, realizada en 2007, los Estados miembros de la
Organización Mundial de la Salud llegaron a un acuerdo
para que este organismo redactara un conjunto de reco-
mendaciones sobre la comercialización de alimentos y be-
bidas no alcohólicas dirigida a niños y niñas, el cual for-
mará parte de la estrategia mundial contra la prevención y
el control de enfermedades no transmisibles como la obe-
sidad.

Afirman que el Instituto Nacional de Salud Pública, ha re-
velado que millones de mexicanos tienen problemas de so-
brepeso u obesidad, particularmente que más de 4 millones
de niños de entre 5 y 11 años sufren estos trastornos, y que
México ocupa el segundo lugar en el mundo en materia de
obesidad infantil, enfermedad que afecta al 9.8 por ciento
de este sector de la población.

Por estos, entre muchos otros motivos, proponen reformas
a la Ley General de Salud a fin de contribuir al combate del
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sobrepeso y la obesidad, promoviendo hábitos de alimen-
tación saludables, actividad física y la coordinación entre
las dependencias de la Administración Pública Federal pa-
ra que, en el ámbito de sus competencias coadyuven a dis-
minuir la incidencia de ésta problemática.

III. Consideraciones

1. La comisión dictaminadora ha elaborado un solo dicta-
men para las dos iniciativas citadas con antelación, ya que
ambas coinciden, no sólo en los artículos que se pretende
reformar, sino en el espíritu de las mismas.

2. Los integrantes de la Comisión de Salud coinciden con
los promoventes en su preocupación por el evidente au-
mento de la obesidad en nuestro país, misma que se mani-
fiesta también en un gran numero de iniciativas que han si-
do presentadas durante la presente legislatura, que sin
embargo, no abordan el tema con la complejidad que im-
plica, ya que como sabemos, la obesidad es una enferme-
dad multifactorial.

A pesar de lo anterior, esta comisión ha sido sensible a la
necesidad de colaborar mediante reformas viables y que
promuevan cambios en los hábitos alimenticios de nuestra
población por lo que, en principio, se manifiesta de acuer-
do con las iniciativas en estudio, estableciendo algunas
modificaciones para que las reformas planteadas sean úti-
les para combatir una de las primeras causas de enferme-
dades crónico degenerativas en el país.

3. Según datos del Instituto Nacional de Salud Pública, mi-
llones de mexicanos tienen problemas de sobrepeso y obe-
sidad; y más de 4 millones de niños, entre 5 y 11 años, su-
fren de estos trastornos.

México ocupa el segundo lugar en el mundo en materia de
obesidad infantil. La obesidad mórbida en nuestro país es
causante del incremento de enfermedades de índole cardio-
vascular y diabética, principalmente en niños menores de
15 años, lo que nos da un panorama general de la gravedad
que implica esta epidemia en el desarrollo del país, ya que
estamos gestando una generación de obesos, con todas las
repercusiones que ello implica para el futuro, no sólo de es-
tos individuos, sino del país.

El sobrepeso y la obesidad se relacionan con la mala nutri-
ción, por tanto es necesario subrayar, que de una buena o
mala nutrición dependen una serie de situaciones que no

sólo afectan a los individuos como entes biológicos, sino
que, aún más, interfiere de manera definitiva en el desarro-
llo integral de cada ser humano; y que la desnutrición es un
obstáculo para las oportunidades de desarrollo para quien
la padece.

Todos estos motivos han conducido a esta comisión a con-
tribuir de alguna manera a disminuir la prevalencia del so-
brepeso y la obesidad, mediante la implementación de po-
líticas públicas basadas no sólo en la información en
materia de nutrición, sino en la coordinación entre las dife-
rentes dependencias de la Administración Pública Federal,
tomando como punto de partida las iniciativas en análisis.

4. La primera propuesta busca reformar el artículo 114 de
la Ley General de Salud, para que se establezca que “la Se-
cretaría de Salud evidencie en la disponibilidad de alimen-
tos que la región o regiones padece estrés hídrico, el pro-
grama privilegiará el consumo de agua, en las entidades
cuyo consumo del vital liquido sea limitado o bien despla-
zado por el consumo de bebidas altas en azúcares y cau-
santes de enfermedades”.

En primer lugar es importante señalar qué significa la acep-
ción “estrés hídrico”, utilizada por el promovente, y que se-
gún el Programa de las Naciones Unidas para el Medio
Ambiente se aplica Cuando la demanda de agua es más
importante que la cantidad disponible durante un periodo
determinado o cuando su uso se ve restringido por su baja
calidad. El PNUMA refiere que el estrés hídrico provoca
un deterioro de los recursos de agua dulce en términos de
cantidad (acuíferos sobreexplotados, ríos secos, etcétera) y
de calidad (eutrofización, contaminación de la materia or-
gánica, intrusión salina, etc.).

Creemos que a pesar de que el objetivo de la reforma es el
de privilegiar el consumo de agua, ante otro tipo de bebi-
das no alcohólicas, la propuesta de redacción particulariza
la norma, yendo en contra de uno de los principios funda-
mentales de la Ley, el cual radica precisamente en su ge-
neralidad.

Por otra parte, es necesario señalar que el texto vigente del
artículo 114 dice: 

Artículo 114. Para la atención y mejoramiento de la nutri-
ción de la población, la Secretaría de Salud participará, de
manera permanente, en los programas de alimentación del
gobierno federal.
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La Secretaría de Salud, las entidades del sector salud y los
gobiernos de las entidades federativas, en sus respectivos
ámbitos de competencia, formularán y desarrollarán pro-
gramas de nutrición, promoviendo la participación en los
mismos de los organismos nacionales e internacionales cu-
yas actividades se relacionen con la nutrición, alimentos, y
su disponibilidad, así como de los sectores sociales y pri-
vado.

Derivado de lo anterior se infiere que el agua está incluida
en dicho precepto, ya que como lo señala el Diccionario de
la Lengua Española de la Real Academia señala que la pa-
labra alimento significa:

“1. m. Conjunto de cosas que el hombre y los animales
comen o beben para subsistir.

2. m. Cada una de las sustancias que un ser vivo toma o
recibe para su nutrición.”1

Derivado de lo anterior, esta comisión dictaminadora con-
sidera innecesaria la adición propuesta para el artículo 114,
toda vez que por una parte sería redundante, y por otra li-
mitaría la aplicación de la Ley a su aplicación en algunas
regiones del país, violentando así el principio de generali-
dad de la Ley.

5. A pesar de lo anterior, consideramos prudente, en un
afán por mejorar el texto vigente, incorporar la actividad fí-
sica como un elemento esencial de la nutrición, abordando
así de una forma integral el problema del sobrepeso y la
obesidad ya que como hemos manifestado, el sobrepeso y
la obesidad son problemas multifactoriales y un aspecto de
suma importancia es precisamente, la actividad física, rela-
cionada, no únicamente con la recreación o en los progra-
mas de educación básica, como ocurre en la actualidad en
las leyes vigentes, sino, vinculándola directamente con la
salud, en la ley respectiva.

Según documentos de la Organización Panamericana de la
Salud los métodos de tratamiento para controlar la obesi-
dad sólo han obtenido resultados moderados y es poco pro-
bable que puedan atajar la epidemia; por consiguiente, las
estrategias preventivas y de promoción de la salud tienen
grandes probabilidades de dar buenos resultados a nivel de
la población. La función de la salud pública en las Améri-
cas debe consistir en hacer que las opciones saludables re-
sulten las más fáciles de tomar, y el objetivo para el próxi-
mo decenio es producir cambios fundamentales de
conducta en la población.

También señalan que la actividad física no necesita ser
agotadora para producir beneficios para la salud. Promover
al menos treinta minutos diarios de actividad física mode-
rada es una meta realista. Esto necesita ir acompañado de
una ampliación del acceso a los espacios recreativos y la
seguridad en las calles, de la promoción sostenida del acto
de caminar y montar en bicicleta en la ciudad y de la insti-
tucionalización de la actividad física en el lugar de trabajo
y las escuelas.2

Afirma dicho documento que los dos factores más impor-
tantes asociados con mayor riesgo de sobrepeso son el con-
sumo de alimentos altamente energéticos (ricos en grasa o
azúcares) y el modo de vida sedentario durante mucho
tiempo. Por otro lado, hay pruebas convincentes de que el
riesgo se reduce mediante una actividad física regular2 y
un elevado consumo de fibra alimentaria.

Afirma la PHAO que la actividad física, puede definirse
como “cualquier movimiento corporal producido por los
músculos esqueléticos que da lugar a un aumento sustan-
cial del gasto energético frente al reposo”, varía del des-
empeño del trabajo propio de la ocupación y las faenas do-
mésticas a la actividad física recreativa, como el deporte y
el ejercicio. La actividad física reducida o el aumento del
comportamiento sedentario desempeñan una función im-
portante en el aumento de peso y la aparición de la obesi-
dad. Por ejemplo, la cantidad de tiempo que los niños pe-
queños pasan ante el televisor ha resultado tener valor
predictivo del Índice de Masa Corporal en años posterio-
res, como también un bajo nivel de actividad física en pe-
ríodos de ocio de los adultos ha sido predictivo de aumen-
to de peso sustancial (5kg) al cabo de 5 años. Varios
estudios realizados en América Latina también llegan a la
conclusión de que la inactividad está muy asociada con la
obesidad.

Un estudio elaborado por la Fundación Mexicana para la
salud, señala que las actividades físicas dentro del entorno
familiar de niños obesos es casi nula, la mayor parte del
tiempo libre lo emplean en actividades pasivas como ver
televisión, jugar videojuegos, jugar con muñecas, estas ac-
tividades se llevan a cabo dentro del hogar o la casa de al-
gún familiar. Así mismo, se afirma que la escasa práctica
de actividades deportivas obedece a la dificultad física que
tienen estos infantes para desenvolverse como los demás
niños, señalan que su estudio de campo pudieron observar
que los niños obesos se cansan muy rápido, no pueden aga-
charse y se fatigan con mucha rapidez, lo cual ocasiona re-
chazo o impedimento del deporte, sin embargo, a pesar de
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lo anterior, se percibió que los niños obesos gustan de los
deportes.

En contraste, en el estudio citado, se encontró que los ni-
ños de peso regular suelen tener más actividades físicas ya
sea por demanda de ellos o por decisión en conjunto con
sus padres, las actividades que practican estos niños son:
karate, fútbol, natación y gimnasia. En estos niños se ob-
servó el gusto por la práctica de estos deportes, principal-
mente fútbol y karate, en los cuales mencionan querer lo-
gros en el deporte y que por eso lo practican.3

Aunado a lo anterior, diversos estudios publicados por la
Organización Mundial de la Salud señalan que en compa-
ración con otras actividades sedentarias, tales como corte y
costura, juegos de mesa o la lectura, mirar televisión es la
que se acompaña del menor índice metabólico y se ha aso-
ciado a la obesidad en niños. Así mismo en un reciente es-
tudio prospectivo de cohorte realizado por investigadores
estadounidenses se exploró la posible relación entre varios
patrones de conducta sedentaria, en particular la de mirar
televisión por largo tiempo, y el riesgo de obesidad y de
diabetes tipo 2 en mujeres. Se encontró que las mujeres que
miraban televisión por largo tiempo eran más propensas a
fumar, a consumir bebidas alcohólicas y a realizar menos
ejercicio físico. También tenían un mayor consumo ener-
gético diario y peores hábitos alimentarios.

Durante los seis años de seguimiento, 3 757 mujeres pasa-
ron a la categoría de obesas. El tiempo pasado ante el tele-
visor estuvo significativamente asociado con el riesgo de
obesidad. Mantenerse sentadas en el trabajo o fuera del ho-
gar y usar un automóvil como medio de transporte también
fueron conductas asociadas a un mayor riesgo de obesidad,
no así mantenerse de pie o caminando por la casa. Según
los resultados del análisis de múltiples variables, solo mi-
rar televisión por mucho tiempo se asociaba a un elevado
riesgo de obesidad en estas mujeres.4

Es evidente que estos estudios sólo refuerzan la percep-
ción, tanto de profesionales de la nutrición y la salud como
de los Organismos Internacionales respecto a la importan-
cia de la actividad física regular como un factor decisivo
para combatir la obesidad y el sobrepeso.

Por lo anterior, esta comisión dictaminadora considera tras-
cendental incluir la actividad física dentro del texto de la
fracción III del artículo 112, ya que debe ser una prioridad
en la educación para la salud.

Es así que la comisión dictaminadora propone la siguiente
la redacción:

Artículo 112. La educación para la salud tiene por ob-
jeto:

I. a II. …

III. Orientar y capacitar a la población preferentemente
en materia de nutrición y actividad física, salud mental,
salud bucal, educación sexual, planificación familiar,
riesgos de automedicación, prevención de farmacode-
pendencia, salud ocupacional, salud visual, salud auditi-
va, uso adecuado de los servicios de salud, prevención
de accidentes, prevención y rehabilitación de la invali-
dez y detección oportuna de enfermedades.

6. En otro orden de ideas, ambas iniciativas proponen re-
formas al artículo 115, en el caso de la propuesta del Dipu-
tado Puente Salas, se propone la adición de una fracción IX
que establecería una responsabilidad más a la Secretaría:
“IX. Establecer junto con la Secretaría de Educación, las
necesidades mínimas de nutrimentos que deberán cumplir
las bebidas para su venta en las tiendas escolares de nivel
básico y medio superior, a fin de mantener las buenas con-
diciones de salud de la población”.

En el caso de la segunda iniciativa, signada por la Diputa-
da Maricela Contreras y el diputado Ramírez Barba, la pro-
puesta es también adicionar una fracción que dejaría a car-
go de la Secretaría de Salud la elaboración y coordinación
de un programa nacional de nutrición, control de peso y
obesidad, con especial atención en niños y en adolescentes;
estipulando así mismo que, para la ejecución del programa
a que se refiere la fracción IX del artículo 115, la Secreta-
ría de Salud se coordinará con la Secretaría de Educación
Pública, los gobiernos de las entidades federativas y el
Consejo de Salubridad General.

Resulta evidente que todos los legisladores coinciden en
establecer una coordinación entre las Secretarías de Educa-
ción y Salud respecto a la prevención de la obesidad y so-
bre todo, la necesaria intervención de la autoridad para fo-
mentar una alimentación inocua a los niños y niñas dentro
de los planteles escolares.

Esta preocupación no es privativa de las iniciativas señala-
das sino de un gran número de propuestas de reformas a la
Ley General de Educación, algunas de las cuales también
se encuentran en estudio por ésta dictaminadora.
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7. Es necesario señalar que consideramos ambas propues-
tas viables con algunas modificaciones que la harían con-
gruente con una aproximación más integral al problema de
la obesidad, incluyendo por supuesto la actividad física y
refiriéndonos explícitamente a los estilos de vida saluda-
bles.

Los estilos de vida han sido considerados como factores
determinantes y condicionantes del estado de salud de un
individuo. La Carta de Ottawa para la Promoción de la Sa-
lud, considera los estilos de vida saludables como compo-
nentes importantes de intervención para promover la salud,
señalando que “la salud se crea y se vive en el marco de
la vida cotidiana, en los centros de enseñanza, de traba-
jo y de recreo. La salud es el resultado de los cuidados
que uno se dispensa a sí mismo y a los demás, de la ca-
pacidad de tomar decisiones y controlar la vida propia
y de asegurar que la sociedad en que uno vive ofrezca a
todos sus miembros la posibilidad de gozar de un buen
estado de salud”.

Los estilos de vida que se adquieren, están condicionados
a través de experiencias de aprendizaje, las cuales se adap-
tan, se adquieren o modifican de acuerdo a los comporta-
mientos deseados. En este sentido a través de la enseñanza
se producen cambios favorables en el comportamiento del
que aprende. El saber se obtiene con el conocimiento, lo
que le da la opción de desarrollar su personalidad que es el
saber ser; siendo para esto necesario que la persona que
aprende, además comprenda, analice, reflexione y adquie-
ra competencias o habilidades practicas (saber hacer). De
ahí la necesidad de fomentar estilos de vida saludables, sin
restringir esta educación únicamente al entorno escolar, si-
no extenderlo a todo el sector salud.

8. En este orden de ideas, para complementar las propues-
tas de los promoventes, esta comisión propone reformar la
fracción II del citado artículo 115, lo anterior con la finali-
dad de incluir conceptos como el sobrepeso y los hábitos
de vida saludables que, como lo hemos señalado, constitu-
yen el común denominador de las recomendaciones para
combatir el complejo problema de la obesidad, por lo que
las fracciones referidas quedarían de la siguiente forma:

Artículo 115. La Secretaría de Salud tendrá a su cargo:

I. …

II. Normar el desarrollo de los programas y actividades
de educación en materia de nutrición, prevención, trata-

miento y control de la desnutrición, sobrepeso y obesi-
dad, encaminados a promover estilos de vida saluda-
bles, preferentemente en los grupos sociales más vulne-
rables.

III. …

Es importante señalar que el texto vigente hace mención de
la obesidad, pero no así del sobrepeso, y a pesar de que
suelen confundirse es necesario diferenciarlos, al respecto
el Instituto Nacional de Cáncer, que forma parte de los Ins-
titutos Nacionales de Salud de Estados Unidos, establece
que sobrepeso significa pesar demasiado con relación a la
estatura. Exceso de peso en el cuerpo que puede resultar de
la grasa, los músculos, los huesos o la retención de agua.
Tener sobrepeso no siempre significa ser obeso.5

Existen muchas formas para determinar si una persona tie-
ne sobrepeso, pero los expertos creen que el índice de ma-
sa corporal (IMC) es la medida más precisa de la grasa cor-
poral para niños y para adultos, el llamado IMC da un
estimativo de lo que debe pesar una persona, sobre la base
de su estatura.

• Los adultos con IMC entre 25 y 29.9 se consideran con
sobrepeso. Sin embargo hay excepciones; por ejemplo,
un atleta puede tener un IMC más alto, pero no tener so-
brepeso. 

• Los adultos con un índice de masa corporal superior a
30 se consideran obesos. 

• Cualquier persona con más de 45 kilogramos de so-
brepeso se considera que sufre de obesidad mórbida.6

9. Por otro lado, esta comisión considera de suma impor-
tancia establecer algunas responsabilidades a cargo de la
Secretaría de Salud, mismas que se busca se vean refleja-
das en la aplicación de políticas públicas más eficaces pa-
ra combatir el enorme reto que significa para el sector sa-
lud el sobrepeso y la obesidad de la población, sin interferir
con la vida privada de las personas ya que consideramos
que el problema de la obesidad se deriva de decisiones in-
dividuales y ningún Estado debe inmiscuirse en las liberta-
des inalienables de los gobernados.

10. Resulta evidente que cuando fue publicada la Ley, el
escenario de la salud pública de nuestro país era muy dife-
rente al de la actualidad, los problemas de sobrepeso y obe-
sidad se han incrementado alarmantemente en las últimas
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dos décadas y esto sólo se ha reconocido en el plan nacio-
nal de desarrollo 2007-2012. Resulta obvio que la redac-
ción del artículo 115 tenía una percepción más enfocada a
la desnutrición y no así a la mala nutrición, el sobrepeso o
la obesidad.

Derivado de lo anterior, el texto vigente se ve rebasado an-
te una problemática sumamente compleja y que requiere de
atención inmediata, no sólo por parte de la autoridad, que
es en lo que como legisladores podemos incidir, sino de la
sociedad misma, ya que es un problema que requiere la de-
cisión de cada individuo. 

En el texto vigente del artículo 115, se establece que co-
rresponde a la Secretaría de Salud proporcionar a la Secre-
taría de Comercio y Fomento Industrial los elementos téc-
nicos en materia nutricional, para los efectos de la
expedición de las normas oficiales mexicanas.

Los promoventes de las dos iniciativas que se estudian en
el presente dictamen, persiguen un mismo objetivo, al bus-
car una mejor y mayor coordinación entre la Secretaría de
Salud y otras dependencias de la Administración Pública
Federal, en lo que a nutrición se refiere.

Es evidente que esta coordinación se debe dar con la actual
Secretaría de Economía, respecto, por ejemplo a las nor-
mas oficiales mexicanas sobre etiquetado o los procesos de
producción de alimentos y bebidas; sin embargo, con el
afán de otorgar una congruencia a la Ley Vigente conside-
ramos prudente reformar la fracción VIII para que se susti-
tuya el nombre de la Secretaría de Comercio y Fomento In-
dustrial, por el actual de Secretaría de Economía.

Con este fin proponemos la siguiente redacción en la frac-
ción VIII del artículo 115:

VIII. Proporcionar a la Secretaría de Economía, los
elementos técnicos en materia nutricional, para los efec-
tos de la expedición de las normas oficiales mexicanas.

11. Como se señaló anteriormente, ambas propuestas bus-
can la adición de una fracción IX al artículo 115, dicha adi-
ción es viable y prudente, sin embargo consideramos que la
sintaxis de la propuesta de la Diputada Contreras Julián y
el Diputado Ramírez Barba, resulta más congruente con las
propuestas de la dictaminadora y que a su vez engloba los
objetivos de ambas iniciativas, siendo éste la necesaria co-
ordinación de la Secretaría de Salud con la Secretaría de
Educación a fin de promover una adecuada nutrición en los

niños y jóvenes. La aportación sería sumamente valiosa, ya
que daría mayores atribuciones a las autoridades escolares
para disminuir el problema.

Para comprobar la importancia de la reforma planteada,
basta señalar que según refiere el estudio elaborado por la
Fundación Mexicana para la Salud, que hemos citado con
antelación, los maestros de escuelas públicas y privadas
manifestaron como principales limitantes para abordar de
manera directa y exitosa el problema de obesidad son: 

• Falta de información clara y concreta sobre la obesi-
dad. No han tenido programas de capacitación que per-
mitan orientarlos sobre el tema y, en particular, no cuen-
tan con herramientas que les permitan implantar
acciones concretas.

• No cuentan con redes de apoyo. Se perciben sin el apo-
yo de instituciones públicas o privadas que les propor-
cionen información y los apoyen con acciones directas.

• No se perciben con autoridad moral para hablar de
obesidad, ya que algunos maestros reconocen que ellos
mismos padecen de obesidad, que tienen malos hábitos
y que incluso son malos ejemplos para sus alumnos.

• No se ubican como responsables del problema, algu-
nos maestros consideran que la obesidad es un proble-
ma que empieza en casa, por lo que no se sienten com-
prometidos en su solución, responsabilizan totalmente a
la familia y particularmente a la madre.

Por estas razones y siendo el entorno escolar el medio más
propicio para influir en la conducta alimentaría del indivi-
duo, sin que ello signifique una intromisión en su vida pri-
vada, creemos que una coordinación de la Secretaría de Sa-
lud y de Educación resulta indispensable para combatir la
epidemia de sobrepeso y obesidad infantil, razón por la
cual coincidimos con la percepción de los promoventes.

12. Por lo que respecta a la propuesta del Diputado Puente
Salas de adicionar un último párrafo al artículo 216, es ne-
cesario hacer algunas precisiones. El promovente pretende
incluir en etiquetas y envases de refrescos o bebidas carbo-
natadas con azúcar la siguiente leyenda: “El abuso en el
consumo de este producto puede causar obesidad”. 

A pesar de que compartimos la preocupación del promo-
vente por el elevado consumo de refrescos en nuestro país,
ya que, según el Instituto Nacional de Estadística Geogra-
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fía e Informática, la Encuesta de Ingreso y Gasto de los Ho-
gares 2002-2004, mostró que del gasto familiar se destina
poco más de 5 mil pesos por año al consumo de refrescos;
y que los porcentajes destinados para comprar tortilla y frí-
jol son menores que el gasto destinado a la compra de re-
frescos; y que el Banco de México, refiere que a la familia
mexicana le importa más tomarse un refresco que nutrirse;
es de suma importancia no adoptar políticas públicas basa-
das en percepciones falsas. Es decir, si bien el consumo de
refrescos en el país es de los más elevados del mundo, no
es la única causa del incremento de la obesidad, por lo que
no debemos responsabilizar a un solo alimento o bebida
por las decisiones de cada individuo.

Consideramos que es una prioridad informar al consumi-
dor de forma veraz sobre los productos que se expenden,
responsabilidad que la autoridad debe imponer al fabrican-
te.

Aunado a lo anterior, es importante señalar el factor que
juega la publicidad en el problema de la obesidad. Según el
estudio elaborado por la Fundación Mexicana para la Salud
la influencia publicitaria en productos de consumo tiene un
gran impacto sobre las decisiones, gustos, preferencias y
actitudes de los niños, ellos adoptan sus marcas, se identi-
fican con ellas, les gustan, son parte de sus vidas y lo más
importante, las madres toman el papel de compradoras de
lo que piden sus hijos, quienes son quienes en la mayoría
de los casos deciden la compra.

Afirman que es tal la fuerza del impacto publicitario en los
niños, que logra que un niño salga a escondidas de los pa-
pás a comprar lo que acaba de ver en televisión, es tan fuer-
te que ocasiona que un niño se motive a juntar dinero para
comprarse un antojo que vio en televisión, es tan fuerte que
ocasiona que se porten bien durante la semana para que se-
an premiados con la visita a algún restaurante de comida
rápida, es tan fuerte la influencia publicitaria que ocasiona
cambios de conducta, a consecuencia de la identificación
con el producto, con las expresiones verbales empleadas en
el comercial, con las personalidades de los actores o por ser
un producto de moda entre los niños.

La influencia publicitaria ocasiona actitudes de comporta-
miento e identificación en los infantes, que ocasionan el
consumo y lealtad hacia productos, que llegan a ser parte
de la vida cotidiana de los niños.

Por estas razones, consideramos que, en lugar de imponer
la obligación de incluir leyendas precautorias, como las

propuestas por el Diputado Puente salas las cuales además
incurrirían en una falsedad, sería de mayor utilidad impo-
ner una mayor obligación en lo que se refiere a campañas
publicitarias, mediante una reforma al artículo 307, que-
dando de la siguiente forma:

307. …

La publicidad deberá inducir a estilos de vida saluda-
bles y no atribuir a los alimentos y bebidas no alcohó-
licas un valor superior o distinto al que tengan en reali-
dad.

La publicidad de alimentos y bebidas no alcohólicas debe-
rá incluir en forma visual, auditiva o visual y auditiva, se-
gún sea para impresos, radio o cine y televisión, respecti-
vamente, mensajes precautorios de la condición del
producto o mensajes promotores de estilos de vida salu-
dables.

Consideramos que una reforma como la que plantea esta
dictaminadora, obligará a la industria a promover con ve-
racidad las características de sus productos y a difundir los
estilos de vida saludables, sin enfrentarnos a la disyuntiva
de contravenir el texto constitucional en su artículo 5º. 

13. En otro orden de ideas, es necesario incorporar en un
artículo transitorio la disponibilidad de recursos a fin de
garantizar la aplicación de la reforma realizada, en con-
gruencia con los objetivos que plantea la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria que en el pá-
rrafo segundo de su artículo 1 establece que “Los sujetos
obligados a cumplir las disposiciones de esta Ley de-
berán observar que la administración de los recursos
públicos federales se realice con base en criterios de le-
galidad, honestidad, eficiencia, eficacia, economía, ra-
cionalidad, austeridad, transparencia, control, rendi-
ción de cuentas y equidad de género.”

Asimismo, la Ley citada precisa en su artículo 18 la obli-
gación que las Comisiones del Congreso tienen para reali-
zar una valoración del impacto presupuestario de las ini-
ciativas de ley o decreto, con el apoyo del Centro de
Estudios de las Finanzas Públicas de la Cámara de Diputa-
dos, y pudiendo solicitar opinión a la Secretaría sobre el
proyecto de dictamen correspondiente.

Por estas razones consideramos pertinente la inclusión de
un artículo Segundo Transitorio al Proyecto de Decreto en
los siguientes términos:
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Segundo. Las erogaciones que deban realizarse a fin
de ejecutar el programa nacional, control de peso y
obesidad a que se refiere la fracción IX del artículo
115, se sujetarán a la disponibilidad presupuestaria
aprobada por la Cámara de Diputados, las legislatu-
ras de los estados, así como la Asamblea Legislativa
del Distrito Federal, para tal efecto, en sus respectivos
presupuestos. 

Por lo anteriormente expuesto los integrantes de esta comi-
sión de Salud de la LX Legislatura, con las atribuciones
que otorgan los artículos 73 fracción XVI, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
los artículos 45 numeral 6, inciso e) y f) de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, po-
nen a su consideración el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma la fracción III del artícu-
lo 112, las fracciones II y VIII del artículo 115, el artí-
culo 307 y se adiciona una fracción IX al artículo 115 de
la Ley General de Salud.

Artículo Único. Se reforma la fracción III del artículo 112,
las fracciones II y VIII del artículo 115, el artículo 307 y se
adiciona una fracción IX al artículo 115 de la Ley General
de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 112. La educación para la salud tiene por objeto:

I. a II. …

III. Orientar y capacitar a la población preferentemente
en materia de nutrición y actividad física, salud mental,
salud bucal, educación sexual, planificación familiar,
riesgos de automedicación, prevención de farmacode-
pendencia, salud ocupacional, salud visual, salud auditi-
va, uso adecuado de los servicios de salud, prevención
de accidentes, prevención y rehabilitación de la invali-
dez y detección oportuna de enfermedades.

Artículo 115. …

I. …

II. Normar el desarrollo de los programas y actividades
de educación en materia de nutrición, prevención, trata-
miento y control de la desnutrición, sobrepeso y obesi-
dad, encaminados a promover estilos de vida saluda-

bles, preferentemente en los grupos sociales más vulne-
rables.

III. a VII. …

VIII. Proporcionar a la Secretaría de Economía, los
elementos técnicos en materia nutricional, para los efec-
tos de la expedición de las normas oficiales mexicanas.

IX. Elaborar y coordinar un programa nacional de
nutrición, control de peso y obesidad, con especial
atención en niños y en adolescentes.

Para la ejecución del programa a que se refiere la frac-
ción IX del presente artículo, la Secretaría de Salud se
coordinará con la Secretaría de Educación Pública, los
gobiernos de las entidades federativas y el Consejo de
Salubridad General.

Artículo 307. Tratándose de publicidad de alimentos y be-
bidas no alcohólicas, ésta no deberá asociarse directa o in-
directamente con el consumo de bebidas alcohólicas.

La publicidad deberá inducir a estilos de vida saludables
y no atribuir a los alimentos y bebidas no alcohólicas un
valor superior o distinto al que tengan en realidad.

La publicidad de alimentos y bebidas no alcohólicas deberá
incluir en forma visual, auditiva o visual y auditiva, según
sea para impresos, radio o cine y televisión, respectivamen-
te, mensajes precautorios de la condición del producto o
mensajes promotores de estilos de vida saludables.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las erogaciones que deban realizarse a fin de
ejecutar el programa nacional, control de peso y obesidad
a que se refiere la fracción IX del artículo 115, se sujetarán
a la disponibilidad presupuestaria aprobada por la Cámara
de Diputados, las legislaturas de los estados, así como la
Asamblea Legislativa del Distrito Federal, para tal efecto,
en sus respectivos presupuestos.

Notas:

1 Diccionario de la Lengua Española. Vigésima segunda edición.
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2 Obesidad, alimentación y actividad física, trigésima séptima sesión
del Subcomité de Planificación y Programación del Comité Ejecutivo.
Organización Panamericana de la Salud. http://www.paho.org/spa-
nish/gov/

3 Percepciones de escolares de 6 a 12 años y sus padres con relación
a los factores que provocan obesidad. Instituto de Investigaciones So-
ciales. Fundación Mexicana para la Salud. 2008.

4 Revista Panamericana de Salud Pública, volumen 13, número 5,
Washington, mayo de 2003.

5 Diccionario de cáncer. Instituto Nacional del Cáncer.
http://www.cancer.gov

6 http://www.nlm.nih.gov

La Comisión de Salud, diputados: Ector Jaime Ramírez Barba (rú-
brica), José Antonio Muñoz Serrano (rúbrica), Adriana Rebeca Vieyra
Olivares (rúbrica), Efraín Morales Sánchez (rúbrica), María Oralia Ve-
ga Ortiz (rúbrica), Antonio Xavier López Adame, Juan Abad de Jesús
(rúbrica), Efraín Arizmendi Uribe (rúbrica), Ricardo Cantú Garza (rú-
brica), Maricela Contreras Julián, María Mercedes Corral Aguilar (rú-
brica), Joaquín Conrado de los Santos Molina, Daniel Dehesa Mora
(rúbrica), Nemesio Domínguez Domínguez, Ángel Humberto García
Reyes (rúbrica), Beatriz Eugenia García Reyes (rúbrica), Yolanda Mer-
cedes Garmendia Hernández (rúbrica), Tomás Gloria Requena, Lorena
Martínez Rodríguez (rúbrica), Holly Matus Toledo (rúbrica), Fernando
Enrique Mayans Canabal, Roberto Mendoza Flores, Elizabeth Morales
García, Gilberto Ojeda Camacho (rúbrica), Martha Rocío Partida Guz-
mán, Jorge Quintero Bello (rúbrica), José Ignacio Alberto Rubio Chá-
vez (rúbrica), María Gloria Guadalupe Valenzuela García.»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
En consecuencia, está a discusión en lo general.

No habiendo oradores registrados, consulte la Secretaría a
la asamblea si el proyecto de decreto se encuentra sufi-
cientemente discutido en lo general.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si el proyecto de decreto se encuen-
tra suficientemente discutido en lo general. Las diputadas y
los diputados que estén por afirmativa sírvanse manifestar-
lo. Las diputadas y los diputados que estén por la negativa
sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Suficientemente discutido.

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General, se pregunta a la
asamblea si se va a reservar algún artículo para discutirlo
en lo particular.

En virtud de que no se ha reservado artículo alguno para
discutirlo en lo particular, se pide a la Secretaría que abra
el sistema electrónico hasta por cinco minutos para proce-
der a la votación, en lo general y en lo particular, en un so-
lo acto.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema elec-
trónico por cinco minutos para proceder a la votación, en
lo general y en lo particular, en un solo acto.

(Votación)

¿Faltó alguna diputada o algún diputado de emitir su voto?

Ciérrese el sistema de votación electrónico. De viva voz:

El diputado Jesús Humberto Zazueta Aguilar (desde la
curul): A favor.

La diputada Silvia Emilia Degante Romero (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Jesús Ricardo Morales Manzo (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada María del Pilar Ortega Martínez (desde la
curul): A favor.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
Presidente, se emitieron 289 votos en pro, 0 en contra.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Aprobado en lo general y en lo particular, por 289 vo-
tos. Aprobado por unanimidad, en lo general y en lo
particular, el proyecto de decreto que reforma la frac-
ción III del artículo 112, las fracciones II y VIII del ar-
tículo 115 y el artículo 307; y adiciona la fracción IX al
artículo 115 de la Ley General de Salud. Pasa al Sena-
do para sus efectos constitucionales.
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LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
El siguiente punto del orden del día es la discusión del dic-
tamen con proyecto de decreto que adiciona el artículo 222
Bis a la Ley General de Salud.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea si se dis-
pensa la lectura del dictamen.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la
asamblea, en votación económica, si se dispensa la lectura
del dictamen. Las diputadas y los diputados que estén por
la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los di-
putados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Ciudadano presidente, mayoría por la afirmativa. Se dis-
pensa la lectura.

«Dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de de-
creto que adiciona el artículo 222 Bis a la Ley General de
Salud

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Salud de la LX Legislatura fue turnada
para su estudio y dictamen la iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Salud, presentada por el diputado Ector
Jaime Ramírez Barba y suscrita por diversos legisladores
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

La Comisión de Salud con fundamento en las atribuciones
que le otorga los artículos 39, numerales 1o. y 3o., 43, 44,
45 y de los demás relativos de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56,
60, 87, 88, 89 y 93 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, somete a la consideración de esta honorable asamblea,
el presente dictamen de acuerdo con la siguiente:

Metodología

La comisión encargada del análisis y dictamen de la inicia-
tiva mencionada anteriormente, desarrolla su trabajo con-
forme el procedimiento que a continuación se describe:

I. En el capítulo de “Antecedentes” se da constancia del
trámite, del proceso legislativo, del recibo en turno para
el dictamen de la referida iniciativa y de los trabajos
previos de la comisión dictaminadora.

II. En el capítulo correspondiente a “Contenido”, se sin-
tetiza el alcance de la propuesta de reforma en estudio.

III. En el capítulo de “Consideraciones”, la comisión
dictaminadora expresa los argumentos de valoración de
la propuesta y de los motivos que sustentan la decisión
de respaldar o desechar la propuesta en análisis.

I. Antecedentes

En sesión celebrada con fecha 2 de abril de 2008, fue pre-
sentada ante el Pleno de la Cámara de Diputados la inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma y adiciona diver-
sas disposiciones de la Ley General de Salud.

Con la misma fecha, la Mesa Directiva de éste órgano le-
gislativo turnó la mencionada iniciativa a la Comisión de
Salud para su estudio y posterior dictamen.

II. Contenido

En su exposición de motivos, el promovente manifiesta
que la biotecnología moderna congrega diversas ramas
científicas y éste carácter multidisciplinario ha potenciali-
zado el desarrollo científico de diversos productos útiles
para consumo humano, creando una clara distinción entre
la biotecnología moderna y la biotecnología tradicional.

Señala que las aplicaciones de la biotecnología para la so-
lución de problemas relevantes del género humano y de su
entorno son una realidad cotidiana en México, al igual que
en la mayoría de los países del mundo, siendo nuestro país
un participante activo en capacidades científicas, técnicas y
productivas en el ámbito de la biotecnología y, en particu-
lar, en la biotecnología farmacéutica.

Afirma que es necesario establecer las bases que permitan
construir progresivamente una regulación que armonice
con el marco regulatorio de las comunidades de países con
mayor desarrollo en esta materia, ya que los medicamentos
biotecnológicos ofrecen a médicos y a pacientes nuevas al-
ternativas para tratar enfermedades y situaciones clínicas
que hasta hace algunos años no era posible considerar.
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Menciona también que en la regulación sanitaria nacional
no existen disposiciones específicas aplicables a los medi-
camentos de origen biotecnológico, la Ley General de Sa-
lud contiene entre otras clasificaciones, dos tipos de medi-
camentos para efecto de su autorización; los que cumplen
con pruebas clínicas a partir de características individuales
propias de su novedad denominados innovadores y, aque-
llos medicamentos que cumplen con pruebas de intercam-
biabilidad a partir de una referencia preexistente, en este
caso los medicamentos innovadores ya autorizados. A es-
tos últimos se les denomina genéricos intercambiables, los
cuales demuestran seguridad y eficacia en términos de su
intercambiabilidad respecto de un medicamento innovador.
A estos últimos se les denomina genéricos intercambiables,
los cuales demuestran seguridad y eficacia en términos de
su intercambiabilidad respecto de un medicamento innova-
dor. Sin embargo estas disposiciones sólo aplican a los me-
dicamentos cuyo principio activo es una molécula resul-
tante de síntesis química; diferencia esencial con los
medicamentos biotecnológicos.

Derivado de está necesidad, el promovente busca adicionar
una fracción al artículo 221 y un artículo 222 Bis para es-
tablecer una definición clara de medicamento biotecnoló-
gico y las bases que normen la autorización de éste tipo de
medicamentos.

III. Consideraciones

1. Se considera que la biotecnología moderna nace a me-
diados de la década de los 70, cuando se inicia un avance
en el conocimiento sobre la forma en que están organiza-
dos los genes en el genoma de un organismo vivo y se pre-
senta la posibilidad de aislar modificar y transplantar genes
de un organismo a otro, transmitiendo así nuevas caracte-
rísticas genéticas al organismo receptor, mismo que se de-
nomina transgénico y que debido al nuevo DNA es capaz
de producir proteínas novedosas, llamadas heterólogas. Es-
ta posibilidad origina una oportunidad para desarrollar or-
ganismos transgénicos que a su vez produzcan proteínas
con valor comercial y social, y al desarrollo de tecnología
biológica para producir proteínas recombinantes.1

La biotecnología moderna es una actividad multidiscipli-
naria cuya misión es usar el conocimiento derivado de di-
versos métodos y disciplinas para resolver problemas en
diferentes áreas, como en este caso la salud, mediante el
uso de sistemas vivos sus productos y sus partes. Las téc-
nicas de DNA recombinante han conseguido el desarrollo
de una biotecnología en la que es posible diseñar organis-

mos con diversas fuentes, consiguiendo de esta forma la
producción de nuevas proteínas y metabolitos, que eviden-
temente tienen un interés comercial: por lo cual se ha des-
arrollado toda una industria alrededor de la biotecnología,
que se dedica a la producción de nuevas moléculas y pro-
teínas recombinantes, muchas de ellas humanas y que an-
teriormente no se podían conseguir en forma masiva, di-
chas moléculas han tenido un enorme impacto, no sólo en
la investigación para la salud, sino en el sector agrícola-pe-
cuario y en el industrial.

Por citar algunos ejemplos, los productos recombinantes
que actualmente se utilizan son: la insulina humana, el in-
terferón-a, utilizado para el tratamiento de la leucemia; el
interferón-b, para infecciones bacterianas y cáncer; la in-
terleucina-2, usada para el cáncer; la hormona del creci-
miento humana, para el enanismo; activador de plasminó-
geno celular, para el infarto agudo al miocardio; factor de
necrosis tumoral, para el cáncer; factor VIII C, para la he-
mofilia; entropoyetina, para la anemia y la falla renal cró-
nica; factor estimulante de crecimiento de colonia, para los
efectos de la quimioterapia y el SIDA, super óxido dismu-
tasa, para el trasplante de riñón; la vacuna de la hepatitis B
y la vacuna para la polio.

Es evidente por lo referido con antelación la importancia
que ha tenido la biotecnología en la erradicación de enfer-
medades como la polio y el tratamiento, del cáncer, la he-
patitis, la diabetes, entre otras, aunado a lo cual están las
aún incalculables posibilidades de su aprovechamiento en
otros padecimientos; por lo que es imperativo otorgar un
estímulo a ésta nueva biotecnología mediante un marco
normativo adecuado.

2. Actualmente, la Ley General de Salud establece en su ar-
tículo 17 Bis que la Secretaría de Salud ejercerá las atribu-
ciones de regulación, control y fomento sanitarios a través
de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos
Sanitarios, que según la fracción II del citado artículo tiene
bajo su competencia proponer al secretario de Salud la po-
lítica nacional de protección contra riesgos sanitarios así
como su aplicación en materia de: establecimientos de sa-
lud; medicamentos y otros insumos para la salud; disposi-
ción de órganos, tejidos, células de seres humanos y sus
componentes; alimentos y bebidas, productos de perfume-
ría, belleza y aseo; tabaco, plaguicidas, nutrientes vegeta-
les, sustancias tóxicas o peligrosas para la salud; productos
biotecnológicos, suplementos alimenticios, materias pri-
mas y aditivos que intervengan en la elaboración de los
productos anteriores; así como de prevención y control de
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los efectos nocivos de los factores ambientales en la salud
del hombre, salud ocupacional y saneamiento básico.

Asimismo, la ley vigente establece una definición en su ar-
tículo 282 Bis del Titulo Décimo Segundo, Control Sanita-
rio de Productos y Servicios de su Importación y Exporta-
ción, cuyo capítulo XII Bis se refiere a los productos
biotecnológicos; que a la letra dice:

Artículo 282 Bis. Para los efectos de esta ley, se consi-
deran productos biotecnológicos, aquellos alimentos,
ingredientes, aditivos, materias primas, insumos para la
salud, plaguicidas, sustancias tóxicas o peligrosas, y sus
desechos, en cuyo proceso intervengan organismos vi-
vos o parte de ellos, modificados por técnica tradicional
o ingeniería genética.

En este orden de ideas, el artículo 282 Bis 1, señala la obli-
gación de notificar a la Secretaría de Salud, de todos aque-
llos productos biotecnológicos o de los derivados de éstos,
que se destinen al uso o consumo humano, sin establecer
disposiciones específicas para cada tipo de producto. En
consecuencia, dentro del marco normativo vigente no exis-
te una definición de lo que se debe entender por medica-
mento biotecnológico, tampoco se establece un procedi-
miento para su autorización en virtud de que no le son
aplicables los requerimientos previstos en la Ley para me-
dicamentos de base química. 

3. La necesidad de proveer el mejor marco jurídico posible
para el desarrollo de la biotecnología, propició que la Co-
misión de Salud de la LX Legislatura de la Cámara a de
Diputados convocara a 2 foros con la participación de
connotados especialistas en las ramas relacionadas con la
biotecnología farmacéutica y las autoridades encargadas
de vigilar la seguridad y eficacia de los medicamentos.

Esta necesidad ha comprometido también a los legislado-
res de las diversas fracciones parlamentarias representadas
en esta legislatura, de manera destacada los senadores
miembros de la Comisión de Salud de la colegisladora
aprobaron en septiembre de 2007, un punto de acuerdo ex-
hortando a la Cofepris para tomar las medidas necesarias
para evitar los riesgos derivados de la ausencia de regula-
ción específica para la autorización de medicamentos bio-
tecnológicos. En este sentido, las observaciones y reco-
mendaciones de los senadores María Elena Orantes y
Ernesto Saro han sido de particular importancia para la dis-
cusión de este tema en esta comisión.

Con estos antecedentes, la iniciativa en estudio, pretende
adicionar un artículo 222 Bis, que establezca las caracte-
rísticas básicas de los medicamentos de origen biotecnoló-
gico y especifique los criterios generales para su autoriza-
ción en la Ley General de Salud. 

4. La definición propuesta en la iniciativa nos parece ade-
cuada, ya que se ha considerado que las proteínas, a dife-
rencia de las moléculas obtenidas por procesos químicos,
son 100 a mil veces mayores y poseen estructuras molecu-
lares complejas que no pueden ser totalmente caracteriza-
das por los métodos analíticos actualmente disponibles.

A diferencia de los medicamentos tradicionales, los biotec-
nológicos son obtenidos de células vivas, las cuales, son
muy sensibles a las condiciones de cultivo. Incluso peque-
ñas modificaciones en el proceso de producción (tales co-
mo variaciones en la temperatura o ph, contenido solutos
entre otras) pueden dañar significativamente la estructura
terciaria de la proteína, lo cual puede neutralizar o modifi-
car de forma importante la función terapéutica de ésta. Lo
anterior es especialmente importante para los dos principa-
les grupos de medicamentos biotecnológicos actualmente
disponibles: las proteínas obtenidas por tecnología recom-
binante y los anticuerpos monoclonales. En ambos casos la
estabilidad de la estructura proteínica es fundamental para
que logren realizar sus funciones a través de los receptores
específicos o el reconocimiento de las moléculas a las que
están dirigidas.2

Los medicamentos biotecnológicos se distinguen de los
medicamentos tradicionales por ser productos heterogéne-
os que tienen un complejo mecanismo de acción, ser alta-
mente específicos, poseer mayor riesgo inmunogénico, re-
querir de un complejo proceso de producción y purificación,
y ser relativamente inestables. Es evidente, que este tipo de
medicamentos demandan la introducción de nuevas regula-
ciones, así como prácticas para su producción y distribu-
ción que garanticen la seguridad de los pacientes.

Al expirar las patentes de algunos de los medicamentos
biotecnológicos disponibles, es esperado que comiencen a
introducirse medicamentos biotecnológicos no innovado-
res que deberán asegurar su comparabilidad con los pro-
ductos innovadores originales como sucede con las molé-
culas químicas de los medicamentos tradicionales. Sin
embargo, como se describió anteriormente, dado la com-
plejidad de la producción y fabricación de este tipo de pro-
ductos, no es posible copiar de manera idéntica la estructu-
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ra y el proceso de producción de los medicamentos biotec-
nológicos innovadores.

Así, los productos biotecnológicos de segunda generación
no pueden considerarse como los genéricos tradicionales, y
el término biogenérico resulta inadecuado debido a que las
pruebas requeridas para demostrar que estos productos son
comparables al producto de referencia, dependen del nivel
de complejidad de la molécula y por tanto no serían sufi-
cientes las pruebas que se aplican actualmente a los gené-
ricos de síntesis química.

Resulta indispensable establecer una definición de lo que
para términos de la Ley se entenderá por medicamento bio-
tecnológico y medicamento biotecnológico no innovador,
la definición propuesta en la iniciativa recoge las inquietu-
des manifestadas por los integrantes de los dos foros orga-
nizados por la Comisión de Salud y provee de una certeza
jurídica para la industria, los profesionales de la salud y
primordialmente los usuarios de los servicios de salud que
se verán beneficiados con el desarrollo de ésta tecnología.

De este modo, la Ley General de Salud, establecerá de for-
ma clara lo que se entenderá por medicamento biotecnoló-
gico innovador y biotecnológico no innovador, siendo
ejemplo a nivel mundial, ya que según lo refirió el doctor
Jacques C. Mascaro, experto en regulación sanitaria euro-
pea, el marco regulatorio de los biosimilares no está armo-
nizado, a pesar de que la Unión Europea es la más avanza-
da en este tema, existen muchas otras regiones cuyos
planes nacionales se encuentran limitados o ni siquiera
cuentan con procesos regulatorios, lo cual origina un ries-
go para los pacientes respecto a la seguridad, calidad y efi-
cacia de estos productos.3

Las autoridades de la Unión Europea han establecido las
primeras bases legales para este marco regulatorio las cua-
les se concretaron más claramente después de una reunión
de las autoridades de la Emea/DIA (European Medicines
Agency y Drug Information Association por sus siglas en
inglés, respectivamente) en Paris a finales de 2005. En di-
cha reunión se estableció que los productos biotecnológi-
cos no innovadores (o biosimilares como se les conoce en
Europa) no son productos genéricos por lo que requieren
de una aproximación en su desarrollo, evaluación y regis-
tro de acuerdo a su naturaleza específica y complejidad.
Por lo anterior la Emea realizó las guías correspondientes
y mantiene una apertura a futuros diálogos con relación a
estos medicamentos. De este modo la comunidad europea,

las compañías que desarrollan medicamentos biotecnológi-
cos tienen la responsabilidad de seguir estas recomenda-
ciones para asegurar que los productos cumplen con los es-
tándares de calidad, seguridad y eficacia esperada por los
pacientes y la comunidad médica. Por su parte, las autori-
dades regulatorias deberán garantizar que la evaluación clí-
nica de estos productos no ponga en riesgo a los pacientes.

La definición propuesta en la iniciativa establece lo si-
guiente:

“Artículo 221. …

I. a V. … 

VI. Medicamentos biotecnológicos. Aquellos cuyo prin-
cipio activo es de origen biológico de tipo proteico, con
una estructura molecular extensa y compleja, desarro-
llados por técnicas de ingeniería genética. Los medica-
mentos biotecnológicos innovadores serán referencia
para los medicamentos biotecnológicos no innovadores,
a los cuales se les denominará biosimilares.”

A pesar de coincidir en lo general con la definición pro-
puesta en la iniciativa, esta comisión dictaminadora consi-
dera más viable que la definición de los medicamentos bio-
tecnológicos y biosimilares se establezca en el artículo 222
Bis que se pretende adicionar.

La iniciativa en estudio propone adicionar una fracción al
artículo 221 de la Ley General de Salud, sin embargo, ésta
comisión ha considerado que en virtud de las característi-
cas propias de los medicamentos de origen biotecnológico,
incorporar la definición legal al artículo 222 Bis propuesto
para las condiciones de autorización, aportaría mayor cla-
ridad en la aplicación de estas disposiciones.

La definición propuesta establece claramente la diferencia
entre los medicamentos biosimilares y los biotecnológicos
innovadores, lo anterior debido a que, como lo hemos ex-
plicado, es imposible por su naturaleza que un medica-
mento con un principio biológico sea considerado como
genérico ya que no puede ser replicado de manera idéntica
sin embargo no creemos que la denominación más adecua-
da sea la de biosimilares, ya que según el Diccionario de la
Real Academia Española, la palabra “similar” significa:
“similar. (De símil).

1. Adjetivo, que tiene semejanza o analogía con algo.”4
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Dicha connotación sería incorrecta, toda vez que un gran
número de las proteínas recombinantes pueden ser quími-
camente iguales entre sí, lo cual será aún  más frecuente
con el avance de las técnicas analíticas, es decir que en un
futuro la mayor parte de las moléculas utilizadas serán des-
de un punto de vista químico característicamente iguales, a
pesar de que provengan de fuentes distintas.

Para establecer la diferencia, basta con referirnos a biotec-
nológicos no innovadores, designado así a macromoléculas
complejas que se obtengan por síntesis intracelular de or-
ganismos genéticamente modificados y que tendrán un
control de calidad específico, para garantizar su seguridad
y eficacia.

Lo más trascendente de la propuesta de la comisión, radica
en que será más sencillo para el consumidor final, es decir,
médicos y pacientes, contar con la certeza de que el pro-
ducto que están consumiendo es seguro para su consumo,
ya que la palabra “similar” añade un aspecto negativo a un
producto que ha demostrado su calidad, eficacia y seguri-
dad ante la autoridad sanitaria para su uso.

Aunado a lo anterior, esta comisión ha considerado susti-
tuir el término “deberán” por el de “podrán” cuando en la
adición propuesta se refiere a que “Los medicamentos bio-
tecnológicos innovadores podrán ser referencia para los
medicamentos biotecnológicos no innovadores”, en virtud
de que si bien es cierto que en principio deben ser los me-
dicamentos biotecnológicos innovadores la referencia más
adecuada para el desarrollo de otros medicamentos, por ex-
cepción y previa evaluación del caso por la autoridades
competentes, se podría considerar como medicamento de
referencia para efecto de autorización sanitaria a algún me-
dicamento biotecnológico no innovador. De modo tal que
la propuesta de la comisión quedaría en los siguientes tér-
minos:

Artículo 222 Bis. Para efectos de esta ley, se conside-
ra medicamento biotecnológico toda sustancia que
haya sido producida por biotecnología molecular,
que tenga efecto terapéutico, preventivo o rehabilita-
torio, que se presente en forma farmacéutica, que se
identifique como tal por su actividad farmacológica
y propiedades físicas, químicas y biológicas. Los me-
dicamentos biotecnológicos innovadores podrán ser
referencia para los medicamentos biotecnológicos no
innovadores.

5. La iniciativa plantea como objeto de la adición del ar-
tículo 222 Bis las autorizaciones de la Secretaría de Salud
para aquellos medicamentos biotecnológicos que culpan
con los requisitos, pruebas y requerimientos de calidad, efi-
cacia y seguridad. Es evidente que esta Comisión dicta-
minadora coincide plenamente con la intención del pro-
movente, pero derivado de la modificación referida con
antelación, este tema sería tratado en un párrafo segundo
del artículo 222 bis, proponiendo para tal efecto el si-
guiente texto:

“Las disposiciones reglamentarias establecerán la
clasificación de los mismos, conforme a lo dispuesto
en esta Ley y de acuerdo a los avances de la ciencia
en la materia y se mantendrán permanentemente ac-
tualizadas.”

Esta disposición permitirá actualizar de manera permanen-
te y conforme a los avances de la biotecnología farmacéu-
tica, el tipo de productos que deberán estar sujetos a esta
regulación específica. La remisión a las disposiciones re-
glamentarias de la Ley permite también mayor flexibilidad
para la actualización de dicha clasificación de medicamen-
tos biotecnológicos para responder a los avances científi-
cos reconocidos en la comunidad internacional.

Asimismo, y respetando plenamente el espíritu de la ini-
ciativa, esta comisión propone que, para efecto de la auto-
rización de estos medicamentos, se establezca que: “Para
la obtención del registro sanitario de medicamentos
biotecnológicos, el solicitante deberá cumplir con los re-
quisitos y pruebas que demuestren la calidad, seguri-
dad y eficacia del producto, de conformidad con las
disposiciones de esta Ley, sus reglamentos y demás dis-
posiciones jurídicas aplicables.”

Esta disposición resulta igualmente relevante en el sentido
manifestado por diversos miembros de esta Comisión, y
particularmente en coincidencia con las observaciones en-
viadas por la Dip. Lorena Martínez para que en la medida
de lo posible, la iniciativa permita establecer criterios cla-
ros de reglamentación que complementen de manera ade-
cuada lo dispuesto por la Ley General de Salud.

Por lo que se refiere a los párrafos segundo y tercero de la
iniciativa en estudio, ésta Comisión considera trascenden-
tal dotar de certeza al consumidor respecto al medicamen-
to, por lo que consideramos que con la siguiente propuesta
se enriquece la intención del promovente para asegurar la

Año III, Primer Periodo, 7 de octubre de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados386



seguridad, calidad y eficacia de los medicamentos no inno-
vadores:

“Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior,
conforme a lo establecido en esta ley, sus reglamen-
tos y demás disposiciones generales aplicables, se de-
terminarán los medicamentos biotecnológicos de re-
ferencia. El solicitante de registro sanitario de
biotecnológicos no innovadores que sustente su soli-
citud en un medicamento biotecnológico de referen-
cia, deberá presentar los estudios clínicos y, en su ca-
so in-vitro que de conformidad con las disposiciones
que para tal efecto emita la Secretaría, sean necesa-
rios para demostrar la seguridad, eficacia y calidad
del producto.”

Lo anterior resulta indispensable ya que para poder esta-
blecer la comparabilidad no es suficiente basarse en la eva-
luación de los cambios específicos que realiza la compañía
de biotecnológicos no innovadores sobre un producto y su
proceso de fabricación en el que se emplee una nueva es-
tirpe celular o en el que se hayan introducido múltiples mo-
dificaciones, sin contar con los datos previos del proceso,
los controles de calidad, ni la información preclínica y clí-
nica. La capacidad para entender el impacto de estas modi-
ficaciones sobre la calidad, seguridad y eficacia de un me-
dicamento biotecnológico, exclusivamente a partir de los
datos analíticos, disminuye considerablemente si no se tie-
ne acceso a los antecedentes de dicho producto.

Si el fabricante de medicamentos biotecnológicos no inno-
vadores carece de  la descripción de las etapas del proceso
de fabricación (incluyendo materiales de partida y banco
de células), con sus datos cualitativos y cuantitativos, así
como los antecedentes; no puede poseer información deta-
llada de los datos preclínicos, clínicos y de fármaco vigilan-
cia. Dichos requisitos, además de estar íntimamente relacio-
nados, requieren una gran experiencia y conocimientos
técnicos y científicos en materia de biotecnología.

La ausencia de elementos esenciales, como los estándares
de referencia o el historial de lotes del principio activo, y la
falta de acceso a los datos del control de calidad durante el
proceso hace imposible comparar los procesos de forma
precisa.

Aunado a lo anterior, existen pocos datos publicados sobre
métodos analíticos validados y éstos tienen una capacidad
limitada para evaluar la actividad al momento de caracteri-
zar el medicamento biotecnológico. Por lo anterior es ne-

cesario disponer de datos resultantes de las pruebas clíni-
cas y en algunos casos in-vitro para demostrar la compara-
bilidad en cuanto a calidad, seguridad y eficacia con res-
pecto al producto de referencia.

Existe pues, un riesgo considerable para la salud pública en
relación con la posibilidad de respuestas inmunológicas
atribuibles a múltiples factores, tales como: la propia sus-
tancia farmacéutica, su tamaño molecular, sus otras pro-
piedades intrínsecas (ej. solubilidad), los excipientes y ve-
hículos utilizados en la formulación del medicamento, u
otros factores relacionados con el propio paciente. Estas
respuestas pueden alterar las propiedades del medicamento
afectando su eficacia o su seguridad para la población tra-
tada y desafortunadamente no serían detectables por méto-
dos analíticos convencionales.

La inmunogenicidad es la habilidad que tiene el cuerpo hu-
mano de generar una respuesta ante la introducción de una
proteína extraña. Básicamente existen dos formas en que
puede ocurrir la inmunogenicidad: a través de impurezas o
mediante la formación de agregados que regularmente son
considerados como extraños por el organismo.

El uso de medicamentos cuya calidad se desconoce puede
inducir a una respuesta inmune, en la que probablemente
algunos casos no tienen clínicamente consecuencias rele-
vantes. Sin embargo, otros pueden tener consecuencias
graves y potencialmente letales, es decir, por un lado pue-
de producirse la pérdida de eficacia del medicamento, o
peor aún, favorecer el desarrollo de eventos de autoinmu-
nidad a las propias moléculas del organismo. Existen evi-
dencias con relación al uso de eritropoyetinas donde se han
observado consecuencias clínicas de inmunogenicidad, co-
mo fue el caso de la aplasia pura de células rojas (PRCA,
por sus siglas en inglés) descritas para la eritropoyetina al-
fa a principios de siglo.5

Puesto que no es posible prever la inmunogenicidad que
puede ocasionar el medicamento biotecnológico no inno-
vador mediante modelos preclínicos, ésta deberá evaluarse
siempre, antes de la aprobación del producto. Las autorida-
des reguladoras y los expertos coinciden en que es indis-
pensable contar con datos suficientes para realizar una eva-
luación del riesgo de inmunogenicidad para demostrar la
seguridad y la eficacia de un medicamento biotecnológico
no innovador. Este riesgo debe evaluarse al través de estu-
dios clínicos apropiados, con un número suficiente de pa-
cientes, así como con un adecuado programa de fármaco
vigilancia y datos epidemiológicos pertinentes.6
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6. Como señala el promovente en su exposición de moti-
vos, es necesario que un órgano colegiado de consulta y
apoyo sea quien se encargue de proponer a la Secretaría de
Salud las pruebas clínicas aplicables a cada medicamento
no innovador, con la finalidad de garantizar caso por caso
(es decir, de manera individual) y en condiciones óptimas,
la seguridad y eficacia de los mismos, su consumo seguro
y, por ende, su aceptación por médicos y pacientes.

Para cumplir con lo anterior y ante la inquietud de legisla-
dores como el diputado Fernando Enrique Mayans Cana-
bal, ésta comisión propone una redacción distinta a la de la
iniciativa, pero que es evidentemente concordante con el
espíritu de la misma, señalando que, “En caso de que no se
hubieren emitido las disposiciones sobre los estudios nece-
sarios y sus características a que hace referencia este artí-
culo, éstos se definirán caso por caso, conforme lo deter-
mine el Comité de Moléculas Nuevas.”

La adición citada nos parece adecuada, toda vez que el
Comité de Moléculas Nuevas ya es parte de la Comisión
Federal para la Protección Contra Riesgos Sanitarios. Se-
gún lo señala el segundo párrafo de la fracción III del artí-
culo 166 del decreto que reforma, adiciona y deroga diver-
sas disposiciones del Reglamento de Insumos para la
Salud, publicado el 2 de enero de 2008, dicho comité esta-
rá integrado por el comisionado de Autorización Sanitaria,
el director ejecutivo de Autorización de Productos y Esta-
blecimientos, el director del Centro Nacional de Farmaco-
vigilancia y representantes de las asociaciones académicas;
lo que lo convierte en la instancia apropiada para la elabo-
ración de las normas y lineamientos necesarios para asegu-
rar la seguridad, calidad y eficacia de los medicamentos no
innovadores.

A sugerencia de la diputada Lorena Martínez, se propone
una redacción que garantizando la seguridad y eficacia de
los medicamentos no innovadores, también dé una alterna-
tiva a que estos sean más económicos, facilitando su pro-
ceso de registro estableciendo lo siguiente: “Al producto
que se pretende registrar se le harán estudios clínicos o
in vitro dependiendo del uso médico en que se utilizará.”

Esta disposición resulta adecuada pues resulta indispensa-
ble evaluar cada uno de los productos sujetos a autoriza-
ción sanitaria para garantizar la seguridad, calidad y efica-
cia necesarias en este tipo de medicamentos, sin por esto
desaprovechar la experiencia que ya se tiene con los bio-
tecnológicos innovadores.

Es importante hacer mención que actualmente el sistema
de fármacovigilancia aplica a todos los medicamentos, au-
nado a lo anterior, se realizan programas específicos en los
casos determinados por el Comité de Moléculas Nuevas,
conforme al estudio de cada caso concreto.

Asimismo, es prudente mencionar que el referido comité,
debido a su naturaleza científica y técnica, es integrado por
expertos provenientes de instituciones profesionales, insti-
tuciones de investigación y reconocidas universidades,
acreditando su conocimiento y dominio de cada tema, con-
tando la documentación que avala dicho conocimiento.

7. Otra inquietud que se ve resuelta con el texto propuesto
en la iniciativa que se estudia es la identificación que se de-
be hacer en etiquetas y empaques de los medicamentos no
innovadores y los medicamentos biotecnológicos innova-
dores, para tal efecto se propone que el decreto quede de la
siguiente manera:

“Los medicamentos biotecnológicos innovadores y
los no innovadores deberán identificarse y diferen-
ciarse como tales en sus etiquetas y empaques de
conformidad con las disposiciones aplicables.”

Para implantar una farmacovigilancia eficaz resulta indis-
pensable identificar claramente el medicamento biotecno-
lógico no innovador por medio de un nombre comercial es-
pecífico. En caso de que aparezcan reacciones adversas,
especialmente por inmunogenicidad, ese nombre específi-
co permitirá identificar y asegurar el seguimiento del pro-
ducto empleado, tal y como se exige actualmente a los me-
dicamentos innovadores. De este modo, se entiende que la
utilización de un medicamento biotecnológico no implica
que sea aceptable la práctica de sustitución, ya que se trata
de un medicamento alternativo con otro nombre comercial
y sus propios datos de eficacia y seguridad clínica, descri-
tos detalladamente en el documento de Información para
Prescribir (IPP) correspondiente. Lo anterior es con la úni-
ca finalidad de que el usuario y el profesional de la salud
tengan la certeza de que están utilizando un producto que
ha cumplido con todos los requisitos y pruebas que la au-
toridad ha impuesto, demostrando su seguridad, eficacia y
calidad, pero no que son innovadores, permitiendo así una
decisión informada.

La iniciativa en estudio proponía originalmente la dife-
renciación “en los cuadros básicos y catálogos de medi-
camentos y en la prescripción de los medicamentos a que
se refiere este artículo.” Esta comisión ha considerado re-
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dundante esta precisión, pues es claro que al identificar en
empaques y etiquetas este tipo de productos, tal obligación
repercute en todos los procesos de carácter público y pri-
vado, ligados al acceso de la población a estos productos.

8. En relación con los artículos transitorios, está comisión
Dictaminadora, particularmente la diputada María Oralia
Vega Ortiz, consideró prudente otorgar un plazo más am-
plio, a fin de que la Secretaría de Salud pueda emitir las
disposiciones necesarias para el cumplimiento del decreto,
proponiendo que dicho plazo sea de 180 días.

9. Del mismo modo, la Comisión de Salud considera nece-
saria la inclusión de un artículo tercero transitorio, con la
finalidad de que en congruencia con lo dispuesto por la Ley
Federal sobre Metrología y Normalización se haga la ade-
cuación a las normas oficiales mexicanas relacionadas con
estos productos.

10. Es importante señalar que durante los trabajos del foro
celebrado el 15 de Agosto de 2007, el doctor Gustavo Olaiz
Fernández, comisionado de Autorización Sanitaria de la
Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sani-
tarios señaló que:

“La regulación de los biocomparables debe considerar
la complejidad del proceso. No solo se considerará el
proceso de registro sino también el proceso de libera-
ción posterior para la comercialización”.

“Desde luego no se considera necesario repetir todos los
estudios cuando así se considera suficiente para la segu-
ridad”.

“El producto de referencia debe haber sido registrado en
México además de que el innovador no debe tener pa-
tente”.

“El innovador va a definir para el biocomparable la for-
ma farmacéutica, potencia y la vía de administración”.

“Debe tener perfil similar de seguridad y cumplir con
todos los estándares igual que cualquier innovador”.

“Implícitamente se acepta el revisar caso por caso”.

“Debemos alentar un mercado nacional competitivo y
de desarrollo, hay un enorme potencial de crecimiento
en este campo por perdidas de patente”.

“Se requiere implementar es identificar estrategias de
competitividad confinadas a los limites de seguridad, lo
que más nos interesa es la seguridad de los pacientes”.

“Urge tener una norma de regulación.”

11. Cumpliendo con el objetivo señalado por los dos foros
de consulta donde diversas autoridades y especialistas
coincidieron en la urgente necesidad de contar con una re-
gulación específica que permita aprovechar en beneficio de
los mexicanos el desarrollo de la biotecnología farmacéuti-
ca en condiciones óptimas de calidad, seguridad y eficacia,
la Comisión de Salud ha realizado un trabajo incluyente de
todos los puntos de vista respecto a un tema extremada-
mente complejo, pero sumamente necesario, por lo que los
integrantes de la Comisión de Salud, coincidimos con las
intenciones de la iniciativa presentada y haciendo uso de
las facultades que nos otorgan tanto la Constitución como
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos y Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, he-
mos realizado algunas modificaciones con la intención de
enriquecer la iniciativa presentada a fin de que la norma ju-
rídica sea más eficaz y clara para su aplicación.

Por lo anteriormente expuesto los integrantes de la Comi-
sión de Salud, con las atribuciones que le otorga el artícu-
lo 73 fracción XVI, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos así como los artículos 45 numeral
6, inciso e) y f) de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, 87 y 88 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, ponemos a consideración el si-
guiente:

Decreto por el que se adiciona un artículo 222 Bis a la
Ley General de Salud

Artículo Único. Se adiciona un artículo 222 Bis a la Ley
General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 222 Bis. Para efectos de esta ley, se considera
medicamento biotecnológico toda sustancia que haya
sido producida por biotecnología molecular, que tenga
efecto terapéutico, preventivo o rehabilitatorio, que se
presente en forma farmacéutica, que se identifique co-
mo tal por su actividad farmacológica y propiedades fí-
sicas, químicas y biológicas. Los medicamentos biotec-
nológicos innovadores podrán ser referencia para los
medicamentos biotecnológicos no innovadores.
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Las disposiciones reglamentarias establecerán la clasi-
ficación de los mismos, conforme a lo dispuesto en esta
Ley y de acuerdo a los avances de la ciencia en la mate-
ria y se mantendrán permanentemente actualizadas.

Para la obtención del registro sanitario de medicamen-
tos biotecnológicos, el solicitante deberá cumplir con los
requisitos y pruebas que demuestren la calidad, seguri-
dad y eficacia del producto, de conformidad con las dis-
posiciones de esta ley, sus reglamentos y demás disposi-
ciones jurídicas aplicables.

Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, con-
forme a lo establecido en esta Ley, sus Reglamentos y
demás disposiciones generales aplicables, se determina-
rán los medicamentos biotecnológicos de referencia. El
solicitante de registro sanitario de no innovadores que
sustente su solicitud en un medicamento biotecnológico
de referencia, deberá presentar los estudios clínicos y,
en su caso in vitro que de conformidad con las disposi-
ciones que para tal efecto emita la Secretaría, sean ne-
cesarios para demostrar la seguridad, eficacia y calidad
del producto.

En caso de que no se hubieren emitido las disposiciones
sobre los estudios necesarios y sus características a que
hace referencia este artículo, éstos se definirán caso por
caso, conforme lo determine el Comité de Moléculas
Nuevas.

Al producto que se pretende registrar se le harán estu-
dios clínicos o in Vitro dependiendo del uso médico en
que se utilizará.

Los medicamentos biotecnológicos innovadores y los no
innovadores deberán identificarse y diferenciarse como
tales en sus etiquetas y empaques de conformidad con
las disposiciones aplicables.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los 90 días
posteriores a su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Secretaría de Salud contará con 180 días pos-
teriores a su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción para emitir las disposiciones jurídicas necesarias para
la aplicación del presente decreto.

Tercero. La Secretaría de Salud en términos de lo que es-
tablece la Ley Federal sobre Metrología y Normalización,
deberá adecuar a lo establecido por este decreto, las nor-
mas oficiales mexicanas relacionadas.

Notas:

1 Bolívar Z. Francisco G. Compilador. “Fundamentos y Casos Exito-
sos de la Biotecnología Moderna” México 2004. 

2 LX Legislatura Comisión de Salud, Cámara de Diputados. “Foro de
Medicamentos Biotecnológicos”. México 15 Agosto 2007.

3 Op. cit. Idem.

4 Diccionario de la Real Academia Española. http://www.rae.es/RAE

5 Op. Cit. LX Legislatura Comisión de Salud, Cámara de Diputados.

6 Op. Cit. Idem.

La Comisión de Salud, diputados: Ector Jaime Ramírez Barba (rú-
brica), José Antonio Muñoz Serrano (rúbrica), Adriana Rebeca Vieyra
Olivares (rúbrica), Efraín Morales Sánchez, María Oralia Vega Ortiz
(rúbrica), Antonio Xavier López Adame, Juan Abad de Jesús (rúbrica),
Efraín Arizmendi Uribe (rúbrica), Ricardo Cantú Garza, Maricela Con-
treras Julián, María Mercedes Corral Aguilar (rúbrica), Joaquín Conra-
do de los Santos Molina, Daniel Dehesa Mora, Nemesio Domínguez
Domínguez, Ángel Humberto García Reyes (rúbrica), Beatriz Eugenia
García Reyes (rúbrica), Yolanda Mercedes Garmendia Hernández (rú-
brica), Tomás Gloria Requena, Lorena Martínez Rodríguez (rúbrica),
Holly Matus Toledo, Fernando Enrique Mayans Canabal, Roberto
Mendoza Flores, Elizabeth Morales García, Gilberto Ojeda Camacho
(rúbrica), Jorge Quintero Bello (rúbrica), José Ignacio Alberto Rubio
Chávez (rúbrica), María Gloria Guadalupe Valenzuela García.»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
En consecuencia está a discusión, en lo general y en lo par-
ticular, el artículo único del dictamen con proyecto de de-
creto.

Se ha registrado para fijar posición y plantear cambios al
dictamen el señor diputado Fernando Mayans Canabal, a
quien se le concede el uso de la palabra.

El diputado Fernando Enrique Mayans Canabal: Con
su permiso, señor presidente. Compañeras diputadas y
compañeros diputados:
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«Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 124, 95,
96, 97, 98, 114, 115, 116 y demás relativos del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, someto a consideración de es-
ta honorable asamblea la siguiente propuesta de modifica-
ción al proyecto de decreto que adiciona un artículo 222
Bis a la Ley General de Salud, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Primera. En primer lugar quiero manifestar mi acuerdo en
lo general con el proyecto de decreto; sin embargo, consi-
dero necesario señalar que para establecer la diferencia en-
tre los medicamentos biotecnológicos innovadores, de los
no innovadores, es preferible otra denominación, ya se ha-
bló suficientemente durante la discusión de este dictamen,
al interior de la Comisión de Salud, de los inconvenientes
de utilizar nomenclaturas como “biogenéricos” o “biosimi-
lares”; y precisamente por eso se llegó a la conclusión de
dejar el término en “no innovadores”.

Creo, sin embargo, que no es el término más adecuado, to-
da vez que, de suyo implica una connotación negativa; si-
tuación que evidentemente se verá reflejada en la acepta-
ción de un medicamento que ya ha comprobado su eficacia
y calidad.

De tal suerte que será una ventaja para las empresas trans-
nacionales y un obstáculo para la industria nacional, que
puede proveer de medicamentos de alta calidad y a precios
más accesibles.

Por este motivo creo que el término para denominar a los
biotecnológicos no innovadores es el de “biocomparables”,
ya que no implica que sean genéricos, pero sí tienen una
calidad, seguridad y eficacia comparables con el innova-
dor, y dicha denominación no implica ninguna clase de ca-
lificativo negativo que pudiera perjudicar a la industria na-
cional.

Segunda. Por lo que se refiere al Comité de Moléculas
Nuevas, creo que es indispensable que se especifique que
dicho comité contará para el caso de los medicamentos bio-
tecnológicos con un subcomité dedicado únicamente a es-
te tipo de medicamentos, y que dentro del texto de la ley se
establezca que deberá estar integrado por especialistas en
la materia, a fin de que la aprobación de un registro sanita-
rio sea valorado únicamente por expertos en este tema.

Tercera. En relación directa con lo anterior y para garanti-
zar la probidad y honradez de los integrantes del subcomi-
té de medicamentos biotecnológicos, propongo que se adi-
cione un artículo cuarto transitorio, que establezca la
obligación de incluir a representantes de las instituciones
científicas más prestigiadas del país, como lo son el Insti-
tuto Nacional de Medicina Genómica, la Universidad Na-
cional Autónoma de México y el Instituto Politécnico Na-
cional.

Cuarta. Por último, y en congruencia con lo anterior, pro-
pongo un artículo quinto transitorio, a fin de que la Secre-
taría de Salud emita el reglamento respectivo al Comité de
Moléculas Nuevas, a fin de que contemos con la certeza de
que quienes participan en el mismo no obedecen a intere-
ses perversos o mercantilistas.

Por todas las razones expresadas, propongo a este pleno las
siguientes modificaciones al decreto, para quedar como si-
gue

Decreto por el que se adiciona un artículo 222 Bis a la
Ley General de Salud

Único. Se adiciona un artículo 222 Bis a la Ley General de
Salud, para quedar como sigue:

Artículo 222 Bis. Para efectos de esta ley se considera me-
dicamento biotecnológico toda sustancia que haya sido
producida por biotecnología molecular que tenga efecto te-
rapéutico, preventivo o rehabilitatorio, que se presente en
forma farmacéutica, que se identifique como tal por su ac-
tividad farmacológica y propiedades físicas, químicas y
biológicas. Los medicamentos biotecnológicos innovado-
res podrán ser referencia para los medicamentos biotecno-
lógicos no innovadores a los cuales se les denominará
biocomparables.

Las disposiciones reglamentarias establecerán la clasifica-
ción de los mismos conforme a lo dispuesto en esta ley y
de acuerdo a los avances de la ciencia en la materia, y se
mantendrán permanentemente actualizadas.

Para la obtención del registro sanitario de medicamentos
biotecnológicos, el solicitante deberá cumplir con los re-
quisitos y pruebas que demuestren la calidad, seguridad, y
eficacia del producto, de conformidad con las disposicio-
nes de esta ley, sus reglamentos y demás disposiciones ju-
rídicas aplicables.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 7 de octubre de 2008391



Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, confor-
me a lo establecido en esta ley, sus reglamentos y demás
disposiciones generales aplicables, se determinarán los me-
dicamentos biotecnológicos de referencia. El solicitante de
registro sanitario de medicamentos biocomparables que
sustente su solicitud en un medicamento biotecnológico de
referencia, deberá presentar los estudios clínicos y, en su
caso, in vitro, que de conformidad con las disposiciones
que para tal efecto emita la Secretaría, sean necesarios pa-
ra demostrar la seguridad, eficacia y calidad del producto.

En caso de que no se hubieren emitido las disposiciones so-
bre los estudios necesarios y sus características a que hace
referencia este artículo, éstos se definirán caso por caso,
conforme lo determine el Comité de Moléculas Nuevas, el
que para efectos de lo dispuesto en este artículo conta-
rá con un subcomité de medicamentos biotecnológicos,
que estará integrado por especialistas médicos y cientí-
ficos en materia de biotecnología farmacéutica.

Al producto que se pretende registrar se le harán estudios
clínicos o in vitro, dependiendo del uso médico en que se
utilizará.

Los medicamentos biotecnológicos innovadores y los bio-
comparables deberán identificarse y diferenciarse como
tales en sus etiquetas y empaques, de conformidad con las
disposiciones aplicables.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los 90 días
posteriores a su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Secretaría de Salud contará con 180 días pos-
teriores a su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción para emitir las disposiciones jurídicas necesarias para
la aplicación del presente decreto.

Tercero. La Secretaría de Salud, en términos de lo que es-
tablece la Ley Federal sobre Metrología y Normalización,
deberá adecuar a lo establecido por este decreto las normas
oficiales mexicanas relacionadas.

Cuarto. El subcomité de medicamentos biotecnológicos,
al que hace referencia el artículo 222 Bis, contará con al
menos cinco integrantes, de entre los cuales deberá asegu-
rarse la inclusión de un representante de cada una de las si-
guientes instituciones: Instituto Nacional de Medicina Ge-

nómica, Universidad Nacional Autónoma de México e Ins-
tituto Politécnico Nacional.

Quinto. El reglamento del Comité de Moléculas Nuevas
deberá expedirse antes de los 90 días posteriores a la pu-
blicación del presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de octubre de 2008.— Diputa-
do Fernando Enrique Mayans Canabal (rúbrica).»

Año III, Primer Periodo, 7 de octubre de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados392



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 7 de octubre de 2008393



Año III, Primer Periodo, 7 de octubre de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados394



El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Gracias, diputado Mayans Canabal. Consulte la Secretaría
a la asamblea si se acepta la modificación propuesta por el
diputado Fernando Mayans Canabal.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la
asamblea, en votación económica, si se acepta la modifica-
ción propuesta por el diputado Mayans Canabal al artículo
222 Bis. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Ciudadano presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Aceptada la modificación propuesta.

Consulte la Secretaría a la asamblea si el proyecto de de-
creto se encuentra suficientemente discutido, en lo general
y en lo particular.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Por instrucciones de la Presidencia, en votación
económica se consulta a la asamblea si se encuentra sufi-
cientemente discutido el proyecto de decreto, en lo general
y en lo particular. Las diputadas y los diputados que estén
por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los
diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Ciudadano presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Suficientemente discutido.

Se pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico has-
ta por cinco minutos para proceder a la votación en lo ge-
neral y en lo particular, con la modificación aceptada, del
proyecto de decreto.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento para el Gobierno Interior. Ábrase el siste-
ma electrónico por cinco minutos para proceder a la vota-
ción en lo general y en lo particular del proyecto de decre-
to, con la modificación aprobada.

(Votación)

Ciérrese el sistema de votación electrónico.

Se emitieron 265 votos en pro, 0 en contra y 1 abstención.
Es cuanto, ciudadano presidente.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Aprobado en lo general y en lo particular, por 265 vo-
tos, el proyecto de decreto que adiciona el artículo 222
Bis a la Ley General de Salud. Pasa al Senado para sus
efectos constitucionales.
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